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Ley Contra la Corrupción

Título I
Disposiciones Fundamentales

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 1. 
La presente Ley tiene por objeto el establecimiento de normas 
que rijan la conducta que deben asumir las personas sujetas a la 
misma, a los fines de salvaguardar el patrimonio público, garantizar 
el manejo adecuado y transparente de los recursos públicos, 
con fundamento en los principios de honestidad, transparencia, 
participación, eficiencia, eficacia, legalidad, rendición de cuentas 
y responsabilidad consagrados en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela, así como la tipificación de los delitos 
contra la cosa pública y las sanciones que deberán aplicarse a 
quienes infrinjan estas disposiciones y cuyos actos, hechos u 
omisiones causen daño al patrimonio público.





Contenido

Revista de 
Control Fiscal

171

ANTECEDENTES DE LA CONVENCIÓN 

El Mecanismo de Seguimiento de la Implementación 
de la Convención Interamericana Contra la Corrupción  
(MESICIC)

Comité de Expertos del MESICIC

Informes de Avance

PRIMERA RONDA DE ANÁLISIS

Conflictos de intereses

Sistema de ética pública

Asegurar la preservación y el uso adecuado de los 
recursos asignados a los funcionarios públicos en el 
desempeño de sus funciones

Medidas y sistemas que exijan a los funcionarios 
públicos informar a las autoridades competentes sobre 
los actos de corrupción en la función pública de los que 
tengan conocimiento 

Sistemas para la declaración de ingresos, activos y 
pasivos.

Órganos de control superior

Participación de la sociedad civil

Mecanismos para estimular la participación 
de la sociedad civil y de las organizaciones no 
gubernamentales en los esfuerzos destinados a 
prevenir la corrupción

a.- Mecanismos para el acceso a la información.

b.- Mecanismos de consulta.

14

 
 
 
 
 

21



c.- Mecanismos para estimular una participación 
activa en la gestión pública

d.- Mecanismos de participación en el seguimiento 
de la gestión pública

Asistencia y cooperación

Autoridades centrales

 

SEGUNDA RONDA DE ANÁLISIS 
Sistemas para la contratación de funcionarios públicos 
y para la adquisición de bienes y servicios por parte del 
Estado 

Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y 
ciudadanos particulares que denuncien de buena fe 
actos de corrupción

TERCERA RONDA DE ANÁLISIS

Negación o impedimento de beneficios tributarios por 
pagos que se efectúen en violación de la legislación 
contra la corrupción

Prevención del soborno de funcionarios públicos 
nacionales y extranjeros

Soborno transnacional

Enriquecimiento ilícito

Notificación de la tipificación del soborno trasnacional y 
del enriquecimiento ilícito

Extradición

OTROS AVANCES DE LA CONVENCIÓN

CONCLUSIONES

173

210

241

271



IX

Presentación

La lucha contra la corrupción no es una utopía  

es la prueba del respeto a nuestras naciones y a nuestra sociedad.  

Al combatirla preservamos el orden, la seguridad y el bien común. 

Sigamos adelante porque aún hay mucho por hacer.*

El término utopía fue empleado por primera vez por Thomas More 
en su obra Libro del estado ideal de una república en la nueva isla de 
Utopía, este autor concibe un mundo ideal o irónico que se presenta 
como alternativo al mundo realmente existente, mediante una crítica 
a este último. Utopía es el nombre dado a una isla idílica perdida en 
medio del océano y a la comunidad ficticia que la habita, cuyos ha-
bitantes habían logrado el Estado perfecto: un Estado caracterizado 
por la convivencia pacífica, el bienestar físico y moral de sus habitan-
tes, y el disfrute común de los bienes.

Pero ante la existencia de tal Estado surge una interrogante: ¿Es po-
sible un mundo sin corrupción? Este flagelo es un fenómeno tan an-
tiguo como la historia de las sociedades humanas y se presenta en 
cualquier sistema político sin importar su grado de progreso, no es 
exclusivo de algún sector en particular ni de países desarrollados o 
en vías de desarrollo, se expresa en todos los idiomas, no conoce 
latitudes ni longitudes y ha sido una de las preocupaciones más sig-
nificativas y permanentes de la humanidad por su incidencia negativa 
en el crecimiento y bienestar de los pueblos: nos afecta a todos en 
mayor o menor grado.

Ante este panorama se asoma otra pregunta, ¿Cuál es la mejor arma 
para combatirla? La respuesta no es solo una, sino es la suma de 
herramientas para la lucha férrea de enfrentarla y erradicarla que se 
convierte en una espada invisible de esfuerzos mancomunados a tra-
vés de las siguientes iniciativas: la promoción de valores democráti-
cos para fortalecer la participación de la ciudadanía en los procesos 
de vigilancia de la gestión pública, la modernización del Estado para 

* Acta de la Segunda Reunión de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC (Anexo VIII). 20 
y 21 de noviembre de 2006, Washington, D.C.



lograr una mayor transparencia y eficiencia en esa misma gestión, y el 
fortalecimiento de los órganos encargados de controlarla.

Como se afirmó anteriormente, la corrupción no se circunscribe a un 
período histórico o a un espacio geográfico, pero en el continente 
americano han confluido algunos elementos trascendentales que han 
azuzado su crecimiento: el desencuentro entre la realidad y las nor-
mas; el desfase de las leyes con la ética y la moral y con la situación 
política, económica y social concreta de cada una de las naciones; 
además del desarrollo de marañas legales y burocráticas al servicio 
de particulares, lo que en conjunto hace de este fenómeno un siste-
ma de vida. Esto no significa que el problema en esta región sea más 
grave o más complejo que en otras zonas, sino que frente a distintas 
manifestaciones del fenómeno de la corrupción, América Latina ha 
de asumir la vanguardia al asegurar que la cooperación internacional 
pueda coadyuvar de forma efectiva en los esfuerzos soberanos de 
cada país para prevenirlo y erradicarlo. 

Sin embargo, la magnitud y profundidad de dichas manifestaciones 
de la corrupción exigen un combate que involucra a diversos actores 
internos y externos, tal como lo expresaron las palabras del excontra-
lor Clodosbaldo Russián: “La prevención y la lucha contra la corrup-
ción corresponden a cada ciudadano y a todo tipo de organizaciones 
públicas o privadas, nacionales o internacionales (…) es indispensa-
ble una actitud de permanente alerta y participación ciudadana para 
precaverlos y disuadir a quienes por la inexistencia de mecanismos 
de control se vean tentados a incursionar contra la integridad de los 
caudales públicos.”

A la luz de esta realidad, la Contraloría General de la República Bo-
livariana de Venezuela ha impulsado y concretado a lo largo de los 
años destacadas iniciativas para el combate contra la corrupción. Un 
ejemplo esencial de ello tuvo lugar en la Primera Cumbre de las Amé-
ricas, en 1994, cuando nuestro país propuso incluir la lucha contra 
este flagelo en el Plan de Acción de la Cumbre y se recomendó la 
elaboración de un tratado internacional para combatir este mismo fe-
nómeno en el marco de la Organización de Estados Americanos, lo 
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que dio origen a la Convención Interamericana Contra la Corrupción 
(CICC).

Esta Convención se convirtió en el instrumento internacional más im-
portante a nivel regional para combatir el flagelo de la corrupción y 
el primero en su género con alto contenido jurídico, expresando una 
concepción integral y completa acerca de la forma como se debe 
abordar este problema a través de la promoción y facilitación de la 
cooperación entre los países y, consecuentemente, el desarrollo den-
tro de cada uno de los Estados Partes de los métodos necesarios para 
prevenirlo, detectarlo, sancionarlo y erradicarlo; así como asegurar la 
eficacia de las medidas y acciones para construir un entramado sis-
tema de combate. Este método o sistema de lucha (la Convención) 
cuenta con el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la 
Convención Interamericana contra la Corrupción (mesicic). 

Esta edición N° 171 de la Revista de Control Fiscal, Cultura de la Efi-
cacia, correspondiente al primer semestre del año 2014, estará dedi-
cada a la difusión de los Informes de Avance País que ha elaborado 
Venezuela en el marco del mesicic, y por lo tanto no tendrá en su con-
tenido las secciones habituales que la conforman. Cabe destacar que 
estos informes han sido presentados formalmente por la República 
Bolivariana de Venezuela en cada una de las Reuniones del Comité 
de Expertos, y se encuentran publicados en las páginas web de la 
OEA1 y de la Contraloría General de la República.2

La idea fundamental con esta edición especial es dar a conocer a los 
lectores una de las partes menos visibles de la amplia labor que reali-
za la cgr como representante de Venezuela ante el mesicic3, así como 
divulgar las actividades y aportes que se han realizado en las distintas 
áreas o temas dispuestos por la Convención, destacando que esta 

1 http://www.oas.org/juridico/spanish/mesicic_intro_sp.htm
2 http://www.cgr.gob.ve/site_content.php?Cod=010#
3 Entre las labores que realiza la cgr ante el mesicic se encuentran: la elaboración de respuestas 
oportunas a los cuestionarios o solicitud de información de carácter técnico en el marco de la 
Convención, la evaluación de los cuestionarios de otros Estados Partes, la presentación de los 
Informes de Progreso, la colaboración con información para elaborar los Informes Hemisféricos, y 
la preparación para recibir y realizar visitas in situ en el marco de las co-evaluaciones realizadas por 
otros miembros a Venezuela y de nuestro país a otros miembros, y la presentación de los Informes 
de Avance, entre otras.



institución es un ejemplo continental en cuanto a los avances legisla-
tivos y las labores realizadas en la lucha contra la corrupción. 

El primer capítulo de esta edición presenta los Antecedentes de la 
CICC y el Estado de Firmas y Ratificaciones como una manera di-
dáctica de ubicar al lector en el tema, para luego esbozar en tres 
capítulos las Rondas de Análisis desarrolladas hasta el momento. 
Este contenido se organizará de acuerdo con la evaluación de la im-
plementación de las disposiciones de la Convención seleccionadas 
en cada Ronda y, a su vez, en cada una de ellas se han agrupado 
los avances cronológicamente en relación con cada tema de trabajo. 
De este modo, aun cuando no se ha modificado sustancialmente el 
contenido de fondo de los Informes, por ser documentos oficiales 
presentados ante el Comité de Expertos del Mecanismo de Segui-
miento, sí se han dispuesto en un orden diferente para poder facilitar 
la lectura y lograr el objetivo de difundir los avances técnicos de ma-
nera más sencilla y comprensible.

Con la presentación de estos avances se muestra la labor continua 
que día a día se ejerce desde Venezuela, en el marco de los países 
americanos, para contrarrestar el desarrollo del flagelo de la corrup-
ción y, además, se deja testimonio indeleble en las páginas de la 
Revista de Control Fiscal, Cultura de la Eficacia de la gestión llevada 
a cabo por el Máximo Organismo Contralor del país en esta lucha 
constante, porque no debe ser un trabajo aislado de un solo ente sino 
una batalla que debe enfrentarse en conjunto, tal como lo expresa el 
lema de la cgr: Contralores somos todos.

XII
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Convención

Contra
        Corrupción4 
4 En la entrega de la Revista de Control Fiscal N° 159, septiembre-noviembre de 2005, se 
presenta con más detalles una compilación de textos referidos a la Cumbre de las Américas; 
la Convención Interamericana Contra la Corrupción, antecedentes, su texto, estado de firmas, 
ratificaciones, adhesiones y reservas; creación del Mecanismo de Seguimiento de la CICC; 
los órganos que componen este Mecanismo para su cometido: la Conferencia de los Estados 
Partes y el Comité de Expertos; el Cuestionario con las disposiciones seleccionadas por el 
Comité de Expertos, entre otros. Para una mayor comprensión puede consultar la RCF en 
línea en el siguiente enlace: http://www.cgr.gob.ve/site_publishing.php

Interamericana
la
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Antecedentes
La lucha contra la corrupción ha sido una de las preocupaciones cons-
tantes de los Estados Miembros de la Organización de Estados Ame-
ricanos. La Carta de la OEA señala que “la democracia participativa es 
condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la 
región”, y estas naciones han reconocido que la corrupción constituye 
una de las amenazas más graves para los sistemas democráticos.

El anterior reconocimiento se reflejó inicialmente en diversos instru-
mentos adoptados en el marco del Sistema Interamericano, incluyen-
do el Compromiso de Santiago con la Democracia y la Renovación 
del Sistema Interamericano de 1991; la Resolución AG/RES. 1159 de 
la Asamblea General de la OEA de 1992 sobre Prácticas Corruptas en 
el Comercio Internacional; la Declaración de Managua para la Promo-
ción de la Democracia y el Desarrollo de 1993; la Declaración de San 
José sobre Derechos Humanos de 1993; y la Declaración de Belén 
do Pará de 1994.

Las Cumbres de las Américas reúnen a los Jefes de Estado y de 
Gobierno de los Estados Miembros del Hemisferio para debatir sobre 
aspectos políticos compartidos, afirmar valores comunes y compro-
meterse a acciones concertadas a nivel nacional y regional con el 
fin de hacer frente a desafíos presentes y futuros que enfrentan los 
países de las Américas.  Este proceso introdujo mayor dinamismo al 
tratamiento del fenómeno de la corrupción a nivel continental.

La primera de estas cumbres, realizada en Miami en diciembre de 
1994, marcó un hito en este campo. En esa oportunidad, los Jefes de 
Estado y de Gobierno reconocieron el carácter multilateral de este fla-
gelo y, conscientes de ello, se comprometieron a negociar un acuer-
do hemisférico en la materia en el marco de la OEA. Como resultado 
de esta decisión, y luego de un amplio proceso de análisis y delibera-
ciones, los Estados de las Américas adoptaron en Caracas, en mar-
zo de 1996, la Convención Interamericana Contra la Corrupción, es 
decir, el primer instrumento jurídico internacional en este campo que 
menciona expresamente entre sus fundamentos el reconocimiento 
de la trascendencia internacional de la corrupción y la necesidad de 
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contar con un instrumento de tal carácter que promueva y facilite la 
cooperación entre los países para combatirla y, consecuentemente, 
con esta motivación se fijaron dos propósitos:

1. Promover y fortalecer el desarrollo, por cada uno de los Estados 
Partes, de los mecanismos necesarios para prevenir, detectar, san-
cionar y erradicar la corrupción.

2. Promover, facilitar y regular la cooperación entre los Estados Partes 
a fin de asegurar la eficacia de las medidas y acciones para prevenir, 
detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción en el ejercicio 
de las funciones públicas y los actos de corrupción específicamente 
vinculados con el mismo.

La Convención reconoce de manera expresa en su preámbulo, y en 
varios de sus artículos, que el problema de la corrupción no puede 
ser solucionado únicamente con acciones represivas o sancionatorias 
una vez que ha surgido el mal, sino que también se precisan decisio-
nes de carácter preventivo orientadas a modernizar las instituciones y a 
eliminar las causas mismas de la corrupción, o las condiciones que la 
facilitan o la propician. Por esto, las medidas preventivas contempladas 
en su artículo III constituyen parte importante de sus disposiciones.

Este instrumento concibe la lucha contra la corrupción como un pro-
ceso y no como el simple resultado de acciones puntuales, aisladas 
y sin ninguna conexión o coordinación. 

La Convención pone de relieve, además, la importancia de la acción 
de todos los actores: los Estados, el sector privado, la sociedad civil 
y la comunidad internacional. Constituye también el instrumento jurí-
dico interamericano más importante para la extradición de personas 
por delitos de corrupción, la cooperación y asistencia entre los Es-
tados en cuanto a la obtención de pruebas y la realización de otros 
actos necesarios para facilitar los procesos y actuaciones referentes 
a la investigación o juzgamiento de hechos de corrupción; así como 
para la identificación, el rastreo, la inmovilización, la confiscación y el 
decomiso de bienes obtenidos o derivados de la comisión de delitos 
de corrupción, de los bienes utilizados en dicha comisión o del pro-
ducto de dichos bienes.
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En lo que se refiere a la investigación o suministro de información por 
parte de entidades bancarias o financieras, la Convención representa 
un importante avance dentro del propósito de evitar que el secreto 
bancario pueda ser utilizado para encubrir o proteger a los corruptos.

En relación con el tema del derecho de asilo, la Convención logra un 
compromiso entre los valores protegidos con esta figura jurídica y los 
valores que son propios del combate contra la corrupción. Como se 
afirmó durante el proceso de discusiones del proyecto, la razón de 
ser y la esencia del asilo no pueden ser en ninguna forma vulnera-
das, pero este recurso tampoco puede servir para encubrir a quienes 
han cometido actos de corrupción o facilitarles eludir la acción de la 
justicia. Dentro de este propósito, es muy importante la disposición 
contenida en el artículo XVII, según la cual el hecho de que los bienes 
obtenidos o derivados de un acto de corrupción hubiesen sido des-
tinados a fines políticos o el hecho de que se alegue que un acto de 
corrupción ha sido cometido por motivaciones o con finalidades po-
líticas, no bastarán por sí solos para considerar dicho acto como un 
delito político o como un delito común conexo con un delito político.

Por último, conviene destacar que otro de los temas de los cuales se 
ocupa la Convención es el combate contra el soborno en las transac-
ciones comerciales internacionales. El artículo VIII de la Convención 
no sólo constituyó un gran progreso, sino que colocó a los Estados 
americanos a la vanguardia en este tema, pues la regulación y el 
compromiso de sancionar esta práctica ilícita se estableció en un ins-
trumento obligatorio desde el punto de vista jurídico. 

Estado de firmas y ratificaciones 

La Convención Interamericana Contra la Corrupción fue aprobada en 
Caracas, Venezuela, en marzo de 1996 y entró en vigor en marzo de 
19975. Hasta la fecha de la presente publicación ha sido suscrita por 
34 Estados y 33 de ellos la han ratificado, lo cual refleja la importancia 
que para los Estados de América tienen sus disposiciones.

5 Ratificación de Venezuela el 06 de marzo de 1997.



Revista de Control Fiscal 17

Por su parte, la República Bolivariana de Venezuela firmó la CICC el 
29 de marzo de 1996 y realizó la ratificación correspondiente el 22 de 
mayo de 1997, luego depositó el instrumento de ratificación el 2 de 
junio de 1997 ante la Secretaría General de la Organización de Es-
tados Americanos (OEA), y desde el 4 de junio de 2001 forma parte 
del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Conven-
ción Interamericana Contra la Corrupción (mesicic), al cual asiste en 
representación del país, como miembro del Comité de Expertos, la 
Contraloría General de la República en su carácter de integrante del 
Consejo Moral Republicano.

El Mecanismo de Seguimiento de la Implementación 
de la Convención Interamericana Contra la Corrupción 
(mesicic)

Los Estados Miembros de la OEA, conscientes de la necesidad de 
fortalecer la implementación de la CICC, adoptaron en el marco del 
trigésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la 
Organización, celebrado en el año 2000, la Resolución AG/RES. 1727 
en la cual encomendaron al Consejo Permanente analizar los mecanis-
mos de seguimiento existentes en los ámbitos regional e internacional, 
con el objeto de que formularan una recomendación sobre el modelo 
más apropiado para el seguimiento de la Convención, lo que finalmen-
te fue plasmado en su Resolución CP/RES. 783 (1260/01) del 18 de 
enero de 2001. Fue así como los Estados Partes expresaron su com-
promiso de fortalecer la lucha contra la corrupción y acordaron apoyar 
el establecimiento de un mecanismo que se adoptó el 4 de junio de 
2001: el mesicic, en los términos previstos en el denominado Documen-
to de Buenos Aires sobre el Mecanismo de Seguimiento de la Imple-
mentación de la Convención Interamericana Contra la Corrupción.6

Este Mecanismo tiene como finalidad promover la implementación de 
la CICC; dar seguimiento a los compromisos asumidos por los Esta-
dos Partes en la misma y analizar la forma en que se están ejecutan-
do estas obligaciones; así como facilitar la realización de actividades 
de cooperación técnica, el intercambio de información, experiencias 

6 Documento de Buenos Aires disponible en: http://www.oas.org/juridico/spanish/declaracion_de_
los_estados_parte.htm
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y prácticas óptimas y la armonización de las legislaciones de los Es-
tados Partes. A su vez, tiene como propósito realizar el seguimiento 
a los aportes presentados por los Estados en cada cuestionario en 
el marco de las rondas de análisis, y como fin último el de facilitar la 
cooperación entre los Estados Partes para contribuir con el cumpli-
miento de los propósitos de la Convención y asegurar que ella se 
aplique. 

Se ha previsto que el Mecanismo se desarrolle en el marco de los 
propósitos establecidos en la Carta de la OEA y que observe princi-
pios tales como los de soberanía, no intervención, e igualdad jurídica 
de los Estados.

El mesicic se caracteriza por la imparcialidad y objetividad en su ope-
ración y en las conclusiones a las que arribe, así como por la no 
aplicación de sanciones, lo que garantiza tanto la seriedad del mismo 
como el hecho de que su objetivo no es calificar o clasificar a los 
Estados, sino fortalecer la cooperación entre ellos en su lucha contra 
un enemigo común como lo es la corrupción. Este mecanismo consta 
de dos órganos: 

�� La Conferencia de los Estados Partes, que está integrada por repre-
sentantes de todos los Estados y tiene la autoridad y responsabili-
dad general de instrumentar el Mecanismo. 

�� El Comité de Expertos, que está compuesto por expertos designa-
dos por cada Estado Parte, y es el órgano responsable del análisis 
técnico de la implementación de la Convención por dichos Estados.

El Comité tiene entre sus funciones:

-   Seleccionar las disposiciones de la Convención para que su imple-
mentación sea analizada por los Estados Partes en el marco de cada 
Ronda de Análisis.

-     Adoptar la metodología para el análisis de las disposiciones de la 
Convención que fueron seleccionadas en cada Ronda para preci-
sar el objeto y alcance de dicho análisis.
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-     Acoger el cuestionario para recabar directamente de cada Estado 
Parte información pertinente para examinar la manera en la que 
habían avanzado en la implementación de las disposiciones de la 
Convención seleccionadas para ser analizadas.

-   Aprobar una estructura uniforme para los Informes por país que 
garantice el tratamiento igualitario de los Estados. 

El objetivo de los informes por país es analizar en cada Estado Parte 
del mesicic la implementación de las disposiciones de la Convención 
seleccionadas por el Comité para cada Ronda de Análisis. De estos 
informes surgen recomendaciones y medidas formuladas también 
por el Comité que se refieren, en unos casos, a situaciones que de 
manera muy particular afectan a un determinado país y, por tal razón, 
tienen una connotación específica que apunta a que frente a estas 
situaciones se considere adoptar la medida concreta que sea acon-
sejable de acuerdo con los propósitos de la Convención y, por otra 
parte, recomendaciones que se refieren a situaciones que se presen-
tan más frecuentemente en los Estados analizados y por esto tienen 
una connotación común.

En cuanto a los comentarios que realice el Comité de Expertos en los 
informes por país, estos se referirán a cada una de las áreas temá-
ticas en que se divide el informe de acuerdo con las disposiciones 
cuya implementación se analiza; se identificarán los progresos rea-
lizados y, si las hubiere, las áreas en que se requieren avances en 
la implementación de la Convención; se harán las recomendaciones 
para que el Estado Parte tome las acciones que fueren necesarias; se 
hará referencia a aquellas áreas en que el Estado Parte podría solici-
tar o recibir cooperación o asistencia técnica, así como a los recursos 
o programas que se conozcan en este campo y que le puedan ser de 
utilidad; y, finalmente, los informes serán lo suficientemente detalla-
dos y específicos para permitir el seguimiento de los avances.

Informes de Avance

Otra de las actividades que desarrolla el Comité es la recepción de 
los Informes de Avance, en atención a lo establecido en el artículo 31 
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del Reglamento y Normas de Procedimiento del Comité de Expertos 
del mesicic7, en los cuales, en la primera reunión plenaria de cada año, 
los Estados Parte informan verbal y brevemente sobre la situación en 
que se encuentran las recomendaciones y medidas propuestas por 
el Comité, adoptadas entre la primera reunión del año anterior y la 
que se inicia.

Estos Informes comenzaron a realizarse a partir de la Segunda Reu-
nión de los Estados Partes en enero del año 2002; los mismos tam-
bién dan cuenta sobre otros avances relativos a la implementación de 
la Convención y, por último, podrán informar sobre dificultades que se 
hayan tenido en la implementación de estas recomendaciones.

En lo particular, la República Bolivariana de Venezuela ha presentado 
ante el Comité de Expertos 17 Informes de Avance8 para dar cuenta 
de las tres Rondas de Análisis de las disposiciones de la Convención 
Interamericana Contra la Corrupción. 

7 Reglamento de Normas y Procedimientos del Comité de Expertos http://www.oas.org/juridico/
spanish/mesicic_reglamento.pdf
8 II, III, IV, V VI, VII VIII, IX, X, XI, XIII, XV, XVI, XVIII, XX, XXI, XXIII. Disponibles en: http://www.cgr.gob.
ve/site_content.php?Cod=010#
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En la Primera Reunión del Comité de Expertos, celebrada entre los 
días 14 y 18 de enero de 2002 en la ciudad de Washington D.C., 
Estados Unidos de América, el Comité, además de adoptar su Re-
glamento y Normas de Procedimiento, seleccionó las disposiciones 
de la Convención a ser analizadas durante la Primera Ronda.  Poste-
riormente, en la Segunda Reunión, celebrada los días del 20 al 24 de 
mayo de 2002 en la sede de la OEA (Washington D.C.), adoptó las 
decisiones necesarias para el inicio de la Primera Ronda de Análisis, 
tales como la metodología para el análisis de la implementación de 
las disposiciones de la Convención seleccionadas; el cuestionario 

Primera

Análisis
Ronda de
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para recabar información necesaria para efectuar dicho análisis; la 
estructura de los informes por país; un método imparcial para fijar las 
fechas para analizar la información correspondiente a cada Estado 
Parte; y la conformación de los respectivos subgrupos de análisis.

Para el análisis de las disposiciones seleccionadas de la Convención 
para ser consideradas en esta Primera Ronda (Artículos III, XIV y XVIII) 
se tendrá en cuenta la siguiente división en áreas temáticas:

1.	 Normas de conductas y mecanismos para hacer efectivo su cum-
plimiento

Las primeras disposiciones seleccionadas (artículo iii, párrafos 1 y 2) 
por el Comité para el análisis de su implementación por los Estados 
Partes establecen una primera área temática para la aplicabilidad de 
medidas destinas a crear, mantener y fortalecer: Normas de conducta 
para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funcio-
nes públicas y Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de 
dichas normas de conducta.

Estas medidas ayudarán a preservar la confianza en la integridad de 
los funcionarios públicos y en la gestión pública.

Al respecto, conviene destacar que estas normas de conducta debe-
rán estar orientadas a:

a.  Prevenir conflictos de intereses,

b.   Asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asigna-
dos a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones; 
y, 

c.   Establecerán también las medidas y sistemas que exijan a los fun-
cionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre 
los actos de corrupción en la función pública de los que tengan 
conocimiento.

2.	 Sistemas para la declaración de ingresos, activos y pasivos 
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La segunda área temática se ocupará del análisis de la tercera dis-
posición (artículo iii, párrafo 4) seleccionada por el Comité, la cual 
establece lo siguiente:

“4. Sistemas para la declaración de ingresos, activos y pasivos por 
parte de las personas que desempeñan funciones públicas en los 
cargos que establezca la ley y para la publicación de estas declara-
ciones cuando corresponda”.

3.	 Órganos de Control Superior 

La tercera área temática versa sobre la implementación del artículo 
iii, párrafo 9 de la Convención, en la que se analizará únicamente a 
aquellos órganos relacionados con los órganos de control superior 
que tengan a su cargo el ejercicio de funciones atinentes al cumpli-
miento de las disposiciones previstas en los numerales 1, 2, 4 y 11 del 
artículo III de la Convención.

4.	 Participación de la sociedad civil 

La cuarta área temática se refiere al análisis de la implementación 
de la quinta disposición (artículo iii, párrafo 11) seleccionada por el 
Comité, la cual establece las medidas preventivas destinadas a crear, 
mantener y fortalecer mecanismos para estimular la participación de 
la sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los 
esfuerzos destinados a prevenir la corrupción.

Para efectos del análisis de la implementación de esta disposición, 
además de su consideración en general, se podrá tener en cuenta la 
siguiente clasificación:

a. Mecanismos para el acceso a la información.	

b. Mecanismos de consulta.

c. Mecanismos para estimular una participación activa en la ges-
tión pública.

d. Mecanismos de participación en el seguimiento de la gestión 
pública.
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5.	 Asistencia recíproca y cooperación técnica 

La quinta área temática (artículo xiv) se refiere a la asistencia recípro-
ca y la cooperación técnica entre los Estados Partes en las materias 
de las que trata la Convención.

6.	 Autoridades centrales 

La sexta área temática (artículo xviii) aborda la designación de auto-
ridades centrales por los Estados Partes, a los efectos de formular y 
recibir las solicitudes de asistencia recíproca y cooperación técnica 
de las que trata la Convención.

Normas de conducta para el correcto, honorable y 
adecuado cumplimiento de las funciones públicas

Conflictos de intereses 

Para el análisis de las normas de conducta orientadas a prevenir 
conflictos de intereses y de los mecanismos para hacer efectivo el 
cumplimiento de las mismas, en caso que pudieren identificarse, se 
podrá tener en cuenta si estos mecanismos se refieren a los distintos 
momentos en que los conflictos de intereses puedan advertirse o pre-
sentarse, esto es, antes de la vinculación al desempeño de funciones 
públicas, durante su ejecución o con posterioridad a la cesación en el 
ejercicio de las mismas.

En tal sentido, el Comité acordó tomar en consideración la siguiente 
recomendación:

Fortalecer la implementación de leyes y sistemas reglamentarios res-
pecto a los conflictos de intereses, de modo que permitan la aplica-
ción práctica y efectiva de un sistema de ética pública

El Gobierno venezolano, a través de la Contraloría General de la Re-
pública, constituyó en el año 2008 la Comisión Interinstitucional para 
el Seguimiento a la Implementación de la Convención Interamericana 
Contra la Corrupción, la cual está integrada por representantes de los 
más altos niveles gerenciales de los entes vinculados directamen-
te con la implementación de la precitada Convención en Venezuela, 
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como son: la Vicepresidencia de la República, la Fiscalía General de 
la República, la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la 
República, el Tribunal Supremo de Justicia, la Asamblea Nacional, el 
Ministerio de Relaciones Exteriores, el Consejo Nacional Electoral y la 
Contraloría General de la República, y posteriormente la inclusión del 
Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria y 
de la Superintendencia Nacional de Auditoría Interna.

Para dar respuesta a la recomendación antes mencionada, se con-
formó un equipo multidisciplinario, responsable, sólido, que con el 
apoyo de un grupo de juristas redactó un Proyecto de Ley sobre Con-
flicto de Intereses para su discusión, que regula las situaciones de 
conflicto de intereses de los funcionarios y funcionarias al servicio 
de la Administración Pública, con el fin de prevenir las situaciones 
de nepotismo, proselitismo político, violaciones a la ética pública y 
promover la moral administrativa.

El Comité de Apoyo Técnico remitió el citado proyecto y de acuerdo 
con el proceso de aprobación de leyes de la República establecido 
en la Constitución Nacional se encuentra en la Asamblea Nacional 
para su discusión y aprobación.

En ese proyecto de ley se definen conceptos como: conflicto de in-
tereses, nepotismo, ética pública, moral administrativa, proselitismo 
político, y se establecen las situaciones de conflicto de intereses que 
generan responsabilidad administrativa para el servidor público, lo 
que se traduce en sanciones que van desde la multa, hasta la nulidad 
de las designaciones que se efectúen en violación al referido instru-
mento. Además se tomó en consideración la previsión de una incom-
patibilidad en el ejercicio de las funciones públicas, respecto a otras 
actividades que pudieran afectar su imparcialidad; el fortalecimiento 
del régimen de sanciones, de implicancias, prohibiciones, incompa-
tibilidades e inhabilidades; sanciones a los servidores públicos que 
incurran en violación de las normas que regulan los conflictos de in-
tereses; limitación o prohibición a la participación de exfuncionarios 
en la gestión de ciertos actos y en general referida a situaciones que 
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puedan conllevar al aprovechamiento indebido de la condición de ex 
servidor público. 

La República Bolivariana de Venezuela por medio de la Administra-
ción Pública activa ha venido incorporando diversos instrumentos 
legales y sub-legales (regímenes estatutarios dictados por entes y or-
ganismos dotados por sus respectivas leyes de autonomía organiza-
tiva y funcional), en donde se indican las prohibiciones y restricciones 
así como otras limitaciones por razones de parentesco o amistad. 
En este orden de ideas, fundamentalmente, se pueden mencionar 
diversos instrumentos que establecen en su articulado normas de 
conducta y mecanismos de prevención de conflictos de intereses, 
impedimentos, inhabilitaciones y prohibiciones relacionadas con al-
tos cargos:

•	 Ley de Reforma Parcial de la Ley Orgánica de Telecomunicacio-
nes9. Esta Ley tiene por objeto establecer el marco legal de regu-
lación general de las telecomunicaciones, a fin de garantizar el 
derecho humano de las personas a la comunicación y a la reali-
zación de las actividades económicas de telecomunicaciones ne-
cesarias para lograrlo. En varios artículos de esta reforma de Ley 
se establecen mecanismos para evitar el conflicto de intereses en 
la procura de un eficiente sistema de ética pública. Por ejemplo, 
en el artículo 43, se establece quienes sean designados como 
miembros del Consejo Directivo, Director o Directora General, no 
podrán tener parentesco hasta del cuarto grado de consangui-
nidad o segundo de afinidad, o ser cónyuges del Presidente o 
Presidenta de la República, de la máxima autoridad del órgano 
rector o de algún miembro de la Comisión Nacional de Teleco-
municaciones; o también quienes tengan participación accionaría 
en empresas del sector o empresas que tengan contratos con la 
Comisión Nacional de Telecomunicaciones, a menos que hayan 
transferido su titularidad accionaría con no menos de dos años de 
anterioridad; entre otros aspectos.

9  Gaceta Oficial Extraordinaria N° 6.015 de fecha 28 de diciembre del año 2010.
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•	 Ley de Mercados de Valores10. Esta Ley ha establecido, por la enor-
me responsabilidad en el manejo y administración del mercado de 
valores, y la negociación de bonos de la República, en el artículo 6, 
numeral 2, las condiciones para la designación de la máxima autori-
dad de la Superintendencia Nacional de Valores: el Superintendente; 
para evitar conflictos de intereses. Refiere dicha norma que para su 
designación no podrán ser elegidos para tal función quienes sean 
cónyuges o parientes, hasta el cuarto grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad, del Presidente o Presidenta de la República, 
del Ministro o Ministra del poder popular con competencia en ma-
teria de finanzas, del o de la Superintendente del Sector Bancario, 
y del o de la Superintendente del Sector Seguros; y esta misma Ley 
hace un reforzamiento, con el objeto de mantener la transparencia, 
en el numeral 5 del mismo artículo, en el cual estipula la prohibición 
sobre quienes hayan sido inhabilitados o inhabilitadas para cumplir 
funciones públicas, ejercer la actividad bancaria, aseguradora o cual-
quier otra actividad relacionada con el mercado de valores. Por otro 
lado, en el artículo 26, parágrafo primero, esta norma se extiende al 
régimen de personal, señalando que en ningún caso podrán ser ad-
mitidos como miembros de las bolsas de valores a los funcionarios 
públicos o funcionarias públicas.

•	 Reforma de la Ley Orgánica de Ciencias, Tecnología e Innova-
ción11. En sus artículos 6 y 7 establece las pautas de conducta y 
comportamiento que deben desempeñar los funcionarios que se 
dediquen a la actividad científica y tecnológica en el país, promo-
vida tanto por los sectores públicos como privados, señalando 
que estos funcionarios deberán ajustar sus actuaciones y activi-
dades inherentes a la dicha Ley, a los principios de ética para la 
ciencia, la tecnología, la innovación y sus aplicaciones, las cuales 
deben predominar en su desempeño; en concordancia con la sal-
vaguarda de la justicia, la igualdad y el ejercicio pleno de la sobe-
ranía nacional, y regidos bajo el principio de ética para la vida que 
rige la actividad científica y tecnológica, que tenga como objeto el 
estudio, la manipulación o la afectación directa o indirecta de los 

10  Gaceta Oficial N° 39.546 de fecha 05 de Noviembre del año 2010.
11  Gaceta Oficial N° 39.575 de fecha 16 de diciembre del año 2010.	
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seres vivientes, de conformidad con las disposiciones de carácter 
nacional.

•	 El Decreto N° 8.079 contiene la reforma parcial a la Ley de Ins-
tituciones del Sector Bancario12. El objeto de esta Ley consiste 
en garantizar el funcionamiento de un sector bancario sólido, 
transparente, confiable y sustentable, que contribuya al desarrollo 
económico-social de la nación, que proteja el derecho a la po-
blación venezolana a disfrutar de los servicios bancarios, y que 
establezca los canales de participación ciudadana. En esta mis-
ma tónica de consolidación y fortalecimiento del sistema banca-
rio nacional, la referida Ley establece en su articulado normas de 
conducta y mecanismos de prevención de conflictos de intereses, 
impedimentos, inhabilitaciones y prohibiciones relacionados con 
altos cargos.

Ejemplo de ello es el artículo 32, el cual habla sobre las inhabilitacio-
nes, y señala a las personas naturales y jurídicas que no pueden ser 
directores o directoras de una institución bancaria. Además, agrega 
que las personas sometidas a beneficio de atraso, juicio de quie-
bra y los fallidos no rehabilitados tampoco podrán ocupar dichos 
cargos; y que quienes pertenezcan a otras instituciones financieras 
no pueden ocupar cargos directivos ni ser asesores en el Siste-
ma Financiero Nacional. A su vez, quienes hayan sido condenados 
penalmente, mediante sentencia definitivamente firme que implique 
privación de la libertad por un hecho punible relacionado directa 
o indirectamente con la actividad financiera, no podrán ejercer los 
cargos directivos mientras dure la condena penal, más un lapso de 
diez años, contados a partir de la fecha del cumplimiento de la con-
dena. También, él o la cónyuge o el pariente dentro del cuarto grado 
civil de consanguinidad o segundo de afinidad y el padre o hijo 
adoptivo de un director o directora principal o suplente, funcionario 
o funcionaria o empleado o empleada de la institución bancaria de 
que se trate. 

Esta misma Ley en su Título iv Capital, Reservas y Dividendos, Ca-
pítulo i de los Accionistas, en su artículo 37, estable los requisitos 

12  Gaceta Oficial N° 39.627 de fecha 2 de marzo del año 2011.
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e inhabilitaciones para ser accionistas de una institución bancaria, 
estipulando que los funcionarios públicos, así como sus cónyu-
ges, no pueden ser titulares de acciones de una institución ban-
caria, casas de cambio u operadores cambiarios fronterizos, ni 
tampoco podrán ser accionistas de una institución bancaria los 
directores, administradores, comisarios o factores mercantiles de 
empresas que desarrollen las materias de comunicación, informa-
ción y telecomunicaciones, de conformidad con la Constitución de 
la República, las leyes y la normativa vigente. 

Asimismo, el artículo 38 establece que no puede ser accionista 
de una institución bancaria aquella persona natural o jurídica que 
posea directa o indirectamente en otra institución del Sistema Fi-
nanciero Nacional una participación accionaria igual o superior al 
cinco por ciento (5%) del capital social, o posea poder de voto en 
la asamblea de accionistas, conforme a las normas que establez-
ca la Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario 
con la opinión vinculante del órgano superior del sistema financie-
ro nacional.

De igual manera, para evitar conflictos de intereses, el artículo 83 
estipula que las instituciones bancarias tendrán un auditor exter-
no: persona jurídica que será designada de una terna que presen-
tará la asamblea general de accionistas a la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario, pero los socios de la firma 
de auditoría externa no podrán tener parentesco hasta el cuarto 
grado de consanguinidad o segundo grado de afinidad con el Su-
perintendente y el personal gerencial de la Superintendencia de 
las Instituciones del Sector Bancario.

En cuanto al Fondo de Protección Social de los Depósitos Banca-
rios, el mismo tiene como objeto garantizar los fondos captados 
del público por las instituciones bancarias, en cualquiera de sus 
modalidades. Con el firme objeto de establecer la aplicación prác-
tica y efectiva de un sistema de ética pública en el manejo de los 
fondos públicos, por ejemplo, en el artículo 112, se estable que 
no podrá ser designado presidente de este Fondo quien tenga 
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parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo 
grado de afinidad con el Presidente, con el Vicepresidente Ejecuti-
vo, con el Ministro del poder popular con competencia en materia 
para las finanzas, con el Presidente del Banco Central de Vene-
zuela, con el Superintendente de las Instituciones del Sector Ban-
cario, con el Superintendente del ente regulador del mercado de 
valores, con el Superintendente de la Actividad Aseguradora, con 
el Contralor General de la República, con el Fiscal General de la 
República, con el Procurador General de la República, con el Pre-
sidente del Tribunal Supremo de Justicia, con los representantes 
de los gremios que agrupen a las instituciones del sector bancario 
o con algún miembro de la junta directiva de dichas instituciones. 
Al final estipula que la contravención de este artículo constituye un 
supuesto de falta grave en los términos previstos por dicha Ley.

En cuanto a la Superintendencia de las Instituciones del Sector 
Bancario, esta Ley también viene a fortalecer este sistema con la 
aplicación de las normas de conducta y los conflictos de intere-
ses. Por ejemplo, en el artículo 164, así como con las anteriores 
leyes analizadas, inhabilita a las personas naturales y jurídicas 
para ocupar cargos directivos en la Superintendencia de las Insti-
tuciones del Sector Bancario, si poseen relaciones entre sí o con el 
Presidente de la República, así como a las máximas autoridades 
de la República, por vínculo conyugal, o por parentesco hasta el 
cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. También 
prohíbe a los funcionarios de la Superintendencia efectuar inspec-
ciones en aquellas instituciones que tengan como presidente o 
cualquier cargo directivo a su respectivo cónyuge o a parientes 
de dicho funcionario dentro del cuarto grado de consanguinidad 
o segundo de afinidad; e  igualmente estos funcionarios deberán 
inhibirse de hacer inspecciones en aquellas instituciones donde 
hayan obtenido créditos. En caso contrario, tal conducta cons-
tituirá una falta grave a la relación de trabajo y será causal de 
destitución.

•	 Particular mención tiene el Estatuto de Personal de la Contraloría 
General de la República. Resolución N° 01-00-900033 del 04 de 
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febrero del año 201113. La Contraloría siempre atenta a introducir 
cambios en la mejora y con el interés de establecer un mejor sis-
tema de ética pública, y en consonancia con la Convención Inte-
ramericana Contra la Corrupción, reformó este instrumento legal 
que tiene por objeto regir lo relativo a la gestión de la función pú-
blica en este Organismo Contralor; el sistema de administración y 
desarrollo de los recursos humanos y de la situación y sanciones 
administrativas; así como lo ateniente a los derechos, deberes, 
prohibiciones, incompatibilidades e inhibiciones de los funciona-
rios de la Contraloría General de la República.  Ejemplo de ello es 
la incorporación del artículo 9 que estipula que para ingresar a la 
Contraloría General es necesario cumplir con una serie de requi-
sitos entre los que adiciona, en el numeral 6, que el aspirante no 
debe tener conflicto de intereses con la Contraloría.

Por otro lado, el Comité de Expertos sugiere ampliar el lapso de cadu-
cidad que establece el artículo 88 de la Ley del Estatuto de la Función 
Pública tomando en cuenta la importancia que merece el fortaleci-
miento de los instrumentos que existen al servicio de la Administra-
ción Pública, de tal manera que no constituyan un obstáculo en la 
determinación de la responsabilidad disciplinaria individual del fun-
cionario público infractor y la necesidad de que dicho lapso sea esta-
blecido en concordancia y unidad de propósito con otros existentes.

Al respecto, la República Bolivariana de Venezuela señala que no 
considera pertinente la modificación de la norma expuesta en esta 
observación del Comité, por cuanto la prescripción establecida en el 
referido artículo 88 de la Ley del Estatuto de la Función Pública, se-
ñala que “Las faltas de los funcionarios o funcionarias públicos san-
cionadas con la destitución, prescribirán a los ocho meses, a partir 
del momento en que el funcionario o funcionaria público de mayor 
jerarquía dentro de la respectiva unidad tuvo conocimiento, y no hu-
biere solicitado la apertura de la correspondiente averiguación admi-
nistrativa”. De la disposición transcrita se observa que el  mismo sirve 
de base para la aplicación de la sanción al funcionario público que 
estando obligado a sancionar no lo hubiere hecho, dejando con ello 
que prescribiera la acción.

13  Gaceta Oficial N° 39.610 de fecha 07 de febrero del año 2011.
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Concatenado a su vez con lo establecido en el último párrafo del artí-
culo 79 de la citada Ley, que establece lo siguiente: 

Los funcionarios o funcionarias públicos responderán penal, 
civil, administrativa y disciplinariamente por los delitos, faltas, 
hechos ilícitos e irregularidades administrativas cometidas en 
el ejercicio de sus funciones. Esta responsabilidad no excluirá 
la que pudiere corresponderles por efecto de otras leyes o de 
su condición de ciudadanos o ciudadanas. Aquel funcionario o 
funcionaria público que estando en la obligación de sancionar, 
no cumpla con su deber, será sancionado por la autoridad co-
rrespondiente conforme a lo establecido en la presente Ley, sus 
reglamentos y demás leyes que rijan la materia. Esta responsa-
bilidad no excluirá la que pudiere corresponderles por efecto 
de otras leyes o de su condición de ciudadanos o ciudadanas.

A su vez el Comité de Expertos sugiere que el registro de funciona-
rios al servicio de la Administración Pública Nacional, previsto en el 
artículo 9 Ley del Estatuto de la Función Pública, sea utilizado en la 
prevención y sanción de conflictos de intereses.

En ese sentido, el Gobierno venezolano, con el fin de dar cumplimien-
to a la recomendación realizada por el Comité, incorporó al sistema 
de Declaración Jurada de Patrimonio en Línea la creación de un re-
gistro de funcionarios públicos a cargo de la Contraloría General de 
la República; asimismo, se creó un sistema de registro de órganos y 
entes del sector público, ello con el objeto de garantizar el control y 
el seguimiento de la obligación de declarar los bienes y establecer la 
organización necesaria. Estos dos sistemas estarán integrados con el 
sistema de registros de funcionarios públicos, lo que facilita su utiliza-
ción en la prevención y sanción de conflictos de intereses.  

De igual modo y con el fin de reforzar el cumplimiento de dicha re-
comendación, el Ejecutivo Nacional mediante Decreto Nº 7.16814, 
ordenó implantar el Sistema de Gestión Financiera de los Recursos 
Humanos (SIGEFIRRHH) en todos los entes y organismos señalados 
en el artículo 6 de la Ley Orgánica de la Administración Financiera 
del Sector Público, el cual tiene por objeto fundamental mejorar los 
14  Gaceta Oficial N° 39.337 de fecha 30 de diciembre del año 2009.
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niveles de eficiencia, responsabilidad y transparencia en la adminis-
tración financiera de los recursos humanos, a través de la sistemati-
zación de los procedimientos administrativos, lo que permite registrar 
las transacciones vinculadas con la gestión del personal; mantener 
actualizados los expedientes del personal; suministrar información 
confiable y oportuna requerida para la definición de políticas y para 
la toma de decisiones, facilitando así la prevención y sanción de con-
flicto de intereses.

Ética pública

El Gobierno venezolano busca fortalecer la implementación de leyes 
y sistemas reglamentarios para solventar posibles conflictos de inte-
reses, y de este modo combatir el flagelo de la corrupción, mediante 
la aplicación práctica y efectiva de un sistema de ética pública. A este 
respecto, la Administración Pública en general ha venido aplicando 
diversos instrumentos normativos que vienen a coadyuvar al desarro-
llo de este sistema: 

•	 El Tribunal Supremo de Justicia dictó el Código de Ética del Juez 
Venezolano y la Jueza Venezolana15. Este código tiene por objeto 
establecer los principios éticos que guían la conducta de los jue-
ces y juezas de la República, así como su régimen disciplinario, 
con el fin de garantizar la independencia e idoneidad de estos y 
estas, preservando la confianza de las personas en la integridad 
del Poder Judicial y del Sistema Judicial.

•	 El Ministerio del Poder Popular para las Industrias Básicas y Mine-
ría dictó el Código de Ética de los trabajadores y trabajadoras de 
ese Ministerio16. Este código tiene por objeto establecer los prin-
cipios y valores que guían la conducta de los trabajadores de esa 
Organización, con la finalidad de asegurar la preservación y el uso 
adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos 
en el desempeño de sus funciones.

•	 El Fondo de Garantía de Depósitos Bancarios (FOGADE) dictó 
el Código de Ética para los Funcionarios, Empleados, Obreros 

15  Gaceta Oficial N° 39.236 de fecha 06 de agosto del año 2009.
16  Gaceta Oficial N° 39.324 de fecha 09 de diciembre del año 2009.
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y Contratados del Fondo de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios en materia de Prevención y Control de Legitimación de 
Capitales, Financiamiento al Terrorismo y Tráfico y Consumo de 
Drogas17. 

El propósito fundamental de este código es desarrollar en el perso-
nal de FOGADE actitudes y conductas tendentes a evitar que este 
organismo sea utilizado como intermediario financiero para legitimar 
capitales y financiar el terrorismo.

Este Código es de carácter obligatorio para todos los funcionarios, 
empleados, obreros y contratados. Asimismo los funcionarios debe-
rán denunciar y rechazar toda actividad contraria al correcto manejo 
de los fondos públicos y bienes de los que sean responsables y a 
toda actitud lesiva a los intereses del Organismo y de la República.

Según este código se establece un Programa de Prevención Integral 
Social del Tráfico y Consumo de Drogas, dirigido a todo el personal 
que labora en el Organismo, el cual contendrá información y orienta-
ción necesaria para prevenir y controlar al uso y abuso del consumo 
de drogas, así como también el tráfico de sustancias estupefacientes 
y psicotrópicas.

Este Código incluye en su capítulo vi el tema sobre conflicto de intere-
ses y lo expone de la siguiente manera:

Artículo 16. Los funcionarios, empleados, obreros y 
contratados de ‘El Fondo’ deben evitar las circunstan-
cias en las cuales sus intereses personales estén o 
puedan estar comprometidos con los intereses de ‘El 
Fondo’, con la de los adjudicatarios, administrados y/o 
terceros interesados.

Artículo 17. Se consideran circunstancias o situaciones 
que podrían generar conflicto real o aparente, las siguientes:

1. La participación en decisiones de negocios con 
organizaciones en las que funcionarios, empleados, 

17  Gaceta Oficial N° 39.729 de fecha 05 de agosto del año 2011.
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obreros y contratados de ‘El Fondo’ o familiares cer-
canos, tengan algún interés o de los que pueda derivar 
algún beneficio personal.

2. Negocios realizados con ‘El Fondo’ valiéndose de la 
amistad, los lazos familiares, así como del otorgamien-
to y aceptación de dádivas con el fin de lograr favores.

•	 La Oficina Nacional de Presupuesto (ONAPRE) dicta las Normas 
Relativas al Proceso de Intervención de las Instituciones que Ope-
ran en el Sector Bancario Venezolano y Personas Jurídicas Vincu-
ladas18.

Estas Normas incluyen en su artículo 7 que el administrador, ad-
ministradora o junta administradora será responsable civil y pe-
nalmente de las actuaciones dolosas que realice en uso de las 
atribuciones conferidas.

•	 Providencia de la Superintendencia de la Actividad Aseguradora 
mediante la cual se dicta el Código de Ética de los Trabajadores y 
Trabajadoras de dicha institución19. 

El Código tiene por objeto normar la conducta de los trabajadores 
y trabajadoras de la Superintendencia de la Actividad Asegura-
dora, considerando los principios éticos y valores que se deben 
conocer, interiorizar, propiciar, practicar, mantener y difundir en el 
ejercicio de las funciones, actividades y tareas que desempeñan, 
contribuyendo a generar comportamientos de eficiencia y eficacia 
en beneficio de los destinatarios de la actividad aseguradora.

Este código de conducta tiene artículos relacionados con el con-
flicto de intereses y el soborno que mencionaremos a continua-
ción:

Artículo 9 (…) numeral 6: Rechazar y no solicitar pagos, 
beneficios o privilegios por o con ocasión de las funcio-
nes, actividades y tareas encomendadas en razón de su  
cargo.

18  Gaceta Oficial N° 39.731 de fecha 09 de agosto del año 2011.
19  Gaceta Oficial N° 39.848 de fecha 23 de enero del año 2012.
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Artículo 23, numeral 1: Rechazo, en y con ocasión del 
ejercicio de sus funciones, de regalos, invitaciones, fa-
vores, dádivas, pago de viajes; uso de medios de trans-
porte o cualquier clase de halagos, beneficios materia-
les o inmateriales.

Artículo 23 (…) numeral 2: Inhibición del conocimiento 
de asuntos y solicitudes cuya competencia le esté legal-
mente atribuida, cuando personalmente o algún miem-
bro de su familia tuviere interés en sus resultados, tuviere 
amistad o enemistad manifiesta con cualquiera de las 
personas involucradas en el asunto, hubiere participado 
como testigo, el expediente de cuya resolución se trate, 
manifestado su opinión o colaborado en su decisión o 
tuvieren relación de subordinación con funcionarios pú-
blicos directamente interesados en el asunto.

Artículo 23 (…) numeral 4: Rechazo a celebrar contra-
tos de cualquier naturaleza con la Superintendencia de 
la Actividad Aseguradora, por si o por intermedio de 
terceras personas.

Artículo 23 (…) numeral 9: Desestimación a utilizar para 
su provecho o en beneficio de terceros, los bienes, 
equipos, valores y materiales de la Superintendencia 
de la Actividad Aseguradora.

Entre los deberes de los trabajadores de esta Superintendencia se 
destaca:

Artículo 33. Con su conducta, el trabajador de la Su-
perintendencia de la Actividad Aseguradora será ejem-
plo de los valores establecidos en el presente Código, 
observando siempre diligencia en la realización de sus 
deberes y cometidos; orden en las gestiones y activi-
dades de su cargo, así como imparcialidad en el des-
empeño de sus funciones, para lo cual deberá rechazar 
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cualquier ofrecimiento que sea formulado por personas 
o grupos interesados en obtener algún beneficio de la 
Institución.

Artículo 34. El trabajador de la Superintendencia de la 
Actividad Aseguradora que por sí mismo o por inter-
puesta persona, trátese de persona natural o jurídica, 
ejecute actos de soborno u otros de corrupción con 
funcionarios públicos o privados o ejerza sobre ellos 
coacción que pueda desviarles del cumplimiento de 
sus deberes, comete una falta grave contra el honor, la 
ética y la reputación de la Institución.

•	 La Bolsa Pública de Valores Bicentenaria dicta el Código de Ética 
para sus trabajadores20. Entre los deberes que tienen los traba-
jadores de este organismo están los señalados en el artículo 1, 
numerales 5 y 7, que rezan, el primero: “Rehusar con firmeza in-
equívoca el mantenimiento de relaciones o de intereses, con per-
sonas u organizaciones, que sean incompatibles con sus cargos 
y con las atribuciones y funciones que le estén asignadas”; y el 
segundo: “Rechazar en cualquier caso y circunstancia y no solici-
tar jamás, ni para sí mismo ni para terceros, pagos, beneficios o 
privilegios en ocasión de los servicios que deba prestar”.

•	 Código de Ética y Conducta de los Funcionarios, Obreros y Perso-
nal Contratado del Fondo de Protección Social de los Depósitos 
Bancarios (fogade)21. 

•	 El Ministerio del Poder Popular del Despacho de la Presidencia y 
Seguimiento de la Gestión de Gobierno dictó el Código de Ética 
para los Servidores y Servidoras Públicos22. Este Código destaca, 
entre otros, el principio de la honestidad que se expone en el ar-
tículo 4 exhortando a los servidores públicos de ese Ministerio a 
abstenerse en forma absoluta de ejercer sus funciones con la in-
tención de obtener de alguna manera un provecho para sí mismo 

20  Gaceta Oficial N° 39.971 de fecha 25 de julio del año 2012.
21  Gaceta Oficial N° 39.862 de fecha 10 de febrero del año 2012.
22  Gaceta Oficial N° 40.252 de fecha 17 de septiembre el año 2013.	
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o para un tercero, lo que refleja coherencia entre el discurso y la 
acción.

•	 Código de Ética y Conducta de los Servicios Públicos de la Su-
perintendencia Nacional de Auditoría Interna (sunai)23. Este Código 
toma como referencia la recomendación de la Asamblea Gene-
ral de la Organización de las Naciones Unidas (onu), plasmada 
en el Código Internacional para los titulares de Cargos Públicos. 
Está dirigido a los Estados Miembros para que se guíen por este 
Código en su lucha contra la corrupción, es decir que les sirva 
de modelo para el diseño y adopción de un código de ética y 
conducta. Tiene por objeto crear una situación de elevada moral 
y poner en práctica un conjunto de medidas encaminadas a in-
crementar la sensibilidad del personal ante los ciudadanos, me-
diante el establecimiento de criterios que permitan anteponer los 
principios éticos al logro de lucro y a los intereses personales, así 
como a los principios de los servidores públicos; la transparencia, 
la honestidad y la vocación de servicio.

•	 Especial mención tiene el Código de Ética de las Servidoras y 
Servidores Públicos del Consejo Moral Republicano, Resolución 
NCMR-016-201324, que se dictó bajo la presidencia de la ciudada-
na Contralora Adelina González. Este instrumento tiene por objeto 
regular los principios rectores de los deberes y conductas que 
deben conservar quienes desempeñen funciones en los órganos 
y entes del poder público nacional, estadal, distrital y municipal, a 
fin de promover los valores consagrados en la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela y prevenir hechos que aten-
ten, amenacen o lesionen la ética pública y la moral administrativa, 
con el fin de prevenir los conflictos de intereses que puedan pre-
sentarse en el desempeño de sus funciones.

Así por ejemplo, al final de su artículo 11, se acota lo siguiente: 

A los efectos del presente Código se entenderá que la 
servidora o el servidor público ha obtenido un beneficio, 
ventaja o privilegio, cuando éste se hubiere obtenido a 

23  Gaceta Oficial N° 40.297 de fecha 19 de noviembre del año 2013.	
24  Gaceta Oficial N° 40.314 de fecha 12 de diciembre del año 2013.	
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favor de su cónyuge, concubina o concubino, o parien-
tes dentro del cuarto grado de consanguinidad; o para 
los terceros con los que tenga o haya tenido, durante 
los últimos cinco (5) años, relaciones profesionales, la-
borales o de negocio.

El Código de conducta también cuenta con un régimen de sancio-
nes en concordancia con lo previsto en la Ley Orgánica del Poder 
Ciudadano.

La contralora Adelina González manifestó tener plena confianza en 
que la actualización de esta normativa incidirá positivamente en la 
ciudadanía, por ello hizo un llamado a que se generen espacios 
de discusión en la administración pública para valorar el alcance 
de lo que se presenta en este nuevo instrumento, a propósito del 
reimpulso de la lucha anticorrupción que se ha propuesto desde el 
Estado venezolano. Este Código incorporó una serie de dispositi-
vos y procedimientos legales entre los cuales se prevé la considera-
ción de una conducta adecuada para evaluaciones de desempeño 
y ascensos, la obligación de denunciar conductas impropias ante 
el Poder Ciudadano o los órganos de control fiscal competentes, y 
las sanciones morales que pueden ser impuestas a quienes atenten 
contra los principios de honestidad, equidad, decoro, lealtad, voca-
ción de servicio, disciplina, eficacia, responsabilidad, puntualidad y 
transparencia.

•	 La Contraloría General de la República Bolivariana de Venezuela 
por Resolución dicta las Normas Generales de Auditoría de Esta-
do25. Estas Normas, para contribuir a evitar conflictos de interés y 
el establecimiento de un sistema de ética pública, estipulan en el 
artículo 20 que no podrán desempeñarse como auditores quienes 
tengan parentesco de hasta cuarto de consanguinidad o segundo 
de afinidad, o sociedad de intereses con las máximas autoridades 
jerárquicas u otros directivos del órgano o ente a evaluar, quie-
nes durante los dos años anteriores a la fecha de ejecución de la 
respectiva auditoría se hubieren desempeñado como directores, 
gerentes o su equivalente del órgano u ente a evaluar; o que en 

25  Gaceta Oficial N° 40.172 de fecha 22 de mayo del año 2013.
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cualquier forma hayan intervenido en la administración, manejo 
o custodia de los recursos de dichos órganos u entes. También, 
quienes durante los dos años anteriores a la fecha de ejecución 
de la auditoría se hubieren desempeñado como funcionarios o 
empleados de órganos de control fiscal y en tal carácter hubieren 
intervenido en la supervisión o ejecución de actividades de con-
trol realizadas en el órgano o ente a evaluar. Por último, quienes 
conformen personas jurídicas que hayan mantenido relaciones 
laborales de cualquier índole con organizaciones o instituciones 
nacionales o extranjeras cuyos intereses estén en conflicto con la 
República.

Por otro lado, en relación con la limitación o prohibición a la par-
ticipación de exfuncionarios en la gestión de ciertos actos, y en 
general referida a situaciones que puedan conllevar al aprovecha-
miento indebido de la condición de ex servidor público, el Go-
bierno venezolano actualizó por medio de la Asamblea Nacional 
la Ley Orgánica del Servicio Exterior en su artículo 21, en la que 
estipula el deber de confidencialidad que establece la obligación 
que tienen los funcionarios del servicio exterior de no revelar en 
modo alguno información, a través de cualquier modalidad, de la 
cual hayan tenido conocimiento durante su desempeño en el or-
ganismo, hasta pasados treinta años desde el momento del cese 

OP-06.14
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de la relación laboral, salvo requerimiento judicial, en los casos 
permitidos en el ordenamiento jurídico. La norma aclara que quien 
viole este deber incurrirá en el delito de traición a la patria en los 
términos establecidos en el Código Penal. 

Del mismo modo, el Código de Ética de las Servidoras y Servido-
res Públicos, emitido por el Consejo Moral Republicano, mencio-
nado anteriormente, incluye una serie de prohibiciones a los ex 
funcionarios públicos que pretendan aprovecharse de su ventaja 
como ex servidores públicos para beneficio propio o interés de 
terceros. El artículo 6 establece las prohibiciones para cumplir con 
la recomendación, y especifica en sus numerales 4, 5, 6 y 7 lo 
siguiente:

4) Obtener  ventajas, concesiones o privilegios, en ra-
zón del cargo o posición ocupada dentro del órgano o 
ente en el cual se desempeña o se haya desempeñado 
durante los últimos cinco (5) años (…).

5) Litigar o tramitar asuntos administrativos o judiciales, 
en representación de terceros, en contra del órgano o 
ente del cual es beneficiario de una jubilación.

6) Patrocinar, asesorar o asistir o representar directa o 
indirectamente a cualquier persona o entidad en mate-
rias o asuntos que estos demanden, en contra de los 
intereses del órgano o ente en el cual se desempeña o 
haya desempeñado durante los últimos cinco (5) años.

7) Ofrecer información, asesorar o representar a cual-
quier persona en asuntos, acciones, procedimientos o 
reclamaciones en contra de los intereses del Estado, en 
los cuales hubiere intervenido mientras prestaba servi-
cios en algún órgano o ente del sector público. 

Igualmente, el Código de Ética y Conducta de los Funcionarios, Obre-
ros y Personal Contratado de fogade contribuye a limitar la participa-
ción de exfuncionarios en la gestión de actos en beneficio propio, 
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dejando de manera expresa en el artículo 21 que todo funcionario, 
obrero y personal contratado que termine su relación laboral o pro-
fesional con El Fondo se abstendrá de utilizar para cualquier fin, o 
de suministrar a terceros, la información obtenida durante su des-
empeño. Los informes, programas, documentación y cualquier otra 
información derivada de la prestación de sus servicios en El Fondo 
quedarán en poder de la institución, sin que la persona pueda copiar, 
reproducir o trasmitir los mismos en forma alguna.

Normas de conducta para asegurar la preservación 
y el uso adecuado de los recursos asignados a los 
funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones

En cuanto a la recomendación anterior, el Gobierno venezolano ex-
pone que es prudente recordar que la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela es de aplicación preferente en virtud de la 
supremacía constitucional, y por tanto son de aplicación inmediata 
todas las disposiciones constitucionales que la misma Constitución 
no remita a ser desarrolladas en leyes especiales. Este criterio ha sido 
ratificado en sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
de Justicia de fecha 25 de enero del año 2001, expediente número 
00-1712. 

En este sentido, la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia 26 
dispone en su artículo 95 la improcedencia de la perención de la ins-
tancia en los procesos cuyas pretensiones se encuentren dirigidas a 
sancionar, entre otros, delitos contra el patrimonio público.

No obstante ello, la República Bolivariana de Venezuela reporta que 
se discute en la Comisión de Política Interior de la Asamblea Nacional 
una reforma al Código Penal venezolano, para lo cual el Gobierno ve-
nezolano está en conocimiento de las recomendaciones del Comité, 
cuyo objetivo es unificar todas aquellas leyes que tipifican conduc-
tas punibles, y que aquellos delitos ya tipificados como el fraude y 
la estafa, sean revisados con ocasión de adaptar nuevas conductas 
dolosas reprochables por la ley penal.

26  Gaceta Oficial N° 39.522 de fecha 01 de octubre del año 2010.
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Asimismo, debe mencionarse acerca de la imprescriptibilidad de los 
delitos contra el patrimonio público, prevista en el artículo 271 de 
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, el criterio 
esgrimido por la Sala de Casación Penal del Máximo Tribunal de la 
República en sentencia N° 477 de fecha 8 de noviembre de 2010: 
“... A lo anterior, cabe agregar que, respecto al delito de aprovecha-
miento fraudulento de fondos públicos, considerado delito contra el 
patrimonio público, la acción penal para su enjuiciamiento no pres-
cribe, pues de conformidad con lo establecido en el artículo 271 de 
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela: ‘...No pres-
cribirán las acciones judiciales dirigidas a sancionar los delitos contra 
los derechos humanos, o contra el patrimonio público o el tráfico de 
estupefacientes...”.

Además, por medio del Ejecutivo Nacional se han ido promulgando 
una serie de leyes que buscan entre otras cosas, asegurar la preser-
vación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funciona-
rios públicos.

•	 El Decreto N° 8.079 mediante el cual se dicta la ley de reforma 
parcial de la Ley de Instituciones del Sector Bancario27. 

Esta Ley establece en cuanto al régimen sancionatorio, que las 
sanciones administrativas se adoptarán siguiendo los principios 
de legalidad, tipicidad, racionalidad, proporcionalidad e irretroacti-
vidad, para asegurar la preservación y el uso adecuado de los re-
cursos asignados a los funcionarios públicos. Asimismo, los sujetos 
objeto de sanciones están tipificados en el artículo 186 de esta Ley, 
y se refiere a las instituciones del sector bancario; así como incurri-
rán en responsabilidad administrativa sancionable con arreglo a lo 
dispuesto en el presente título las personas naturales que ocupen 
cargos gerenciales de administración o de dirección que infrinjan 
la presente Ley y todo el cuerpo normativo emitido por la Superin-
tendencia de las Instituciones del Sector Bancario. Asimismo, son 
sujetos objeto de sanciones las personas naturales o jurídicas que 
sin autorización realicen las actividades señaladas en esta Ley, pre-

27  Gaceta Oficial N° 39.627 de fecha 2 de marzo del año 2011.
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via calificación por parte de la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario.

•	 En cuanto a la Ley Orgánica de Emolumentos, Pensiones y Jubi-
laciones de los Altos Funcionarios y Altas Funcionarias del Poder 
Público28. La misma se aplica a todos los altos funcionarios, per-
sonal de alto nivel y de dirección del Poder Público y de elección 
popular, pertenecientes a los órganos y entes que integran el Po-
der Público nacional, estadal y municipal, así como a entes des-
centralizados, desconcentrados y empresas del Estado.

Esta Ley contempla un régimen de sanciones, multas e inhabilita-
ciones, con el fin de establecer normas de conducta y mecanismos 
para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos 
asignados. En el artículo 31 se estipula que independientemente 
de la responsabilidad civil, penal o disciplinaria a que hubiere lu-
gar, serán sancionados por la Contraloría General de la República, 
con multa de cincuenta unidades tributarias (50 U.T.) a quinientas 
unidades tributarias (500 U.T.), los funcionarios de alto nivel ante-
riormente nombrados que omitieren señalar en sus declaraciones 
juradas de patrimonio el monto de sus emolumentos y beneficios 
sociales, de conformidad con lo establecido en esta Ley. También 
serán sancionados, quienes no consignen las nóminas de pago 
de los emolumentos, pensiones, jubilaciones y beneficios socia-
les de esos altos funcionarios ante la Contraloría General de la 
República, la Asamblea Nacional y el Ministerio del Poder Popular 
con competencia en materia de planificación y finanzas, en con-
travención a lo establecido en esta Ley y su Reglamento; asimis-
mo, quien obstaculice o dificulte el ejercicio de las competencias, 
o no entregue oportunamente la información que le sea requerida 
por el Ministerio del Poder Popular con competencia en materia 
de planificación y finanzas. Además, quien ordene pagar emolu-
mentos, pensiones, jubilaciones y beneficios sociales a esos altos 
funcionarios, superiores a los límites máximos establecidos para 
estos conceptos en la presente Ley y sus Reglamentos.

28  Gaceta Oficial N° 39.592 de fecha 12 de enero del año 2011.
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En cuanto al régimen de inhabilitaciones, el artículo 32 señala que 
sin perjuicio de las demás sanciones que correspondan, quien 
apruebe, ordene, pague o brinde emolumentos, pensiones, jubila-
ciones o beneficios sociales en infracción a los límites máximos o 
distintos a los establecidos en esta Ley y sus Reglamentos, podrá 
ser inhabilitado para ejercer cualquier cargo público. Igual sanción 
le será aplicada a quien perciba o acepte emolumentos, pensio-
nes, jubilaciones o beneficios sociales en infracción a los límites 
máximos o distintos a los establecidos en esta Ley y sus Regla-
mentos, y no los reviertan o reintegren al Poder Público dentro de 
los tres meses siguientes de haber sido notificado o notificada.

Por otro lado, cursa un proyecto de reforma de la Ley Contra la 
Corrupción, ante la Comisión de Contraloría de la Asamblea Na-
cional, en el cual el Gobierno venezolano tomó en consideración 
extender el plazo de cinco años de inhabilitación en el ejercicio 
de la función pública, establecido en el artículo 96 de la lcc, a 
cualquier funcionario o empleado público que sea sancionado por 
alguno de los delitos que establece esa Ley, hasta el lapso de 15 
años previsto en el artículo 105 de la locgrsncf.

El Tribunal Supremo de Justicia señala que los delitos de corrupción 
que se cometan en perjuicio del patrimonio público y la administra-
ción de justicia, son sustanciados y decididos por las Cortes de Ape-
laciones y los Tribunales de Primera Instancia Penal con competencia 
en la materia en todo el país.

No obstante, en fecha 10 de agosto de 2005, la Sala Plena del Tribu-
nal Supremo de Justicia dictó la Resolución N° 2005-00017, mediante 
la cual autorizó la creación de cinco (5) Tribunales de Control, cinco 
(5) de Juicio y cinco (5) de Ejecución, más una Corte de Apelacio-
nes. Adicionalmente, prevé la creación de la Unidad de Recepción 
y Distribución de causas, quedando facultada la Dirección Ejecutiva 
de la Magistratura para su implementación, la cual tendrá como fun-
ción conocer, sustanciar y decidir los delitos de corrupción que se 
cometan en perjuicio del patrimonio público y la administración de 
justicia. Estos tribunales especializados tendrán su sede en la ciu-
dad de Caracas y competencia en todo el país. Para la ejecución de 
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esta Resolución, la Dirección General de Planificación y Desarrollo de 
la Dirección Ejecutiva de la Magistratura ha concretado ya una fase 
diagnóstica.

En el Ministerio Público se cursaron un total de 206 acusaciones fis-
cales durante el período enero-diciembre del año 2007, por delitos 
relacionados con corrupción a lo largo de las 24 circunscripciones 
judiciales que conforman el territorio nacional, destacando los esta-
dos Lara y Táchira con 34 acusaciones fiscales cada uno, para un 
total de 546 personas acusadas en el territorio nacional por delitos 
de corrupción.

Por otro lado, para complementar, es necesario diseñar e implemen-
tar mecanismos para difundir y capacitar a todos los servidores públi-
cos sobre las normas de conducta  y para responder las consultas de 
los mismos al respecto, así como proporcionar capacitación y actua-
lización periódica en relación con dichas normas.

En ese sentido, los Órganos del Estado en cumplimiento con la aludida 
recomendación han implementado una serie de cursos orientados a 
capacitar a los funcionarios en relación a las normas de conducta ex-
presadas en el Estatuto de la Función Pública, Ley Contra la Corrup-
ción entre otros, también los señalados en sus normativas internas 
como los códigos de conductas, en este sentido se incluyen temas 
de conflictos de intereses, ética, responsabilidad de los funcionarios 
públicos, administración, manejo y custodia de recursos, plasmados 
en distintas normativas y procedimientos.

De esta manera, el Gobierno ha incrementado sustancialmente la 
partida presupuestaria para la realización de cursos, talleres, jorna-
das y eventos tendentes a capacitar y actualizar a los funcionarios 
públicos en las distintas organizaciones que conforman los Pode-
res Públicos en el ámbito nacional, estadal y municipal en relación 
con las normas de conducta expresadas en el Estatuto de la Fun-
ción Pública y en la Ley Contra la Corrupción, entre otros; así como 
también los señalados en sus normativas internas como los códigos 
de conductas, que incluyen temas de conflictos de intereses, ética, 
responsabilidad de los funcionarios públicos, administración, manejo 
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y custodia de recursos, plasmados en distintas normativas y procedi-
mientos. Por ejemplo, para el año 2008 el presupuesto asignado fue 
de Bsf. 987.006,00, mientras que para el año 2009 se asignó un total 
de Bsf. 9.101.593,00 por este concepto. Para el año 2010, la partida 
presupuestaria por este concepto presenta una variación porcentual 
de 497%, en relación con el presupuesto del año 2009, y para el año 
2011, la partida presupuestaria por el mismo presenta una variación 
porcentual de 172%, en relación con el presupuesto del año 2010.

En tal sentido, se ha ido fomentando la creación de unidades educati-
vas dentro de las instituciones públicas que conforman la Administra-
ción Pública, que permiten promover la capacitación y actualización 
tanto del funcionario interno como de los funcionarios externos perte-
necientes a los demás poderes públicos.

De esta forma se tiene un universo de centros educativos pertene-
cientes al Comité de Apoyo Técnico de la manera siguiente: 

Procuraduría General de la República

A través de la Fundación Procuraduría se han diseñado talleres y cur-
sos de capacitación profesional en las áreas relacionadas con el ejer-
cicio de la función pública, con el objetivo de optimizar las normas de 
consulta pública y control fiscal para evitar que se produzcan perjui-
cios al patrimonio del Estado venezolano. Por medio de la Dirección 
Contra la Corrupción se dirigieron cursos de formación en materia 
contra la corrupción a voceros y voceras de los consejos comunales; 
además se creó la Fundación para la Investigación, Capacitación y 
Desarrollo de la Función Fiscal.

En el año 2011, se dictaron los siguientes cursos: 

•	 Curso Básico de Control Interno, Potestad Investigativa y Deter-
minación de Responsabilidades, dictado por la Superintendencia 
Nacional de Auditoría Interna (sunai), durante los meses junio y 
julio.

•	 Base Legal de Control Fiscal de Venezuela, Determinación de 
Responsabilidades y Formación, Rendición y Examen de Cuen-
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tas, dictados por la Escuela Nacional de Administración y Hacien-
da Pública (enahp), en julio y agosto de 2011.

Asimismo, cabe indicar que la Procuraduría General de la República 
y la Escuela Nacional de Administración y Hacienda Pública (enahp), 
suscribieron en fecha 25 de julio de 2011, un convenio institucional, a 
los fines de desarrollar programas de cooperación en el área de sus 
respectivas competencias y de interés común.

En el año 2013, la Procuraduría General de la República participó en 
el Taller sobre Participación Ciudadana y Contraloría Social dictado 
por la Superintendencia Nacional de Auditoría Interna (sunai) para 20 
servidores públicos de la institución que contó con una duración de 
16 horas académicas. 

El Ministerio del Poder Popular para Relaciones 
Interiores y Justicia

Dicta por Resolución las Normas sobre la Formación Continua y el 
Reentrenamiento de la Función Policial29. Estas Normas tienen por 
objeto regular la formación continua y el reentrenamiento de los fun-
cionarios y funcionarias policiales en el Cuerpo de Policía Nacional 
Bolivariana y demás Cuerpos de Policía Estadales y Municipales, 
orientada por los principios de: “Transparencia, imparcialidad, igual-
dad, y no discriminación, respeto a los derechos humanos, carácter 
civil y profesional de la Función Policial, eficiencia y responsabilidad 
individual”.

Tribunal Supremo de Justicia

A través de la Escuela Nacional de la Magistratura se continuó avan-
zando con el Programa de Formación Inicial (pfi) y se le dio continuidad 
al Programa de Especialización en Gestión Judicial. Esa Escuela imple-
mentó distintos programas de capacitación, destinados a la difusión y 
capacitación de los funcionarios del Poder Judicial sobre las normas de 
conducta y del uso adecuado de los recursos asignados, en los que 
se han capacitado: en el año 2008, un total de 1.960 funcionarios; en el 

29  Gaceta Oficial N° 39.787 de fecha 27 de octubre del año 2011.
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año 2009, un total de 294; y para el año 2011, un total de 599; quienes 
participarán en los concursos de oposición para ingresar a esta rama del 
Poder Público.

Asimismo, la Escuela Nacional de la Magistratura participó en el Pro-
yecto Disminución de la Brecha Digital, como representante de nues-
tro país en la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales (riaej), en el 
contexto de las iniciativas corporativas para articular estrategias sobre 
el aprendizaje y desarrollo de los entes que componen el Poder Judi-
cial. El objetivo fundamental es medir el nivel de acceso a la tecnología 
de información de cada organización, considerando aspectos como: 
equipos informáticos, software (sistemas de gestión, procesadores, 
hojas de cálculo, entre otras), redes (internet e intranet), entre otros; a 
fin de buscar la optimación y el fortalecimiento de las capacidades del 
recurso humano a través de las herramientas digitales, la riaej estipuló, 
de acuerdo con el total de jueces y juezas existente en el ámbito na-
cional, una muestra de 200 personas, incluyendo a 3 magistrados de 
la República.

Igualmente, la Escuela Nacional de la Magistratura dio continuidad al 
Programa de Especialización en Gestión Judicial, en el marco del 

Convenio suscrito entre el Tribunal Supremo de Justicia y la Universidad 
Bolivariana de Venezuela, del cual egresaron de la cohorte ochocientos 
noventa y cuatro (894) participantes. Asimismo, se prevé durante el 
2012, el comienzo de las actividades académicas de la ii cohorte en 
trece (13) estados del país, con una matrícula estimada de mil nove-
cientos noventa y cinco (1995) participantes, lo que evidencia un au-
mento del sesenta y cinco coma ocho por ciento (65,8%) con relación 
al número de inscritos al inicio del programa, todos egresaron de la 
Universidad Bolivariana de Venezuela.

En el año 2013, la Escuela Nacional de la Magistratura organizó dife-
rentes actividades de formación y capacitación, las cuales se señalan 
en el siguiente cuadro:
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Adicionalmente, el recientemente creado Instituto Iberoamericano de 
Altos Estudios Judiciales capacitó a 55 participantes de diversas na-
cionalidades en 2 materias fundamentalmente: Derecho Constitucio-
nal Iberoamericano y Derecho Procesal Civil Iberoamericano.

El tsj organizó el I Encuentro del Sistema de Justicia con Consejos 
Comunales del Distrito Capital. Este encuentro contó con la presencia 
de 200 participantes, quienes tuvieron la oportunidad de compartir 
con los diferentes actores del Sistema de Justicia, entre ellos, jueces, 
fiscales del Ministerio Público y defensores públicos, para tratar todo 
lo relacionado con la Participación Comunitaria en el Juzgamiento de 
los Delitos Menos Graves. En el evento fue presentado el Programa 

DESTINATARIOS DE 
LA CAPACITACIÓN

TOTAL PERSONAL 
CAPACITADO

TOTAL POR  
MATERIAS

Jueces y demás Fun-

cionarios Judiciales

2.760 Penal 908

Protección de Niños, 

Niñas y Adolescentes 

784

Civil 537

Laboral 189

Violencia Contra la 

Mujer   162

Contencioso Adminis-

trativo   156

Disciplinario Judicial  

24

Personal Docente y 

Administrativo de la 

Escuela Nacional de 

la Magistratura

    70

TOTAL                                          2.830

TSJ/ ESCUELA NACIONAL DE LA MAGISTRATURA
GESTIÓN 2013
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Informático Sistema de Consulta de Consejos Comunales, que es 
una base de datos expedita y actualizada de los consejos comunales 
registrados en el Ministerio del Poder Popular para las Comunas y 
Protección Social, que permite al juez o jueza consultar en línea los 
contactos de los voceros y voceras del consejo comunal y facilitar sus 
labores de coordinación a la hora de asignar el trabajo comunitario al 
procesado que cometió un delito menos grave.

Ministerio Público

La Escuela Nacional de Fiscales (enf) creada en el año 2008 como 
primer paso para dar cumplimiento a los establecido en el Título VI de 
la Ley Orgánica del Ministerio Público vigente desde el año 2007, en 
lo que respecta a la Carrera del Funcionario o Funcionaria del Minis-
terio Público. 

En Venezuela, los Fiscales del Ministerio Público son funcionarios de 
libre nombramiento y remoción. En tal sentido, y en la búsqueda de 
poner fin a esta situación, la Fiscalía General de la República creó la 
Escuela Nacional de Fiscales, cuyo principal objetivo es otorgar a los 
Fiscales la posibilidad de optar a concursos para adquirir la condición 
de funcionarios de carrera con el fin de garantizar, entre otras cosas, 
su idoneidad e imprimirle independencia e imparcialidad al sistema 
penal venezolano. Actualmente, cursan estudios en la Escuela Na-
cional de Fiscales un total de 117 abogados que optarán a la carrera 
fiscal. 

La Escuela Nacional de Fiscales, durante el año 2009, capacitó a 
2.624 funcionarios de esa institución, y en febrero de 2010, un total de 
588 personas aprobaron el examen de conocimiento para ingresar al 
proceso de formación en la escuela, a fin de adquirir un alto nivel aca-
démico, valores éticos y morales, competencias en la investigación 
científica, humanística y tecnológica, destrezas en la utilización de la 
normativa legal vigente y disposición de atención al público. El obje-
tivo es que los funcionarios ejerzan sus funciones como servidores 
públicos, de manera activa, eficiente y responsable, y sean garantes 
del respeto de los derechos y garantías constitucionales. Igualmente, 
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está previsto que para el primer trimestre de 2010 egrese la primera 
promoción de fiscales, compuesta por 117 abogados que iniciaron el 
Programa de Formación en la Escuela Nacional de Fiscales.

La enf, en el periodo comprendido entre 2010-2011, capacitó a 5.232 
funcionarios en distintas áreas de competencia técnico-jurídica para 
mejorar su desempeño, de los cuales 4.541 pertenecen a la institución 
y 691 forman parte de organismos dependientes del sistema de justi-
cia venezolano. Los programas están dirigidos a fiscales y abogados. 
Es de destacar también la culminación del I Programa de formación 
para el ingreso a la carrera fiscal, con el egreso de 92 abogados, y los 
inicios del II Curso correspondiente al período académico 2010-2011 
al que ingresaron 100 abogados, así como del tercer módulo con 95 
cursantes. De igual modo, se desarrolló una serie de talleres de for-
mación, referidos a Técnicas de Investigación Documental y Métodos 
y Técnicas de Investigación y Redacción Eficaz de los Escritos, en los 
cuales participaron 237 funcionarios de la institución, con la finalidad 
de incentivar y promover la investigación técnico-jurídica y la elabora-
ción de artículos científicos.

La institución pretende formar al personal judicial en dos ejes: el de 
formación continua y el de formación de ingreso a la carrera fiscal, 
este último relacionado de manera transversal con la investigación 
académica científica. Mediante estos ejes estratégicos programáti-
cos se está capacitando a los funcionarios de la Institución durante 
estos últimos años y se ha venido formando a empleados de otras 
dependencias e instituciones que conforman el sistema de justicia 
venezolano: Fiscalía Militar, Guardia Nacional Bolivariana, Servi-
cio Bolivariano de Inteligencia Nacional, Cuerpo de Investigaciones 
Científicas, Penales y Criminalísticas, Tribunal Supremo de Justicia, 
funcionarios de la Policía Nacional Bolivariana y policías estadales y 
municipales.

La Dirección Contra la Corrupción de este Organismo, en lo atinente 
a dicha materia ha realizado la capacitación de: 

•	 Mil cien funcionarios (1.100) adscritos a la Policía Aeroportuaria y 
Guardia Nacional Bolivariana, al Instituto Nacional de Prevención, 
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Salud y Seguridad Laborales (inpsasel) y a la empresa Petróleos de 
Venezuela S.A. (pdvsa).

•	 Por otra parte, la Escuela Nacional de Fiscales del Ministerio Públi-
co, para el año 2011, capacitó un total de ochocientos ocho (808) 
funcionarios en materia de Drogas y Legitimación de Capitales, 
Delitos Económicos y Financieros, Ley Contra la Corrupción y De-
lincuencia Organizada y su Marco Legal.

A partir del año 2012, el Ministerio Público implementó un plan de pre-
vención del delito en materia contra la corrupción, enfocado específi-
camente en los miembros de los consejos comunales. Al respecto se 
destaca que a la fecha han sido capacitados alrededor de ochocien-
tos (800) voceros a nivel nacional, en lo atinente al funcionamiento de 
los consejos comunales y en relación con los delitos tipificados en la 
Ley Contra la Corrupción en los cuales pudieran incurrir con ocasión 
de sus funciones como voceros.

La Escuela Nacional de Fiscales ha formado a los funcionarios de 
este Organismos en diversos campos educativos, permitiendo que 
estos se mantengan actualizados con el cambiante acontecer jurí-
dico, lo que le permite ofrecer a los ciudadanos respuestas más efi-
cientes en las materias legales que les ocupan. Aun así, es necesario 
reforzar y complementar las actividades que se vienen realizando y 
desarrollando por parte de la Escuela a objeto de extender la labor de 
formación y difusión de valores, conocimientos y técnicas vinculadas 
al Sistema de Justicia. Para coadyuvar en este reforzamiento, se crea 
la Fundación para la Investigación, Capacitación y Desarrollo de la 
Función Fiscal , la cual tendrá entre sus objetivos los siguientes: Ase-
sorar a la Escuela Nacional de Fiscales del Ministerio Público en el di-
seño, elaboración y ejecución de los programas, acciones o servicios 
destinados a mejorar el nivel académico, científico, social y cultural 
de todos los que ejercen la función fiscal30; promover las actividades 
de formación, mejoramiento, actualización y perfeccionamiento del 
personal docente, profesional y administrativo de la Escuela Nacional 
de Fiscales del Ministerio Público y demás funcionarios en el ejercicio 
de la función fiscal.

30  Gaceta Oficial N° 39.757 de fecha 14 de septiembre del año 2011.
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En el año 2013, el Ministerio Público instaló la IX Asamblea Gene-
ral de la Red de Capacitación del Ministerio Público Iberoamericano 
(recampi). El objetivo de este encuentro fue, además del intercambio 
de conocimiento, buscar a través de la capacitación una mejor inte-
gración entre las instituciones miembros de la recampi. Es importante 
mencionar que a la actividad asistieron el Fiscal General de Ecuador, 
y representantes de la Procuraduría General de República Dominica-
na y Brasil. También asistieron funcionarios de las Fiscalías Genera-
les de Chile, Cuba, Ecuador, España, Guatemala, Perú y Uruguay, al 
igual que diplomáticos en representación de Argentina, Brasil, Cuba, 
Ecuador, España y República Dominicana, así como la Vicefiscal Ge-
neral del Ministerio Público de Venezuela, la Directora de la Escuela 
Nacional de Fiscales del Ministerio Público, junto a Directores Gene-
rales y de línea, fiscales y demás funcionarios de la institución.  

Además, se aprobó el Reglamento Interno de la Fundación para la 
Investigación, Capacitación y Desarrollo de la Función Fiscal (fun-
dafiscal). Este instrumento tiene por objeto determinar la estructura 
organizativa de la Fundación, las atribuciones y competencias de las 
unidades que la integran,  así como también su funcionamiento. Y 
dentro de sus atribuciones está la de ejecutar el plan de formación y 
capacitación que se realiza sobre los cimientos de dos programas: el 
de Capacitación Continua, destinado a reforzar y actualizar los cono-
cimientos de forma continua a los profesionales del derecho y funcio-
narios del Sistema de Justicia Nacional e Internacional; y el Programa 
de Especialización destinado a proporcionar conocimientos específi-
cos o especializados a los profesionales mencionados.

Asamblea Nacional

Por Resolución se dicta el Reglamento Interno de la Escuela de For-
mación Integral “Carlos Escarrá Malavé” (eficem)31. Esta Escuela tiene 
por objeto la formación, capacitación y actualización de las parlamen-
tarias, parlamentarios, servidoras y servidores públicos y pueblo en 
general, así como la investigación y publicación en áreas de conoci-

31  Gaceta Oficial N° 39.971 de fecha 25 de julio del año 2012.
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miento vinculadas con las competencias y atribuciones propias del 
Poder Legislativo.

La Escuela de Formación Integral “Carlos Escarrá Malavé” (eficem), 
conjuntamente con el Concejo Municipal del Municipio Bolivariano 
Libertador de Caracas, en el año 2012, efectuó un ciclo de foros y 
talleres, en los cuales destaca el foro sobre la Ley Orgánica de la 
Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Con-
trol Fiscal (locgrsncf), en el que se explicó que la cgr es un órgano 
del Poder Ciudadano, al que corresponde el control, la vigilancia y la 
fiscalización de los ingresos, gastos y bienes públicos, así como de 
las operaciones relativas a los mismos, cuyas actuaciones se orien-
tarán a la realización de auditorías, inspecciones y cualquier tipo de 
revisiones fiscales en los organismos y entidades sujetos a su control.

En el año 2013, la eficem dictó los siguientes cursos:

•	 Curso de Administración y Gobierno Comunal. En este curso se 
capacitó a 225 personas. El propósito del mismo fue contribuir al 
establecimiento de un clima de construcción teórica, el cual per-
mita el desarrollo de procesos concientizadores y conceptualiza-
dores de las prácticas administrativas en las organizaciones del 
gobierno comunal dentro del marco del poder popular.

•	 15 Cursos de Formación para Fortalecer la Conciencia Política del 
Poder Popular. En estos eventos se capacitó a 900 personas en-
tre estudiantes, trabajadores, diputados y miembros del pueblo 
legislador.

•	 Curso de Formación referente a las Leyes del Poder Popular. En 
este curso se certificó a 18 trabajadores y trabajadoras de la Di-
rección de Obras de la Alcaldía de Caracas. El objetivo del mismo 
consistió en fortalecer las capacidades de las funcionarias y fun-
cionarios públicos en el trabajo diario con las comunidades orga-
nizadas y el pueblo legislador.

Asimismo, la Asamblea Nacional realiza otras actividades de formación 
y capacitación como el Diplomado en Derecho  y Gestión Parlamenta-

ria Participativa, dirigido a un grupo de 75 estudiantes de la eficem.
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Defensoría del Pueblo

A través de la Escuela de Derechos Humanos creada el 30 de oc-
tubre de 2010, como la primera Escuela de Derechos Humanos del 
país, cuyo objetivo es complementar la formación académica y de 
investigación de diversos profesionales en el campo de la promoción 
y defensa de los Derechos Humanos, con un enfoque crítico y pro-
gresista, y con el propósito de fortalecer la formación académica de 
la sociedad en general por medio de la oferta inicial de diplomados y 
cursos de extensión, se inicia el Diplomado de Derechos Humanos y 
Actuación Defensorial, que tiene una duración de 9 meses. La instruc-
ción está dirigida a defensores y defensoras de apoyo administrativo, 
técnico y profesional de cualquier ente de la administración públi-
ca que solicite el curso, integrantes de consejos comunales, líderes 
comunitarios y docentes. La oferta académica de cuarto nivel de la 
escuela será ampliada progresivamente, incluso con actividades pe-
dagógicas que involucren a defensores del pueblo de otros países 
del continente americano. Durante el año 2010 se ha capacitado a 
5.000 personas que han asistido a los cursos incluyendo los que se 
dictaban antes de constituirse formalmente la Escuela.

Por otro lado, las siguientes instituciones también contribuyeron a ca-
pacitar y formar a funcionarios públicos en asegurar la preservación y 
el uso adecuado de los recursos asignados a los servidores públicos 
en el desempeño de sus funciones y mecanismos para hacer efectivo 
su cumplimiento:

En el año 2013, la Escuela Fundación “Juan Vives Suriá” organizó 
varias actividades de capacitación y formación:

•	 Foro Participación ciudadana en los avances de la auditoría del 
resultado presidencial del 14 de abril de 2013. En este evento par-
ticiparon 80 personas. El objetivo del Foro fue orientar a la ciuda-
danía en el proceso de auditoría de los comicios del 14-A y brindar 
la posibilidad de participar en la verificación de manera amplia en 
sus distintas fases.

•	 Taller sobre las Leyes del Poder Popular. Esta actividad pedagó-
gica contó con la tutela del Ministerio del Poder Popular para las 
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Comunas y Protección Social, a través de su Escuela para el For-
talecimiento del Poder Popular. En el evento se capacitó a 22 fun-
cionarios y funcionarias de la Defensoría del Pueblo, así como a 
promotores comunitarios y miembros de los consejos comunales. 
El objetivo del Taller fue profundizar los conocimientos sobre las 
leyes del poder popular, y al mismo tiempo proporcionar herra-
mientas para un buen desempeño en la gestión pública.

•	 La Escuela de Derechos Humanos capacitó a 6.029 personas en-
tre profesionales de educación media, universitaria, y voceras y 
voceros comunitarios en los distintos cursos y diplomas que se 
imparten en las diferentes regiones del país. Se dictaron 26 diplo-
mados con una participación de 1.225 personas, más 89 cursos, 
foros y conversatorios con una participación de 4.326 personas.

Servicio Nacional Integrado de Administración 
Aduanera y Tributaria (seniat)

El seniat ejecutó una serie de acciones para informar y asistir técni-
camente a las comunidades organizadas para la implementación de 
herramientas de control y auditoría social, a saber:

Asimismo se realizaron cursos, talleres, foros, charlas y seminarios 
enfocados en la difusión de los mecanismos de acceso a la informa-
ción pública del Estado, tanto para los funcionarios como para la ciu-

ACCIÓN N° DE PERSONAS  
CAPACITADAS AL 2011

N° DE PERSONAS  
CAPACITADAS AL 2012

Informar, y asistir 
técnicamente a comuni-
dades organizadas para 
la implementación de 
herramientas de control y 
auditoría social

1.115 ciudadanos 552 ciudadanos

Promover y difundir infor-
mación actualizada sobre 
participación ciudadana, 
control y auditoría social

44 eventos formativos 21 eventos formativos
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N° CURSO	 N° PERSONAS

01 BÁSICO EN CONTROL 
ADMINISTRATIVO 737

Fuente: Estadísticas de las Divisiones de Capacitación y Formación, y de Educción Comunitaria.

Periodo julio - diciembre 2011

N° CURSO	 N° PERSONAS

01 BÁSICO EN CONTROL 
ADMINISTRATIVO 35

Fuente: Estadísticas de las Divisiones de Capacitación, Formación y de Educación Comunitaria.

Período enero - marzo 2012

dadanía, con el fin de minimizar los actos de corrupción, de acuerdo 
con la siguiente relación:

También se desarrolló un plan estratégico en el cual se contempló la 
difusión de la gestión pública y su control, con el objeto de promover 
la participación de las organizaciones civiles no gubernamentales y 
la ciudadanía en general en el seguimiento y control de la actuación 
pública.

A continuación se presentan en detalle las actividades del Servicio 
Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria (seniat) en 
materia de capacitación de la participación ciudadana:
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TEMA EVENTOS 
FORMATIVOS

CANTIDAD DE PER-
SONAS CAPACITADAS

Fomento de la Participación Ciuda-
dana y Rendición de Cuentas 1 30

Participación Ciudadana y Contralo-
ría Social 33 924

Mesas Técnicas de Trabajo N/A N/A
Contraloría Social y Contabilidad en 
los CC 5 126

Actas de Entrega y Contraloría So-
cial 1 15

Participación Ciudadana, Contralo-
ría Social y lineamientos de la Con-
traloría General de la República en 
materia de Rendición de Cuentas 
Participación Ciudadana y Contra-
loría Social

1 15

Lineamientos de la Contraloría Ge-
neral de la República en materia de 
Rendición de Cuentas

1 20

Total 42 1.130

aÑO 2011
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aÑO 2012

TEMA EVENTOS 
FORMATIVOS

CANTIDAD DE PER-
SONAS CAPACITADAS

Fomento de la Participación Ciuda-
dana y Contraloría Social 1 69

Participación Ciudadana y Contralo-
ría Social 16 424

Fomento de la Participación Ciuda-
dana y Contraloría Social 1

Fomento de la Parti-
cipación Ciudadana y 
la difusión abarca las 
parroquias: Contraloría 
Social Sucre, Caricuao, 
El Paraíso y La Pastora

Lineamientos de la Contraloría Ge-
neral de la República en materia de 
Rendición de Cuentas

1 34

Participación Ciudadana y Contra-
loría Social y Actas de Entrega de 
las Oficinas de la Administración 
Pública

1 20

Lineamientos de la Contraloría Ge-
neral de la República en materia de 
Rendición de Cuentas y Manejo de 
Fondos Públicos por parte de los 
CC

1 39

Total 21 586

En el año 2013, el seniat ejecutó, a través del Centro de Estudios Fis-
cales, una serie de acciones específicas para la formación y capaci-
tación de los servidores públicos sobre las normas de conducta para 
asegurar la preservación y uso adecuado de los recursos asignados 
a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones. Esas 
actividades se señalan en el siguiente cuadro:
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Poder Ciudadano

El Consejo Moral es el encargado de promover todas aquellas activi-
dades pedagógicas dirigidas al conocimiento y estudio de la Consti-
tución de la República Bolivariana de Venezuela, el amor a la patria, 
las virtudes cívicas y democráticas, los valores trascendentales de 
la patria y la observancia y respeto de los derechos humanos. En tal 
sentido, en el año 2009 se inició el Proyecto de Formación Ciudadana 
y Rescate de Valores con el cual se logró sensibilizar a 9.172 perso-
nas, para lo cual los docentes promotores han realizado 370 talleres. 
Para garantizar el cumplimiento de este Programa se han efectuado 
una serie de actividades de seguimiento distribuidas en 1.351 visitas 
institucionales educativas, 225 encuentros socializados y 632 segui-
mientos vía telefónica. 

En el 2012 se realizó un ciclo de ponencias durante la tercera jornada 
del VII Encuentro Nacional de Docentes Promotores del Consejo Moral 
Republicano. Este evento reunió a 38 representantes de diferentes 
estados del país, quienes actualmente desarrollan el Programa de 
Formación Ciudadana a través de cuatro exposiciones dirigidas por 
el Máximo Órgano Contralor. Los participantes pudieron conocer los 
lineamientos de la participación ciudadana planteados en el ordena-
miento jurídico venezolano desde 1999, las características esenciales 
de la contraloría social, así como las etapas del proceso de control 
social y los aspectos fundamentales de la rendición de cuentas en los 
consejos comunales.

Superintendencia Nacional de Auditoría Interna (sunai)

La sunai durante el año 2011 realizó el simposio El Rol de la Ética So-
cialista en el Control Fiscal y la Gestión Pública, en el que participaron 
281 personas, con el objetivo de sensibilizar y sembrar conciencia éti-
ca individual e institucional, además de ser una estrategia vinculada 
al marco constitucional, en la cual el ciudadano está llamado a par-
ticipar para la planificación, seguimiento y control del gasto público.

Asimismo, organizó y dictó 85 cursos en 14 temáticas vinculadas con 
las labores de control interno, auditoría, gestión de gobierno y admi-
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nistración pública. En esos cursos se capacitaron a 2.069 servidores 
públicos, los cuales están discriminados en el siguiente cuadro:

No. Nombres de los 
cursos

N° cur-
sos  

dictados

Servidores Públicos 
capacitados

Servidores 
públicos  

CapacitadosFemenino Masculino

1 Básico de Control 
Interno 9 115 90 205

2
Valoración Jurídica 
de los Informes de 
Auditoría de Estado

18 297 140 437

3 Ofimática bajo Soft-
ware Libre 5 41 21 62

4 Básico para Auditores 
de Estado 16 259 158 417

5
Ley Orgánica de 
Procedimientos Admi-
nistrativo

6 90 48 138

6
Sensibilización del 
Sistema de Control 
Interno

3 58 25 83

7
Concursos Público 
para los Titulares e 
Auditoría

3 40 16 56

8
Formación y Rendi-
ción y Examen de la 
Cuenta

3 44 52 96

9
Potestad investigativa 
y Determinación de 
Responsabilidades

8 78 32 110

10 Gestión Pública 9 183 93 276

11 Contrataciones 
Públicas 2 76 38 114

12 Papeles de trabajos e 
Informes de auditoría 1 22 21 43

13
Responsabilidad Su-
pervisora y Régimen 
Disciplinario

1 7 7 14

14 El Arte de Hablar en 
Público (Oratoria) 1 14 4 18

Total 85 1.324 745 2.069
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Igualmente, se organizaron y se dictaron 26 talleres sobre participación 
ciudadana, contraloría y auditoría social. En estos talleres se capacitó a 
692 ciudadanos y ciudadanas vinculados a comunidades organizadas.

Por otra parte, se llevaron a cabo 14 eventos formativos con la partici-
pación de 2.371 personas en diversas temáticas de interés, tal como 
se detalla a continuación:

N° Eventos formativos para la 
ciudadanía Femeninos Masculinos

N° de 
partici-
pantes

1
I Jornada de Control Fiscal en el 
Ámbito Municipal, Caripe estado 
Monagas

38 36 74

2
Plan de la Patria 2013-2019. Segundo 
Plan Socialista desde el punto de 
vista social, político y estratégico

185 117 302

3 Actualización de la Ley Orgánica del 
Trabajo y su Reglamento 132 65 197

4 Evento Formativo en Auditoría de 
Estado 170 117 287

5
La Tecnología de Información Libre 
para el Fortalecimiento de la Gestión 
Pública

153 151 304

6 I Simposio Nueva Visión del Sistema 
Nacional de Control Fiscal 46 31 77

7 I Jornada Formativa de Control Fiscal 
en el ámbito municipal, Carúpano 49 47 96

8
Segundo Plan de la Patria para la 
gestión bolivariana y socialista 2013-
2019

133 97 230

9 Comunas, Poder Electoral y Consejos 
Locales de Planificación Pública 82 76 158

10

Evento central con motivo del Décimo 
Aniversario. Brindar herramientas y 
profundizar la contraloría y auditoría 
social.  

153 125 278

11 Sensibilización en materia de contra-
loría social y rendición de cuentas 66 40 106

12

Conversatorio sobre las Normas 
para Regular la Entrega de Órganos, 
Entes, Oficinas y Dependencias de 
la APN  

52 28 80

13 Seminario Retos de la Gestión Públi-
ca en Venezuela 49 56 105

14 El Poder Popular y la Gestión Pública 44 33 77
Totales 1.352 1.019 2.371
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Adicionalmente, el Centro Permanente de Adiestramiento y Educa-
ción Electoral para la Participación Política, bajo la dirección de la 
Dirección General de Partidos Políticos del Consejo Nacional Elec-
toral, estableció para el año 2009 un total de 84 centros, a través de 
los cuales se cubrirán todas las necesidades de capacitación de los 
centros locales en participación política, contraloría social y transpa-
rencia de procesos electorales. 

El Servicio Nacional de Contrataciones (snc) es un ente adscrito a la 
Vicepresidencia Ejecutiva de la República y capacitó a 25 servido-
res públicos que laboran en distintos niveles jerárquicos dentro del 
snc, con el Curso Básico de Control Interno. El objetivo de este curso 
fue contribuir a concientizar a los trabajadores públicos sobre la im-
portancia del control interno en la Administración Pública Nacional, 
para fortalecer la gestión gubernamental en cuanto al manejo de los 
recursos públicos, en términos de eficiencia, eficacia, transparencia, 
legalidad y honradez, garantizando razonablemente el logro de los 
objetivos organizacionales.

En cuanto a la capacitación en línea, a través del Centro de Investigación 
y Desarrolló (cid) de Planificación Académica y Tecnologías Educativas, 
se ejecutó el Programa Ejecutivo de Formación Integral a distancia de 
la Convención Interamericana Contra la Corrupción: instrumento jurídico 
internacional, bajo la tutoría de Directores de la cgr y monitoreado por el 
equipo del cid de Planificación Académica y Tecnología Educativa.

La Escuela Nacional de Administración y Hacienda Pública-Institu-
to Universitario de Tecnología (enahp-iut) tiene por como finalidad la 
formación, capacitación y adiestramiento del funcionario de la Ad-
ministración Pública, tanto a nivel de Pregrado como de Postgrado. 
Además, la Escuela dicta una gran gama de cursos de extensión, 
actualización y perfeccionamiento profesional, especialmente desti-
nados a las áreas que corresponden a la Administración Pública. 

Consejo Nacional Electoral

A través de la Fundación Instituto de Ciencias Electorales se dictaron 
durante el año 2008, 147 cursos, 122 talleres y 12 actividades es-
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peciales, con las cuales se capacitó a 1.601 funcionarios de toda la 
Administración Pública Nacional, con el objetivo de formar académi-
camente a los funcionarios del cne y de otras instituciones públicas, 
garantizando los ideales de igualdad, confiabilidad, imparcialidad, 
transparencia y eficiencia en los proceso electorales. 

Contraloría General de la República

La Contraloría General de la República organizó su programa de ca-
pacitación en cuatro grandes vertientes íntimamente relacionadas: 
actividades de capacitación interinstitucionales de la cgr; actividades 
de capacitación a funcionarios de la cgr; actividades de capacitación 
a los Órganos del sncf; y, actividades de capacitación orientadas al 
fortalecimiento del poder popular.

Para coadyuvar a la realización de todas estas actividades de for-
mación, esta Entidad Fiscalizadora Superior cuenta con el Instituto 
de Altos Estudios de Control Fiscal y Auditoría de Estado Funda-
ción “Gumersindo Torres” (cofae), que es el centro de capacitación 
e investigación fundamentado en los valores trascendentales de la 
humanidad, la ética pública, la moral administrativa, la cultura y la  
protección del medio ambiente, para desarrollar superiores competen-
cias profesionales en control y auditoría de Estado, en el capital huma-
no responsable de evaluar la gestión gubernamental, salvaguardar el 
patrimonio público, administrar el Sistema Nacional de Control Fiscal 
y promover el fortalecimiento del poder de control de los ciudadanos. 

Actividades de Capacitación Interinstitucionales de la 
Contraloría General de la República

En el 2011, se realizó el evento denominado I Jornada de Control Fis-
cal en los espacios de la Compañía Anónima Nacional Teléfonos de 
Venezuela (cantv),  que contó con la participación de representantes 
de la Contraloría General de la República, la Superintendencia Na-
cional de Auditoría Interna y el Instituto de Altos Estudios de Control 
Fiscal y Auditoría de Estado, Fundación “Gumersindo Torres” (cofae). 
El objetivo de la actividad fue dar a conocer a los trabajadores de la 
empresa de teléfonos las herramientas necesarias para el fortaleci-
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miento del control interno en función de lograr una adecuada gestión 
pública.

La Contraloría General de la República Bolivariana de Venezuela y 
la Contraloría General de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana fir-
maron un acuerdo modelo de formación académica con el primer 
curso denominado Auditoría Interna en el Sector Público. A este curso 
asistieron 25 personas y el objetivo del mismo fue preparar a los futu-
ros multiplicadores que van a difundir y transferir los conocimientos y 
conceptos de la auditoría interna al personal del Órgano Contralor de 
las Fuerzas Armadas, para garantizar una excelente gestión, mejora-
miento continuo y eficiencia en los procesos.

La Contraloría General de la República y la Defensoría del Pueblo, 
en alianza interinstitucional, organizaron el Curso Ciudadano Auditor 
dirigido a los funcionarios de ambos organismos y coordinado por 
el Instituto de Altos Estudios de Control Fiscal y Auditoría de Estado, 
Fundación “Gumersindo Torres” (cofae). A este curso asistieron 30 
funcionarios y tuvo dos objetivos fundamentales: el primero, capaci-
tar a los funcionarios de la Defensoría del Pueblo en los conocimien-
tos técnicos en materia de control social para que se conviertan en 
multiplicadores; y segundo, presentar los criterios institucionales de 
la Contraloría General en relación con el principio del control social, 
es decir a la verificación del uso de los recursos públicos, que en 
definitiva son recursos del pueblo y que se reflejarán en la seguridad, 
salud y educación, en satisfacer las necesidades y derechos consti-
tucionales vinculados con la comunidad. 

En el 2012, la cgr dictó una charla a estudiantes y profesores de la 
enahp-iut enmarcada en la visión y criterios institucionales de la cgr y 
el Sistema Nacional de Control Fiscal (sncf). La charla versó sobre la 
estructura del poder público nacional en Venezuela, en la cual se in-
serta el Máximo Organismo Contralor como parte de los tres órganos 
que conforman el Poder Ciudadano; los principales fundamentos jurí-
dicos de la cgr; las características de los órganos de control interno y 
externo que existen en el país; y el concepto, los actores, los objetivos 
del Sistema Nacional de Control Fiscal y el rol que ejerce la Contra-
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loría General de la República como rector de este último. También 
se trató el tema de las principales funciones normativas, asesoras, 
auditoras y sancionatorias de la cgr, así como las que debe ejercer 
como miembro del Poder Ciudadano, de acuerdo con lo estipulado 
en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

Del mismo modo, la Contraloría General de la República realizó una 
serie de actividades de capacitación interinstitucionales que contri-
buyeron a la formación y capacitación a los servidores públicos so-
bre las normas de conducta para asegurar la preservación y el uso 
adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en 
el desempeño de sus funciones. En este sentido, dictó los siguientes 
talleres:

•	 Taller sobre la Oficina de Atención al Ciudadano, dictado por el 
Fondo Nacional de Ciencia y Tecnología (FONACIT). Este Taller 
contó con la participaron 20 funcionarios de diferentes entes ads-
critos al Ministerio del Poder Popular para Ciencia, Tecnología e 
Innovación. El objetivo fue fortalecer a las Oficinas de Atención al 
Ciudadano de los órganos y entes de la administración pública, 
para de esta forma dar continuidad a uno de los objetivos del Plan 
Estratégico 2009-2015 de esta Institución, referido a la optimiza-
ción de los mecanismos de participación ciudadana en el ejercicio 
del control de la gestión pública.

•	 Taller sobre Creación de las Oficinas de Atención al Ciudadano: Éti-
ca y Participación Ciudadana. Dictado en conjunto con la Contra-
loría del Estado Bolivariano de Miranda. A este Taller asistieron 16 
funcionarios del Centro Nacional de Tecnologías de Información 
(CNTI) y otros entes adscritos al Ministerio del Poder Popular para 
Ciencia, Tecnología e Innovación.

•	 Taller sobre Creación y Funcionamiento de las Oficinas de Atención 
al Ciudadano: Ética y Participación Ciudadana en conjunto con la 
Contraloría del Estado Bolivariano de Miranda. A este Taller asis-
tieron 10 servidores públicos de los organismos pertenecientes 
al Complejo Tecnológico “Simón Rodríguez” adscrito al Ministerio 
del Poder Popular para Ciencia, Tecnología e Innovación. 
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La cgr también contribuyó con las siguientes charlas:

•	 Charla informativa sobre el proceso de control social. Este evento 
se realizó en el marco del plan de intervención del Hospital Dr. 
Leopoldo Manrique Terreno (Periférico de Coche) y con base en 
una solicitud del Ministerio del Poder Popular para la Comunica-
ción e Información. En ella participaron 34 personas entre voceros 
y voceras de consejos comunales, comunidad organizada y pa-
cientes que conforman la comisión de auditoría de ese centro de 
salud.

•	 Charla informativa en materia de rendición de cuentas, contraloría 
social y el proceso del control social en los consejos comunales 
dictada en conjunto con el Ministerio del Poder Popular para Cien-
cia, Tecnología e Innovación, en el marco de su política de capaci-
tación al poder popular. A esta charla asistieron 40 representantes 
de consejos comunales del Distrito Capital.

•	 Charla informativa en materia de rendición de cuentas. Este evento 
se realizó en respuesta a una solicitud formulada por el Consejo 
Federal de Gobierno, a su vez contó con la presencia de 200 vo-
ceros de las organizaciones de base del poder popular de varias 
partes del país.

•	 Charla informativa en materia de rendición de cuentas, contraloría 
social y el proceso de control social. Dictada el miércoles 29 de 
mayo de 2013, a más de 30 servidores públicos del Consejo Ge-
neral de Policía, organismo asesor del Ministerio del Poder Popu-
lar para Relaciones Interiores, Justicia y Paz. 

Por otra parte, se realizaron jornadas de formación y capacitación en 
materia de control de la gestión pública, a saber:

•	 I Jornada de Capacitación del Sistema Nacional de Control Fis-
cal en el marco de la lucha contra la corrupción, tutelado por el 
Instituto de Altos Estudios de Control Fiscal y Auditoría de Esta-
do, Fundación “Gumersindo Torres” (cofae), en conjunto con la 
Escuela Nacional de Fiscales. En esta Jornada se capacitó a 30 
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funcionarios de la Dirección Contra la Corrupción de la Fiscalía y 
otras dependencias. 

•	 I Jornada de Contraloría Social Universitaria. En esta Jornada par-
ticiparon 40 alumnos y se conformaron seis comités de trabajo 
para prevenir y corregir comportamientos, actitudes y acciones 
contrarios a la ética en el desempeño de las funciones públicas.

La cgr dictó el Curso de Contraloría Social Comunitaria, en conjunto 
con la Defensoría del Pueblo. En este curso se capacitó a 50 voceros 
y voceras pertenecientes a más de 20 consejos comunales del esta-
do Yaracuy. El objetivo del curso fue brindar las herramientas teóricas 
y prácticas sobre el control social desde la perspectiva de los dere-
chos humanos. 

La cgr y la Defensoría del Pueblo promovieron el Programa Haciendo 
Comunidad, en el marco del control social y los derechos humanos 
en ocho estados del país. El mismo constó de una etapa teórica im-
partida por la dp, y una segunda etapa práctica, realizada por la cgr. 
En este evento participaron 60 personas y contó con una duración de 
32 horas académicas. Este programa también se dictó a más de 30 
voceros de varios consejos comunales de la parroquia Antímano del 
Distrito Capital. 

En el marco del 75° de la cgr se realizó el Seminario de Fortalecimien-
to del Poder Popular. A este evento asistieron 60 personas y estuvo 
dirigido a consejos comunales e instituciones públicas y privadas de 
las parroquias El Recreo, San Bernardino y La Candelaria del Distrito 
Capital.

Enmarcado dentro del Plan Estratégico de la cgr 2009-2015, en su Ob-
jetivo Institucional N° 4 referido a la consolidación de la participación 
ciudadana en el ejercicio del control de la gestión pública, se ejecu-
taron una serie de acciones para la formación de ciudadanos en el 
ejercicio del control de la gestión pública durante el año 2013, a saber:
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Actividades de Capacitación a funcionarios de la 
Contraloría General de la República y de los Órganos del 
Sistema Nacional de Control Fiscal

2008 – 2009

La cgr, como Órgano Rector del Sistema Nacional de Control Fiscal 
(sncf), junto con las Contralorías de los Estados y los Municipios y las 
Unidades de Auditoría Interna se planteó una estrategia que le permi-
tiera avanzar hacia el fortalecimiento del sncf, con la plena convicción 
de que esta estrategia coadyuvará en la organización y funcionamiento 
de las contralorías municipales, dentro del marco de las potestades 
otorgadas legal y constitucionalmente, enfatizando en la capacitación, 
a fin de contribuir con el correcto ejercicio de la función pública, lo que 
redundará en el mejoramiento de la prestación de los servicios a las 
comunidades, en el aseguramiento del bienestar del ciudadano y en la 
prevención de actos de corrupción. 

Esta estrategia se encuentra en plena ejecución y consiste en la pro-
moción y ejecución de un proyecto denominado Primer Ciclo de Sim-
posios de las Contralorías Municipales. Hasta el año 2009 se celebraron 
21 simposios, con el apoyo de las contralorías de estado como anfi-
triones, y participaron 293 municipios, en los cuales se ha capacitado 
a 842 funcionarios en actividades relacionadas con el ejercicio de sus 
funciones, siendo seleccionados de este grupo, un total 64 funcio-
narios que están siendo formados como capacitadores del Sistema 

O.C.F CGR Contralorías 
estadales

Contralorías 
municipales

Total 
General

Voceros (as) 
capacitados 434 24.431 17.565 42.430

Servidores 
públicos capa-
citados para ser 
multiplicadores

678 8.544 4.007 13.229

TOTAL GENERAL 55.659
Fuente: Data suministrada por la Dirección General de Control de Estados y Municipios de la CGR y por 
COFAE.
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Nacional de Control Fiscal, con la obligación de servir como agentes 
multiplicadores de conocimientos en las distintas regiones del país. 

La Contraloría General de la República, en el último trimestre del año 
2009, con el objetivo de Fortalecer y consolidar la Gestión de las Con-
tralorías Sociales, desarrolló un proyecto que permitió formar a 187 
trabajadores de las empresas básicas de Guayana, mediante la reali-
zación de jornadas de sensibilización, conferencias y talleres, sobre El 
Control Social en la Lucha Contra la Corrupción, El Ejercicio del Control 
Social y Control Social Revolución Ética, lo que permitió la conforma-
ción de contralorías sociales en las 14 empresas básicas de Guayana 
y que redundará en un mejor y mayor aprovechamiento de los recursos 
asignados a esas empresas del estado.

Esta Entidad Fiscalizadora Superior, en atención a la Agenda de la xv 
Reunión del Comité de Expertos del mesisic, puso a disposición el Pro-
yecto de Capacitación E-Learning en materia de la Convención Intera-
mericana Contra la Corrupción, y desarrolló el curso de inducción en 
el que se formó a 35 Tutores Virtuales, durante los meses de octubre y 
noviembre de 2009.

2010-2011

En un esfuerzo por mejorar el trabajo y desempeño de los funcionarios 
de la Contraloría General de la República (cgr) y del Sistema Nacional 
de Control Fiscal -que abarca a las contralorías estadales y municipa-
les y a las Unidades de Auditoría Interna- encargados de fiscalizar el 
uso adecuado de los recursos asignados a los distintos órganos y en-
tes de la Administración Pública, la Contraloría General de la República 
(cgr) organizó diversas actividades de capacitación durante el período 
objeto de análisis. A continuación se presentan las más destacadas. 

•	 Conferencia sobre El Sistema Nacional de Control Fiscal 
y la Implantación del Control Interno en las Empresas 
del Estado. Se dictó en el mes de julio de 2010 una conferencia 
sobre El Sistema Nacional de Control Fiscal y la Implantación del 
Control Interno en las Empresas del Estado” a 200 funcionarios 
del Banco de Venezuela. Se difundió información sobre el marco 
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jurídico vigente al que los funcionarios están sujetos. La actividad 
estuvo enmarcada dentro de la política organizacional de informar 
a los trabajadores sobre las implicaciones de su nueva condición 
de empleados públicos.

•	 Simposios sobre el Fortalecimiento de la Gestión de las 
Unidades de Auditoría Interna, en los cuales participaron en 
total 106 funcionarios de diversos organismos de la Administra-
ción Pública y empresas del Estado, y en los que se señaló que di-
chas unidades no tienen limitaciones para auditar al ente en el que 
ejercen sus funciones, pues no hay áreas excluidas del control 
interno, como tampoco existen limitaciones para la cgr, en el mar-
co de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República 
y del Sistema Nacional de Control Fiscal. Asimismo, los auditores 
deben cumplir con su labor pedagógica de enseñar a las autori-
dades que las unidades de auditoría interna (uai) son necesarias 
y útiles para la gestión eficiente de una institución u organismo, 
pues ayudan a mejorar su desempeño y rendimiento, a introducir 
los correctivos que sean necesarios, y a alertar oportunamente 
sobre las posibles desviaciones.

En la sede de la Contraloría General de la República se efectuaron 
diversas Jornadas con el propósito de transmitir conocimientos para 
mejorar el desempeño de  los funcionarios públicos dedicados a las 
actividades de control, provenientes de la Administración Central, Des-
centralizada, Estados, Municipios y del Máximo Órgano de Control 
Fiscal. Los temas abordados en estos eventos fueron una  Jornada 
sobre Determinación de Responsabilidad Administrativa y dos Jornadas 
y un curso sobre Potestad Investigativa, actividades todas enmarcadas 
dentro del Plan Estratégico 2009-2015 de la cgr, específicamente en el 
objetivo institucional N° 1 que busca fortalecer el Sistema Nacional de 
Control Fiscal. En total se capacitó a 179 funcionarios. 

•	 Taller de Capacitación sobre Control Interno bajo el en-
foque COSO. La Contraloría General de la República asistió al 
Taller de Capacitación sobre Control Interno bajo el enfoque coso, 
en el mes de septiembre de 2010, patrocinado por el Ministerio del 
Poder Popular para la Planificación y Finanzas, la Superintenden-
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cia Nacional de Auditoría Interna (sunai) y el Banco Interamericano 
de Desarrollo (bid). 

•	 Jornada sobre Planificación, Control y Presupuesto en 
el Sector Salud. Se realizó igualmente en  Septiembre de 2010 
la Jornada sobre Planificación, Control y Presupuesto en el Sector 
Salud, y estuvo dirigida a funcionarios de las áreas de Recursos 
Humanos, Planificación y Presupuesto, y Administración del Mi-
nisterio del Poder Popular para la Salud, así como miembros de 
Barrio Adentro. A dicha Jornada asistieron 37 funcionarios. 

•	 Curso virtual Calidad y Supervisión en el Proceso de Au-
ditoría. De septiembre a noviembre de 2010 se impartió el cur-
so virtual Calidad y Supervisión en el proceso de auditoría al que 
asistieron 27 funcionarios de entidades fiscalizadoras superiores 
de América Latina y Venezuela. Se trata de capacitar a funciona-
rios en esta materia tan fundamental para nuestros países de ma-
nera que actúen como agentes multiplicadores en sus respectivos 
organismos en esta modalidad de capacitación en la que nuestra 
institución cuenta con una experiencia significativa.

•	 Curso Capacitando al Capacitador. En la sede de la Contra-
loría General de la República, desde el 31 de enero hasta el 2 de 
febrero de 2011, se dictó este curso, cuyo objetivo fue dar a co-
nocer algunas herramientas y estrategias de comunicación a los 
funcionarios que se dirigen a diversas audiencias al dictar talleres 
y conferencias. Se trata de potenciar así la capacidad que tienen 
los auditores y funcionarios de las efs para dar instrucciones. Es-
tuvo dirigido a directores generales, sectoriales y funcionarios de 
la Institución.

•	 Capacitación E-Learning sobre la Convención Interame-
ricana Contra la Corrupción. Se implementó el curso virtual 
que se impartió durante los meses de agosto a noviembre del año 
2010, en el que participaron 30 funcionarios provenientes de diver-
sos organismos del Estado venezolano. A partir de este programa 
se pretende incentivar la formación de una Red de Seguimiento 
de la implementación de la Convención que permita compartir ex-
periencias y promover acciones conjuntas enfocadas tanto en el 
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ámbito interno como en el ámbito internacional en materia de la 
Convención.

Se realizaron las siguientes actividades de capacitación con el propó-
sito de fortalecer la labor de fiscalización que realiza la cgr sobre las 
contralorías estadales y municipales: 

•	 Programa de Formación para Capacitadores. En la sede 
del Instituto Militar Universitario de Tecnología “General Luis Nati-
vidad Rivero Sivila”, en el estado Vargas, se realizó durante el mes 
de junio de 2010 la quinta jornada de la fase cuatro del Programa 
de Formación para Capacitadores, organizada por la Contraloría 
General de la República y la Contraloría del Estado Vargas, en 
la cual se evaluó y acreditó como capacitadores en materia de 
potestad investigativa y auditoría de Estado a un grupo de 42 fun-
cionarios de órganos de control del Estado. Dichos funcionarios 
trabajarán como agentes multiplicadores dentro de sus institucio-
nes. Se hace énfasis en la importancia de este tipo de eventos 
para que todas las contralorías cuenten con funcionarios capaci-
tados, quienes a su vez lleven esa capacitación a otras instancias 
de los poderes públicos y, de este modo, se le dé vida al Sistema 
Nacional de Control Fiscal (sncf).

•	 Detección de necesidades para el Desarrollo de Capaci-
dades. En la sede de la Contraloría General de la República se 
llevaron a cabo estos encuentros con un total de 128 represen-
tantes de las Contralorías municipales y estadales, con el objetivo 
de fortalecer el Sistema Nacional de Control Fiscal a través de 
la Detección de Necesidades para el Desarrollo de Capacidades 
(dndc). Se trata de un proceso esencial para el diseño y ejecución 
de planes de capacitación y desarrollo institucional que responda 
a las necesidades reales de una organización, las cuales son de-
tectadas mediante dicho proceso. Con base en ellas se elabora el 
plan estratégico y luego se diseña un plan de acción para imple-
mentar las iniciativas deseadas.

•	 I Simposio de Contralorías Municipales del estado Su-
cre. Se celebró en el mes de agosto un evento en el que partici-
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paron 42 funcionarios y que la Contraloría General de la República 
ha realizado en los estados de todo el territorio nacional, con el 
objetivo de fortalecer el Sistema Nacional de Control Fiscal. Re-
presentantes de los doce municipios del estado oriental discu-
tieron temas de interés nacional y regional para el desarrollo de 
estrategias que coadyuven al cumplimiento de su misión.

•	 Encuentro con Contralores Municipales. Se convocó el 18 
de enero de 2011 a los contralores de los municipios que son capi-
tales de estado, de las contralorías municipales intervenidas y del 
Área Metropolitana de Caracas a una reunión de trabajo en la cual 
se expusieron los siguientes temas: Fortalecimiento e integración 
de las contralorías municipales, Detección de necesidades de ca-
pacitación, Lineamientos para la conformación de un informe de 
gestión de las contralorías municipales, y comentarios sobre las 
decisiones de determinación de responsabilidades emitidas por 
las contralorías municipales; todos enmarcados dentro del objeti-
vo N° 1 del Plan Estratégico 2009-2015 de la cgr, el cual establece 
como prioridad el fortalecer el Sistema Nacional de Control Fiscal 
mediante la unificación de conceptos y criterios para que las ac-
ciones de los órganos de control fiscal puedan integrarse al Sis-
tema. Al mismo asistieron los 47 contralores municipales, y se les 
pidió mantenerse atentos a la vigencia de ciertas disposiciones 
legales que inciden en el funcionamiento de las contralorías y de 
la administración pública en su conjunto.

•	 Jornada de trabajo con contralores de estado para co-
nocer nuevos proyectos. El encuentro realizado el 25 de enero 
de 2011 sirvió para la discusión de diversos temas relacionados 
con las labores de control fiscal que se ejecutan en las contralo-
rías estadales, y para conocer nuevos proyectos. Entre los temas 
se consideró el nuevo ordenamiento legal que se ha producido en 
el país y las derivaciones que surgirán, tanto del marco normati-
vo con la reglamentación como de la operatividad de ese marco 
jurídico para determinar cuáles son las mejores y más justas in-
terpretaciones. Se presentó el instructivo para la elaboración del 
Informe de Gestión Anual que los contralores de estado deben 
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introducir ante la Contraloría General de la República, así como 
los programas de trabajo sobre las nuevas auditorías coordinadas 
que realizarán las contralorías estadales y municipales.

2011 - 2012

A través del Instituto de Altos Estudios de Control Fiscal y Auditoría de 
Estado, Fundación “Gumersindo Torres” (cofae) se dictó un ciclo de 
conferencias denominado Los cuatro puntos cardinales de la planifica-
ción en la gestión de Estado. A este ciclo asistieron 400 funcionarios. 
El objetivo de la actividad fue abordar el tema de la planificación desde 
cuatro áreas funcionales que son comunes a todos los entes del Esta-
do: gestión del recurso humano, uso de las tecnologías, control fiscal y 
participación ciudadana en la toma de decisiones.

La cgr dictó una charla sobre Introducción al Registro de Auditores, 
Consultores y Profesionales Independientes en materia de control, en 
el cual se expuso la normativa que responde a la necesidad de saber 
quiénes están prestando esos servicios profesionales a la Administra-
ción Pública, respondiendo así a una demanda y expectativa del Es-
tado venezolano, y solidificando nuestra rectoría del Sistema Nacional 
de Control. Además, contempla los requisitos que deben cumplir los 
auditores, profesionales independientes y las firmas de auditores para 
calificar como tales en el Registro, así como los recaudos exigidos para 
solicitar su inscripción. Contiene disposiciones relativas a la suspen-
sión y exclusión del Registro; la obligación de los organismos de con-
trol de contratar a quienes estén inscritos en el mismo, así como los 
criterios para la selección de estos profesionales, las condiciones y las 
prohibiciones de contratar, el contenido del contrato y otros aspectos 
como anticipos, fianzas de compromiso, entre otros.

Asimismo, la cgr dictó, en el marco del Programa de Fortalecimien-
to del Sistema Nacional de Control Fiscal (sncf), la segunda edición 
del Programa Capacitadores del Sistema Nacional de Control Fiscal. 
A este Programa asistieron 44 funcionarios de las contralorías estada-
les y municipales de varios estados del país, de la Superintendencia 
Nacional de Auditoría Interna (sunai) y de la cgr. Este Programa incluye 
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la divulgación conceptual a través de simposios, talleres, seminarios y 
cursos de los fundamentos del Sistema.

Se realizaron jornadas de capacitación en los órganos del Sistema 
Nacional de Control Fiscal (sncf), y dictó los lineamientos del Máximo 
Órgano de Control en relación con los concursos públicos para la de-
signación de los contralores municipales. A esta jornada asistieron 32 
funcionarios de las contralorías de los estados del país. El objetivo de 
la actividad fue presentar los lineamientos y las políticas adoptadas 
por la cgr en cuanto a la actuación de los jurados calificadores de las 
contralorías estadales en los concursos públicos para la designación 
de los contralores municipales, bajo los parámetros establecidos en el 
reglamento vigente.

El Máximo Organismo Contralor inició una serie de talleres y charlas 
dirigidas a la Dirección General de Control de la Administración Nacio-
nal Descentralizada sobre el Plan Piloto de Formación Integral ajustado 
a las necesidades del Recurso Humano. El objetivo único fue lograr 
el mayor y mejor crecimiento del talento humano de este Organismo 
Contralor y sus entes adscritos. Estas actividades corresponden a la 
fase I y II del Plan antes mencionado, proyecto que responde a los 
objetivos del Programa de Mejoramiento Continuo del Plan Estratégico 
de la cgr 2009-2015.

Igualmente, la cgr articuló lineamientos comunicacionales con las 
contralorías estadales en el uso de las redes sociales. A este evento 
asistieron 27 funcionarios de las contralorías estadales del país, con la 
finalidad de recibir lineamientos comunicacionales en el manejo de la 
red social Twitter. El objetivo principal del encuentro fue ofrecer herra-
mientas para que los órganos de control estadales y municipales se 
articulen con la cgr en el diseño de políticas informativas en el uso de 
las herramientas 2.0.

Del mismo modo, se implementó una jornada de trabajo con los órga-
nos de control de los municipios capitales de estado, interventores y 
del Área metropolitana de Caracas. A la jornada asistieron 20 contra-
lores municipales de capitales de estado, 23 contralores interventores 
municipales, 10 contralores del área Metropolitana de Caracas y 32 
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funcionarios de la Contraloría General de la República. El objetivo fue 
orientarlos en el fortalecimiento de la fiscalización del uso de los fondos 
públicos por parte de las instancias de participación ciudadana como 
a los consejos comunales.

También se organizó el Tercer Encuentro de Contralores Estadales. Este 
evento contó con la participación de las máximas autoridades de las 
contralorías de todos los estados del país, para discutir aspectos ope-
rativos del trabajo, tales como el examen de la cuenta, así como para 
recibir orientaciones administrativas y estrategias vinculadas con el for-
talecimiento del Sistema Nacional de Control Fiscal.

Adicionalmente, la cgr organizó una serie de jornadas dirigidas al forta-
lecimiento del sncf, a saber:

•	 Jornadas sobre Potestades de Investigación y Proce-
dimiento para la Determinación de Responsabilidades, 
tuteladas por el Instituto de Altos Estudios de Control Fiscal y Au-
ditoría de Estado, Fundación “Gumersindo Torres”(cofae), en las 
que se capacitó a 1.068 personas.

•	 Jornada de Determinación de Responsabilidades. Dirigi-
da a representantes de contralorías municipales intervenidas, es-
pecíficamente de las capitales de los estados y las del área metro-
politana. La actividad estuvo dividida en dos etapas; primero, a la 
capacitación con los siguientes temas: base constitucional y legal 
de la responsabilidad administrativa, acciones fiscales, supuestos 
generadores de responsabilidad administrativa y procedimiento 
administrativo para la determinación de responsabilidades; y se-
gundo,  la conformación de mesas de trabajo para estudiar casos 
prácticos, en los cuales se analizaron decisiones, determinación 
de responsabilidades y la formulación de propuestas para la co-
rrección de debilidades. En ambas se capacitó a 73 participantes.

•	 Jornadas del Simposio Fortalecimiento de la Gestión 
de las Unidades de Auditoría Interna dirigidas a los jefes 
y representantes de las uai de dieciséis organismos del sector 
bancario y financiero y de dieciocho universidades del país, en 
concordancia con el objetivo institucional N°1 del Plan Estratégico 
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2009-2015. Sus objetivos fueron fortalecer las uai, en aras de ges-
tionar el conocimiento en las materias inherentes a sus competen-
cias; consolidarlas con el fin de unificar criterios y trabajar con los 
mismos términos; y diagnosticar su situación actual, para que, en 
función de su realidad, se pueda determinar en conjunto cuáles 
son las causas de sus posibles desviaciones y establecer estrate-
gias y mecanismos que garanticen su ejecución y seguimiento. Se 
contó con la participación de 48 personas.

•	 Jornada de Trabajo con Auditores Internos de las Go-
bernaciones y Consejos Legislativos. En el desarrollo de las 
jornadas se presentaron las siguientes ponencias: Sistema Nacio-
nal de Control Fiscal, Organización y Funcionamiento de las uai, 
Proceso Medular de la Auditoría y Presentación del Programa de 
Trabajo sobre Auditoría de Bienes Muebles cuyos objetivos persi-
guen consolidar el Sistema Nacional de Control Fiscal aportando 
el conocimiento necesario que ameritan las uai para su óptimo fun-
cionamiento. En esta jornada, que se celebró el 16 de marzo de 
201, participaron auditores internos y consejos legislativos de 21 
Estados.

•	 Jornadas sobre la Ley de Contrataciones Públicas, tutela-
da por el Instituto de Altos Estudios de Control Fiscal y Auditoría 
de Estado, Fundación “Gumersindo Torres” (cofae), en las que se 
capacitó a 2.678 personas.

2012

En el marco del proceso de divulgación del Manual de Normas y Pro-
cedimientos en materia de Auditoría de Estado, aprobado mediante 
Resolución N° 01-00-00026432 , la cgr, con el apoyo de la Dirección 
General Técnica, dictó un ciclo de charlas informativas sobre el men-
cionado Manual que estuvo orientada a aclarar el contenido del citado 
instrumento normativo. En esta actividad participaron funcionarios de 
las direcciones generales que conforman el Organismo Contralor, y es 
uno de los proyectos del objetivo institucional N° 2 del Plan Estratégico 
de la cgr 2009-2015. En esta fase de divulgación del Manual también 

32 Gaceta Oficial N° 9.827 de fecha 23 de diciembre del año 2011.
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se espera obtener por parte de los funcionarios de la cgr las observa-
ciones y aportes necesarios para efectuar las actualizaciones a que 
hubiere lugar después de transcurrido un lapso mínimo de seis meses 
de su aplicación.

El Instituto de Altos Estudios de Control Fiscal y Auditoría de Estado, 
Fundación “Gumersindo Torres” (cofae) dio inicio al I Programa Ejecu-
tivo de Formación Integral (pefi). A este Programa asistieron 14 funcio-
narios de este Máximo Organismo Contralor y de las contralorías mu-
nicipales de Barinas, Libertador y Zamora. Se trata de una propuesta 
estratégica a través del desarrollo de seis programas ejecutivos de 
formación integral como una herramienta de enseñanza que refuerza 
la capacitación que se realiza en cafae, en apoyo a un sistema integral 
que busca potenciar las capacidades de los funcionarios y el enfoque 
actual de la gestión de control fiscal de obras públicas. Esta iniciativa 
busca producir en los participantes un enfoque multidisciplinario, es-
timular la capacidad de análisis de procesos y resultados, fomentar la 
operatividad de los marcos conceptuales, y atender las necesidades 
organizacionales como un todo. También se realizó un Programa Eje-
cutivo de Formación Integral en línea de la Convención Interamericana 
Contra la Corrupción en el que participaron 57 personas.

La cgr llevó a cabo la inducción de 29 funcionarios de este Organis-
mo Contralor en cuanto a la revisión de los manuales y reglamentos 
internos. La charla estuvo orientada hacia la revisión de los instru-
mentos normativos que regulan la estructura y funcionamiento de las 
unidades de auditoría interna (uai); sobre el procedimiento de revisión 
de los manuales y reglamentos internos, y cuál debe ser el diseño 
de estos instrumentos, con el fin de realizar un adecuado análisis del 
material que se recibe.

2013

El Máximo Organismo Contralor dictó programas de capacitación y 
entrenamiento especial a 38 de sus funcionarios para el manejo del 
Sistema de Planificación y Control de la Capacitación, con el objeto 
de reforzar el Programa de Detección de Necesidades de Capacita-
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ción de los Funcionarios de la Contraloría General de la República, 
enmarcado dentro del Plan Estratégico 2009-2015, en cumplimiento 
del Objetivo Institucional N° 3, a saber: Desarrollar la Gestión del Ca-
pital Humano, especialmente el objetivo específico 3.1.Potenciar las 
capacidades y conocimientos del personal. La intención es conocer 
el funcionamiento de esta metodología que refleja las fortalezas y de-
bilidades del personal en cuanto a conocimientos y habilidades.

Asimismo, este Organismo Contralor dictó el Programa Básico de 
Formación para Auditores y Abogados de la cgr. Este Programa re-
presenta una estrategia formativa que impulsa la Dirección de Re-
cursos Humanos para actualizar y reforzar las competencias de los 
trabajadores de reciente ingreso. El contenido programático estuvo 
conformado por una clase introductoria con más de cinco módulos 
especiales relacionados con el Sistema Nacional de Control Fiscal, la 
Auditoría de Estado, Pruebas en el Procedimiento para la Determina-
ción de Responsabilidades, Potestad Investigativa y Procedimiento 
para la Determinación de Responsabilidades. 

En cuanto a la capacitación a los Órganos del Sistema Nacional de 
Control Fiscal (sncf), la cgr, por medio de cofae, organizó y dictó la 
Conferencia sobre las Implicaciones para el Control Fiscal de la Ley 
Orgánica de los Trabajadores y Trabajadoras. A este evento asistie-
ron más de cien funcionarios de la Contraloría del Estado Carabobo, 
contralores municipales, así como auditores internos de los entes 
descentralizados y centralizados, tanto municipales como estadales.

Además, se realizó la Jornada de actualización para los órganos de 
control fiscal municipales del estado Bolivariano de Miranda. A la jor-
nada asistieron 40 personas pertenecientes a contralorías municipa-
les, jefes de las unidades de auditoría interna (uai) de las contralorías 
municipales, y demás funcionarios de los órganos de control fiscal 
del estado Miranda. El evento tuvo como objetivo reforzar los cono-
cimientos en torno a la planificación, presupuesto y el ejercicio del 
control en el nivel político territorial municipal, de acuerdo con la doc-
trina de la cgr. 
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Actividades de capacitación orientadas al 
fortalecimiento del poder popular

2012

Este Organismo Contralor participó en el ciclo de conferencias denomi-
nado Maratón Ideológico, evento organizado por el Servicio Autónomo 
Fondo Nacional de los Consejos Comunales (safonacc). El objetivo del 
evento fue realizar un análisis de las políticas de inclusión, protagonismo 
y fortalezas del poder popular como parte de la nueva visión del Estado 
Comunal. La cgr participó con la ponencia Contraloría Social: contralores 
somos todos, correspondiéndole su labor pedagógica de promover la 
fortaleza del poder de control en los ciudadanos, como obligación de 
todo organismo del Estado.

De igual modo, la cgr dictó un curso en conjunto con la Contraloría del 
Municipio Andrés Eloy Blanco del municipio Sanare, del Estado Lara, 
dirigido a 150 consejos comunales de la región sobre el control social 
como medio para fortalecer el sistema económico comunal. En este 
evento se capacitó a 170 personas.

Asimismo, de manera conjunta a la Defensoría del Pueblo organizó el 
Curso Ciudadano Auditor para la garantía de los Derechos Humanos, en 
el cual se capacitó a más de 500 activistas comunitarios de diferentes 
regiones del país. El objetivo del curso fue impartir conocimientos en el 
ámbito del control social, como parte del Programa Haciendo Comuni-
dad para los Derechos Humanos, proyecto bandera de la Defensoría del 
Pueblo. 

Este Órgano de Control también inició las Jornadas de Fortalecimiento 
del Poder Popular. Durante el año 2012 se celebraron cinco jornadas en 
las cuales se capacitó a 267 personas. La importancia de esta actividad 
radica en la búsqueda de la formación del primer conjunto de funciona-
rios y funcionarias para desarrollar estrategias que fortifiquen al poder 
popular como eje transversal de los cinco poderes públicos. Durante 
este encuentro formativo los participantes conocieron sobre el funcio-
namiento de la Unidad Administrativa y Financiera Comunitaria de los 
Consejos Comunales, los registros de las operaciones administrativas, 
económicas y financieras de estos, la Ley de Contrataciones Públicas 
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en los consejos comunales, la rendición de cuentas en las instancias 
del poder popular, la Ley Orgánica de Contraloría Social y el proceso de 
control social, además de realizar ejercicios prácticos y un módulo final 
destinado a perfilar a los participantes como futuros multiplicadores en 
esta materia. Las jornadas, en las que han participado 267 personas, es-
tán dirigidas a funcionarios de organismos y entes de la administración 
pública, así como a voceros de los distintos consejos comunales.

2013

Durante el año 2013 se abordó con prioridad la capacitación de los 
ciudadanos y ciudadanas organizados, de conformidad con el po-
der popular constituido. En ese sentido, se articularon esfuerzos con 
la Dirección General de Control de Estados y Municipios de la cgr y 
la Oficina de Atención al Ciudadano de este Órgano Rector, en aten-
ción al Objetivo Institucional N° 4 del Plan Estratégico de la Institución 
2009-2015, para llevar adelante diferentes actividades vinculadas con 
la participación ciudadana y la contraloría social, entre otros aspectos, 
orientadas estas a las actividades administrativas propias de los con-
sejos comunales y las empresas de producción social.

Entre las actividades más importantes destacan las 7 Jornadas de For-
talecimiento del Poder Popular impartidas a 272 servidores públicos y 
miembros de 121 comunidades organizadas.

A continuación se presentan las diferentes actividades desarrolladas 
en estas materias:

ACTIVIDADES DE CAPACITACIÓN DIRIGIDAS AL  FORTALECIMIENTO 
DEL PODER POPULAR AÑO 2013

ACTIVIDADES CANTIDAD HORAS ACA-
DÉMICAS

PARTICIPANTES
COMUNIDADES 
ORGANIZADAS SERVIDORES PÚBLICOS

Jornadas 7 88 121 272
Cursos 12 341 189 244
Charlas 2 4 0 70
Conferencias 1 3 0 36
Seminarios 1 16 58 9
TOTAL 23 452 368 631

Fuente: Estadísticas de actividades ejecutadas cofae-cgr en el período abril-diciembre 2013.
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Instituto de Altos Estudios de Control Fiscal y 
Auditoría de Estado, Fundación “Gumersindo Torres” 
(cofae)

El Instituto de Altos Estudios de Control Fiscal y Auditoría de Estado, 
Fundación “Gumersindo Torres” (cofae) de la Contraloría General 
de la República realizó otras actividades de capacitación orienta-
das hacia la implementación de actividades de formación básica 
dirigidas a la actualización y nivelación en Gestión Pública y Control 
Fiscal. A continuación se presentan en el cuadro siguiente las acti-
vidades, el número de participantes capacitados y las horas acadé-
micas completadas en el año 2013.

En lo que respecta a la ejecución de las actividades vinculadas con 
las líneas de investigación de cofae, el siguiente cuadro muestra la 
ejecución correspondiente al año.

EJECUCIÓN DE METAS FÍSICAS DE CAPACITACIÓN AÑO 2013

ACTIVIDAD  
SEGÚN  

PROGRAMACIÓN

ACTIVIDA-
DES

PARTICIPAN-
TES

HORAS  
ACADÉMI-

CAS
Cursos en sede 41 1.239 1.087
Conferencias y seminarios 20 1.461 80
Capacitación en línea 1 27 105
Cursos In Company* 120 2.695 2.637
Cursos cgr 11 236 212
TOTAL 193 5.658 4.121

Fuente: Estadísticas sicofae (Al 31 de diciembre de 2013).
*La información que se refleja corresponde a los organismos que fueron atendidos 
a solicitud independiente, los órganos de control fiscal estadales y municipales en 
el marco del fortalecimiento del sncf y los entes vinculados con el fortalecimiento 
del poder popular.
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En lo atinente a la modalidad de capacitación en línea, el Instituto 
realizó la migración del curso denominado Calidad y Supervisión en 
el Proceso de Auditoría, anteriormente dictado por la cgr, con el pro-
pósito de impartirlo en la plataforma virtual que posee el Instituto, a 
través del campus cofae, con una duración de 105 horas académicas, 
en una edición que comprendió 2 aulas virtuales de 13 y 14 partici-
pantes respectivamente.

Asimismo, en la modalidad In Company se capacitó a 2.695 servido-
res públicos, de conformidad con las solicitudes de 64 organismos, 
brindando atención personalizada a las necesidades planteadas por 
ellos mediante el asesoramiento previo a la programación académi-
ca, el seguimiento durante la coordinación y ejecución de las activida-
des, el acompañamiento en el cierre y la certificación con el respaldo 
del registro de acreditación académica.

Para brindar apoyo en atención a las necesidades de capacitación 
diagnosticadas en los órganos de control fiscal externos de los es-
tados y municipios, se inició una gestión coordinada con la cgr para 
canalizar a través de cofae las solicitudes enmarcadas en las áreas 
de: Control Fiscal, Auditoría de Estado, Potestad Investigativa y De-
terminación de Responsabilidades. Como respuesta a esta gestión, 
se acordó con las contralorías solicitantes una coordinación de la dis-
tribución de los gastos logísticos necesarios para la ejecución de las 
actividades referidas.

ACTIVIDADES DE CAPACITACIÓN DE ACUERDO 
CON LAS LÍNEAS DE INVESTIGACIÓN AÑO 2013

CENTROS DE INVESTIGACIÓN 
Y DESARROLLO (cid) ACTIVIDADES POR cid %

Control Fiscal 50 25.9
Jurídico Fiscal 37 19,2
Gerencia de Estado 39 20,2
Auditoría de Estado 22 11,4
Participación Ciudadana 40 20,7
La Humanidad 5 2,6
TOTAL 193 100,00
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Medidas y sistemas que exijan a los funcionarios 
públicos informar a las autoridades competentes actos 
de corrupción en la función pública de los que tengan 
conocimiento 

La República Bolivariana de Venezuela informa que desde el año 
2006 está en vigencia la Ley de Protección de Víctimas, Testigos y 
demás Sujetos Procesales, con lo cual se cumple de manera satis-
factoria la recomendación sugerida por el Comité de Expertos; asi-
mismo, el Gobierno venezolano señala que en el país se aplican nor-
mas generales existentes en el ordenamiento jurídico, las cuales son 
obligatorias para todos los funcionarios públicos, sin distinción de la 
rama del Poder Público, órgano o ente del Estado para el cual presten 
sus servicios. Estas normas de conducta establecen medidas y sis-
temas que exigen a los funcionarios públicos informar a las autorida-
des competentes sobre los actos de corrupción en la función pública 
de la que tengan conocimiento. Entre ellas se encuentra el Código 
Orgánico Procesal Penal que en su artículo 287, numeral 2 dispone 

ACTIVIDADES DE CAPACITACIÓN DIRIGIDAS A LAS CONTRALORÍAS 
DE LOS ESTADOS Y MUNICIPIOS AÑO 2013

ORGANISMO ACTIVIDAD CANTIDAD DE 
HORAS

CANTIDAD DE 
PARTICIPAN-

TES

Contraloría del 
Estado Sucre

Potestades de Investi-
gación y Procedimiento 
para la Determinación 
de Responsabilidades

32 29

Contraloría del 
Estado Bolivaria-
no de Miranda

I Jornada de actualiza-
ción para los Órganos 
de Control Fiscal Muni-
cipales

8 81

Contraloría del 
Estado Táchira

II Encuentro Estadal 
de Órganos de Control 
Fiscal 2013 Contralo-
res Municipales

4 87

Contraloría Muni-
cipal de Caripe, 
estado Monagas

Potestad Investigativa 16 24

TOTAL 60 221
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que la denuncia es obligatoria en el caso de los funcionarios públicos 
cuando en el desempeño de sus funciones se impusieren de algún 
hecho punible de acción pública del que tengan conocimiento; y por 
otra parte, a la Ley Orgánica del Poder Ciudadano, que establece el 
sometimiento de los funcionarios públicos a la ética pública y la moral 
administrativa. El incumplimiento de un mandato legal de esta natura-
leza pudiera dar lugar a la destitución del cargo, previa la aplicación 
de un procedimiento disciplinario.

Paralelamente, cursa ante la Asamblea Nacional un proyecto de soli-
citud de reforma al Código Penal de Venezuela, en la cual se solicita, 
entre otros aspectos, actualizar las sanciones pecuniarias en el Códi-
go Penal tomando en cuenta la seriedad de los delitos de corrupción 
en la función pública. El Gobierno venezolano está en conocimiento 
de las recomendaciones del Comité para ser incorporadas en la re-
forma mencionada.

Al mismo tiempo, el Ministerio Público creó por Resolución una Coor-
dinación Nacional para la Protección de Víctimas, Testigos y demás 
Sujetos Procesales, que tendrá como función garantizar la defensa 
y protección de los derechos que asisten a toda víctima de delito. 
Esta Coordinación tiene entre sus atribuciones ejecutar programas 
de prevención, promoción y difusión interinstitucional, relacionadas 
con temas referentes a la protección de víctimas, testigos y demás 
sujetos procesales33, así como implementar políticas públicas para 
garantizar su atención integral.

Actualmente cursa ante la Comisión de Contraloría de la Asamblea 
Nacional el anteproyecto de ley denominado Proyecto de Ley para 
facilitar e incentivar la denuncia por hechos de corrupción contra el 
patrimonio público y proteger a sus denunciantes y testigos. Este 
anteproyecto tiene por objeto facilitar e incentivar la denuncia por 
hechos de corrupción contra el patrimonio público y proteger a sus 
denunciantes y testigos.

El Código de Ética de las Servidoras y los Servidores Públicos dictado 
por el Consejo Moral Republicano toma en consideración, en el artí-

33 Gaceta Oficial N° 39.935 de fecha 01 de junio del año 2012.
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culo 7, lo referente a la obligación que pesa sobre los servidores pú-
blicos de denunciar ante el Poder Ciudadano, su superior jerárquico 
o ante los órganos de control fiscal competentes, aquellos actos de 
los que tuvieren conocimiento con motivo o en ocasión del ejercicio 
de sus funciones que pudieran atentar, amenazar o lesionar la ética 
pública y la moral administrativa.

La segunda área temática se ocupará del análisis de la tercera dispo-
sición seleccionada por el Comité para el análisis de su implementa-
ción por los Estados Partes, la cual establece lo siguiente:

Artículo III. Medidas Preventivas. A los fines expuestos en el Ar-
tículo II de esta Convención, los Estados Partes convienen en 
considerar la aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios 
sistemas institucionales, destinadas a crear, mantener y forta-
lecer:

(…)

4. Sistemas para la declaración de ingresos, activos y pasivos 
por parte de las personas que desempeñan funciones públicas 
en los cargos que establezca la ley y para la publicación de 
tales declaraciones cuando corresponda.

Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y 
pasivos

El Gobierno venezolano ha implementado una serie de normas lega-
les como medidas adoptadas para dar respuesta a las recomenda-
ciones del Comité de Expertos. En este sentido, y para expresar los 
avances que se han dado en esta materia, se presentan en forma 
cronológica las medidas adoptadas para tal fin: 

La Contraloría General de la República, mediante Resolución N° 01-
00-00036734 , exigió a los altos funcionarios o empleados que ocupen 
cualquiera de los cargos que se indican a continuación, la presenta-
ción de la actualización de la declaración jurada de patrimonio, en el 
mes de abril de cada año:

34 Gaceta Oficial N° 38.579 de fecha 07 de diciembre del año 2006.
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•	 Diputados Principales a la Asamblea Nacional.

•	 Presidente y Vicepresidente de la República.

•	 Ministros.

•	 Procurador General de la República, Magistrados del Tribunal Su-
premo de Justicia y las Cortes 1° y 2° de lo Contencioso Adminis-
trativo.

•	 Contralor y Subcontralor General de la República.

•	 Defensor del Pueblo y Director Ejecutivo de la Defensoría del Pue-
blo.

•	 Fiscal y Vicefiscal General de la República.

•	 Directiva del Consejo Nacional Electoral.

•	 Presidente y Junta Directiva del Banco Central de Venezuela.

•	 Superintendente de Bancos y Otras Instituciones Financieras.

•	 Superintendente de Cajas de Ahorros.

•	 Superintendente de Seguros.

•	 Superintendente Nacional de Auditoría Interna.

•	 Superintendente del Servicio Nacional Integrado de Administra-
ción Aduanera y Tributaria.

En ese mismo año, la cgr dictó la Resolución N° 01-00-00135, median-
te la cual dispuso que la Declaración Jurada de Patrimonio deberá 
cumplir con los requisitos que establece la Ley Orgánica de la Contra-
loría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, 
siguiendo el modelo y las instrucciones prescritas por la Contraloría 
General vigentes para la fecha de la presentación. La misma deberá 
ser presentada por ante la Dirección de Declaraciones Juradas de 
Patrimonio de la Contraloría General de la República; por ante los 
representantes diplomáticos o consulares; por ante los Contralores 
de estado, Contralores municipales y distritales; o por ante el Contra-
lor General de la Fuerza Armada Nacional, según corresponda. Los 
órganos y dependencias autorizados para recibir las declaraciones 
35 Gaceta Oficial N° 38.354 de fecha 10 de enero del año 2006.
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juradas de patrimonio deberán remitirlas a la Contraloría General de 
la República en el lapso de diez (10) días continuos siguientes a la 
fecha de su presentación.

Asimismo, esta Entidad Fiscalizadora Superior mediante Resolu-
ción36, en uso de la facultad que le confiere la Ley que rige su fun-
cionamiento, en concordancia con la Ley Contra la Corrupción, dictó 
el Modelo e Instructivo para la Elaboración de la Declaración Jurada 
de Patrimonio por las personas obligadas a ello y dejó derogada la 
resolución N° 01-00-149 de fecha 14-04-200437.

En el año 2007, este Máximo Órgano de Control mediante Resolución 
N° 01-00-00029238, exigió la presentación de la Declaración Jurada 
de Patrimonio a los integrantes del Órgano Económico Financiero 
de los consejos comunales (hoy Unidad Administrativa y Financiera 
Comunitaria), dentro de los 30 días siguientes a su elección como 
integrantes del Banco Comunal y dentro de los 30 días posteriores a 
la fecha en la cual cesen en el ejercicio de dicha función.

Pero la lucha efectiva contra la corrupción demanda elementos esen-
ciales en el ejercicio del control: eficacia, inmediatez y universalidad, 
lo cual exige la necesidad inaplazable de modernizar las institucio-
nes del Estado para adentrarse en el uso de las tecnologías, el In-
ternet y diversos medios de comunicación, orientado a la imperiosa 
necesidad de monitorear la conducta de los servidores públicos y 
su gestión institucional; y ello es posible en buena parte con más 
y mejor información a través del desarrollo de sistemas automatiza-
dos, integrales e integrados. En ese sentido, la Contraloría General 
de la República en atención a su Plan Estratégico 2009-2015, inició 
un proceso sistemático de modernización de largo alcance, tanto en 
su contexto institucional como en el fortalecimiento del control fiscal 
sobre el patrimonio público, en sus etapas de prevención y sanción. 

Para agilizar el ejercicio del control y facilitar la transparencia de la 
gestión pública, requirió erigir una plataforma organizativa y tecno-
lógica que permitiera articular en ella, los sistemas de información y 
36 Gaceta Oficial N° 38.643 de fecha 13 de marzo del año 2007.
37 Gaceta Oficial N° 37.919 de fecha 16 de abril del año 2004.	
38 Gaceta Oficial N° 5.854 Extraordinario de fecha 01 de noviembre de año 2007.	



Revista de Control Fiscal 93

comunicación necesarios para hacer posible la declaración jurada de 
patrimonio en formato electrónico, facilitando el cumplimiento de las 
competencias asignadas a este Órgano Contralor en la prevención 
de la corrupción. De esta forma, con el apoyo de diversos órganos 
y entes de la Administración Pública Nacional (apn), en cumplimiento 
de los mandatos constitucionales y legales, unieron esfuerzos con la 
finalidad de crear, en primer lugar un Registro de Ciudadanos Obliga-
dos a Declarar, y en segundo lugar, la puesta en marcha del Sistema 
de Declaración Jurada de Patrimonio en Línea, obligatoria para todos 
los funcionarios de la apn, con lo cual se logró simplificar los trámites 
administrativos para la presentación de la Declaración Jurada de Pa-
trimonio, asegurando el establecimiento de un registro único de fun-
cionarios obligados a declarar, lo cual contribuye de manera efectiva 
a la promoción de la transparencia en la gestión pública y el combate 
a la corrupción. 

Por medio de la Resolución Nº 01-00-04939 , la Contraloría General 
de la Republica implanta el Sistema de Registro de Órganos y Entes 
del Sector Público (sisroe). Con este sistema de información automa-
tizado se erigen las bases para determinar y establecer el universo 
de instituciones; la plataforma administrativa para la aplicación de los 
mecanismos de control, seguimiento y comunicación unidireccional.

El sistema establece la obligatoriedad que tienen los responsables 
del área de recursos humanos en cada uno de los órganos y entes 
que conforman la Administración Pública nacional, estadal y munici-
pal, a realizar el respectivo registro del órgano o ente que representan 
y descargar la transmisión de datos, tal como lo dispone la obliga-
ción establecida en la Resolución mencionada. De igual forma, esta 
Resolución establece que el incumplimiento de esta obligación será 
sancionado de conformidad con la Ley Orgánica de la Contraloría 
General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal y la 
Ley Contra la Corrupción. 

Cumplida la organización necesaria y dispuesta la base tecnológi-
ca para el desarrollo de sistemas de información automatizados, la 

39 Gaceta Oficial Nº 39.138 de fecha 13 de marzo del año 2009.	
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Contraloría General de la República dicta los instrumentos sublegales 
siguientes:

Resolución Nº 01-00-057 de fecha 26 de marzo del año 200940, a 
través de la cual se solicita la Presentación Anual de la Declaración 
Jurada de Patrimonio de los Altos Funcionarios de los Órganos y En-
tes del Poder Público Nacional, Estadal y Municipal, prevista entre 
el 1° de marzo y el 31 de julio de cada ejercicio fiscal, señalando así 
claramente los sujetos a quienes el Contralor General de la República 
solicitará la presentación periódica de la djp, su contenido y requisitos 
formales, utilizando para ello el nuevo formato electrónico.

Resolución Nº 01-00-0122 de fecha 19 de junio del año 200941, me-
diante la cual se implanta el Sistema para la Presentación de la Decla-
ración Jurada de Patrimonio en Formato Electrónico (djpweb).

En este sentido, a partir del 1° de julio de 2009, la cgr y demás órga-
nos de control fiscal no recibirán la Declaración Jurada de Patrimonio 
elaborada en forma manual, en virtud de la entrada en vigencia de las 
disposiciones previstas en la Resolución anteriormente mencionada, 
debido a que la misma establece el carácter obligatorio de la presen-
tación de la Declaración Jurada de Patrimonio en formato electrónico 
para todos los funcionarios de la Administración Pública nacional, es-
tadal y municipal. En la página web http://www.cgr.gob.ve/smc/, se 
encuentran los detalles sobre el desarrollo de esta actividad. 

Respecto a la conveniencia de exigir la declaración jurada en mo-
mentos distintos a los ya previstos, estableciendo plazos razonables 
para su actualización o las circunstancias ante las que se aconseje 
exigirlas, el artículo 78 de la locgrsncf faculta al Contralor General de 
la República para exigir adicionalmente a determinados funcionarios 
la obligación de presentar la declaración jurada de patrimonio, en 
momentos distintos al de ingreso y cese de la función pública. En 
este sentido, una vez implementado el registro único de funcionarios 
públicos obligados a declarar, como se indicó anteriormente, la cgr 
ha iniciado un proceso de actualización de la djp de todos los funcio-

40 Gaceta Oficial Nº 39.148 de fecha 27 de marzo del año 2009.
41 Gaceta Oficial Nº 39.205 de fecha 22 de junio del año 2009.	



Revista de Control Fiscal 95

narios, empleados y obreros del sector público, con la idea de soli-
citar anualmente su actualización. Este Máximo Órgano de Control, 
siempre a la altura en dar el ejemplo, inició este proceso de actualiza-
ción en la propia cgr, a través de la Resolución Nº 01-00-000114 de 
fecha 11 de junio del año 2009, mediante la cual se le solicitó a todos 
los funcionarios, empleados y obreros de esta Institución, la presen-
tación de la djp, siguiendo luego con la solicitud a todos los altos 
funcionarios, hasta lograr que toda persona que preste sus servicios 
a la APN haya declarado sus ingresos, activos y pasivos. 

Como parte de la administración del sisroe, y cumpliendo con lo pre-
visto en la LOcgrsncf, la Ley Contra la Corrupción y la Ley de los 
Consejos Comunales, su funcionamiento al 31-12-2008, se recibió un 
total de 103.932 declaraciones juradas de patrimonio, de las cuales 
93.660 corresponden a funcionarios o empleados públicos que pres-
tan o prestaron servicio en órganos y/o entes de la Administración 
Pública, y 10.272 a integrantes de los consejos comunales.

Para el ejercicio fiscal del año 2009, la cgr acusa el registro de 3.172 
instituciones, de las cuales 271 se encuentran en tránsito, clasificadas 
en atención a su naturaleza jurídica y niveles de gobierno. Con motivo 
de este registro se precisa una población de funcionarios o emplea-
dos públicos que asciende al 31-12-2009 a la cantidad de 1.867.594. 
De este total de 216.821 declaraciones juradas de patrimonio recibi-
das, 198.424 fueron presentadas por parte de funcionarios o emplea-
dos públicos que prestan o prestaron servicio en órganos y entes de 
la APN, discriminadas de la forma siguiente: por ingreso se recibieron 
62.421, por actualización 82.759 y por cese 53.244; así como 18.397 
declaraciones juradas de patrimonio fueron presentadas por los inte-
grantes de los consejos comunales, de las cuales 16.593 por ingreso, 
1.451 por actualización y 353 por cese. Respecto a la actualización 
anual de la situación patrimonial de los altos funcionarios prevista en 
el mes de julio de cada ejercicio fiscal, se consignaron en el Sistema 
27.275 declaraciones en formato electrónico correspondientes a car-
gos de elección popular, máximas autoridades jerárquicas y niveles 
administrativos.
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Para el ejercicio fiscal del año 2010, la cgr recibió la confirmación 
de 384.515 declaraciones juradas de patrimonio (djp), de las cuales 
320.589 corresponden a empleados que prestan o prestaron servi-
cio en órganos y entes de la Administración Pública, y 63.679 a los 
integrantes de los consejos comunales, discriminadas por tipo de 
movimiento de la forma siguiente: ingreso 173.966; actualización, 
127.583; y cese, 82.966.

Para el ejercicio fiscal del año 2011, la cgr recibió la confirmación 
de 553.161 declaraciones juradas de patrimonio (djp), de las cuales 
516.142 corresponden a empleados que prestan o prestaron servi-
cio en órganos y entes de la Administración Pública, y 37.019 a los 
integrantes de los consejos comunales, discriminadas por tipo de 
movimiento de la forma siguiente: ingreso 177.852; actualización, 
211.818; y cese, 163.491.

Para el ejercicio fiscal del año 2012, la cgr recibió la confirmación 
de 302.638 declaraciones juradas de patrimonio (djp), de las cuales 
283.193 corresponden a empleados que prestan o prestaron servicio 
en órganos y entes de la Administración Pública, y 16.550 de los in-
tegrantes de los consejos comunales y, 2.895 a las juntas directivas 
de los sindicatos, discriminadas por tipo de movimiento de la forma 
siguiente: ingreso 122.739; actualización patrimonial de funcionarios 
de alto nivel, 72.643; y cese, 87.811.

Para el ejercicio fiscal del año 2013, la cgr recibió la confirmación 
de 386.934 declaraciones juradas de patrimonio (djp), de las cuales 
355.566 corresponden a empleados que prestan o prestaron servicio 
en órganos y entes de la Administración Pública, y 28.845 corres-
pondientes a integrantes de los consejos comunales y 2.523 de inte-
grantes de juntas directivas de sindicatos, discriminadas por tipo de 
movimiento de la forma siguiente: ingreso 136.197; 89.391 por cese 
en el ejercicio del cargo o función; y 129.978 por actualización patri-
monial, correspondientes a los altos funcionarios que ejercen cargos 
de alto nivel o de confianza de los órganos y entes del sector público.

Para el manejo y operación del sisroe y el sistema de djpweb, en todo 
el ámbito del Estado, la cgr se apoya en una población de 8.368 
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técnicos correspondientes a las áreas de recursos humanos de los 
órganos y entes del sector público, quienes tienen la responsabilidad 
de prestar la ayuda o asistencia requerida por los empleados, hacer 
la transmisión periódica de datos y supervisar el cumplimiento del 
trámite en las pantallas destinadas a esta finalidad.

En relación con la responsabilidad que la Ley Contra la Corrupción le 
otorga a los responsables del área de recursos humanos, se estable 
la obligación de que esas dependencias notifiquen a la cgr de ma-
nera inmediata cuando el funcionario obligado a hacer la declaración 
no presente el comprobante correspondiente, que es su obligación 
exigirles, en el que conste la presentación de la declaración de bie-
nes patrimoniales, ingresos, activos y pasivos; y la previsión de las 
acciones que deba tomar la cgr en esas situaciones. A este respec-
to, además de la relación mensual de los movimientos de ingreso o 
cese que se hayan producido en el mes inmediatamente anterior, la 
cual están obligados a remitir los responsables del área de recursos 
humanos de los entes u organismos a los que se refiere el artículo 4 
de la Ley Contra la Corrupción, y según la Resolución Nº 01-00-001, 
emanada de la cgr; la implementación del registro único de funcio-
narios obligados a declarar, a través de la administración de esta sis-
tema, permite a la cgr contar con una valiosísima herramienta para 
monitorear cuales son los funcionarios que han incumplido con esta 
obligación, a objeto de aplicar las sanciones que correspondan.

Por otro lado, en relación con la publicidad de las declaraciones ju-
radas de bienes patrimoniales, ingresos, activos y pasivos, cuando 
corresponda, la República Bolivariana de Venezuela ha manifestado 
en reiteradas ocasiones la inconveniencia de publicar la totalidad de 
las Declaraciones Juradas de Patrimonios, a pesar de ello, por medio 
del Contralor General de la República, se dictó la Resolución Nº 01-
00-0003675, que establece:

De conformidad con las disposiciones legales invocadas en 
la presente Resolución, el Contralor General de la República 
podrá disponer la publicación parcial de los datos contenidos 
en las declaraciones juradas de patrimonio presentadas por los 
obligados mediante la presente Resolución, a los fines de ga-
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rantizar el cumplimiento de los principios de honestidad, trans-
parencia, rendición de cuentas y responsabilidad de los funcio-
narios públicos (artículo 6). 

Con la implementación del Sistema para la Formulación y Presenta-
ción de la Declaración Jurada de Patrimonio en Formato Electrónico 
se mantendrá un mayor control en el cumplimiento de la obligación 
que tienen los servidores públicos de presentar la djp. En este sen-
tido, la Contraloría General de la República de conformidad con el 
artículo 29 de la lcc, inició hasta el 31-12-2009, el procedimiento de 
verificación a 7 declaraciones juradas de patrimonio, que junto con 21 
iniciadas en años anteriores, constituyen un total de 28 expedientes 
de declaraciones abiertos, de los cuales 17 fueron decididos durante 
el año en cuestión, y de los cuales 13 no se admitieron por no ajus-
tarse a los extremos legales, por lo que se remitieron al Ministerio 
Público debido a la existencia de indicios de responsabilidad civil y/o 
penal; 2 se admitieron por ajustarse a los extremos legales, no obs-
tante se remitieron los expedientes al Ministerio Público por ser el 
organismo que solicitara dicha verificación; y 2 se admitieron y se 
ordenó el cierre y archivo de los expedientes. Vale acotar que las 13 
verificaciones patrimoniales no admitidas arrojaron el presunto delito 
de Enriquecimiento Ilícito, cuya riqueza o activos no justificados por 
los funcionarios o empleados públicos auditados ascendió a la canti-
dad total de Bs. F 6.168.717,90 millones; además, del presunto delito 
de falseamiento u ocultamiento de información patrimonial, por lo que 
consideraron estos suficientes indicios para la remisión al Ministerio 
Público.

Por otra parte, de acuerdo con lo establecido en la lcc en sus artí-
culos 23, 24 y 27 en concordancia con el artículo 33 numerales 1, 2, 
4 y 9, la cgr en el año 2009 inició 54 procedimientos administrativos 
sancionatorios, lo que aunado a 9 procedimientos de años anteriores 
constituye un total de 63 expedientes, de los cuales se concluyeron 
59; de esta última cifra, 18 fueron revocados; a 22 se les dictó reso-
lución de no imposición de multa; y a 19 se les impuso la sanción de 
multa, de las cuales 17 quedaron firmes en instancia administrativa 
por un monto total de Bsf. 169.238,32, por los supuestos siguientes: 
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omitir la presentación de la declaración jurada de patrimonio dentro 
del término previsto para ello; no consignar en el lapso que se le hu-
biere acordado los documentos solicitados con motivo del procedi-
miento de verificación patrimonial; omitir la presentación de la decla-
ración jurada de patrimonio requerida mediante resolución motivada; 
no participar los nombramientos, designaciones, tomas de posesión, 
remociones o destituciones; y por último, a los responsables del área 
de recursos humanos por no exigir a los empleados el comprobante 
de haber presentado la declaración jurada de patrimonio.

En cuanto al uso de tecnologías modernas de la información y la co-
municaciones en la administración y gestión de la declaración jurada 
de patrimonio, la cgr, en cooperación con diversas instituciones del 
Estado venezolano, entre las que destacan: el Centro Nacional de 
Tecnologías de Información (cnti), la Fundación Instituto de Ingenie-
ría para Investigación y Desarrollo Tecnológico, la  Compañía Anóni-
ma Nacional Teléfonos de Venezuela (cantv), la Superintendencia de 
Servicios de Certificación Electrónica (suscerte) y el Sistema Nacional 
de Gestión de Incidentes Telemáticos (vencert), llevó adelante el pro-
yecto de creación del Sistema de Declaración Jurada de Bienes en 
formato electrónico, haciendo uso de las tecnologías de la informa-
ción y la comunicación, así como apoyada en las técnicas, prácticas 
y métodos empleados en el mundo contemporáneo en materia de 
seguridad, confiabilidad y respaldo, el cual viene a dar respuesta a 
la necesidad de establecer sistemas de información de ingresos y 
declaraciones de bienes de los servidores públicos en la República 
Bolivariana de Venezuela. 

Posteriormente, en el año 2013, se realizaron actividades tales como:

La Contraloría General de la República informó a las máximas autori-
dades y funcionarios que ejercen cargos de alto nivel o de confianza 
en los órganos y entes del Poder Público nacional, estadal y muni-
cipal que en el lapso comprendido entre el 1 y el 31 de julio del año 
2013 debían presentar la actualización anual de su (djp) en formato 
electrónico, a través del portal web de esta efs, www.cgr.gob.ve, de 
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conformidad con la Resolución N° 01-00-000055 de fecha 17 de abril 
del año 2013.

La Contraloría General de la República envió a los alcaldes y conceja-
les municipales, a través del Oficio Circular N° 01-00-000533 de fecha 
26 de noviembre del año 2013, el recordatorio de las obligaciones 
que tienen los funcionarios que fueron electos o entregaron cargos en 
diciembre de 2013, a raíz de las elecciones municipales (funcionarios 
entrantes y salientes), de cumplir con el trámite de presentar la (djp), 
de conformidad con lo previsto en el artículo 23 de la Ley Contra la 
Corrupción, dentro de los treinta (30) días siguientes a la toma de po-
sesión de sus cargos y dentro de los treinta (30) días posteriores a la 
fecha en la cual cesen en el ejercicio de sus empleos o funciones pú-
blicas; y en derivación de este deber, presentar ante la Dirección de 
Recursos Humanos de la respectiva Alcaldía o Concejo Municipal el 
comprobante que a tal efecto expida el sistema para la presentación 
de la djp en formato electrónico, en el que se acredite haber dado 
cumplimiento a la mencionada obligación.   

En el mes de enero del año 2014, la Contraloría General de la Repú-
blica exhortó a los responsables de Recursos Humanos de los órga-
nos y entes del Poder Público municipal a actualizar en el (sisroe), la 
información relativa a los egresos del personal, lo que les permitirá a 
los funcionarios obligados a realizar la (djp) por cese cumplir con el 
trámite, a propósito de las elecciones municipales de diciembre de 
2013. Se les recordó a los responsables del área de recursos huma-
nos que deben incorporar en el sistema la información relativa a los 
movimientos de ingresos y egresos de personal dentro de los cinco 
días siguientes a que estos se produzcan, de acuerdo con el artículo 
4 de la Resolución N° 000049 del 9 de marzo de 2009.

El incumplimiento de esta norma afecta directamente a los servido-
res públicos, puesto que estar registrado en el sisroe es un requisito 
indispensable para presentar la djp, y sin esa declaración no se debe 
efectuar el pago por concepto de prestaciones sociales. Además, 
quienes no presenten la djp podrán ser sancionados con multas de 
cincuenta a quinientas unidades tributarias, independientemente de 
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la responsabilidad civil, penal, administrativa o disciplinaria, tal como 
dicta el artículo 33 de la lcc. Además, cualquier inconveniente que se 
le presente al declarante por no haber sido cargado en el sistema es 
responsabilidad del ente al cual está adscrito.

En este sentido, se les recordó a los alcaldes y concejales salientes 
que deben presentar la djp a través del portal web de la cgr, de con-
formidad con lo previsto en el artículo 23 de la Ley Contra la Corrup-
ción, dentro de los treinta (30) días posteriores a la fecha en la cual 
cesen en el ejercicio de sus empleos o funciones públicas.  

La Contraloría General de la República durante el ejercicio fiscal 2013, 
recibió 386.934 declaraciones juradas de patrimonio (djp) a través del 
Sistema para la Presentación de la Declaración Jurada de Patrimonio 
en Formato Electrónico (djpweb), de las cuales 355.566 correspon-
den a funcionarios o empleados públicos, por los conceptos que se 
detallan a continuación: 136.197 por ingreso, 89.391 por cese en el 
ejercicio del cargo o función, y 129.978 por actualización patrimonial 
correspondiente a los funcionarios que ejercen cargos de alto nivel o 
de confianza, en los órganos y entes del Poder Público. A las decla-
raciones anteriores se suman 28.845 que corresponden a integrantes 
de los consejos comunales y 2.523 a integrantes de las juntas direc-
tivas de los sindicatos.

Por otra parte, en el servicio de asistencia telefónica al usuario 
0800-DECLARA se atendieron 43.045 llamadas relacionadas con la 
djpweb. De igual modo, en las instalaciones del Órgano Contralor se 
atendió a 18.702 ciudadanos con diversos requerimientos relacio-
nados con la declaración de su situación patrimonial; a su vez, se 
efectuaron 27.737 solicitudes de servicios vinculadas con el sisroe, 
con la incorporación de 878 nuevos órganos y entes en el sistema, 
para un total de 3.744 órganos y entes registrados. No obstante, de 
ese universo solo 2.920 órganos y entes han registrado movimientos.

Adicionalmente, con el propósito de reforzar los aspectos técnicos y 
legales relacionados con la djp y la verificación patrimonial, se dicta-
ron 6 actividades de facilitación, de las cuales 2 fueron internas, diri-
gidas a la Dirección de Sistemas de Control de la Dirección General 
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Técnica y a la Dirección General de los Servicios Jurídicos respectiva-
mente, y 4 externas, dirigidas al Ministerio Público.

En atención a lo previsto en el artículo 29 de la Ley Contra la Co-
rrupción se iniciaron 20 verificaciones patrimoniales durante el ejerci-
cio fiscal 2013, que aunado a 16 expedientes de verificación que se 
habían iniciado en años anteriores, constituyen un total de 36 expe-
dientes de auditoría patrimonial, de las cuales 30 se encuentran en 
etapa de sustanciación y 6 fueron concluidos con hallazgos en las si-
tuaciones patrimoniales objeto de estudio por revelar desproporción 
entre la situación patrimonial de los funcionarios o empleados pú-
blicos verificados, respecto a sus posibilidades económicas, lo que 
determinó fondos administrados no justificados por la cantidad de 
Bs. 7.779.824,44; en consecuencia, se declaró la no veracidad de las 
djp presentadas, así como de la situaciones patrimoniales verificadas. 
Cabe destacar que durante el año 2013 se remitieron 9 expedientes al 
Ministerio Público; de estos, 4 corresponden a auditorías concluidas 
en el 2012 y 5 concluidas en el año 2013; y el expediente restante 
(1) se encuentra en trámites para su remisión a ese organismo. Es 
importante señalar que esta remisión se realiza con el fin de que se 
ejerzan las acciones respectivas en virtud de la existencia de indicios 
de responsabilidad civil y penal por la presunta comisión del delito 
de enriquecimiento ilícito, así como, falseamiento u ocultamiento de 
información patrimonial, previstos en la Ley Contra la Corrupción.

Órganos de Control Superior

En esta oportunidad la implementación del artículo III, numeral 9 de 
la Convención está referida a los órganos de control superior, con el 
fin de desarrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, san-
cionar y erradicar las prácticas corruptas y que tengan a su cargo el 
ejercicio de funciones atinentes al cumplimiento de las disposiciones 
previstas en los numerales 1, 2, 4 y 11 del mencionado artículo.

La Contraloría General de la República tiene amplias facultades de 
control y fiscalización, emanadas, no solo de la Ley Orgánica de la 
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Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control 
Fiscal (locgrsncf) sino del propio texto Constitucional, cuando señala:

La Contraloría General de la República es el órgano de control, 
vigilancia y fiscalización de los ingresos, gastos, bienes públi-
cos y bienes nacionales, así como de las operaciones relativas 
a los mismos. Goza de autonomía funcional, administrativa y 
organizativa, y orienta su actuación a las funciones de inspec-
ción de los organismos y entidades sujetas a su control (artículo 
287). 

En este sentido, y como órgano rector del Sistema Nacional de Con-
trol Fiscal, constantemente la cgr realiza evaluaciones, diagnósticos 
y desarrolla actividades conjuntas con los demás integrantes del Sis-
tema, a objeto de verificar su adecuado funcionamiento, unificar crite-
rios y hacer un uso eficiente de los recursos asignados a los órganos 
de control fiscal. Como resultado de las evaluaciones practicadas y 
en el marco del artículo 34 de la locgrsncf, la cgr realizó las siguientes 
acciones fiscales:

Para el periodo 2005-2006 la Contraloría General de la República ade-
lantó un proyecto que comprende la evaluación del funcionamiento 
de todas las Contraloría Estadales y Municipales. En ese sentido dic-
tó las siguientes resoluciones:

•	 Resoluciones publicadas en las Gacetas Oficiales N° 38.787, 
38.876, 38.885, 38.889, del 10 de octubre de 2007, 22 de febrero 
de 2008, 6 de marzo de 2008, 12 de marzo de 2008, respectiva-
mente; la cgr intervino 7 contralorías municipales por encontrar 
irregularidades que afectan el grado de eficiencia y efectividad en 
el ejercicio del control, la vigilancia y la fiscalización de los ingre-
sos, gastos y bienes públicos, así como de las operaciones rela-
tivas a las mismas.

•	 Resoluciones publicadas en las Gacetas Oficiales N° 38.743, 
38.787, 38.793, 38.876, 38.906 del 9 de agosto de 2007, 10 de oc-
tubre del 2007, 19 de octubre de 2007, 22 de febrero de 2008 y del 
9 de abril de 2008, respectivamente; la cgr ordenó a 8 Concejos 
Municipales revocar tanto el concurso público convocado para la 
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designación de los titulares de las contralorías municipales como 
la designación de los Contralores y proceder a la convocatoria 
de un nuevo concurso por encontrar incumplimiento y/o violación 
de la normativa prevista en el Reglamento sobre los concursos 
públicos para la designación de los contralores distritales y muni-
cipales, y los titulares de las unidades de auditoría interna de los 
órganos del poder público nacional, estadal, distrital y municipal y 
sus entes descentralizados.

•	 Resoluciones publicadas en las Gacetas Oficiales N° 38.774, 
38.778, 38.777, 38.826, 38.847, 38.854 del 21 de septiembre de 
2007, del 27 de septiembre de 2007, del 26 de septiembre de 
2007, 06 de diciembre de 2007, 21 de diciembre de 2007, 10 de 
enero de 2008 y 21 de enero de 2008, respectivamente; la Con-
traloría General de la República ordenó a dos fundaciones, a la 
junta directiva de un fondo de desarrollo, a un ministerio, a una 
gobernación de estado y a un consejo legislativo revocar, tanto el 
concurso público convocado para la designación del titular del ór-
gano de control interno de dichos entes, así como la designación 
de los auditores internos, y proceder a la convocatoria de nuevos 
concursos por encontrar incumplimiento y/o violación de la nor-
mativa prevista en el Reglamento sobre los concursos públicos 
para la designación de los contralores distritales y municipales, y 
los titulares de las unidades de auditoría interna de los órganos del 
poder público nacional, estadal, distrital y municipal y sus entes 
descentralizados.

Para el año 2008, se dispuso la intervención de 4 contralorías estada-
les y de 16 municipales. 

Adicionalmente, la Contraloría General de la República, en su lucha 
contra la corrupción durante el año 2007 y 2008 impuso las siguientes 
medidas: (130) inhabilitaciones para el ejercicio de funciones públi-
cas de conformidad con lo establecido en el artículo 105 de la Ley 
Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema 
Nacional de Control Fiscal, (37) suspensiones de cargo sin goce de 
sueldo, (1) destitución del cargo, y (90) declaraciones de responsabi-
lidad administrativa, acompañadas adicionalmente de la imposición 
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de multas, de acuerdo con la gravedad de la falta y el monto de los 
perjuicios que se causaron.

Es oportuno señalar que la locgrsncf expresa en su articulado que 
las recomendaciones que contengan los informes de auditoría o de 
cualquier actividad de control, previa autorización del Contralor Ge-
neral de la República, o de los demás titulares de los órganos de 
control fiscal externo, cada uno dentro del ámbito de sus competen-
cias, tienen carácter vinculante y, por tanto, son de acatamiento obli-
gatorio por parte de los entes sujetos a control. No obstante, antes 
de la adopción efectiva de la correspondiente recomendación, las 
máximas autoridades de las entidades a las que vayan dirigidas las 
mismas podrán solicitar, mediante escrito razonado, la reconsidera-
ción de las recomendaciones y proponer su sustitución. En este caso, 
los funcionarios de control fiscal indicados podrán ratificar la reco-
mendación inicial o dar su conformidad a la propuesta de sustitución 
(artículo 48).

En este sentido, es de hacer notar que la cgr, realiza el seguimiento a 
sus actuaciones de control de acuerdo con su planificación operativa, 
y en los casos que corresponda, impone las sanciones de acuerdo 
con el ordenamiento jurídico. Así, en su lucha por una administración 
pública honesta y transparente, durante el período comprendido en-
tre el segundo semestre de 2006 y el primer semestre de 2009 im-
puso las siguientes sanciones: 327 inhabilitaciones para el ejercicio 
de funciones públicas, 102 suspensiones de cargo con o sin goce 
de sueldo, 7 destitución del cargo y 235 declarados responsabilidad 
en lo administrativo, acompañadas adicionalmente de la imposición 
de multas, de acuerdo con la gravedad de la falta y el monto de los 
perjuicios que se causaron. 

En el año 2012, la Contraloría General de la República dictó linea-
mientos específicos a las 23 contralorías estadales a través de sus 
titulares, sobre diversas acciones que ejecutan los órganos de con-
trol regional. El objetivo de este primer encuentro fue unificar criterios 
sobre el proceso de actuaciones de control coordinadas por la cgr, 
a través de un plan de acompañamiento solicitado por el Fondo de 



106 Revista de Control Fiscal

p R I M E R A  r O N D A

Compensación Interterritorial del Consejo Federal de Gobierno. A su 
vez, se analizaron otras estrategias vinculadas al fortalecimiento con-
tinuo del Sistema Nacional de Control Fiscal, como las consideracio-
nes sobre actuaciones del jurado calificador en concursos públicos 
para la designación de contralores municipales, y los instrumentos 
normativos que han sido dictados por la Contraloría General de la 
República.

Asimismo, la cgr diseñó el Plan Estratégico del Sistema Nacional de 
Control Fiscal 2013-2015 (sncf), el cual constituye un nuevo aporte, 
enmarcado en el fortalecimiento continuo del Sistema, para consoli-
dar la rectoría de este Máximo Organismo Contralor y asumir eficaz-
mente las competencias constitucional y legalmente atribuidas a la 
cgr.

El Plan Estratégico del sncf se fundamenta en la metodología dise-
ñada en esta materia por la Iniciativa para el Desarrollo de la intosai 
(idi), y adaptada a la realidad de la olacefs por representantes de las 
Entidades Fiscalizadoras Superiores (efs) de Argentina, Brasil, Chile, 
Costa Rica y Ecuador, en el marco del Programa de Planificación Es-
tratégica que actualmente se ejecuta en la región. Todo esto, en res-
puesta a la necesidad observada en seis efs, a través de la Detección 
de Necesidades para el Desarrollo de Capacidades, según la cual 
la planificación estratégica es un proceso de once pasos que debe 
comenzar con un plan de acción y un diagnóstico.

En este sentido, como actividad inicial, en el marco del citado plan 
de acción, la Contraloría General de la República designó al equipo 
encargado de formular el Plan Estratégico del Sistema Nacional de 
Control Fiscal 2013-2015: once representantes de la cgr y de cofae 
serán los responsables de materializar los objetivos planteados, con 
el apoyo del resto de los integrantes del sncf.

Durante el año 2013 la Contraloría General de la República y el Insti-
tuto de Altos Estudios de Control Fiscal y Auditoría de Estado, Fun-
dación “Gumersindo Torres” (cofae), realizaron jornadas de trabajo 
del plan estratégico del sncf mediante la realización de una encuesta 
en línea enviada a las 23 contralorías estadales con el fin de obtener 
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una perspectiva de la situación real de estos organismos que sirva 
para validar el levantamiento de información realizado anteriormen-
te. Además de ello, se determinaron los posibles ajustes necesarios 
para elaborar un nuevo instrumento de recolección de datos que será 
dirigido a las contralorías municipales y las unidades de auditoría in-
terna del país.  

En cuanto al fortalecimiento de la labor de la cgr sobre las políticas y 
acciones concretas que verifiquen el seguimiento e implementación 
por parte de los entes que se encuentran bajo su ámbito de compe-
tencia, de las acciones correctivas sugeridas durante las auditorías, 
diagnósticos o evaluaciones, esta Entidad Fiscalizadora Superior dic-
tó las Resoluciones (Gaceta Oficial N° 39.827 de fecha 23 de diciem-
bre del año 2011), mediante las cuales pone a disposición de los 
órganos de control fiscal el Manual de Normas y Procedimientos en 
Materia de Auditoría de Estado y el Manual para la Determinación de 
la Responsabilidad Administrativa y la Formulación de Reparos.

La Resolución 01-00-000090 de la Contraloría General de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela, mediante la que se dictaron las Normas 
Generales de Auditoría de Estado, ya citadas al inicio del presente 
Informe de Avance, responde a la recomendación formulada por el 
Comité de acuerdo con lo establecido con su artículo 44. 

El órgano de control fiscal deberá realizar el seguimiento al plan 
de acciones correctivas implementado por el órgano o ente 
evaluado, con el fin de constatar su cumplimiento y eficacia, en 
cuanto a subsanar las causas que dieron origen a las observa-
ciones y/o hallazgos detectados.  

En cuanto a las acciones tomadas para fortalecer esta medida, en 
cuanto al ejercicio del control preventivo que realiza el Máximo Órga-
no de Control del país, como ya fue mencionado supra, la Contralora 
General de la República hizo un firme llamado a las máximas autori-
dades a quienes eventualmente les corresponda entregar el órgano o 
ente a su cargo, como resultado de las elecciones municipales del 8 
de diciembre de 2013, a elaborar las respectivas Actas de Entrega a 
que se refieren los artículos 1, 3 y 8 de la Resolución Nº 01-00-000162 
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de fecha 27-07-2009 referente a las Normas para regular la Entrega 
de los Órganos y Entidades de la Administración Pública y de sus 
respectivas Oficinas o Dependencias.  

Dicha Acta debe incluir los documentos que demuestren la situación 
actual de la oficina o dependencia en cuanto a su gestión, bienes y 
recursos asignados (artículos 10,11 y 17 de la mencionada normati-
va). Igualmente, es importante destacar que el servidor público que 
recibe, y que con posterioridad a la suscripción del Acta de Entrega 
tenga observaciones sobre su contenido, que pudieran dar lugar al 
ejercicio de potestades investigativas y sancionatorias, debe infor-
marlas por escrito al órgano de control fiscal competente, dentro de 
los ciento veinte (120) días hábiles siguientes a la fecha de la referida 
suscripción.

Acciones fiscales

Es de hacer notar que la cgr, realiza el seguimiento a sus actuaciones 
de control de acuerdo a con su planificación operativa, y en los casos 
que corresponda, impone las sanciones en función del ordenamiento 
jurídico. Así, en su lucha por una Administración Pública honesta y 
transparente, durante el período comprendido entre el año 2011 y el 
primer semestre 2012 impuso las siguientes sanciones:

AÑO
SANCIÓN

2011 2012 2013

Ciudadanos suspendidos para el ejercicio de 
cargos públicos 11 12 6

Ciudadanos destituidos del ejercicio de cargos 
públicos 0 0 0

Ciudadanos destituidos e inhabilitados para el 
ejercicio de cargos públicos 0 0 0

Ciudadanos inhabilitados para el ejercicio de 
cargos públicos 6 1 101

Total de funcionarios sanciona-
dos 17 13 107
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La tercera área temática se refiere al análisis de la implementación de 
la quinta disposición seleccionada por el Comité, estipulada en el Ar-
tículo III, párrafo 11 de la Convención que establece los mecanismos 
para estimular la participación de la sociedad civil y de las organiza-
ciones no gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir la 
corrupción; para ello, se tomarán en cuenta los mecanismos para el 
acceso a la información; mecanismos de consulta; mecanismos para 
estimular una participación activa en la gestión pública; y mecanis-
mos de participación en el seguimiento de la gestión pública.

Mecanismos para estimular la participación 
de la sociedad civil y de las organizaciones no 
gubernamentales en los esfuerzos destinados a prevenir 
la corrupción

La República Bolivariana de Venezuela cuenta con disposiciones y 
medidas de muy diferente naturaleza, características y alcances, para 
que la sociedad civil y las organizaciones no gubernamentales parti-
cipen libremente en actividades públicas, en virtud del artículo 62 de 
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (crbv) que 
señala “Todos los ciudadanos y ciudadanas tienen el derecho de par-
ticipar libremente en los asuntos públicos, directamente o por medio 
de sus representantes elegidos o elegidas”, en consecuencia se ha 
desarrollado en el país una amplia estructura legal que garantiza el 
cumplimiento de lo establecido constitucionalmente.

Así, en Venezuela, la participación de las organizaciones no guber-
namentales en actividades relacionadas con el control de la gestión 
pública está garantizado constitucional, legal y jurisprudencialmente, 
pues además, la Constitución señala que la participación del pueblo 
en la formación, ejecución y control de la gestión pública es el medio 
necesario para lograr el protagonismo que garantice su completo de-
sarrollo, tanto individual como colectivo, siendo obligación del Estado 
y deber de la sociedad facilitar la generación de las condiciones más 
favorables para su práctica. 
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A nivel constitucional se encuentran los artículos 28; 51; 62; 70; 168; 
173; 184, numeral 2; 187 numeral 4; 253; 255 y 294. El primero de 
ellos, establece el derecho de toda persona a acceder a la informa-
ción y a los datos que sobre sí misma o sobre sus bienes consten en 
registros oficiales o privados, con las excepciones que establezca la 
ley, así como conocer el uso que se haga de los mismos, su finalidad 
y su derecho de solicitar ante los tribunales de justicia su actualiza-
ción, rectificación o la destrucción de expedientes o archivos. Estas 
mismas disposiciones también consagran el derecho del ciudadano 
de acceder a otros documentos, cualquiera que sea su naturaleza, en 
poder o bajo el control de las instituciones públicas, que contengan 
información cuyo conocimiento sea de interés para la comunidad o 
grupo de personas. Esa información es el insumo principal e indis-
pensable para que puedan participar en los esfuerzos destinados a 
prevenir la corrupción.

El artículo 51 contempla el derecho que tiene toda persona a presen-
tar o dirigir peticiones ante cualquier autoridad o funcionario público 
sobre los asuntos que sean de su competencia y de obtener una 
oportuna y adecuada respuesta. La violación de este derecho puede 
producir la destitución del funcionario infractor.

El artículo 62 refiere al derecho que tiene todo ciudadano a participar 
en asuntos públicos, directamente o por medio de sus representan-
tes. Señala, además, que la participación del pueblo en la formación, 
ejecución y control de la gestión pública es el medio necesario para 
lograr el protagonismo que garantice su completo desarrollo y el de-
ber del Estado de generar las condiciones más favorables.

El artículo 70 cita los medios de participación y protagonismo del 
pueblo en el ejercicio de su soberanía: 

en lo político: la elección de cargos públicos, el referendo, la 
consulta popular, la revocación del mandato, las iniciativas le-
gislativa, constitucional y constituyente, el cabildo abierto y la 
asamblea de ciudadanos y ciudadanas cuyas decisiones serán 
de carácter vinculante, entre otros; y en lo social y económico: 
las instancias de atención ciudadana, la autogestión, la coges-
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tión, las cooperativas en todas sus formas incluyendo las de 
carácter financiero, las cajas de ahorro, la empresa comunitaria 
y demás formas asociativas guiadas por los valores de la mutua 
cooperación y la solidaridad.

Los artículos 168, 184, 187, numeral 4, 253 y 294 de la Constitución 
también garantizan la participación de la sociedad civil en el ejercicio 
de funciones específicas del Estado. Los artículos 168 y 184 se refie-
ren al poder público municipal y la función que ejercen los municipios 
en el fomento de la incorporación de la participación ciudadana en 
los asuntos de su gestión; el artículo 187, numeral 4 señala entre las 
funciones que corresponden a la Asamblea Nacional, la de organizar 
y promover la participación ciudadana en los asuntos de su compe-
tencia; el artículo 253 indica que la potestad de administrar justicia 
emana de los ciudadanos y se imparte en nombre de la República 
por autoridad de la ley; y el artículo 294 señala, dentro de los prin-
cipios que rigen el Poder Electoral, el de garantizar la participación 
ciudadana en los procesos electorales.

Este principio constitucional ha sido desarrollado en innumerables 
instrumentos legales. No obstante, la participación de las organiza-
ciones no gubernamentales en actividades relacionadas con el con-
trol de la gestión pública del país está reservada a las organizaciones 
de la sociedad civil de carácter nacional. Ello con fundamento en la 
jurisprudencia emanada del Tribunal Supremo de Justicia de la Repú-
blica Bolivariana de Venezuela, según Sentencia de la Sala Constitu-
cional de fecha 30-06-2000, Expediente Nº 00-1728, que otorga este 
tipo de atribuciones exclusivamente a los venezolanos, de acuerdo 
con los principios de la Carta de la Organización de Estados Ameri-
canos, en el marco del respeto a la soberanía y al orden jurídico de 
los Estados y a la no-intervención e igualdad jurídica de los mismos. 

Ahora bien, como quiera que en virtud de lo expuesto anteriormen-
te, entre los requisitos que establece el artículo 34 del Reglamento 
y Normas de Procedimiento del Comité de Expertos del mesicic, se 
condiciona la participación de las organizaciones de la sociedad civil 
en el proceso de análisis que realiza el Comité de Expertos, a que 
dicha participación se efectúe “en concordancia con la legislación 
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interna de los Estados Partes”; y siendo que la precitada sentencia 
forma parte del ordenamiento jurídico interno vigente en la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela, se considera improcedente la presente 
recomendación del Comité, por considerar que su cumplimiento im-
plicaría una situación en la que se estaría vulnerando lo dispuesto 
en nuestro el ordenamiento jurídico. A su vez, el estado venezolano 
sugiere como medida alternativa que en cada ley que regule la orga-
nización y funcionamiento de cada entidad del sector público, se ga-
rantice la regularización de las diferentes formas en que el ciudadano 
puede participar, de acuerdo con el ámbito de las competencias del 
referido órgano o ente del sector público, a fin de dar cumplimiento 
al mandato constitucional, previamente citado. En este sentido, cabe 
mencionar que todo el ordenamiento jurídico promulgado en el país, 
después de la aprobación de la Constitución, garantiza la participa-
ción del ciudadano, en su ámbito de competencia respectivo. 

Acceso a la información pública

Tal como se comentó anteriormente, el artículo 28 constitucional es-
tablece el derecho de toda persona a acceder a la información pú-
blica, lo cual se ha convertido en un tema de vital importancia para 
potenciar la participación ciudadana; en ese sentido, el Estado ve-
nezolano ha instituido normas y medidas que apoyan el acceso a 
la información por parte de la sociedad civil y las organizaciones no 
gubernamentales.

La Contraloría General de la República, mediante la Resolución  
N° 01-00-000225, dictó las Normas para Fomentar la Participación 
Ciudadana42, cuyo objetivo es fomentar el derecho de los ciudadanos 
a participar en las actividades de control sobre la gestión pública a 
través de las Oficinas de Atención al Ciudadano y de los órganos de 
control fiscal, de conformidad con lo establecido en el artículo 9 de la 
Ley Contra la Corrupción.

En estas Normas se establece la obligación de los organismos y en-
tidades a que se refieren los numerales 1 al 11 del artículo 9 de la 
Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema 
42 Gaceta Oficial N° 38.750 de fecha 20 de agosto del año 2007.
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Nacional de Control Fiscal, de suministrar a la ciudadanía la informa-
ción que en el ejercicio del control sobre la gestión pública se solicite, 
respecto de los bienes y el gasto de los recursos que integran el 
patrimonio público, cuya administración les corresponda con la des-
cripción y justificación de su utilización y gasto.

Adicionalmente, confieren a los ciudadanos la facultad para que pue-
dan presentar, bien sea de forma individual o colectiva, directamente 
o por medio de sus representantes elegidos, o a través de la comuni-
dad organizada, ante las Oficinas de Atención al Ciudadano denun-
cias, quejas, reclamos, sugerencias o peticiones. En el artículo 20 de 
la sección III de dichas Normas, se establece que: 

Las denuncias podrán formularse por escrito, firmadas en origi-
nal; verbalmente o a través de medios electrónicos y deberán 
contener la identificación del denunciante, la narración circuns-
tanciada de los actos, hechos u omisiones presuntamente irre-
gulares, el señalamiento de quienes los han cometido, fecha de 
ocurrencia, ente u organismo donde ocurrieron y todo cuanto le 
constare al denunciante.

En estas oficinas serán recibidas todas las denuncias, quejas o recla-
mos interpuestos por los ciudadanos; sin embargo, el artículo 23 de 
las Normas señala que no se admitirán denuncias anónimas.

Igualmente las Normas en comento establecen un mecanismo de co-
municación de los resultados al denunciante, cuando en su artículo 
18 señalan que “La dependencia del organismo o entidad que trami-
tó la denuncia, queja, reclamo, sugerencia o petición comunicará la 
decisión o respuesta a la Oficina de Atención Ciudadana a fin de que 
esta informe al ciudadano”.

Desde el año 2009, la Administración Pública estadal, por medio del 
cuerpo legislativo correspondiente, ha venido promulgando varios 
instrumentos normativos relacionados con el derecho de acceso que 
tiene la ciudadanía a la información pública:
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•	 El Consejo Legislativo del estado Bolivariano de Miranda sancionó 
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública (http://
clebmiranda.gob.ve/pdf/ley_transparencia.pdf ).

•	 El Consejo Legislativo del Estado Lara aprobó en primera discu-
sión un proyecto de Ley de Acceso a la Información Pública. Este 
instrumento establece la obligación de dar información comple-
ta, veraz y oportuna sobre los asuntos que sean competencia del 
mencionado Consejo Legislativo, a través de la adaptación de los 
contenidos de actas y expedientes de los órganos y entes al ser-
vicio de la administración pública estadal (http://www.periodismo-
aip.org/noticia-detalle.php?id=104).

•	 El Consejo Legislativo del estado Anzoátegui sancionó la Ley 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública (http://
www.cleanz.gob.ve/leyes/leyes_2007/LEY_TRANSPARENCIA_
ACCESO_A_INFORMACION_PUBLICA_DE_ANZOATEGUI.pdf).

Asimismo, en el ámbito municipal, también se ha debatido el tema a 
profundidad y ya existen instrumentos legales para normar el acceso 
a la información. Por ejemplo, en febrero del año 2009, la Cámara 
Municipal de Chacao aprobó la nueva ordenanza sobre Transparen-
cia y Acceso a la Información que instará a los habitantes de esta 
jurisdicción a servir de contralores sociales en la vigilancia del ejer-
cicio transparente de la gestión pública (http://www.chacao.gov.ve/
noticiasdetail.asp?Id=4478). 

Una ordenanza similar se había aprobado en 2007 en el Municipio 
Los Salias, del estado Miranda, con el objeto de facilitar el ejercicio 
del derecho de todas las personas del Municipio Los Salias a acceder 
a la información pública, conforme a las garantías consagradas en la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. http://www.
alcaldialossalias.gov.ve/index.php?option=com_remository&Itemid
=59&func=fileinfo&id=116 ).

2010

En el ámbito de la Administración Central se han venido incluyendo 
en el ordenamiento jurídico nacional diferentes normativas que vienen 
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a fortalecer las garantías previstas para el ejercicio del derecho a la 
información pública y la posibilidad de acceder a otro tipo de informa-
ción distinta a la ya prevista.

El Consejo Nacional Electoral realiza una importante labor al brindar 
información electoral al resto de los poderes públicos, actores políti-
cos, estudiantes y público en general, a través del Servicio Autónomo 
de Información del Poder Electoral (saipe), creado mediante Resolu-
ción N° 0409231599 de fecha 23 de septiembre de 200443.

El Ministerio del Poder Popular para las Relaciones Interiores y Justi-
cia dictó las Normas sobre Rendición de Cuentas en los Cuerpos de 
Policía en sus diversos ámbitos políticos territoriales44. Estas normas 
señalan que los cuerpos policiales: 

...deberán registrar y documentar conforme a protocolos estan-
darizados: Indicadores de gestión; procesos de selección, incor-
poración, promoción, permanencia y retiro de los funcionarios 
policiales; informe anual de ejecución financiera, desarrollo insti-
tucional y proyección de crecimiento; así como un informe anual 
consolidado sobre desviaciones policiales y responsabilidades 
disciplinarias.

Otro de los aspectos incluidos en estas Normas se refiere a la publi-
cación de un extracto de esos informes que será de amplia difusión 
pública en los primeros 60 días de cada año calendario. El artículo 11 
de dichas Normas acentúa la participación de la ciudadanía: 

La participación comunitaria en la rendición de cuentas de los 
cuerpos de policía del país, no interferirá con los criterios técni-
cos y profesionales para la prestación eficiente y previsible del 
servicio policial y estará orientada, fundamentalmente, a mejorar 
la organización policial. Los cuerpos policiales en sus diversos 
ámbitos políticos territoriales de despliegue estarán obligados 
a suministrar a los Comités Ciudadanos de Control Policial, a 
los consejos comunales y a las organizaciones comunitarias y 
sociales estructuradas, la información que fuere requerida  para 

43 Gaceta Electoral N° 217 de fecha 18 de octubre del año 2004.
44 Gaceta Oficial N° 39.390 de fecha 19 de marzo del año 2010.
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el ejercicio de las competencias a que se refiere la Ley del Es-
tatuto de la Función Policial.

El Ministerio del Poder Popular de Planificación y Finanzas dicta el 
Reglamento Orgánico del Ministerio del Poder Popular de Planifica-
ción y Finanzas45. Con miras a estimular la participación en la gestión 
pública, el Ejecutivo tiende a adoptar en sus disposiciones legales 
medidas propuestas por la Contraloría General de la República, tal y 
como se observa en el Reglamento Orgánico del Ministerio del Poder 
Popular de Planificación y Finanzas, el cual en su Artículo 14, corres-
pondiente a la Auditoría Interna señala en el literal “f”, la necesidad 
de:  “Fomentar la participación ciudadana en el ejercicio de control 
sobre la gestión pública de acuerdo con lo prescrito en las normas 
para fomentar la participación ciudadana dictadas por la Contraloría 
General de la República”.

La Comisión Nacional de Valores dictó la Resolución N° 034 de fecha 
25 de noviembre del año 2010, mediante la cual se publican las Nor-
mas Relativas al Funcionamiento del Registro Nacional de Valores46. 
Estas Normas ponen a disposición la difusión y distribución de la in-
formación emanada del Registro Nacional de Valores para la consulta 
de la sociedad civil y entes sujetos a su control. El artículo 4 referido a 
las funciones del Registro Nacional de Valores, literal “d” señala que: 

Suministrar información al público interesado y a los entes so-
metidos al control de la Superintendencia Nacional de Valores 
acerca del funcionamiento de esta, del mercado de valores y de 
la disposición que lo regula a objeto de facilitarse su acceso y 
actuación así como asegurar el intercambio de información, re-
cibir y procesar las sugerencias propuestas orientadas al logro 
de una mayor eficiencia y expansión del mercado.

El Consejo Nacional Electoral, mediante la Dirección General de Es-
tadísticas Electorales y la Junta Nacional Electoral pone a disposi-
ción un disco compacto multimedia (cd-room) de difusión del proce-
so electoral, contentivo de diferentes variables electorales para cada 
evento comicial, con el fin de facilitar la difusión y traslado de grandes 

45 Gaceta Oficial N° 5.964 Extraordinario de fecha 03 de marzo del año 2010.
46 Gaceta Oficial N° 39.574 de fecha 15 de diciembre del año 2010.
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volúmenes de información referente a los procesos electorales, lo-
grando así minimizar los costos de materiales y suministros, así como 
la presentación de información de los comicios electorales con un 
enfoque didáctico para usuarios de diferentes niveles educativos.

Asimismo, como parte del proceso de notificación y capacitación de 
miembros e instalación de Juntas regionales, municipales y parro-
quiales electorales, así como mesas electorales, se elaboró el Pro-
yecto de Adecuación del Servicio de Información Telefónica 0800 
Votemos (0800 8683667), a los fines de proveer a las electoras y elec-
tores la información electoral correspondiente. Mediante este servicio 
se atendió a dos mil ciento ochenta y nueve (2.189) seleccionados 
para la conformación de los mismos. Del mismo modo, por esta mis-
ma vía se atendió a quinientas diecinueve mil doscientas cuarenta y 
siete (519.247) llamadas de electores y electoras en el año 2010, de 
las cuales cuatrocientas sesenta y tres mil setecientas setenta y una 
(463.771) llamadas fueron atendidas por el sistema de respuesta de 
voz interactiva Interactive Voice Response (ivr), lo cual representó el 
89% del total de llamadas recibidas, y las restantes cincuenta y cinco 
mil cuatrocientas setenta y seis (55.476) consultas telefónicas fue-
ron atendidas por los operadores de información telefónica, lo que 
representa un 11% del total. Por otra parte, se brindó atención perso-
nalizada a siete mil seiscientas cuarenta y tres (7.643) ciudadanas y 
ciudadanos quienes fueron atendidos por taquilla.

2011

La Superintendencia Nacional de Valores dicta la Resolución N° 012 
de fecha 21 de enero del año 2011, mediante la cual se publica el 
Reglamento de Inscripción, Negociación y Liquidación de Valores en 
la Bolsa Pública de Valores Bicentenaria47. Este Reglamento estable-
ce el régimen de inscripción, negociación y liquidación de valores 
en la Bolsa Pública de Valores Bicentenaria, emitidos por los entes, 
instituciones, empresas, cajas de ahorro pertenecientes al Estado, 
las comunidades organizadas, las empresas privadas así como las 
pequeñas y medianas empresas. Este Instrumento toma en cuenta el 

47 Gaceta Oficial N° 39.600 de fecha 24 de enero del año 2011.
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proceso de transparencia y legalidad de las transacciones financie-
ras del Estado Venezolano, mediante procesos y mecanismos para 
mantener informada a la sociedad civil, así lo expresa el Título XV, De 
la Información, artículo 38: “La Bolsa Pública de Valores Bicentenaria 
procurará establecer y mantener un sistema de información eficiente, 
que estará a la disposición de sus usuarios y del público en gene-
ral”. De tal manera, pone de manifiesto el derecho del ciudadano al 
acceso a la información pública, utilizando los medios que disponga 
para tal fin. A su vez, el artículo 39 dice: “La Bolsa Pública de Valo-
res Bicentenaria publicará diariamente en un Boletín, las operaciones 
realizadas con expresión del volumen y precio negociado en cada 
operación y de los usuarios que intervinieron en ella”; y el artículo 
41 agrega: “La Bolsa Pública de Valores Bicentenaria puede también 
publicar cualquier [sic] otros Boletines, Manuales, etc. tanto periódi-
cos como ocasionales que contengan información general sobre la 
situación el mercado (…) para la consulta del público en general y 
sus usuarios”.

La Contraloría General de la República pone a disposición del público 
en general la cuenta Twitter: @cgrvenezuela, con el propósito de incor-
porarse al uso de herramientas tecnológicas de las redes sociales que 
sirven para facilitar la difusión de la información. En dicha cuenta los fun-
cionarios y ciudadanos podrán afiliarse para informarse sobre asuntos 
como: la Declaración Jurada de Patrimonio (djp); Registro de Auditores, 
Consultores y Profesionales Independientes en materia de control; Sis-
tema de Registro de Órganos y Entes del Sector Público (sisroe); Oficina 
de Atención al Ciudadano (oac) e información sobre charlas, eventos y 
actividades.

2013

El Ministerio del Poder Popular para Relaciones Interiores, Justicia y 
Paz creó el Sistema de Información Estratégica y Transparencia Poli-
cial (sietpol) que coadyuvó a permitir la entrega del informe del Índice 
de Adecuación al Nuevo Modelo Policial, que se elabora con la infor-
mación suministrada por los cuerpos de policía. El SIETPOL fortale-
ce las capacidades del Ministerio para ejercer el seguimiento de los 



Revista de Control Fiscal 119

cuerpos de policía en su actuación, adecuación al modelo policial 
y evaluar su desempeño agregado y el uso de los recursos de los 
cuales disponen.

Esto se logra al facilitar el manejo de toda la información en cuanto a 
funcionarios y funcionarias, equipamiento individual e institucional y a 
su adecuación a los estándares para la prestación del Servicio de Po-
licía definidos en las leyes y normas policiales vigentes en el país. El 
sietpol proveerá información al portal de transparencia policial, lo que 
permitirá a los ciudadanos y ciudadanas acceder a información sobre 
los cuerpos de policía, a fin de facilitar el ejercicio del control externo.

Para contribuir a la conveniencia de integrar y sistematizar en un solo 
cuerpo normativo las disposiciones que garantizan el acceso a la infor-
mación pública. La Asamblea Nacional aprobó la Ley de Infogobierno, 
la cual fue producto de una consulta nacional, en donde participaron 
más de 6.000 personas de diferentes regiones del país. Esta Ley tiene 
como objeto establecer los principios, bases y lineamientos que rigen 
el uso de las tecnologías de información en el Poder Público y el poder 
popular. Este instrumento legal busca mejorar la gestión pública y los 
servicios que se prestan a las personas, impulsando la transparencia 
del sector público, la participación y el ejercicio pleno del derecho de 
soberanía, así como promover el desarrollo de las tecnologías de infor-
mación libres en el Estado. Además, intenta garantizar la independen-
cia tecnológica, la apropiación social del conocimiento, además de la 
seguridad y defensa de la Nación.

Están sometidos a la aplicación de esta Ley los órganos y entes que 
ejercen el Poder Público nacional, estadal, municipal, así como los 
distritos metropolitanos, y las dependencias federales. También los 
institutos públicos en todos los niveles del gobierno: el Banco Central 
de Venezuela, las universidades e institutos de educación universita-
ria públicos, y demás personas de derecho público nacionales, esta-
dales y municipales, entre otros.

La normativa expresa el carácter de obligatoriedad del uso de las 
tecnologías de la información en el ejercicio de las competencias 
del Poder Público dentro de su gestión interna, en las relaciones que 
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mantengan entre los órganos y entes del Estado que lo conforman, y 
en sus relaciones con las personas y con el poder popular.

Las personas tienen derecho a realizar pagos, presentar y liquidar 
impuestos, cumplir con las obligaciones pecuniarias y cualquier otra 
clase de obligación de esta naturaleza. También, a dirigir peticiones 
de cualquier tipo haciendo uso de las tecnologías de información, 
las cuales el Poder Público y el poder popular están obligados a res-
ponder y resolver de igual forma que si se hubiesen realizado por los 
medios tradicionales. 

Oficina de Atención al Ciudadano

La Contraloría General de la República ha promovido con mucha in-
sistencia la creación de las Oficinas de Atención al Ciudadano en 
todos los entes de la Administración Pública y estos han respondido 
satisfactoriamente. La entrada en vigor de las Normas para Fomentar  
la Participación Ciudadana ha estimulado la creación de las mismas, 
lo cual es seguido muy de cerca por la cgr. En este sentido, el máxi-
mo organismo contralor giró instrucciones para que todos los órga-
nos que integran el Sistema Nacional de Control Fiscal, al momento 
de practicar sus actuaciones de control en los órganos y entes del 
sector público, nacional, estadal o municipal, verifiquen la creación 
de las Oficinas de Atención al Ciudadano de acuerdo con el citado 
instrumento legal. 

Es de hacer notar que en las referidas Normas se establece con cla-
ridad la organización y funcionamiento de estas Oficinas, cuando se-
ñala en su artículo 14: 

Para definir la organización y funcionamiento de la Oficina de 
Atención Ciudadana, las máximas autoridades de los organis-
mos y entidades a que se refieren los numerales 1 al 11 del 
artículo 9 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, deberán:

1. Establecer su estructura organizativa básica, conformada 
al menos por dos (2) áreas: una referida a la atención de las 
denuncias, quejas, reclamos, sugerencias y peticiones, y otra 
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dirigida a la difusión de la información a que se refieren los nu-
merales 2 y 3 del artículo 13 de las presentes Normas, así como 
a la promoción de la participación ciudadana.

2. Dictar los instrumentos normativos que regulen los proce-
dimientos a seguir para la recepción, registro, clasificación, 
asignación, valoración y resolución de las denuncias, quejas, 
reclamos, sugerencias y peticiones, estableciendo los sujetos 
responsables, así como los lapsos previstos para cumplirlos.

3. Conformar un equipo que incorpore a profesionales de di-
versas áreas, con conocimiento sobre la estructura y funciona-
miento del respectivo ente u organismo, así como una visión 
general sobre la organización y funcionamiento de la Adminis-
tración Pública. 

4. Formar y capacitar al personal de las Oficinas de Atención 
Ciudadana para mantenerlo actualizado en las materias propias 
de su competencia.

5. Dotarla de los recursos humanos, materiales y tecnológicos 
suficientes para su óptimo funcionamiento.
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6. Ubicarla en un lugar de fácil acceso al público en la sede del 
respectivo organismo o entidad.

En el año 2010, la cgr dicta por medio de Resolución el Marco de 
referencia para la elaboración del Manual que regula la Organización 
de la Oficina de Atención al Ciudadano (oac)48. A través de esta Re-
solución se pone a disposición de los órganos previstos en el artículo 
26 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del 
Sistema Nacional de Control Fiscal (locgrsncf) el modelo que pue-
de servir de marco de referencia para la elaboración del Manual que 
regula la organización de la oac. El propósito de esta Resolución es 
ayudar a constituir estas oficinas en todos los órganos de control ex-
terno y garantizar los mecanismos de participación ciudadana.

En ese sentido, se ha generado una proliferación beneficiosa de estas 
Oficinas en el ámbito nacional, estadal y municipal, lo cual permitirá 
coadyuvar en el fin común del control ciudadano en la gestión pública.  

oac
2008 2009 2010 2011 2012 2013
169 171 176 179 182 1.207

Pero también estas Normas tienen dentro de sus funciones primor-
diales referida a las oac, a la formación y capacitación de la comu-
nidad en los aspectos vinculados con el ejercicio del derecho a la 
participación ciudadana y en el control de la gestión pública mediante 
talleres, foros o seminarios, entre otros, como lo estable el numeral 9 
del artículo 13.

A continuación se presenta un cuadro estadístico con la cantidad de 
funcionarios y ciudadanos capacitados por los órganos que integran el 
Sistema Nacional de Control Fiscal, a través de sus oficinas de Atención 
al Ciudadano, en los aspectos relacionados con el control de la ges-
tión pública, la participación ciudadana y el derecho a estar informado. 

Funcionarios 
de los Órganos 
de las oac del 
sncf 

2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013

3.000 26.000 30.208 30.963 55.659

48 Gaceta Oficial N° 39.514 de fecha 21 de septiembre del año 2010.
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Un ejemplo de estas oficinas lo constituye la Oficina de Atención 
Ciudadana de la Defensa Pública, creada mediante Resolución49 y 
adscrita al Despacho de la Defensa Pública General. La Defensa Pú-
blica es un órgano constitucional del Sistema de Justicia, dotado de 
autonomía funcional, financiera y administrativa, bajo la dirección y 
supervisión de la Defensora Pública General, y que con el propósito 
de garantizar el acceso directo y efectivo a todas las personas que 
requieran sus servicios creó la mencionada oficina, la cual tiene como 
función principal atender, informar y asesorar a todas las personas; 
promover la participación ciudadana; apoyar a la comunidad en la 
solución de los problemas planteados; suministrar y ofrecer de forma 
oportuna, adecuada y efectiva la información solicitada; y en gene-
ral, ejecutar planes, proyectos y acciones dirigidas a brindar atención 
social, jurídica e integral, totalmente gratuita, a las personas que lo 
requieran, todo ello en el ámbito de sus atribuciones.

Todas las personas, de forma individual o colectiva, directamente o 
por medio de sus representantes elegidos, o a través de la comuni-
dad organizada, pueden presentar ante esta Oficina denuncias, que-
jas, reclamos, sugerencias o peticiones en ejercicio de sus derechos 
y garantías constitucionales y legales.

Igualmente, el Ministerio del Poder Popular para Ciencia, Tecnología 
e Industrias Intermedias dicta la Resolución50, mediante la cual se es-
tablecen los lineamientos de accesibilidad que deben ser aplicados 
por los órganos y entes de la Administración Pública nacional en el 
desarrollo, implementación y puesta en producción de los portales 
de internet. El Estado venezolano debe garantizar que todos los ciu-
dadanos y ciudadanas puedan tener acceso oportuno al conjunto de 
recursos y servicios que ofrece el Estado a través de los portales de 
internet de los órganos y entes de la Administración Pública nacional 
bajo premisas de calidad e igualdad. En este sentido, uno de los 
aspectos a garantizar es la consideración de diferentes representa-
ciones de la información gráfica, sonora y escrita, a los fines de cubrir 
las diferentes necesidades de acceso por parte de los usuarios, per-

49 Gaceta Oficial N° 39.626 de fecha 01 de marzo del año 2011.
50 Gaceta Oficial N° 39.633 de fecha 14 de marzo del año 2011.
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mitiendo el uso y acceso de los documentos de forma independiente 
del equipamiento y tecnología asistida utilizada.

El Ministerio del Poder Popular para Transporte y Comunicaciones 
dicta la Resolución51, mediante la cual se activa la Oficina de Atención 
Ciudadana, la cual se encargará de promover la participación ciuda-
dana; suministrar y ofrecer de forma oportuna, adecuada y efectiva 
la información requerida; apoyar, orientar, recibir y tramitar denuncias, 
quejas, reclamos, sugerencias y peticiones y en general resolver las 
solicitudes formuladas por los ciudadanos.

El Ministerio del Poder Popular para las Relaciones Interiores y Jus-
ticia dicta la Resolución52, mediante la cual se dicta la Estructura Or-
ganizativa y Funcional del Servicio Autónomo de Registros y Notarías 
(saren). Este Servicio creó la Oficina de Asuntos Públicos que tiene 
entre sus funciones, las siguientes:

•	 Atender, orientar, apoyar y asesorar a los ciudadanos que acudan 
a solicitar información, requerir documentos o interponer denun-
cias, quejas, reclamos, sugerencias o peticiones del Servicio Au-
tónomo, llevar un registro automatizado de las mismas y remitirlas 
a las dependencias del Servicio Autónomo que tenga competen-
cia para conocerla según el caso.

•	 Informar a la Ciudadanía sobre la utilización de los recursos que 
integran el patrimonio público del Servicio Autónomo, a través de 
informes de fácil comprensión, que se publicaran bimestralmente.

•	 Poner a disposición de la ciudadanía la información relativa a la 
estructura organizativa y funciones del Servido Autónomo y de los 
Registros y Notarías, así como sobre los procedimientos admi-
nistrativos y servicios que presta, a través de medios impresos, 
audiovisuales, informáticos, entre otros.

•	 Promover la participación ciudadana.

El Ministerio del Poder Popular para el Trabajo y Seguridad Social por 
medio del Instituto Venezolano de los Seguros Sociales (ivss), dicto la 

51 Gaceta Oficial N° 39.639 de fecha 22 de marzo del año 2011.
52 Gaceta Oficial N° 39.667 de fecha 05 de mayo del año 2011.



Revista de Control Fiscal 125

Providencia53, mediante la cual el ivss emitirá única y exclusivamente, 
a través de su portal web, todas las órdenes de pago que se generen 
a razón del aporte del Seguro Social Obligatorio a partir del mes de 
julio del año 2011. El artículo 6 de la Providencia dispone que las ór-
denes de pago emitidas por el ivss a través del portal web www.ivss.
gob.ve cumplirán con todos los requisitos de autenticidad, integridad 
e inalterabilidad de la información que posee una orden de pago im-
presa, por lo tanto, las mismas, tienen cualidad de título ejecutivo, tal 
y como lo advierte el artículo 105 de la Ley del Seguro Social.

La Superintendencia de la Actividad Aseguradora dicta el Reglamen-
to Interno de la Superintendencia de la Actividad Aseguradora54. Este 
reglamento estable en su artículo 16 que: 

La Oficina de Atención Ciudadana tiene como objetivo atender 
y asesorar en todo lo relacionado con el sector asegurador, ca-
nalizando las denuncias, quejas, reclamos, sugerencias o pe-
ticiones y el control y seguimiento de documentos; promover 
y organizar la participación ciudadana para brindar atención a 
las comunidades organizadas y realizar procedimientos conci-
liatorios como mecanismo alternativo de solución de conflictos.

El Tribunal Supremo de Justicia dicta la Reforma Parcial del Regla-
mento Orgánico y Funcional de la Jurisdicción Disciplinaria Judicial55. 
Este Reglamento define las atribuciones de las autoridades de los 
órganos de la jurisdicción disciplinaria judicial tanto de la Corte Disci-
plinaria Judicial como del Tribunal Disciplinario Judicial. Entre las dis-
posiciones de la estructura organizativa se destaca la Coordinación 
de Atención al Denunciante, cuyos artículos 31 y 32 señalan:

Artículo 31. La Coordinación de Atención al Denunciante (CAD) 
es la encargada de asistir a los o las denunciantes que lo requie-
ran, para la presentación de denuncias contra Jueces o Juezas 
y demás que intervienen en el Sistema de Justicia. Plasmará en 
el escrito las denuncias que sean presentadas en forma oral.

53 Gaceta Oficial N° 39.698 de fecha 17 de junio del año 2011.
54 Gaceta Oficial N° 39.813 de fecha 05 de diciembre del año 2011.
55 Gaceta Oficial N° 39.756 de fecha 13 de septiembre del año 2011.
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Estará integrada por un Coordinador o Coordinadora y por el 
número de funcionarios o funcionarias judiciales requeridos o 
requeridas para su operatividad.

Artículo 32. Son atribuciones del Coordinador o Coordinadora 
de la Coordinación de Atención al Denunciante:

1. Informar al denunciante o a la denunciante, los requisitos ne-
cesarios para interponer una denuncia.

2. Llevar el registro de atención al denunciante o a la denun-
ciante, así como implantar los controles que acuerde la Corte 
Disciplinaria Judicial.

3. Realizar el informe de gestión mensual y anual sobre las ac-
tividades de la Unidad.

4. Realizar la supervisión continua del personal a su cargo, me-
diante la aplicación de los Instrumentos y lineamientos internos 
de funcionamiento dictados por la Corte Disciplinaria Judicial, 
con el objeto de optimizar el funcionamiento de la Coordina-
ción.

5. Cualquier otra que le sea asignado por su supervisor inmedia-
to, el Presidente o Presidenta de la Corte Disciplinaria Judicial, así 
como las contenidas en las leyes, Reglamentos y demás Instru-
mentos jurídicos vigentes.

El Ministerio del Poder Popular para el Ambiente dicta la Resolución 
N° 000078 mediante la cual se crea la Coordinación para la Atención 
al Ciudadano. Su objetivo principal será promover la participación 
ciudadana, suministrar y ofrecer la información de interés público, 
apoyar, orientar, recibir y tramitar denuncias, quejas, reclamos, su-
gerencias y peticiones en general, así como ofrecer de forma oportu-
na, adecuada y efectiva la información solicitada, en todos aquellos 
asuntos que sean de su competencia.

El Instituto Nacional de Tierras Urbanas (intu) mediante su Reglamen-
to Interno crea la Gerencia de Atención Comunitaria que tiene ads-
crita la Coordinación de Atención al Ciudadano, cuyas atribuciones 
son, entre otras: Promover la participación ciudadana y apoyar a las 
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comunidades en el ejercicio al derecho de la participación ciudadana 
y el control de la gestión pública; poner a disposición de los ciuda-
danos toda la información relativa al Instituto, su organización admi-
nistrativa, sus funciones y los servicios que presta y también recibir, 
revisar, tramitar, resolver denuncias o quejas, reclamos sugerencias o 
peticiones y remitir, cuando sea necesario, a la dependencia, oficina 
u ente con competencia en la materia. 

El Ministerio del Poder Popular para las Finanzas mediante el Decreto 
N° 586 dicta el Reglamento Orgánico que estipula en su artículo 21 
que la Oficina de Atención al Ciudadano debe informar a la ciuda-
danía sobre la utilización de los recursos que integran el patrimonio 
público del Ministerio a través de un informe de fácil manejo y com-
prensión, que se publicará trimestralmente y se pondrá a disposición 
de cualquier persona. 

En el caso particular de la Oficina de Atención al Ciudadano de la 
Contraloría General de la República, maneja, en el desempeño de 
sus funciones, información sobre los casos recibidos, asumidos y va-
lorados por la Oficina, y los distribuidos en las distintas direcciones 
generales y dependencias del Órgano Contralor, de acuerdo con su 
ámbito de control y competencia; la cantidad de denuncias proce-
sadas por esta oficina y desglosadas en total de casos atendidos; 
la cantidad de casos restantes que no fueron admitidos por ser ma-
nifiestamente improcedentes; los casos que escapan del ámbito de 
competencia de este Organismo Contralor que fueron remitidos a 
otros organismos para que los mismos, en atención a sus competen-
cias, procedieran a realizar las investigaciones tendentes a verificar 
los hechos, e iniciaran las actuaciones correspondientes, y los casos 
que quedaron en proceso. Igualmente, se presentan las solicitudes 
de capacitación de organismos para la Creación y Funcionamiento 
de las Oficinas de Atención al Ciudadano.
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Mecanismos de consulta

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela en su artí-
culo 71 refiere cuatro mecanismos de consulta, ellos son: el referendo 
consultivo, la consulta popular, el cabildo abierto, y las asambleas de 
ciudadanos. 

El referendo consultivo es un instrumento a través del cual pueden 
ser sometidas a consulta pública las materias que tengan una espe-
cial trascendencia nacional; el cual puede efectuarse, por iniciativa 
del Presidente de la República en Consejo de Ministros, por acuer-
do de la Asamblea Nacional, aprobado por voto de la mayoría de 
sus integrantes, o a solicitud de un número no menor a 10% de los 
electores inscritos en el Registro Civil y Electoral. En los últimos años 
se ha aplicado el procedimiento de referendo en diversas materias 
de particular interés para la ciudadanía (http://www.cne.gov.ve/refe-
renda.php), siendo el más significativo de ellos el referendo constitu-
cional, que se llevó a cabo el 15 de febrero de 2009 para aprobar o 
rechazar la enmienda de los artículos 160, 162, 174, 192 y 230 de la 
Constitución, con el fin de permitir la postulación de cualquier cargo 
de elección popular de manera continua, siendo el sexto referendo 
convocado en Venezuela desde 1999, y el cuarto relacionado con un 
tema constitucional.

Ahora bien, en materia de consultas sobre el diseño e implemen-
tación de políticas públicas, la República Bolivariana de Venezuela 
cuenta con múltiples instrumentos generadores de procesos que per-

Escritos recibidos 864

Audiencias atendidas 267

Casos que no fueron admitidos por ser manifiestamente improceden-
tes y no cumplen con la normativa en materia de denuncia

14

Casos remitidos a otros organismos por no ser competencia de este 
Máximo Órgano de Control Fiscal

75

Actividades de capacitación en materia de oac 6

Cifras de los casos registrados  
al 20 de diciembre año 2013
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miten la consulta a sectores interesados en relación con el diseño de 
políticas públicas y la elaboración de proyectos de leyes, decretos o 
resoluciones en el ámbito del Poder Ejecutivo. 

En este sentido, cobra un papel fundamental el aprovechamiento de 
las tecnologías de la información y la comunicación, en el caso parti-
cular del acceso al conocimiento a través de internet que se ha pro-
movido en el país, a raíz de la promulgación del Decreto Nº 8.25756, 
el cual contempla, entre otras cosas, el incentivo al uso de internet en 
todos los niveles y la mejora de la calidad de vida de la población a 
través del uso de los servicios de telecomunicaciones, lo que implica 
el desarrollo de una visión que permite insertar a los ciudadanos en 
una sociedad del conocimiento, generando la oportunidad de imple-
mentar planes de capacitación a través de internet que garanticen la 
creación de modelos de aprendizaje encaminados al desarrollo de 
actitudes y aptitudes clave para que el individuo participe directamen-
te en el diseño de políticas públicas, como parte del papel que juegan 
dentro de la sociedad. 

Esta visión ha permitido la promoción y ejecución de diversas iniciati-
vas por parte del Estado venezolano, dentro de ellas se pueden citar 
las más relevantes, como son: (i) la creación de los Infocentros, cuya 
responsabilidad ha recaído en el Centro Nacional de Tecnologías de 
Información (cnti), y que tienen como función facilitar el proceso de 
apropiación de las tecnologías de la información y la comunicación 
por parte de los sectores populares, mediante la consolidación de 
espacios tecnológicos comunitarios que faciliten la construcción co-
lectiva y la transferencia de saber y conocimiento, y las relaciones de 
colaboración y de coordinación, para fortalecer el desarrollo de las 
potencialidades locales, las redes sociales y el poder popular (http://
www.infocentro.net.ve/index.php); (ii) la creación de los portales web 
de todos los organismos y entes públicos; (iii) la creación de la Su-
perintendencia de Servicios de Certificación Electrónica (Suscerte), la 
cual tiene como función principal la de acreditar a los proveedores de 
servicios de certificación, los cuales a su vez, proporcionan los certifi-
cados electrónicos y facilitan el uso de la firma electrónica, proporcio-

56 Gaceta Oficial Nº 36.955 de fecha 10 de mayo del año 2000.
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nando un alto grado de seguridad a las transacciones y confianza a 
los usuarios (http://www.suscerte.gob.ve/); y, (iv) la conformación de 
una plataforma legal para el desarrollo de la actividad. 

El portal www.asambleanacional.gov.ve, permite a la ciudadanía cono-
cer acerca de la labor legislativa de dicho órgano como: la agenda 
legislativa de cada una de las comisiones que conforman la Asamblea 
Nacional, el orden del día, las actas, el diario de debates, asistencias y 
discursos, la Agenda diaria Presidencial y de las comisiones. Contem-
pla además, la Consulta Pública de Leyes, enlace a través del cual la 
ciudadanía puede participar en la formación de las leyes, a fin de dar 
cumplimiento al artículo 211 de la Constitución, que señala que durante 
el procedimiento de discusión y aprobación de los proyectos de ley, la 
Asamblea Nacional, o las comisiones permanentes, deben consultar 
tanto a otros órganos del estado como a los ciudadanos y a la socie-
dad organizada, los proyectos que se sometan a su consideración. 
La sociedad organizada tiene dentro de este procedimiento derecho 
de palabra en los términos que establezca el Reglamento de la Asam-
blea Nacional. 

La Defensoría del Pueblo comprometida con lograr el pleno reconoci-
miento y protección de la dignidad de todas las personas, fundamen-
talmente de aquellas en situación de discriminación, marginalidad y 
vulnerabilidad para ello, diseñó un programa denominado Haciendo 
Comunidad para los Derechos Humanos, orientado a integrar el tra-
bajo de la institución a los consejos comunales, a fin de fortalecer, 
desde estas instancias de participación comunitaria, la promoción, 
defensa y vigilancia de los derechos humanos.

Entre algunas de las funciones específicas que tienen estos Defensores 
Comunitarios están: diagnosticar, junto a la Defensoría del Pueblo, las 
amenazas o vulneraciones de derechos humanos y el correcto funcio-
namiento de los servicios públicos en la comunidad, elaborar y ejecutar 
planes comunitarios y sus soluciones ante amenazas o vulneraciones 
de DD.HH., monitorear los proyectos comunitarios en esta materia y 
promover iniciativas legislativas que contribuyan a la protección de los 
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DD.HH. (Consejos para la Defensa de los Derechos Humanos – Defen-
soría del Pueblo – Poder Legislativo).  

Por otro lado, el Consejo Nacional Electoral señala que cada proce-
so de referendo realizado en el país es previamente reglamentado. 
Para ello, este ente rector de los procesos electorales dictó mediante 
la Resolución 030925-465 de fecha 25 de septiembre del año 2003, 
las Normas para Regular los Procesos de Referendos Revocatorios 
de Mandatos de Cargos de Elección Popular, a fin de establecer las 
reglas claras que dan cumplimiento al artículo 71 constitucional. 

En el año 2010, para coadyuvar a fortalecer las áreas específicas en 
materia electoral, este ente electoral realizó actividades relativas a la 
reglamentación de la Ley Orgánica de Procesos Electorales, en cuyo 
ámbito se concretó la aprobación de reglamentos parciales, entre 
ellos:

•	 Organismos electorales subalternos de la junta nacional electoral.

•	 Actos de instalación constitución, votación y escrutinio y auditoría 
en el proceso electoral, control de financiamiento de la campaña 
electoral.

•	 Propaganda durante la campaña electoral y el relativo a totaliza-
ción.

También se conformó una comisión técnico-jurídica ad-hoc que elabo-
ró los Reglamentos N° 1, 2, 3, 7 y 9 de la Ley Orgánica de Procesos 
Electorales, relativos a la convocatoria de registro electoral, postulacio-
nes, constitución de grupos de electores y electoras y procedimiento 
de escogencia de posición en el instrumento electoral; organismos 
electorales subalternos; representación indígena; totalización, adjudi-
cación y proclamación; así como, testigos en los procesos de inscrip-
ción y actualización de datos del registro electoral, testigo ante organis-
mos electorales subalternos y testigos en las auditorías de un proceso 
electoral y de sus etapas.

El Ministerio del Poder Popular para Ciencia, Tecnología e Industrias 
Intermedias, mediante Resolución57 ordena el inicio del procedimien-

57 Gaceta Oficial N° 39.728 de fecha 04 de agosto del año 2011.



132 Revista de Control Fiscal

p R I M E R A  r O N D A

to de consulta pública a los fines de que sea dictado el Reglamento 
Parcial de la Ley Orgánica de Ciencia, Tecnología e Innovación re-
ferido a los aportes, el financiamiento y su resultado y la ética en la 
investigación tecnológica e innovación. Este mismo Ministerio ordena 
el inicio de un procedimiento de consulta pública, a los fines de que 
sea dictada la Resolución sobre el Registro Nacional de las Empresas 
que prestan los Servicios de Correos. Para ello, se le encomendó al 
Instituto Postal Telegráfico de Venezuela (ipostel) la realización de las 
actividades materiales y técnicas indispensables para el logro de los 
fines previstos en dicha resolución. 

El Ministerio del Poder Popular para el Turismo, mediante Resolución 
publicada en Gaceta Oficial N° 39.813 de fecha 05 de diciembre del 
año 2011, establece las Normas y Especificaciones sobre el Uso del 
Libro de Sugerencias y Reclamos que los Prestadores de Servicios 
Turísticos están obligados a mantener permanentemente dentro de 
sus instalaciones y sucursales a disposición y a la vista de los turistas 
y usuarios turísticos, a fin de que estos puedan consignar las reco-
mendaciones y quejas que deseen formular referentes a la calidad 
de los servicios ofrecidos por estos. El libro tiene como propósito 
recabar las quejas, reclamos e inconformidades que tengan los tu-
ristas en cuanto a la prestación del servicio; a su vez, el operador del 
servicio debe solventar los problemas registrados en el libro por los 
turistas. El libro será fuente de información para que los inspectores, 
acreditados por este Ministerio puedan supervisar la calidad del ser-
vicio, revisando el libro oficial de sugerencias y reclamos llevado por 
los prestadores de servicios turísticos.

La Asamblea Nacional inició el proceso de consulta pública del pro-
yecto de Ley Orgánica de Cultura en el mes de abril del año 2013. La 
Comisión Permanente de Cultura y Recreación aprobó el cronograma 
del denominado Gran Debate Nacional, que servirá para revisar, en-
riquecer, analizar y conocer las tendencias, propuestas y recomen-
daciones de los distintos sectores que participan del quehacer y del 
hecho cultural del país. En esta consulta participaron los trabajadores 
y trabajadoras culturales, fundaciones, asociaciones, universidades, 
grupos artísticos, artesanos y artesanas. La invitación incluyó asimis-
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mo a los educadores y educadoras, creadores y creadoras, artistas, 
gerentes, promotores y promotoras culturales, voceros culturales de 
los consejos comunales y los comités culturales de todo el país.

También se inició el proceso de consulta pública del proyecto de Ley 
de Protección al Artista en junio de 2013. La Comisión Permanente de 
Cultura y Recreación sometió este instrumento legal a consideración 
de los colectivos de artistas en el país en jornadas de parlamentaris-
mo social de calle. 

Igualmente se elevó a consulta pública la Reforma Parcial de la Ley de 
Consejos Locales de Planificación Pública en junio del año 2013. La 
Comisión Permanente del Poder Popular y Medios de Comunicación 
llevó a cabo una jornada de consulta pública de este estos instru-
mentos, en la cual se convocó a más de 120 voceros de los consejos 
comunales de los 14 municipios del estado Carabobo. El objetivo fue 
efectuar el proceso de consulta a la reforma de los artículos 6,7 y 8 de 
dicha Ley, los cuales contemplan su instalación en todos los consejos 
de estos municipios. Correlativamente esta actividad de consulta pú-
blica se llevó a cabo en distintas regiones del país y, posteriormente, 
un equipo técnico se encargó de sistematizar todas las propuestas 
recibidas para después preparar el informe que se presentó para una 
segunda discusión ante la Plenaria en el mes de agosto de 2013. 

Asimismo, se realizó la consulta pública nacional del proyecto de Ley 
Orgánica de Servicio y de los Cuerpos de Bomberas y Bomberos, y 
Administración de Emergencias de Carácter Civil durante julio del año 
2013 en el estado Vargas y en otros estados del país, al igual que se 
culminó la consulta pública de la Reforma de la Ley Orgánica sobre 
el Derecho a la Mujer en una Vida Libre de Violencia en julio de 2013. 
Se realizó la consulta de este instrumento legal en 12 estados del país 
y se trabajó en función de darle legitimidad a la Reforma, para luego 
debatirla en su segunda discusión ante la Plenaria. Del mismo modo, 
después del período parlamentario se realizaron reuniones con la Fis-
calía General de la República, el Tribunal Supremo de Justicia, la 
Defensoría del Pueblo, el Ministerio Público y el Ministerio para el 
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Poder Popular de la Mujer, para que esta Reforma obtenga el con-
senso necesario entre las partes y el poder popular. 

La AN convocó a consulta pública nacional la Ley Orgánica de Or-
denación y Gestión del Territorio en agosto del año 2013. No obs-
tante a que este proyecto fue aprobado en primera discusión en el 
año 2008, la Comisión de Ambiente realizó nueve talleres en el país 
para su posterior discusión ante la Plenaria, con el fin de actualizar 
el instrumento jurídico al momento histórico y político. Tras ello, se 
inició la segunda discusión del articulado en el seno de la Comisión 
en octubre del año 2013. El objetivo es desarrollar el artículo 128 de 
la Constitución Nacional, el cual establece que la ordenación del 
territorio es una estrategia política y debe ser desarrollada a partir 
de una ley orgánica. La nueva propuesta de Ley sustituirá la Ley 
Orgánica de Ordenación del Territorio (1983) y la Ley Orgánica de 
Ordenación Urbanística (1987), instrumentos que tienen un desfase 
significativo y no concuerdan con el planteamiento político, social y 
económico actual.

Por otro lado, la Asamblea Nacional, a través de la Comisión de Fa-
milia, inició la consulta pública para reformar la Ley Orgánica para 
la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes en junio de 2013, y la 
misma concluyó el 30 de enero de 2014. Se tiene previsto presen-
tarla al parlamento para su segunda discusión.  

Así también la AN convocó a consulta pública el proyecto de Ley de 
Educación de los Pueblos Indígenas en septiembre del año 2013. 
La Comisión Permanente de Pueblos Indígenas de la Asamblea Na-
cional informó que esta consulta se continúa realizando en ocho es-
tados del país, donde los ciudadanos de las poblaciones originarias 
tendrán la oportunidad de opinar y aportar ideas a este instrumento 
legal que los beneficia.

En párrafos anteriores se ha citado con detalle el avance alcanzado 
en cuanto al diseño y ejecución de proyectos que desarrollan los 
medios que permiten realizar consultas públicas a la ciudadanía. 
Ahora bien, esos medios citados también le permiten al ciudadano 
realizar consultas públicas en temas relacionados con el desempe-
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ño de las funciones administrativas que tienen una naturaleza distin-
ta a la actividad normativa de la administración. 

En este sentido se debe señalar que el Estado venezolano, a tra-
vés del cnti sigue ejecutando con éxito el Proyecto Alcaldía Digital 
(http://www.alcaldias.gob.ve/portal-alcaldias/portal.html), que con-
siste en la dotación a las alcaldías del país de equipos tecnoló-
gicos y herramientas de productividad libres, contribuyendo a ga-
rantizar la eficiencia de la administración pública en el marco de 
la transformación tecnológica del Estado, a través del uso del soft-
ware libre, para optimizar los procesos administrativos, garantizar la 
transparencia y fortalecer los procesos de democratización social, 
como una iniciativa enmarcada en el proceso de innovación de la 
gestión pública que, apoyado en las tecnologías de información y 
comunicación, promueve, facilita, potencia e incorpora el uso del 
conocimiento como soporte fundamental de la gestión para lograr 
condiciones de gobernabilidad basadas en procesos efectivos de 
rendición de cuentas; gerencia por proyectos; planificación y presu-
puesto participativo y transparencia de la gestión pública. 

El Ministerio del Poder Popular para la Salud dicta la Resolución 
mediante la cual se ordena el inicio del proceso de consulta pública 
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de la Guía para el Diagnóstico, Atención y Manejo Clínico de la En-
fermedad de Chagas en Venezuela, conforme a lo dispuesto con el 
artículo 139 del Decreto N° 6.217 con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
Orgánica de la Administración Pública. Los órganos o entes públi-
cos que en su rol de regulación propongan la adopción de normas 
reglamentarias o en otra jerarquía, deberán someter dichas normas 
a un proceso de consulta pública con los sectores interesados. En 
este sentido, en la citada resolución se fijan parámetros a los fines 
de la sustanciación del procedimiento de consulta pública que ser-
virá para la elaboración de esta Guía. 

La Asamblea Nacional anuncia la instalación de mesas de discusión 
para la reforma de la Ley del Código de Ética del Juez en junio del 
año 2013. El Código tiene por objeto establecer los principios éticos 
que guían la conducta de los jueces y juezas de la República, así 
como su régimen disciplinario, con el fin de garantizar la indepen-
dencia e idoneidad de estos y estas, preservando la confianza de 
las personas en la integridad del Poder Judicial como parte del Sis-
tema de Justicia.  

La AN por medio de la Comisión de Defensa y Seguridad  inicia la 
consulta pública del proyecto de Reforma a la Ley de Conscripción 
y Alistamiento Militar en octubre del año 2013. La reforma prevé un 
conjunto de normas con las que se promueve la actividad de regis-
tro permanente y fomento por parte del Estado, mediante un conjun-
to de iniciativas educativas.

La AN eleva a consulta pública el anteproyecto de Ley de Telesalud, 
en el que se tomó en cuenta la participación del poder popular, pues 
se consideraron y analizaron los aportes, las sugerencias, las obje-
ciones y planteamientos suministrados por los voceros populares 
en el marco normativo. A su vez, esta versión preliminar también 
será enriquecida con la opinión de expertos del Estado, a través 
de los Ministerio del Poder Popular para la Salud y el Ministerio 
del Poder Popular para Ciencia y Tecnología, a fin de avanzar en 
la construcción de un instrumento sólido, con el fin de fortalecer la 
asistencia médica de la población venezolana, a través del uso de 
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la tecnología, apoyándose principalmente en las redes y el satélite 
Simón Bolívar, de manera que pueda llevarse el servicio asistencial 
en zonas alejadas de los desarrollos urbanos en todo el país.

Por otro lado, el Estado venezolano ha diseñado e implementado 
programas para difundir los mecanismos de consulta mediante la 
capacitación, y ha facilitado las herramientas necesarias a la socie-
dad civil, a las organizaciones no gubernamentales, a los funciona-
rios y empleados públicos para utilizar esos mecanismos. En ese 
sentido se realización diversas actividades de capacitación:

La Escuela de Formación Integral de la Asamblea Nacional “Carlos 
Escarrá Malavé” (eficem) dictó dos Talleres de Método Participativo 
de Formación de Leyes, en los meses de mayo y junio del año 2013, 
que contaron con la participación de 110 trabajadoras y trabajado-
res de la AN y miembros voceros y voceras de los consejos comu-
nales. El objetivo del mismo fue capacitar a los participantes para 
ser agentes multiplicadores dentro de los agregados del sistema 
comunal de herramientas, las cuales le permiten al pueblo empode-
rarse del tema legislativo y ser actores fundamentales en el proceso 
de construcción de leyes.

Igualmente, la eficem dictó un ciclo de conferencias denominadas 
Comunidades sobre Conocimientos Colectivos en el mes de agosto 
del año 2013. El objetivo principal fue dar herramientas al soberano 
para que pueda participar en la formación del nuevo ordenamiento 
jurídico en el marco del poder legislador. 

La Asamblea Nacional dictó el Taller sobre Técnica Legislativa al Po-
der Popular en septiembre del año 2013, el cual contó con la par-
ticipación de más de 50 voceros y voceras del Distrito Capital y el 
estado Miranda. El objetivo que persiguen estas reglas o directrices 
técnicas es el de contribuir en la confección de buenas leyes.

Mecanismos para estimular una participación activa en 
la gestión pública 

La República Bolivariana de Venezuela cuenta con mecanismos para 
estimular una participación activa de la sociedad civil y de las organi-
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zaciones no gubernamentales en los procesos de adopción de políti-
cas y decisiones públicas, como parte de los esfuerzos destinados a 
prevenir la corrupción en la gestión pública.

En este sentido, tal como lo señala el artículo 9 de las Normas para 
Fomentar la Participación Ciudadana comentadas anteriormente, los 
ciudadanos de forma individual o colectiva, directamente o por medio 
de sus representantes elegidos, o a través de la comunidad orga-
nizada, podrán presentar ante la Oficina de Atención al Ciudadano 
denuncias, quejas, reclamos, sugerencias o peticiones. Estas Nor-
mas garantizan la participación de la sociedad civil y a fomentar el 
derecho de los ciudadanos a participar en el control sobre la gestión 
pública a través de las oac y de los Órganos de Control Fiscal. En tal 
sentido, estas Oficinas están obligadas a: a) informar a la ciudadanía 
sobre la utilización de los recursos que integran el patrimonio público 
del ente u organismo, b) formar y capacitar a la comunidad en los 
aspectos vinculados con el ejercicio del derecho a la participación 
ciudadana en el control de la gestión pública mediante talleres, foros 
o seminarios, entre otros, c) atender las iniciativas de la comunidad 
vinculadas con el ejercicio de la participación ciudadana en el control 
de la gestión pública.

De conformidad con estas Normas, los órganos de control fiscal de-
ben establecer estrategias para promover el ejercicio del derecho a 
la participación ciudadana en el control fiscal sobre la gestión pública 
en los organismos y entidades sujetos a su ámbito de competencia, 
y a efectos de integrar a los ciudadanos a dicha labor de control pue-
den: a) elaborar programas de formación y adiestramiento, así como 
brindar asesorías en áreas de control fiscal, legal, control interno y de 
evaluación de obras y servicios, entre otros; b) incorporar a funcio-
narios de los órganos de control fiscal a las labores de control que 
lleven a cabo organizaciones sociales; c) incorporar a la ciudadanía 
a las labores de control fiscal a través de convenios que garanticen 
la observancia de los principios de confidencialidad, objetividad, res-
ponsabilidad y reserva; d) divulgar las modificaciones normativas que 
se produzcan en materia de control fiscal, presupuestario y hacen-
dístico, haciendo especial énfasis en aquellas relacionadas con el fi-
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nanciamiento de proyectos de inversión social, rendición de cuentas 
y manejo transparente de recursos públicos; e) fortalecer la cultura 
del ciudadano en la presentación de denuncias relacionadas con la 
administración, manejo o custodia de fondos o bienes públicos; f) 
cooperar con las unidades de contraloría social de los consejos co-
munales en el ejercicio del control social, a fin de verificar que los 
recursos se hayan utilizado correctamente.

En Venezuela el mecanismo por excelencia para alentar a las orga-
nizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en 
la gestión pública son los consejos comunales, definidos por la Ley 
Orgánica de los Consejos Comunales en su artículo 2 como instancias 
de participación, articulación e integración entre las diversas organiza-
ciones comunitarias, grupos sociales y los ciudadanos y ciudadanas, 
que permiten al pueblo organizado ejercer directamente la gestión de 
las políticas públicas, el gobierno comunitario y proyectos orientados a 
responder a las necesidades y aspiraciones de las comunidades en la 
construcción de una sociedad de equidad y justicia social.

Así, atendiendo al mandato constitucional, en la Ley de los Conse-
jos Locales de Planificación Pública, se crea una instancia en la que 
se incorpora a la ciudadanía en los procesos de planificación de las 
políticas y programas municipales. En esta ley se establece como 
principal objetivo “hacer eficaz su intervención en la planificación que 
conjuntamente efectuará con el gobierno municipal respectivo, y el 
concurso de las comunidades organizadas”. 

El Ministerio del Poder Popular para las Comunas y Protección Social 
(actualmente Ministerio del Poder Popular para las Comunas y los 
Movimientos Sociales), tiene dentro de sus competencias definir los 
mecanismos para la participación del sector público y privado en la 
planificación y ejecución de planes y programas relacionados con el 
desarrollo de la economía comunal. En este sentido, servirá de en-
lace entre los entes involucrados y las iniciativas populares cuando 
las circunstancias así lo requieran (http://www.mpcomunas.gob.ve/
contenido.php?id=3), con lo cual se fortalecen los mecanismos que 
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alientan la participación en la gestión pública de las organizaciones 
de la sociedad civil incluidas las organizaciones no gubernamentales. 

Asimismo, este Ministerio, a través del Consejo Presidencial para el 
Poder Popular, lleva un registro de los consejos comunales constitui-
dos en todo el país, por medio de la consignación de los estatutos y 
del Acta Constituyente aprobados por la Asamblea de Ciudadanos. 
Este registro se crea solo a los fines de dar cumplimiento a lo pautado 
en el artículo 57, numeral 2 de la Ley Orgánica de los Consejos Co-
munales, y no con la intención de que pueda constituirse en un factor 
restrictivo que desmotive la participación de la sociedad civil en los 
esfuerzos destinados a prevenir la corrupción; sino que por el con-
trario ese registro se utilice para llevar el control de los recursos asig-
nados a estas organizaciones, a objeto de que financien proyectos 
socioproductivos destinados al desarrollo de las áreas comunitarias. 

La Ley Orgánica del Sistema y Servicio Eléctrico58 tiene por objeto 
regular la prestación del servicio eléctrico en los términos estableci-
dos en el Plan de Desarrollo Económico Social de la Nación, el Plan 
Nacional de Ordenamiento del Territorio y en la política de integración 
energética. En el Capítulo II: De la planificación para la prestación del 
servicio eléctrico, en su artículo 17, la Ley faculta al  Ministerio del 
Poder Popular con competencia en la materia de energía eléctrica 
para promover la participación de los trabajadores y trabajadoras, 
del operador y prestador del servicio, los usuarios, los municipios, las 
organizaciones del poder popular y las demás personas involucradas 
en el sector eléctrico nacional.  El artículo 27 referido a las atribucio-
nes del órgano rector del sistema y el servicio eléctrico nacional, en 
su numeral 29, señala “Propiciar la participación de los trabajadores 
y trabajadoras del operador y prestador del servicio, para la forma-
ción de las políticas y planes del sector eléctrico”; el numeral 30 se-
ñala “Propiciar actividades para la formación y capacitación de los 
usuarios  en materia de energía eléctrica”; y el numeral 31 reafirma el 
proceso de participación de la sociedad civil: “Incentivar la organiza-
ción de los usuarios, capacitarlos y asistirlos a los fines de otorgar la 
habilitación administrativa para ejercer la función inherente a la pres-
tación del servicio eléctrico, en los términos establecidos en la Ley”. 

58 Gaceta Oficial N° 39.573 de fecha 14 de diciembre del año 2010.
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Asimismo el artículo 36, referido a la participación del poder popular 
en el sector eléctrico señala que: 

...El Estado fomentará la participación activa, protagónica y 
corresponsable del Poder Popular en el sector eléctrico, a tra-
vés de los consejos comunales, mesas técnicas de energía, 
cooperativas, instituciones de educación  superior, centros de 
investigación, trabajadores y trabajadoras del operador y pres-
tador del servicio, entre otros.

La Ley Orgánica del Poder Popular59 tiene por objeto desarrollar y 
consolidar el poder popular, generando condiciones objetivas a tra-
vés de los diversos medios de participación y organización estableci-
dos en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela para 
que los ciudadanos y las ciudadanas ejerzan el pleno derecho a la 
soberanía, la democracia participativa, protagónica, corresponsable, 
y la constitución de formas de autogobierno comunitarias y comu-
nales. De hecho, en el artículo 6 sobre el ámbito de aplicación de la 
referida Ley se menciona:

las disposiciones son aplicables a todas las organizaciones, 
expresiones y ámbitos del Poder Popular, ejercidas directa o 
indirectamente por las personas, las comunidades, sectores 
sociales, la sociedad en general  y las situaciones que afecten 
al interés colectivo, acatando el principio de legalidad en la for-
mación, ejecución y control de la gestión pública. 

Y el artículo 7 sobre los fines del Poder Popular señala en su numeral 
6: “establecer las bases que permiten al pueblo organizado el ejerci-
cio de la contraloría social para asegurar que la inversión de los recur-
sos públicos se realice en forma eficiente para el beneficio colectivo”.

La Ley Orgánica de Contraloría Social60 establece las normas, meca-
nismos y condiciones para la promoción, desarrollo y consolidación 
de la contraloría social como medio de participación y de correspon-
sabilidad de los ciudadanos mediante el ejercicio compartido entre el 
Poder Público y el poder popular, tal y como lo establece el objeto de 
esta ley en su primer artículo: 

59 Gaceta Oficial N° 6.011 Extraordinario de fecha 21 de diciembre del año 2010.
60 Ídem
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La presente Ley tiene por objeto desarrollar y fortalecer el Poder 
Popular mediante el establecimiento de normas, mecanismos y 
condiciones para la promoción, desarrollo y consolidación de la 
contraloría social como medio de participación y de correspon-
sabilidad con los ciudadanos ciudadanas y sus organizaciones 
sociales, mediante el ejercicio compartido entre el Poder Públi-
co y el Poder Popular, de las funciones de prevención, vigilan-
cia , supervisión y control de la gestión  pública y comunitaria, 
como de las actividades del sector privado que incidan en los 
intereses colectivos o sociales.

La Reforma de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la Repú-
blica y del Sistema Nacional de Control Fiscal61 profundiza las com-
petencias de participación de las comunidades, y en consonancia 
con  la Convención Interamericana Contra la Corrupción, que pro-
mueve mecanismos para estimular la participación de la sociedad, 
amplió las posibilidades de una mayor y más efectiva participación 
de la ciudadanía, en general, en el ejercicio del control público, ex-
puestas en el artículo 75:

 El Contralor o Contralora General de la República, mediante 
resolución que se publicará en Gaceta Oficial de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela, dictará las normas destinadas a 
fomentar la participación de los ciudadanos y ciudadanas, ha-
ciendo especial énfasis en los siguientes aspectos: 

1) Atender las iniciativas de la comunidad organizada, en el 
marco del proceso de participación ciudadana, en el ejercicio 
de la contraloría social o comunal.

2) Ordenar, dirigir, sistematizar y evaluar las denuncias ciudada-
nas que provengan de las instancias que ejercen la contraloría 
social.

3) Facilitar el seguimiento, vigilancia, supervivencia y control de 
la ejecución de los planes realizados por la Unidad de Contra-
loría Social, de los proyectos comunitarios presentados por los 
consejos comunales o las comunas.

61 Gaceta Oficial N° 6.013 Extraordinario de fecha 23 de diciembre del año 2010.
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4) Establecer estrategias de formación y promoción de la parti-
cipación contralora y ciudadana para coadyuvar a la vigilancia 
de la gestión fiscal.

5) Promover mecanismos de control ciudadano en proyectos 
de alto impacto económico, financiero y social.

6) Promover mecanismos para el fomento y ejecución efectiva 
del control fiscal, con la participación democrática y protagóni-
ca de las unidades de contraloría social que forman parte de los 
consejos comunales o las comunas. 

A su vez esta Reforma adecuó la normativa para garantizar el dere-
cho que tiene la sociedad a través de sus instancias de participar en 
la postulación de candidatos a los cargos de control fiscal, como lo 
menciona el artículo 76: “El Poder Popular, a través de los consejos 
comunales o las comunas, podrá postular candidatos para los ór-
ganos de control fiscal de los entes y organismos señalados en los 
numerales 1 al 11 del artículo 9 de esta Ley”.

La Ley de Reforma Parcial de la Ley Orgánica del Poder Público Mu-
nicipal62 tiene por objeto desarrollar los principios constitucionales 
relativos al Poder Público Municipal, su autonomía, organización y 
funcionamiento, gobierno, administración y control, para el efectivo 
ejercicio de la participación protagónica del pueblo en los asuntos 
propios de la vida local. En este sentido, la República Bolivariana de 
Venezuela, mediante este instrumento legal, estimula el fortalecimien-
to de mecanismos que alientan a las organizaciones de la sociedad 
civil a participar en la gestión pública. 

El artículo 276 establece: 

Los ciudadanos y ciudadanas y sus organizaciones de base, 
los consejos comunales de la parroquia tienen el derecho y el 
deber de: 

1. Participar en la gestión y fiscalización del mantenimiento y 
conservación de espacios públicos y cualesquiera otras instala-
ciones municipales ubicadas en la jurisdicción de la parroquia. 

62 Gaceta Oficial N° 6.015 Extraordinario de fecha 28 de diciembre del año 2010.
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2. Participar en el ejercicio del control social, en la ejecución 
de obras y servicios públicos municipales en sus respectivas 
jurisdicciones. 

3. Impulsar iniciativas legislativas referidas a la vida comunitaria 
y las normas que rigen el espacio municipal 

(…) 

5. Informar a los organismos competentes sobre las deficien-
cias en la prestación de los servicios públicos. 

Por otro lado, la Administración Pública ha venido implementando 
mecanismos para hacer efectiva la participación en cuanto al diseño 
y funcionamiento de programas para difundir y estimular la participa-
ción en la gestión pública, con el objetivo de capacitar y facilitar las 
herramientas necesarias a la sociedad civil, a las organizaciones no 
gubernamentales, así como también a los funcionarios y empleados 
públicos para utilizar estos mecanismos.

La Defensoría del Pueblo cuenta con un programa orientado a articu-
lar el trabajo de la institución con las comunidades organizadas, a fin 
de fortalecer, desde estas instancias de participación e integración, 
la labor de promoción, defensa y vigilancia de los derechos huma-
nos. Desde los Consejos para la Defensa de los Derechos Humanos, 
la Defensoría del Pueblo se articula con las comunidades organiza-
das con el propósito de facilitar el acercamiento y el trabajo cara a 
cara entre el colectivo y las instituciones del Estado, en un esfuerzo 
mancomunado por la implementación de políticas públicas con pers-
pectiva de derechos humanos desde tres aspectos fundamentales: 
diagnóstico, seguimiento y ejecución de la planificación comunitaria. 

A través de este programa se organizan los Consejos para la De-
fensa de los Derechos Humanos, los cuales comienzan a construir, 
junto con la Defensoría del Pueblo, planes  y proyectos con miras a 
resolver los problemas que aquejan al colectivo, como la prestación 
de servicios públicos de calidad, el derecho a la salud, educación, ali-
mentación, integridad personal, vivienda, entre otros. Entre las funcio-
nes específicas que tienen estos Defensores Comunitarios se pueden 
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mencionar las siguientes: diagnosticar con la Defensoría del Pueblo 
las amenazas o vulneraciones de derechos humanos y el correcto 
funcionamiento de los servicios públicos en los diferentes espacios; 
elaborar y ejecutar planes y programas ante las amenazas o vulnera-
ciones de DD.HH.; monitorear los proyectos que en esta materia de 
DD.HH. se elaboran en los diversos espacios, y promover iniciativas 
legislativas que contribuyan a la protección progresiva de los DD.HH.

Por su parte, en el año 2010, en el marco del Programa Haciendo 
Comunidad para los Derechos Humanos, la Defensoría del Pueblo 
desarrolló doscientas dieciséis (216) actividades de capacitación y 
formación, que beneficiaron a cinco mil seiscientas cincuenta y tres 
(5.653) personas, discriminadas de la siguiente manera:

De igual modo, en el marco de la participación ciudadana, la Defen-
soría del Pueblo desarrolló un total de ciento setenta y un (171) activi-
dades de formación y capacitación en derechos humanos desde una 
perspectiva crítica, que beneficiaron a un total de cuatro mil veintio-
cho (4.028) personas, tal como se detalla a continuación:

ACTIVIDAD
CANTIDAD

2010
TALLERES 147
CHARLAS/CONVERSATORIOS 42
CINE-FOROS 26
JORNADAS 01
TOTAL 216
TOTAL DE POBLACIÓN BENEFICIADA 5.653

ACTIVIDAD
CANTIDAD

2010
CURSOS 123
TALLERES 39
CONVERSATORIOS 09
TOTAL 171
TOTAL DE POBLACIÓN BENEFICIADA 4.028
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2012

En el marco del plan de fortalecimiento de las instancias de partici-
pación ciudadana, más de 50 funcionarios de las direcciones secto-
riales de la Dirección General de Control de Estados y Municipios, en 
el mes julio del año 2012, participaron en una mesa de trabajo para 
conocer los lineamientos y políticas de la cgr en materia de participa-
ción ciudadana, rendición de cuentas y contraloría social. Además, 
el grupo recibió orientaciones sobre el registro de las operaciones 
administrativas, económicas y financieras de los consejos comunales 
y sus entes financiadores.

Asimismo, mediante Resolución de la Oficina Nacional de Presupues-
to (onapre) se dictan las Normas Relativas al Registro de las Personas 
Jurídicas Encargadas de Realizar las Auditorías Externas de las Insti-
tuciones del Sector Bancario63. Estas Normas están dirigidas a todas 
las personas jurídicas interesadas en prestar sus servicios de audito-
ría en las instituciones que conforman el sector bancario sometido a 
inspección, supervisión, vigilancia, regulación, control y sanción de la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario. Las mis-
mas comprenden información sobre los requisitos para consignar la 
documentación a los fines de inscripción o renovación en el regis-
tro, condiciones que debe cumplir la sociedad auditora que solicite 
su inscripción y las condiciones mínimas de independencia para el 
ejercicio de sus funciones. También se añaden las infracciones que 
puedan cometer y las sanciones previstas.

Por otro lado, la Resolución64 del Consejo Federal de Gobierno esta-
blece que todas las entidades político-territoriales y las organizacio-
nes de base del poder popular deberán garantizar la instalación de 
vallas que faciliten la identificación de los proyectos de obras aproba-
dos por la Secretaría del Consejo Federal de Gobierno y financiados 
con recursos provenientes del Fondo de Compensación Interterrito-
rial. La resolución describe las características que deben presentar 
las vallas con la información que se requiere, para ser instaladas en 
un sitio visible a fin de garantizar el ejercicio de la contraloría social y 

63 Gaceta Oficial N° 39.686 de fecha 01 de enero del año 2011.
64 Gaceta Oficial N° 39.689 de fecha 06 de junio del año 2011.
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la supervisión de los proyectos por parte del Fondo de Compensa-
ción Interterritorial.

La Resolución del Ministerio del Poder Popular para las Relaciones 
Interiores y Justicia dicta las Normas sobre la Promoción de los Comi-
tés Ciudadanos de Control Policial65. Esta Resolución tiene por objeto 
regular, de forma transitoria y provisional la promoción, organización, 
constitución, atribuciones y funcionamiento de los comités ciudada-
nos de control policial, como instancias populares, transparentes, 
responsables e informadas de participación en el seguimiento del 
desarrollo policial y para el mejoramiento de las prácticas policiales y 
el desarrollo de políticas públicas en la materia.

Una de las atribuciones que le confiere la ley a los comités de ciuda-
danos es: evaluar, hacer control y seguimiento al desempeño policial 
en cuanto a la gestión administrativa, funcional y operativa, así como 
de los procedimientos de los cuerpos de policía con el objeto de ade-
cuarse al marco jurídico, responder a las demandas sociales y alcan-
zar las metas propuestas, de conformidad con las leyes, reglamentos 
y resoluciones.

Igualmente, el Consejo Federal de Gobierno, a través de Resolución 
dicta la Reforma Parcial del Reglamento Orgánico de la Secretaría del 
Consejo Federal de Gobierno y del Fondo de Compensación Inter-
territorial66. El Consejo Federal de Gobierno cuenta con una depen-
dencia llamada Coordinación de Contraloría Social lo que le permite 
integrar a la comunidad en el ejercicio de las funciones de control 
necesarias para el seguimiento del financiamiento de las inversiones 
públicas que realiza el Fondo de Compensación Interterritorial adscri-
to al Consejo Federal de Gobierno, así como su cooperación y com-
plementación en las políticas de las entidades político-territoriales y la 
realización de obras y servicios para las regiones.

Entre las funciones de esta Coordinación tenemos:

•	 Promover y desarrollar la cultura del control social como mecanis-
mo de acción en la vigilancia, supervisión, seguimiento y control 

65 Gaceta Oficial N° 39.710 de fecha 11 de julio del año 2011.
66 Gaceta Oficial N° 39.907 de fecha 23 de abril del año 2012.
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de los asuntos públicos, comunitarios y privados que incidan en 
el bienestar común.

•	 Identificar en cada Estado a los representantes de las entidades po-
lítico-territoriales y organizaciones de base del poder popular para 
crear y articular la red de contraloría social en cada uno de ellos.

•	 Establecer mecanismos efectivos para el seguimiento, vigilancia y 
control de la ejecución de los planes y proyectos aprobados por 
la Secretaría del Consejo Federal de Gobierno.

•	 Promover y ejercer la contraloría social con la participación de las 
organizaciones de base del poder popular y el Poder Público.

•	 Cooperar con los órganos y entes del Poder Público en la función 
de control social, conforme a la legislación y demás instrumentos 
normativos vigentes.

•	 Seguimiento y acompañamiento a las Organizaciones de base del 
poder popular que soliciten apoyo para ejercer la Contraloría Social.

•	 Garantizar a los ciudadanos y ciudadanas obtener oportuna res-
puesta sobre los requerimientos de información y documentación 
relacionados con sus funciones de control en el ejercicio de la 
Contraloría Social.

2013

El Ejecutivo Nacional presentó su informe de gestión del año 2013 en 
el que informó sus logros desde la implementación del gobierno de 
calle. Esta instancia ha aprobado un total de 171.999 millones de bo-
lívares para el beneficio de la comunidad, dirigidos a la construcción 
de autopistas, carreteras, escuelas, obras para las comunidades, en-
tre otros proyectos, que redundan en beneficio de la comunidad y a 
los cuales el soberano les hace seguimiento.

Por medio de la Región Estratégica de Desarrollo Integral (redi) se rea-
lizaron 3.324 actividades propias de estas jornadas de calle, cuyo ob-
jetivo es escuchar a la comunidad, sus críticas, sus interpelaciones, y 
resolver en la medida de sus posibilidades los problemas. Asimismo, 
se contabilizó un total de 3.483.200 personas en las actas de segui-
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miento de las asambleas y reuniones convocadas en el gobierno de 
calle. 

La Oficina de Atención al Ciudadano (oac) de la Contraloría General 
de la República instaló un buzón de sugerencias en febrero de 2014 
con el objetivo de promover la atención eficaz y eficiente de los reque-
rimientos de los servidores públicos del Máximo Organismo Contra-
lor y de los ciudadanos que visiten el edificio sede. El buzón cuenta 
con un formulario que debe ser llenado con datos veraces, exactos, 
completos y actualizados. Una vez procesada la sugerencia, la oac 
comunicará al interesado sobre los posibles resultados mediante una 
llamada telefónica, oficio o un correo electrónico; en todo momento 
se preservará la confidencialidad de la información suministrada por 
quienes hagan uso del buzón de sugerencias. 

La Asamblea Nacional aprobó el Plan de la Patria, Proyecto Nacional 
Simón Bolívar, Segundo Plan Socialista de Desarrollo Económico y 

OP-06.14
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Social de la Nación 2013-2019. Este Plan consiste en la actualización 
del plan estratégico nacional que habrá de guiar las políticas econó-
micas, sociales y culturales del país. 

El objetivo nacional 2.3 de dicho plan establece: “Consolidar y expan-
dir el poder popular y la democracia socialista”, y para cumplirlo de 
manera óptima se formuló el objetivo estratégico  2.3.3.4  que expre-
sa “Promover la organización de las unidades de contraloría social  
de los consejos comunales para garantizar la máxima eficiencia de 
las políticas públicas”. 

Asimismo, el objetivo general 2.4.2, vinculado a la participación ciu-
dadana, señala el deber de  “Fortalecer la contraloría social, para me-
jorar el desempeño de la gestión pública, de las instancias del poder 
popular y las actividades privadas que afecten el interés colectivo”.

Para poder alcanzar este objetivo se concibieron tres objetivos estra-
tégicos que lo acompañan:

2.4.2.1 Ampliar los mecanismos de contraloría social para res-
guardar los intereses colectivos, fomentando la nueva ética re-
volucionaria en el desempeño de las funciones públicas.

2.4.2.2  Multiplicar los mecanismos que permitan al Poder Po-
pular ejercer su capacidad y potestad en la prevención, vigilan-
cia, supervisión y acompañamiento en la gestión de los fondos 
públicos, organismos de la administración pública y en las mis-
mas instancias del Poder Popular.

2.4.2.3 Desarrollar jornadas y procedimientos de interpelación 
popular sobre la gestión de los servidores públicos.

Por otra parte, una de las acciones que contribuirá a la consecución 
de estos objetivos nacionales se establece subsecuentemente en el 
apartado 2.5 a saber “Lograr la irrupción definitiva del Nuevo Estado 
Democrático y Social, de Derecho y Justicia”, y está descrita en el 
numeral 2.5.3.5: “Impulsar mecanismos de control y sanción,  políti-
cos, administrativos y penales, según sea el caso, para los servidores 
públicos que incurran en hechos de corrupción u otras conductas y 
hechos sancionados por las leyes.  
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Entre otras acciones ejecutadas, la Asamblea Nacional sometió a dis-
cusión el Proyecto de Ley de Reforma Parcial de la Ley de los Conse-
jos Locales de Planificación Pública con el fin de dar mayor voz a las 
instancias de las organizaciones sociales, para que en los municipios 
de todo el territorio nacional se pueda discutir de manera articulada 
los planes de desarrollo de cada localidad. Se destaca la integración 
de los Consejos de Planificación Pública, a través de los cuales el 
poder popular tendrá mayor libertad en la toma de decisiones gracias 
a la figura de un consejero o consejera de los consejos comunales de 
cada comuna socialista existente en el municipio. Asimismo, se resal-
ta la representación de la Junta Parroquial Comunal, la cual elegirá de 
su seno un consejero o consejera con su respectivo suplente al Con-
sejo Local de Planificación Pública. De igual manera, se establece un 
artículo que insta a los alcaldes a instalar los Consejos Locales de 
Planificación en un lapso no mayor de 90 días consecutivos al anun-
cio del período de su gestión, en aras de garantizar que los planes de 
inversión para atender a la población respondan a las necesidades 
reales, inquietudes y expectativas de las comunidades organizadas.  

De acuerdo con el Proyecto de Ley de Reforma Parcial de la Ley de 
los Consejos Estadales de Planificación y Coordinación de Políticas 
Públicas, tales consejos tendrán la competencia de atender los re-
querimientos del sistema nacional de planificación a la ley, y discutir, 
aprobar y modificar el plan de desarrollo estadal propuesto por el 
gobernador, de conformidad con el Consejo Legislativo Estadal; eva-
luar el efecto económico y social del gasto público consolidado en 
el Estado, de acuerdo con los planes de desarrollo; dictar su propio 
reglamento de funcionamiento y de debates, entre otras modifica-
ciones. Esa Reforma Legal establece la obligación a los gobernado-
res de cada Estado a instalar el Consejo Estadal de Planificación y 
Coordinación de Políticas Públicas y presentar el Proyecto de Plan de  
Desarrollo Estadal. El incumplimiento de tales obligaciones acarreará 
sanciones administrativas, penales y políticas, conforme al ordena-
miento jurídico vigente. Además, crea la sala técnica como unidad 
de apoyo especializada del consejo estadal de planificación y coor-
dinación de políticas públicas conformada por un equipo con conoci-
mientos, criterios y experiencia en esta área.
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Por otro lado, en cuanto a la realización de actividades de fortaleci-
miento para estimular una participación activa de la gestión pública:

El Tribunal Supremo de Justicia (tsj) realizó cuatro Jornadas Socialis-
tas de Proyectos Comunitarios, con el objetivo de afianzar las relacio-
nes entre el Poder Judicial y las comunidades organizadas que convi-
ven en las adyacencias del Máximo Juzgado del país. Se organizaron 
mesas de trabajo cuya finalidad fue: contribuir con el conocimiento, 
sistematización, organización y apoyo interinstitucional a los distintos 
proyectos que tienen las comunidades vecinas al tsj desde una po-
lítica de apoyo al entorno y, a su vez, promover los temas de justicia 
vinculados al Poder Judicial, como la Justicia de Paz Comunal, la Ju-
risdicción Contencioso Administrativa y la Participación Comunitaria 
en el Juzgamiento de Delitos Menos Graves.

El Registro Nacional de Comunas (rnc), a fin de prevenir que el regis-
tro de las comunidades organizadas y las organizaciones públicas no 
estatales puedan constituirse en un factor restrictivo que desmotive la 
participación de la sociedad civil en los esfuerzos destinados a pre-
venir la corrupción, realizó actividades de fortalecimiento, mediante 
dos Jornadas del Censo Comunal. Del balance de estas jornadas 
resultaron 37.188 consejos comunales, 1.335 comunas, 1.123 salas 
de batalla, así como 22.900 movimientos sociales, para un total de 
62.666 registros. Este rnc se propone como objetivo tener un control 
de manera cuantitativa y cualitativa de las comunas, consejos comu-
nales y movimientos sociales que hacen vida en el país, para trabajar 
de manera organizada a fin de construir un verdadero Estado co-
munal; conocer a quienes integran las comunas; compartir con ellos 
diferentes experiencias y generar un estado superior de organización 
y, a su vez, establecer controles que permitan hacer seguimiento de 
los recursos asignados a las comunidades. 

Por otro lado, en cuanto al diseño y funcionamiento de programas 
para difundir y estimular la participación en la gestión pública, con 
el objetivo de capacitar y facilitar las herramientas necesarias a la 
sociedad civil, a las organizaciones no gubernamentales, así como 
también a los funcionarios y empleados públicos para utilizar estos 
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mecanismos, la Administración Pública ha venido implementando di-
versos mecanismos:

•	 El Ministerio del Poder Popular para la Ciencia, Tecnología e In-
formación emitió la Providencia mediante la cual se dictó el Re-
glamento Interno del Fondo Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación.  El Reglamento Interno en su artículo 20 establece 
la Oficina de Atención Ciudadana, cuyo objetivo es promover la 
participación a través de acciones que permitan proporcionar de 
forma oportuna, adecuada y efectiva, la información requerida por 
los usuarios, organizaciones públicas, privadas y demás interesa-
dos, a fin de orientar su intervención en los procesos y servicios 
del fonacit, así como el examen de los registros y estados finan-
cieros.

•	 El Ministerio Público expuso la amplia experiencia que tiene en 
cuanto a la participación comunitaria en el juzgamiento de los de-
litos menos graves a través de las Fiscalías Municipales, que vie-
nen trabajando desde el año 2008, con el I Encuentro del Sistema 
de Justicia con los Consejos Comunales del Distrito Capital. Se 
profundizó sobre el trabajo de prevención que cumplen las Fis-
calías Municipales y la Dirección de Gestión Social en diferentes 
comunidades y estados del país, a través de talleres, charlas y 
jornadas informativas que se dictan en escuelas, liceos y sedes 
de consejos comunales. En este encuentro estuvieron presentes: 
el Ministerio Público, el tsj, la Defensa Pública y el Ministerio del 
Poder Popular para las Comunas y Movimientos Sociales del Dis-
trito Capital, que trabajan de manera coordinada para garantizar 
el derecho protagónico del pueblo venezolano en la gestión de la 

justicia.  

Mecanismos de participación en el seguimiento de la 
gestión pública

En relación con los mecanismos de participación que permitan a 
la sociedad civil y a las organizaciones no gubernamentales hacer 
seguimiento a la gestión pública, con el fin de lograr los propósitos 
de prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción 
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en esta área, la República Bolivariana de Venezuela, a través de los 
diferentes órganos del Estado, desarrolla programas de difusión so-
bre las formas de cómo participar en la gestión pública, a través de 
campañas de información en los diferentes medios de comunicación 
social, el diseño de metodologías y materiales educativos, la produc-
ción de publicaciones y la organización de espacios de análisis y dis-
cusión como talleres, seminarios, foros, congresos tanto nacionales 
como internacionales, ejecutados por organismos del Estado y las 
instituciones educativas, incluidas las universidades del país. 

Así, la Administración Pública ha implementado mecanismos que 
alientan a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamenta-
les a participar en el seguimiento de la gestión pública.

El Ministerio del Poder Popular para la Comunicación y la Información 
cuenta con el ente adscrito Sistema Nacional de Medios Públicos de 
Venezuela en funcionamiento desde el año 2008. Este Sistema es un 
conglomerado de medios estatales que organiza la gestión de los 
servicios públicos de radio, televisión, rotativos y multimedios. Uno 
de sus objetivos estratégicos es: Promover el desarrollo y la conso-
lidación de los medios alternativos y comunitarios con el objetivo de 
lograr la pluralidad de los medios y de impulsar la participación ciu-
dadana.

La Ley Especial de Timbre Fiscal para el Distrito Capital67 estipula en 
cuanto a la participación de la sociedad civil en el seguimiento de la 
gestión pública, en su artículo 10 referido a la contraloría social que: 

Las comunas, los consejos comunales, las asambleas de ciu-
dadanos y ciudadanas; como mecanismos de corresponsabi-
lidad social, ejercerán el control social sobre la inversión y la 
ejecución de los recursos provenientes de los ramos de timbre 
fiscal de conformidad con la Constitución de la República, la 
presente Ley y las leyes que desarrollen el Poder Popular.

Como ya se mencionó, la Ley de Reforma parcial de la Ley de los Con-
sejos Locales de Planificación Pública68 fue reformada con la intención 

67 Gaceta Oficial N° 39.570 de fecha 09 de diciembre del año 2010.
68 Gaceta Oficial N° 6.017 Extraordinario de fecha 30 de diciembre del año 2010.
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de adaptarla a los cambios introducidos con la aparición del poder 
popular y la relación con sus instancias. Su función principal es la pla-
nificación del Municipio en concordancia con  los lineamientos del Plan 
de Desarrollo Económico y Social de la Nación. Esta instancia está 
constituida por una Sala Técnica que según el artículo 21 numeral 5, 
tiene entre sus funciones: “Ejercer, junto a las contralorías sociales, me-
canismos de supervisión y control de todas las obras que, provenien-
tes del presupuesto de inversión del municipio y de otras provenientes 
de entes descentralizados, se realicen en el municipio”.

Otra de sus competencias es la Formulación del Plan y el Presupues-
to de Inversión Municipal tomando en cuenta las necesidades priori-
tarias determinadas por los consejos comunales, las comunas y los 
movimientos y organizaciones sociales producto del diagnóstico par-
ticipativo. Al Presupuesto de Inversión Municipal se le hará su control, 
seguimiento y evaluación por parte de las comunidades organizadas 
referidas en la Ley, ajustándose al artículo 39 que dice: 

Sin menoscabo de las facultades contraloras y fiscalizadoras 
que le corresponden a la Contraloría Municipal y a la Contra-
loría General de la República, los ciudadanos y ciudadanas y 
los órganos de control de las instancias del Poder Popular, vi-
gilarán,  controlarán y evaluarán la ejecución del presupuesto 
de Inversión Municipal, en los términos establecidos en la Ley 
respectiva.

El Estado venezolano, en aras de una mayor transparencia en la ges-
tión pública69, consideró la necesidad de crear la Oficina Estratégica 
de Inspección, Seguimiento y Evaluación de la Gestión Pública  para: 
“promover y coordinar las actividades de inspección a los órganos 
entes y misiones del estado, y conjuntamente con la contraloría social 
supervisar la gestión que realiza la administración pública, con el fin 
de asesorar o informar oficialmente al ejecutivo nacional”. Entre sus 
funciones  figura también la de tramitar las solicitudes de inspección 
que consignen los ciudadanos cuando se presuma la existencia de 
irregularidades en la ejecución de planes, programas, obras y traba-

69 Gaceta Oficial N° 39.451 de fecha 22 de junio del año 2010.
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jos que se ejecuten en la Administración Central y Descentralizada y 
en organizaciones comunales.

La Ley Orgánica del Sistema Financiero Nacional70, con el propósito 
de contar con el apoyo de la ciudadanía en el seguimiento de la ges-
tión financiera, orienta su actividad con base en la Ley Orgánica del 
Sistema Financiero Nacional, que estimulará: 

la participación de los ciudadanos y ciudadanas en la Supervi-
sión de la gestión financiera y la contraloría social de los inte-
grantes del sistema; protegerá los derechos de sus usuarios y 
usuarias actuales y nuevos; y promoverá la colaboración con 
los sectores de la economía productiva, incluida la popular y 
comunal, dentro de una sana intermediación financiera, trans-
formación productiva e inclusión social. 

El Sistema Financiero Nacional está conformado por instituciones fi-
nancieras públicas, privadas y comunales y por cualquier otra forma 
de organización que opere en el sector bancario, el sector asegura-
dor y el mercado de valores. Incluye asimismo a las personas natura-
les y jurídicas usuarias de las instituciones financieras; cuenta con un 
Órgano Superior del Sistema Financiero Nacional (osfin) el cual tiene 
entre sus competencias, según la Ley: “Dictar normas que permitan 
la creación de mecanismos de participación de usuarias y usuarios 
en el seguimiento de la gestión financiera y contraloría social de las 
instituciones que conforman el Sistema Financiero Nacional”. Se 
constituye un directorio del Órgano Superior del Sistema Financiero 
Nacional para garantizar la independencia de sus miembros quienes 
no podrán “realizar actividades que puedan afectar su independencia 
e imparcialidad  en el ejercicio de sus funciones, producir conflictos 
de intereses o permitir el uso de información privilegiada” (artículo 17, 
Incompatibilidades). 

Igualmente, el Consejo Nacional Electoral inició una campaña de in-
centivo de los valores para la participación democrática. Se trata de 
un proyecto cuyo propósito se centró en elaborar una campaña que 
apoye las alternativas culturales y técnicas a través de los medios de 
comunicación y del contacto directo con los electores, con la inten-
70 Gaceta Oficial N° 39.447 de fecha 16 de junio del año 2010.
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ción de profundizar los valores de la democracia, y de esta manera 
brindar a los actores sociales una mayor participación en el accionar 
democrático del país. A tal efecto, se diseñaron y presentaron ante el 
Consejo Nacional Electoral, en coordinación con la Oficina Nacional 
de Participación Ciudadana, entre otros, los siguientes documentos:

•	 Instructivo de Articulación del Poder Electoral con los Colectivos 
Estudiantiles de educación básica, media y universitaria.

•	 Programa de Articulación entre el Poder Electoral y el Sector Uni-
versitario.

Se convocó asimismo a veintitrés organizaciones con fines políticos 
y grupos de electoras y electores a participar en las auditorías reali-
zadas en las diversas etapas del evento Elecciones Parlamentarias 
2010, y a nueve organizaciones en el evento Elecciones 5 de diciem-
bre de 2010.

Finalmente, la cuarta área temática de evaluación se refiere al análisis 
y compromiso en la implementación del artículo XIV de la Convención 

relacionado con la asistencia y cooperación técnica recíproca:

Asistencia y cooperación

Al respecto, la República Bolivariana de Venezuela señala que en el 
capítulo sexto de la respuesta al cuestionario71 de la Tercera Ronda 
de análisis, relativa a Extradición, artículo XIII de la Convención, Ve-
nezuela respondió, por un lado, que la Convención Interamericana 
Contra la Corrupción forma parte de la base jurídica para las solici-
tudes de extradición, en relación con los delitos que ha tipificado de 
conformidad con la misma, y por el otro, que tiene aplicación directa 
en el ordenamiento jurídico interno, especialmente cuando no exista 
un tratado de extradición con el país solicitante, por lo que los actos 
de corrupción a los que se refiere la Convención ya forman parte de 
los tratados bilaterales de cooperación judicial. 

71 Este cuestionario fue aprobado por el Comité de Expertos del Mecanismo de Seguimiento de la 
Implementación de la Convención Interamericana Contra la Corrupción, en su Decimosexta Reu-
nión, la cual tuvo lugar en la sede de la OEA, en Washington, D.C., Estados Unidos, entre los días 
20 al 26 de marzo del año 2010.
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Igualmente, Venezuela señaló que la institución de la extradición está 
identificada y regulada por el Código Penal (Artículo 6), el Código 
Orgánico Procesal Penal (Libro III, Título VI), tratados internaciona-
les suscritos por la República Bolivariana de Venezuela con distintos 
países de la comunidad internacional y es reconocida conforme a los 
principios de derecho internacional. 

Por tanto, la legislación interna de Venezuela, en materia de extradi-
ción, está en perfecta armonía con las disposiciones de la Conven-
ción, debido a que la misma forma parte del ordenamiento jurídico 
venezolano, mediante Ley Aprobatoria de la Convención Interameri-
cana Contra la Corrupción72. 

En virtud del proceso de modernización del Estado venezolano, ins-
tituciones como el Ministerio Público, el Ministerio del Poder Popu-
lar para las Relaciones Exteriores y el Tribunal Supremo de Justicia, 
trabajan de manera continua y coordinada para ser más eficientes y 
dar respuesta oportuna a las solicitudes que eventualmente pudie-
ran presentarse en materia de asistencia mutua.

Es oportuno recordar lo manifestado en la iii Cumbre de Presidentes 
de Poderes Judiciales de unasur73, en la denominada Declaración de 
Nueva Esparta, en la que se indicó: 

1.- Extradición. Reconocer que en la Región, la institución de 
la extradición es un importante mecanismo de cooperación in-
ternacional en el ámbito penal, con carácter jurídico o políti-
co-jurídico. Reconocer como principios comunes en nuestras  
legislaciones, la no entrega de ciudadanos por delitos políticos 
o conexos; ni en los casos en los que la acción esté prescrita, 
con excepción de aquellos delitos que por su naturaleza y legis-
laciones internas sean imprescriptibles. 

2.- Mecanismos Alternativos de Resolución de Conflictos.- Re-
conocer la necesidad de que exista algún mecanismo alterna-
tivo para la resolución de conflictos que responda a los prin-

72 Gaceta Oficial N° 36.211 de  fecha 22 de mayo del año 1997.
73 Tuvo lugar los días 1, 2, y 3 de octubre del año 2008 en la Isla de Margarita, estado Nueva Espar-
ta, República Bolivariana de Venezuela (http://www.tsj.gov.ve/unasur/unasur.shtml).
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cipios y valores de nuestra región, ponderando los intereses 
comunes de nuestros países. 

3.- Exhortos.- Procurar la simplificación de los trámites de ex-
hortos internacionales y cartas rogatorias, recomendando la 
posibilidad del trámite directo entre los Poderes Judiciales.

4.- Compromiso.- Nos comprometemos a continuar profun-
dizando los puntos en los que pudiera existir diferencias en 
nuestras legislaciones con relación a estas instituciones, a fin 
de formular las recomendaciones correspondientes para alla-
nar las posibles asimetrías y hacer más ágiles y eficientes las 
instituciones de la extradición, el exequátur, exhortos, cartas ro-
gatorias y todo otro instrumento de cooperación internacional. 

5.- Sitio Web.- Crear un sitio Web, como una herramienta tec-
nológica que contribuya al desarrollo de nuestro espacio re-
gional integrado en lo judicial. Para este efecto se ha decidido 
establecer un secretariado que será ejercido por el Tribunal 
Supremo de Justicia del Poder Judicial de la República Boli-
variana de Venezuela, quien administrará inicialmente el sitio. 
Nos comprometemos a suministrar desde cada uno de nues-
tros Estados las normas, jurisprudencias y demás insumos que 
fueren necesarios para el logro de los fines propuestos. Pro-
ponemos a los Jefes de Estado y de Gobierno de unasur, que 
se considere en el temario de sus reuniones: a) la implemen-
tación de mecanismos que simplifiquen y agilicen los trámites 
en extradición y ejecución de sentencias, exequátur, exhortos 
internacionales y cartas rogatorias; b) la creación de un centro 
de conciliación, mediación y arbitraje, que contribuya a la reso-
lución de los conflictos que pudieran suscitarse con ocasión a 
las relaciones de los Estados miembros; y estos y sus respec-
tivos nacionales y los nacionales de otros países. Acordamos 
enviar a la Presidencia pro témpore de unasur la presente de-
claración. Convenimos en la realización de una IV Cumbre de 
Presidentes de los Poderes Judiciales de unasur, a celebrarse 
en el año 2009, en la ciudad de Cartagena de Indias, Repúbli-
ca de Colombia. 
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Siendo así, y bajo la premisa de que la colaboración interinstitucional 
es fundamental para la creación de espacios que tiendan a fortalecer 
los procesos que se emprenden en la lucha contra la corrupción en 
Venezuela, este Comité de Apoyo Técnico se encuentra conformado 
por diversos órganos de la Administración Pública pertenecientes a 
cada uno de los Poderes Públicos del Estado. 

Para contribuir a profundizar la coordinación interna entre los di-
versos organismos responsables de la asistencia jurídica mutua, la 
Contraloría General de la República (cgr) y la Superintendencia Na-
cional de Auditoría Interna (sunai) estrechan lazos para fortalecer el 
Sistema Nacional de Control Fiscal. Con la finalidad de coordinar 
mecanismos para el dimensionamiento de los órganos de control 
fiscal interno, en atención a los lineamientos para la planificación de 
las actuaciones y actividades de la cgr para el año 2012, se trabajó 
sobre la implementación de un registro donde se ubique a los ór-
ganos de control interno y así disponer todos de la misma cifra de 
su dimensión, y por otro lado, instaurar un formato digital para que, 
sobre este, las Unidades de Auditoría Interna realicen sus planes 
de trabajo y faciliten la revisión de los mismos. La sunai y la cgr han 
actuado en conjunto para evitar la duplicidad y los cambios de infor-
mación bruscos que distorsionan el objetivo institucional.

Por su parte, la Contraloría General de la República inició a principios 
del año 2012 una serie de reuniones junto a los responsables de las 
áreas de administración y presupuesto del Tribunal Supremo de Jus-
ticia, la Dirección Ejecutiva de la Magistratura, la Defensoría del Pue-
blo y del Ministerio Público con la intención de intercambiar criterios y 
definir acciones comunes relacionadas con las normas que regulan 
las modificaciones presupuestarias. Esto representa una acción que 
fortalece al Estado venezolano y une los esfuerzos aislados de los 
diferentes organismos para velar por el cumplimiento de las disposi-
ciones legales sobre el manejo adecuado de los recursos públicos, 
en términos de eficiencia y eficacia.

El Ministerio Público por medio de la Dirección Contra la Corrupción, 
particularmente mediante la Coordinación de Asuntos Internaciona-
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les da su aporte en cuanto a lo contemplado en la Convención Inte-
ramericana Contra la Corrupción referido al diseño e implementación 
de un sistema de información que permita a las autoridades realizar 
un seguimiento permanente de las solicitudes de asistencia jurídica 
referidas a actos de corrupción. En ese sentido, el Ministerio Público 
posee un sistema de registro, seguimiento y control de los Exhor-
tos, Cartas Rogatorias y Solicitudes de Asistencia Mutua en Materia 
Penal activas (dirigidas al extranjero) y pasivas (procedentes del ex-
tranjero), elaborado por la Dirección de Tecnología, el cual funciona 
desde el año 2010. En dicho sistema se registran las solicitudes se-
gún la fecha de ingreso, una breve descripción del caso (incluyendo 
información sobre la investigación), el país requerido o requirente 
(según se trate de solicitudes pasivas o activas, respectivamente), el 
estatus en que se encuentra el trámite y el delito.

En materia de delitos de corrupción, existen números consolidados 
de la actividad de los últimos tres años. Así, en el año 2010 se trami-
taron seis (6) Solicitudes de Asistencia, de las cuales 5 fueron activas 
y una (1) pasiva. Los países involucrados fueron Panamá, Curazao, 
Ecuador y los Estados Unidos de América.

Para el año 2011, se tramitó en esta Coordinación un total de once 
(11) solicitudes, de las cuales diez (10) fueron activas y una (1) pa-
siva. Los países involucrados fueron Brasil, Suiza, las Islas Vírge-
nes Británicas, los Estados Unidos de América, Austria, Suecia, Las 
Bahamas, Barbados, Alemania y Colombia. El notable incremento 
de requerimientos enviados al extranjero en este año se debió a las 
investigaciones iniciadas por el Ministerio Público en relación con 
instituciones bancarias y casas de bolsa.

A comienzos del año 2012 se tramitaron cuatro (4) solicitudes en 
materia de corrupción, de las cuales (3) son activas y una (1) pasiva. 
Los países involucrados son Aruba, Curazao, México y Colombia.

Como una actividad de fortalecimiento, el Tribunal Supremo de Justi-
cia activó el plan para optimizar el Sistema de Justicia. La presiden-
cia, la vicepresidenta del tsj y la presidencia de la Sala de Casación 
Penal sostuvieron en el año 2013 una reunión con la Fiscal General 
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de la República y el Defensor Público General, en el marco del Plan 
Patria Segura. Como resultado de los encuentros previos que han 
venido sosteniendo, las autoridades acordaron diseñar este plan di-
rigido a resolver algunas dificultades detectadas. El plan contempla 
la implementación de una agenda única, en la que tanto jueces, fis-
cales y defensores puedan establecer los horarios para las audien-
cias y demás actos procesales.  

Asimismo, el tsj adoptó e implementó el uso de herramientas tec-
nológicas, tal como el Módulo de información estadística, financiera 
y cálculos solicitados por el Poder Judicial. El tsj inició los trámites 
para la firma del Convenio Interinstitucional con el Banco Central de 
Venezuela, organismo que presentó en el año 2013 el mencionado 
Módulo, a los fines de minimizar los tiempos de respuesta por el ente 
financiero ante las solicitudes hechas por el Máximo Tribunal del país 
y los juzgados nacionales. 

Dentro de las informaciones más solicitadas están: cálculos de co-
rrección monetaria, tasas de interés, índices de precios, tipos de 
cambio, intereses devengados por las obligaciones derivadas de las 
relaciones de trabajo y conversión de monedas, las cuales coadyu-
van en la celeridad procesal, una de las puntas de lanza de la actual 
gestión del Poder Judicial. Todo ello permitirá además a las juezas 
y jueces obtener de manera fidedigna la información estadística y 
económica requerida.

Este logro es el resultado de un trabajo mancomunado de ambos 
organismos. Así pues, se logró la incorporación de datos como la 
generación de trazas de auditoría, número del tribunal de la causa 
específica a consultar, número de expediente, nombre del juez o jue-
za y las firmas digitales de los responsables de las áreas del banco.

En cuanto a los esfuerzos de la República Bolivariana de Venezuela 
de intercambiar cooperación técnica con otros Estados Partes y so-
bre las formas y medios más efectivos para prevenir, detectar, inves-
tigar y sancionar los actos de corrupción, se menciona la participa-
ción en la Cuadragésima Reunión de Ministros de Interior y Justicia y 
autoridades centrales del Mercado Común del Sur (mercosur), en el 
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año 2013, en la que el Tribunal Supremo de Justicia (tsj), en el marco 
de la presidencia pro témpore de Venezuela en dicho organismo in-
ternacional, en la reunión que se realizó en Caracas, discutió temas 
tales como: bienes decomisados, cooperación jurídica internacional, 
grupo de información y comunicación, y otros creados por la Comi-
sión Técnica de Justicia para avanzar en los procesos de integración 
de Venezuela con el mercosur. 

La Fiscalía General de la República, en la XVI Reunión Especializada 
de Ministerios Públicos del mercosur, propuso establecer un meca-
nismo jurídico para combatir los delitos de delincuencia organizada 
transnacional, a través del intercambio de información útil entre los 
países integrantes esta Organización internacional74. 

Recomendaciones de carácter general

El Comité de Expertos señala que la República Bolivariana de Vene-
zuela debe diseñar e implementar, cuando corresponda, programas 
de capacitación de los servidores públicos responsables de la apli-
cación de los sistemas, normas, medidas y mecanismos, con el ob-
jeto de garantizar su adecuado conocimiento, manejo y aplicación.

En cuanto a ello, el Consejo Nacional Electoral creó la Fundación de 
Institutos de Ciencias Electoral (fice), según Resolución N° 060405-
218 de fecha 05 de abril del año 2006, publicada en Gaceta Electoral 
N° 307 de fecha 16 de mayo del año 2006, con el objeto, entre otros, 
de promocionar estudios y capacitación en materia electoral y afines 
a funcionarios electorales, así como el desarrollo de programas diri-
gidos a la capacitación y profesionalización del personal del Consejo 
Nacional Electoral.

Las Normas para Fomentar la Participación Ciudadana en su artículo 
14, numeral 4 señalan como obligación de las máximas autoridades 
de las que dependen las Oficinas de Atención al Ciudadano: “Formar 
y capacitar al personal de las Oficinas de Atención Ciudadana para 
mantenerlo actualizado en las materias propias de su competencia”. 
En lo particular, la Contraloría General de la República capacitó en el 

74 Tuvo lugar los días 23, 24 y 25 de octubre del año 2013 en la Isla de Margarita, estado Nueva 
Esparta. República Bolivariana de Venezuela.
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año 2008 a 1.180 ciudadanos y funcionarios públicos en materia de 
integración del control fiscal con el control social, en la lucha contra 
la corrupción, en las siguientes entidades federales: 200 en Caracas, 
600 en Aragua, 150 en Portuguesa, 100 en Monagas, 50 en Apure, 
50 en Carabobo y 30 en Barinas.

El Tribunal Supremo de Justicia implementó el Programa de Forma-
ción Inicial (pfi), este programa es una propuesta académica que 
constituye el proceso de formación integral ante la necesidad de 
complementar el nivel académico de los profesionales que aspiran a 
ingresar al Poder Judicial, capacitándolos en temas vinculados con 
la administración de justicia, y especialmente con los conocimientos, 
destrezas, habilidades y criterios básicos necesarios para desempe-
ñar sus funciones, así como fortalecer los principios que conforman 
la actividad jurisdiccional.

Los objetivos generales que persigue este programa son: contribuir 
a la formación de jueces capaces de producir y desarrollar cambios 
en los procesos de administración de justicia, de acuerdo con las 
exigencias planteadas por nuestra sociedad, con la aplicación de 
herramientas jurídicas, de investigación y tecnológicas; propiciar una 
visión integradora del rol del juez dentro del modelo organizacional 
judicial al que aspira el sistema de justicia por medio del pfi y, por 
último, fomentar en los aspirantes a jueces actitudes éticas, valores 
morales y sensibilidad a través del ejercicio de criterios y habilidades 
necesarias para evaluar la significación de la norma legal y el impac-
to social de sus decisiones.

Del mismo modo, mediante el Acuerdo de la Sala Plena de fecha 6 
de julio del año 2005, se dictan las Normas de Evaluación y Concur-
so de Oposición para el Ingreso y Ascenso a la Carrera Judicial, y 
establece que la Escuela Nacional de la Magistratura publicará me-
diante avisos en dos diarios de mayor circulación nacional y en la 
página web del tsj todo lo relativo a la información y actividades 
relacionadas con este programa, tales como, recepción de creden-
ciales, preinscripción, lista de admitidos, etc.
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Por su parte, la Contraloría General de la República, a través del Ins-
tituto de Altos Estudios de Control Fiscal y Auditoría de Estado, Fun-
dación “Gumersindo Torres” (cofae), incluyó en su programación los 
cursos de Creación y Funcionamiento de las Oficinas de Atención al 
Ciudadano, La Participación Ciudadana como Mecanismo de Control 
de Gestión Pública y Excelencia en la Atención y Servicio al Ciudada-
no, dirigidos a funcionarios públicos o profesionales involucrados en 
actividades relacionadas con la participación ciudadana, específica-
mente quienes desempeñen funciones de atención a los ciudada-
nos; así como a los directores, gerentes, supervisores, funcionarios 
y demás profesionales que intervengan en el proceso de servicio a 
los ciudadanos y que estén interesados en elevar los estándares de 
calidad del servicio.

Por otro lado, la República Bolivariana de Venezuela, en pro de 
coadyuvar a difundir y capacitar a los funcionarios públicos y auto-
ridades competentes en el conocimiento y aplicación de las dispo-
siciones de la Convención en asistencia recíproca para la investiga-
ción o juzgamiento de actos de corrupción, diseñó un proyecto de 
capacitación a distancia sobre la Convención Interamericana Contra 
la Corrupción y sus aspectos más importantes. El Proyecto está titu-
lado Curso de Capacitación a distancia sobre la Convención Intera-
mericana Contra la Corrupción, como instrumento jurídico internacio-
nal de lucha Contra la corrupción, y fue presentado por la ciudadana 
contralora Dra. Adelina González en el pleno de la Décima Quinta 
Reunión del Comité que se realizó en el mes de septiembre del año 
2009, a objeto de que el referido Comité adopte la iniciativa en el 
marco de lo establecido en la Resolución AG/RES.2516 (XXXIX-0/09) 
aprobada en la Cuarta Sesión plenaria en junio de 2009, de la Asam-
blea General de la oea.

En virtud de que el programa está diseñado para ser ejecutado me-
diante la modalidad de E-learning, bajo la tutoría de los Expertos del 
mesicic en los Estados Partes, la Convención Interamericana Contra 
la Corrupción requiere del apoyo de la oea, y a partir de este progra-
ma pretende incentivar la formación de una Red de Seguimiento de 
la Implementación de la Convención dentro de cada Estado Parte, 
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que permita compartir experiencias y promover acciones conjuntas 
enfocadas tanto en el ámbito interno como en el ámbito internacio-
nal. En el año 2010 se llevó a cabo la realización del curso virtual: 
Capacitación E-Learning sobre la Convención Interamericana Contra 
la Corrupción.

Durante el año 2012, el Comité de Apoyo Técnico (cat) del mesicic 
continuó con su labor correspondiente a dar respuesta al Cuestio-
nario de la Cuarta Ronda relacionado con el análisis integral de los 
“Órganos de control superior, con el fin de desarrollar mecanismos 
modernos para prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas 
corruptas”, a través del suministro de información de acuerdo con 
el cronograma de trabajo sobre el cumplimiento y seguimiento de 
las recomendaciones formuladas en la primera, segunda y tercera 
ronda de análisis por el Comité de Expertos. El Comité también par-
ticipó en el análisis del informe preliminar de El Salvador, país que 
Venezuela evalúa para la Cuarta Ronda.

Como parte de las actividades de fortalecimiento, la Superintenden-
cia de Bancos (sudeban) pasó a integrar el Comité de Apoyo Técnico, 
que por su experiencia apoyará las labores de la Convención relacio-
nadas, entre otras, con el área de legitimación de capitales.

Para el año 2013, el cat consignó la información necesaria corres-
pondiente a las recomendaciones de la primera, segunda y tercera 
rondas de análisis y su cumplimiento, para el informe de Avance y 
Progreso de Venezuela, y se difundió entre los miembros la Ley Mo-
delo sobre la Declaración de Intereses, Ingresos Activos y Pasivos 
de quienes desempeñan Funciones Públicas y la Ley Modelo para 
Facilitar e Incentivar la Denuncia de Actos de Corrupción y Prote-
ger a sus Denunciantes y Testigos, con el propósito de promoverlas 
para su aprovechamiento. A su vez, el cat realizó la revisión y los 
comentarios al cuestionario respondido por Ecuador, país analizado 
por Venezuela aprovechando sus aportes para la visita in situ en el 
marco de la Cuarta Ronda de Análisis. Se remitió a los integrantes 
del cat seleccionados como órganos de control para ser evaluados, 
una lista de Buenas Prácticas en la región para orientarlos en las 
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potenciales experiencias que puedan ofrecer a la visita in situ de los 
Estados Haití y Perú que examinarán a Venezuela.

Resumen

De acuerdo con el Documento de Buenos Aires y el Reglamento y 
Normas de Procedimiento del Comité de Expertos del Mecanismo de 
Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana 
contra la Corrupción, se celebró la Séptima Reunión del Comité de 
Expertos del mesicic en la sede de la oea, en la ciudad de Washington 
D.C., Estados Unidos, entre los días 7 y 12 de marzo del año 2005, y 
en donde se dio por culminada la Primera Ronda de Análisis.

Del análisis de las disposiciones seleccionadas de la Convención y con-
sideradas en esta Primera Ronda se pueden destacar las siguientes:

Las relacionadas con los conflictos de intereses y el sistema de ética 
pública, en donde Venezuela ha venido incorporando y adaptando la 

OP-06.14
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Convención a su legislación en diversos instrumentos legales y sub-
legales (regímenes estatutarios dictados por entes y organismos dota-
dos por la Ley de autonomía organizativa y funcional), lo recomendado 
por el mesicic, referente a las normas para prevenir conflictos de intere-
ses e instalación de un sistema de ética pública.

En cuanto al tema de asegurar la preservación y el uso adecuado de 
los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño 
de sus funciones, en lo referente a ajustar nuestra legislación vigente 
en especial el Código Penal a lo dispuesto en el artículo 271 de la 
Constitución de la República que establece la imprescriptibilidad de 
los delitos contra el patrimonio público, la República de Bolivariana 
de Venezuela señaló que es de aplicación preferente en virtud de la 
supremacía constitucional y, por tanto, son de aplicación inmedia-
ta todas las disposiciones que la misma Constitución no remita a 
ser desarrolladas en leyes especiales. Este criterio ha sido ratificado 
en sentencia número 00-1712 de la Sala Constitucional del Tribu-
nal Supremo de Justicia. Asimismo, el Tribunal Supremo de Justicia 
en su Ley Orgánica dispone en su artículo 95 la improcedencia de 
la perención de la instancia en los procesos cuyas pretensiones se 
encuentren dirigidas a sancionar, entre otros, delitos contra el patri-
monio público. 

Del mismo modo y con el fin de cumplir la recomendación realizada 
por el comité, se han ido promulgando una serie de leyes que bus-
can, entre otras cosas, asegurar la preservación y el uso adecuado 
de  los recursos asignados a los funcionarios públicos.

Para complementar, es necesario diseñar e implementar mecanis-
mos para difundir y capacitar a todos los servidores públicos sobre 
las normas de conducta y para responder las consultas de los mis-
mos al respecto, así como proporcionar capacitación y actualización 
periódica en relación con dichas normas.

En ese sentido los órganos del Estado venezolano han implementa-
do una serie de cursos orientados a capacitar a los funcionarios en 
relación con las normas de conducta expresadas tanto en el Estatuto 
de la Función Pública, como en la Ley Contra la Corrupción, también 
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los señalados en sus normativas internas como los códigos de con-
ductas, en este sentido se incluyen temas de conflictos de intereses, 
ética, responsabilidad de los funcionarios públicos, administración, 
manejo y custodia de recursos, plasmados en distintas normativas y 
procedimientos. Para ello, en los Informes de Avance que Venezue-
la presenta en las reuniones del mesicic se demuestra cómo se han 
ido incrementando los cursos de capacitación que se imparten en 
cada una de las instituciones del Estado y a su vez se actualizan las 
materias a medida que las normas cambian y se fomenta la crea-
ción de unidades educativas dentro de las instituciones que permi-
tan asegurar una capacitación tanto del funcionario interno como de 
funcionarios externos pertenecientes a los demás poderes públicos, 
incluyendo la formación en participación ciudadana.

En relación con las medidas y sistemas que exijan a los funcionarios 
públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de 
corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento, es 
preciso reiterar que en Venezuela se aplican normas generales exis-
tentes en el ordenamiento jurídico, las cuales son obligatorias para 
todos los funcionarios, sin distinción de la rama del Poder Público, 
órgano o ente del Estado para la cual presten sus servicios. Estas 
normas de conducta establecen medidas y sistemas que exigen a 
los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes 
sobre los actos de corrupción en la función pública de la que tengan 
conocimiento. Cabe destacar entre otros, el Código de Ética de las 
Servidoras y los Servidores Públicos publicado por el Consejo Mo-
ral Republicano en el ejercicio de las atribuciones que le confieren 
los artículos 5 y 10, numerales 1 y 4 de la Ley Orgánica del Poder 
Ciudadano y la Disposición Transitoria Única de la Ley contra la Co-
rrupción. Este Código señala en su artículo 7 sobre la “Obligación de 
Denunciar” lo siguiente: 

Las servidoras y servidores públicos deben denunciar ante el 
Poder Ciudadano, su superior jerárquico o ante los órganos 
de control fiscal competentes, aquellos actos de los tuvieren 
conocimiento con motivo o en ocasión del ejercicio de sus 



170 Revista de Control Fiscal

p R I M E R A  r O N D A

funciones que pudieran atentar, amenazar o lesionar la ética 
pública y la moral administrativa.

En lo referente al sistema para la declaración de ingresos, activos y 
pasivos, la República Bolivariana de Venezuela, a través de la Con-
traloría General de la República, creó un registro de ciudadanos 
obligados a declarar y puso en marcha el Sistema de Declaración 
Jurada de Patrimonio en Línea, siendo el mismo de obligatorio cum-
plimiento para todos aquellos funcionarios que forman parte de la 
Administración Pública Nacional, así como implementó el Sistema 
de Registro de Órganos y Entes del Sector Público (sisroe).

En cuanto a los Órganos de Control Superior, la Contraloría General 
de la República, como órgano rector del Sistema Nacional de Control 
Fiscal, constantemente realiza evaluaciones, diagnósticos y desa-
rrolla actividades conjuntas con los demás integrantes del Sistema, 
a objeto de verificar su adecuado funcionamiento, unificar criterios 
y hacer un uso eficiente de los recursos asignados a los órganos 
de control fiscal. De las evaluaciones practicadas en el marco del 
artículo 34 de la Ley Organica de la Contraloría General de la Repú-
blica  y del Sistema Nacional de Control Fiscal, la cgr ha intervenido 
contralorías estadales, municipales y unidades de auditoría interna y 
ha revocado el concurso público convocado para la designación del 
titular del órgano de control interno de dichos entes.

Respecto a los mecanismos para estimular la participación de la 
sociedad civil y de las organizaciones no gubernamentales en los 
esfuerzos destinados a prevenir la corrupción, el acceso a la infor-
mación pública, los mecanismos de consulta, los mecanismos para 
estimular una participación activa en la gestión pública, y los me-
canismos de participación en el seguimiento de la gestión pública, 
la República Bolivariana de Venezuela ratifica que en Venezuela por 
mandato constitucional todos los ciudadanos y ciudadanas tienen 
el derecho de participar libremente en los asuntos públicos, direc-
tamente o por medio de sus representantes elegidos o elegidas (ar-
tículo 62 crbv), en virtud del cual, se ha desarrollado en el país, una 
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amplia estructura legal que garantiza el cumplimiento de lo estable-
cido constitucionalmente. 

En la República Bolivariana de Venezuela, la participación de las or-
ganizaciones no gubernamentales en actividades relacionadas con 
el control de la gestión pública está garantizado constitucional, legal 
y jurisprudencialmente, pues, además de ello, la Constitución señala 
que la participación del pueblo en la formación, ejecución y control 
de la gestión pública es el medio necesario para lograr el protagonis-
mo que garantice su completo desarrollo, tanto individual como co-
lectivo, siendo obligación del Estado y deber de la sociedad facilitar 
la generación de las condiciones más favorables para su práctica.

Este principio constitucional ha sido desarrollado en innumerables 
instrumentos legales. No obstante, la participación de las organiza-
ciones no gubernamentales en actividades relacionadas con el con-
trol de la gestión pública del país está reservada a las organizacio-
nes de la sociedad civil de carácter nacional. Ello con fundamento 
en la jurisprudencia emanada del Tribunal Supremo de Justicia de 
la República Bolivariana de Venezuela, según sentencia de la Sala 
Constitucional de fecha 30-06-2000; Expediente Nº 00-1728, que 
otorga este tipo de atribuciones exclusivamente a los venezolanos, 
de acuerdo con los principios de la Carta de la Organización de Es-
tados Americanos, en el marco del respeto a la soberanía y al orden 
jurídico de los Estados, y a la no-intervención e igualdad jurídica de 
los mismos.

En relación con la asistencia y cooperación, la República Bolivaria-
na de Venezuela señala que la Convención Interamericana contra 
la Corrupción forma parte de la base jurídica para las solicitudes 
de extradición, sobre los delitos que ha tipificado de conformidad 
con la misma, y en el ordenamiento jurídico interno venezolano, es-
pecialmente cuando no exista un tratado de extradición con el país 
solicitante, por lo que los actos de corrupción a los que se refiere la 
Convención ya forman parte de los tratados bilaterales de coopera-
ción judicial. Igualmente, en Venezuela la institución de la extradición 
es reconocida y regulada por el Código Penal (artículo 6), Código 



172 Revista de Control Fiscal

p R I M E R A  r O N D A

Orgánico Procesal Penal (Libro III, Título VI) y tratados internaciona-
les suscritos por la República con distintos países de la comunidad 
internacional, además de ser una institución reconocida conforme a 
los principios de derecho internacional.

Finalmente, es necesario destacar que la Convención Interamerica-
na contra la Corrupción forma parte del ordenamiento jurídico vene-
zolano, por cuanto la misma se promulgó mediante Ley Aprobatoria 
de la Convención Interamericana contra la Corrupción, publicada en 
la Gaceta Oficial N° 36.211 del 22 de mayo de 1997. 
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El Documento de Buenos Aires y el Reglamento y las Normas de 
Procedimientos del Comité de Expertos del mesicic disponen que el 
Comité deberá adoptar el cuestionario sobre las disposiciones selec-
cionadas para ser analizadas en cada ronda. Por tanto, en la Décima, 
realizada en diciembre del año 2006, en la sede de la oea (Washing-
ton D.C.), se decidió el inicio de la Segunda Ronda de Análisis y en 
donde se analizará la implementación por los Estados Partes de las 
siguientes disposiciones de la Convención: Artículo iii, párrafos 5 y 8; 
y Artículo vi.

Para el análisis de las disposiciones seleccionadas de la Convención 
para ser consideradas en la segunda ronda, se tendrá en cuenta la 
siguiente división en áreas temáticas, así como las consideraciones 
que se formulan en relación con algunas de las disposiciones esco-
gidas referidas a:

7.	 Sistemas para la contratación de funcionarios públicos y para la 
adquisición de bienes y servicios por parte del Estado (artículo iii, 
párrafo 5 de la Convención). La primera disposición seleccionada 
por el Comité para el análisis de su implementación por los Es-
tados Partes establece la aplicabilidad de medidas destinadas a 
crear, mantener y fortalecer: a) Sistemas para la contratación de 
funcionarios públicos, y b) Sistemas para la adquisición de bienes 
y servicios por parte del Estado que aseguren la publicidad, equi-
dad y eficiencia de estos sistemas.

8.	 Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos 
particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción (ar-
tículo iii, párrafo 8 de la Convención). La segunda disposición se-
leccionada por el Comité para el análisis de su implementación 
por los Estados Partes establece la aplicabilidad de medidas des-
tinadas a crear, mantener y fortalecer: Sistemas para proteger a 
los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denun-
cien de buena fe actos de corrupción, incluyendo la protección de 
su identidad, de conformidad con su Constitución y los principios 
fundamentales de su ordenamiento jurídico interno.



Revista de Control Fiscal 175

9.	 Actos de corrupción (artículo vi de la Convención). La tercera dis-
posición seleccionada por el Comité para el análisis de su imple-
mentación por los Estados Partes establece la aplicabilidad de los 
preceptos de la Convención a la tipificación de actos de corrup-
ción previstos en el artículo VI de la Convención, y a la aplicación 
de la Convención a otros actos de corrupción no contemplados en 
la misma, en virtud de lo previsto en su artículo vi.

Sistemas para la contratación de funcionarios públicos 

Al respecto, la República Bolivariana de Venezuela señala que aun 
cuando el artículo 19 de la Ley del Estatuto de la Función Pública 
(LEFP) define como funcionarios de carrera a quienes habiendo ga-
nado el concurso público, superado el período de prueba y en virtud 
de nombramiento, presten servicios remunerados y con carácter per-
manente, la reglamentación aplicable para el subsistema de contra-
tación de personal de la Función Pública que define los parámetros 
y lineamientos sobre cómo se conducirán dichos concursos corres-
ponde al Reglamento General de la Derogada Ley de la Carrera Ad-
ministrativa, que se ha estado utilizando con carácter supletorio. 

Por consiguiente, a pesar de que a la fecha no se ha promulgado un 
nuevo reglamento, las pautas, lineamientos y procesos del subsis-
tema de contratación de funcionarios públicos, basado en el méri-
to, así como el desarrollo de los principios de publicidad, equidad y 
eficiencia previstos en la Convención, contenidos en el Reglamento 
General de la Derogada Ley de la Carrera Administrativa, se seguirá 
usando con carácter supletorio, para garantizar el cumplimiento de lo 
sugerido por el Comité.

En cuanto al desarrollo de los planes sobre el personal a ejecutar por 
los órganos y entes de la Administración Pública Nacional, tal como 
lo establece el artículo 8 de la LEFP, la República Bolivariana de Ve-
nezuela estableció un Sistema de Clasificación de Cargos que rige la 
Carrera Funcionarial, mediante el Decreto N° 6.050, con el cual se fa-
cilita no solamente todo lo que supone el desarrollo de los empleados 
públicos, sino que se da el primer paso en la dirección de avanzar 
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hacia la homologación de las remuneraciones en la administración 
pública.

Asimismo, la Administración Pública ha venido incorporando a la le-
gislación venezolana nuevas normativas para fortalecer los sistemas 
para la contratación de los funcionarios públicos, a saber:

•	 Ley de Reforma Parcial de la Ley Orgánica de Telecomunicacio-
nes75. Esta Ley estatuye en su articulado mecanismos para la con-
tratación de los funcionarios y funcionarias de la Comisión Nacional 
de Telecomunicaciones. Es así como en su artículo 45 expresa: 

Los funcionarios y funcionarias de la Comisión Nacional de Te-
lecomunicaciones se regirán por la Ley de Carrera Administrati-
va [sic] salvo por las disposiciones especiales que el Ejecutivo 
Nacional decida sobre el reclutamiento, la selección, el ingreso, 
el desarrollo, la evaluación de cargos, las escalas de remunera-
ciones y el egreso. Las materias enumeradas son de orden pú-
blico y en consecuencia no pueden renunciarse ni relajarse por 
convenios individuales o colectivos, ni por actos de la autoridad 
de la Comisión Nacional de Telecomunicaciones.

Seguidamente el artículo 46 señala:

No podrán contratar o negociar con terceros, ni por sí ni por 
interpuesta persona, ni en representación de otro, en todo 
aquello que sea objeto de regulación por la Comisión Nacional 
de Telecomunicaciones, el Director o Directora General ni los 
miembros del Consejo Directivo o sus suplentes.

•	 El Ministerio del Poder Popular para las Relaciones Interiores y 
Justicia, dicta las Normas para el Ingreso a los Cargos de la Ca-
rrera Policial en los Cuerpos de Policía76. Estas Normas tienen por 
objeto regular los procesos de ingreso a la carrera policial en el 
Cuerpo de Policía Nacional Bolivariana y demás cuerpos de poli-
cías estadales y municipales, de conformidad con lo establecido 
en los artículos 26, 27 y 28 de la Ley del Estatuto de la Función 
Policial. Una de las finalidades de esta norma es garantizar que 

75 Gaceta Oficial N° 6.015 Extraordinario de fecha 28 de diciembre del año 2010.
76 Gaceta Oficial N° 39.710 de fecha 11 de julio del año 2011.
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los procesos de ingreso de los y las aspirantes a los cuerpos de 
policía sean imparciales, transparentes y fundamentados en la 
metodología uniforme que permita determinar objetivamente sus 
habilidades, destrezas, competencias, condiciones físicas y men-
tales, y solvencia moral para el desempeño de la función policial.

•	 El Ministerio del Poder Popular de Planificación y Finanzas, dicta 
las Normas que permiten determinar el cumplimiento de los Re-
quisitos de Calidad Moral y Ética exigidos para el ejercicio de la 
Actividad Bancaria77. Estas Normas tienen por objeto fijar los cri-
terios generales y requisitos de información que permitan deter-
minar la calidad moral y ética exigidos a las personas designadas 
para ocupar los cargos de directores, presidentes, vicepresidentes, 
representantes legales, de administración o de dirección, conse-
jeros, asesores, consultores, auditores internos y externos, comi-
sarios, factores mercantiles, representantes judiciales, defensor del 
cliente, usuario bancario y sus suplentes, de ser el caso, gerentes 
de áreas, secretarios de la junta directiva o cargos similares y sus 
suplentes, de ser el caso, en las instituciones bancarias. Las nor-
mas señalan las instituciones sujetas a esta resolución y abarcan 
no solo a los nuevos nombramientos sino también a las ratifica-
ciones. La Superintendencia es el ente que evaluará los recaudos 
remitidos por las instituciones para el pronunciamiento de la vali-
dez de los requisitos.

•	 La Contraloría General de la República dicta el Reglamento para 
el Registro, Calificación, Selección y Contratación de Auditores, 
Consultores y Profesionales Independientes en Materia de Con-
trol78. Este Reglamento contempla los requisitos que deben cum-
plir los auditores, profesionales independientes y las firmas de 
auditores para calificar como tales en el Registro, así como los 
recaudos exigidos para solicitar su inscripción. Una vez formaliza-
do este proceso la Contraloría General de la República acordará o 
negará la petición. En caso afirmativo, el certificado de inscripción 
y calificación tendrá una vigencia de tres años, renovable a solici-
tud de la parte interesada.

77 Gaceta Oficial N° 39.714 de fecha 15 de julio del año 2011.
78 Gaceta Oficial N° 39.729 de fecha 05 de agosto del año 2011.
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La normativa contiene disposiciones relativas a la suspensión y ex-
clusión del Registro, la obligación de los organismos de control de 
contratar a quienes estén inscritos en el Registro, así como los cri-
terios para la selección de estos profesionales, las condiciones y las 
prohibiciones de contratar, el contenido del contrato y otros aspectos 
como anticipos, fianzas de compromiso, entre otros.

La Resolución dispone que a partir del 1 de enero del año 2012, los 
sujetos a que se refieren los numerales 1 al 3 del artículo 2 del Regla-
mento, solo podrán contratar los servicios profesionales de auditores, 
consultores, profesionales independientes o firmas de auditores, ins-
critos y calificados en el Registro de Auditores, Consultores y Profesio-
nales Independientes en Materia de Control llevado por la Contraloría 
General de la República, cuyos certificados de inscripción y calificación 
se encuentren vigentes.

•	 El Ministerio del Poder Popular para Relaciones Interiores y Justi-
cia dicta las Normas Sobre la Evaluación del Desempeño de los 
Funcionarios y Funcionarias Policiales79, para que el desempeño 
de los funcionarios y funcionarias policiales se ajuste a los princi-
pios que orientan la prestación de ese servicio; en tal sentido, el 
artículo 1 señala que estas Normas buscan contribuir en el desa-
rrollo del nuevo modelo de carrera judicial, de carácter civil y pro-
fesional, integrado por funcionarios y funcionarias policiales que 
cuenten con solvencia moral, aptitudes y competencias requeri-
das para el ejercicio idóneo de las funciones y responsabilidades 
inherentes a cada nivel jerárquico y rango policial, a los fines de 
mejorar y fortalecer el servicio de policía.

Fortalecer los sistemas para la contratación de los 
funcionarios públicos en el Poder Legislativo

La República Bolivariana de Venezuela señala que varios organismos 
y entes de la Administración Pública han venido implementando pro-
cesos y creando normas para subsanar el tema de los concursos 
públicos y el personal contratado que ingresa a la Administración. 

79 Gaceta Oficial N° 40.091 de fecha 16 de enero del año 2013.
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•	 La Asamblea Nacional dicta las Normas de Desarrollo de las Dis-
posiciones Transitorias Primera y Segunda del Estatuto Funciona-
rial de la Asamblea Nacional80. Estas Normas tienen por objeto 
establecer los parámetros mediante los cuales se aplican los 
conceptos contenidos en las Disposiciones Transitorias Primera y 
Segunda del Estatuto Funcionarial de la Asamblea Nacional. A su 
vez, regulan la materia referente a la cualidad para ser reconocido 
como Funcionario de Carrera Legislativa, y todo lo atinente a la re-
gulación de los concursos, lo correspondiente a la convocatoria, a 
las pruebas, a la constitución del jurado, del veredicto, resultados 
y disposiciones finales.

De esta forma la Asamblea Nacional garantiza la pulcritud, eficien-
cia y cambio de paradigma en los sistemas de selección de per-
sonal, basado en los concursos de mérito y oposición, los cuales 
están inscritos dentro de los principios de legalidad, equidad, neu-
tralidad, igualdad y transparencia.

En cuanto a la ejecución de subsistemas de selección de personal 
y las medidas para la divulgación de convocatorias y publicación de 
requisitos de selección, el Gobierno venezolano, a través de diferen-
tes entes y órganos de la Administración Pública, ha venido incor-
porando en su legislación diferentes mecanismos y subsistemas de 
selección de personal, entre los que se tiene:

•	 El Consejo Nacional Electoral declaró en Resolución N° 070301-
157 de fecha 01 de marzo del año 200781, la reestructuración tanto 
organizativa como funcional del Poder Electoral, en cumplimiento 
de la Ley Orgánica del Poder Electoral82, la cual contempla la obli-
gatoriedad del ente de producir el Reglamento Interno, el Estatuto 
del Funcionariado Electoral y el Sistema de Remuneraciones.

•	 La Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario es-
tablece las Normas que permiten determinar el cumplimiento de 
los Requisitos de Calidad Moral y Ética exigidos para el Ejercicio 
de la Actividad Bancaria83. Esta Norma está dirigida a las perso-

80 Gaceta Oficial  N° 38.725 de fecha 13 de julio del año 2007.
81 Gaceta Electoral N° 363 de fecha 9 de marzo del año 2007.
82 Gaceta Oficial N° 37.573 de fecha 19 de noviembre del año 2002.	
83 Gaceta Oficial N° 39.984 de fecha 13 de agosto del año 2012.	
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nas naturales que deseen ingresar a la actividad bancaria como 
directores presidentes, vicepresidentes, representantes legales 
o cargos de administración o de dirección, consejeros, aseso-
res, consultores, auditores internos o externos, comisarios, fac-
tores mercantiles, representantes judiciales, defensor del cliente 
y usuario bancario y sus suplentes, de ser el caso, gerente de 
áreas, secretarios de la Junta Directiva o cargos similares y sus 
suplentes de ser el caso, en las instituciones bancarias. También a 
las personas jurídicas que desean ingresar a la actividad bancaria 
como: consejeros, asesores, consultores y auditores externos en 
las instituciones bancarias.

En el caso de los auditores internos correspondientes a institucio-
nes bancarias públicas, el numeral 4 del artículo 6 establece que se 
requerirá adicionalmente la notificación por parte del presidente del 
banco o quien haga sus veces en la institución bancaria, conforme 
a la designación del Jurado Calificador, en cumplimiento de los ele-
mentos exigidos por la Contraloría General de la República. 

Asimismo, el artículo 13 acota que el nombramiento de personas in-
habilitadas o que no cumplan con los requisitos de calidad moral 
y ética conforme a la mencionada resolución, no tendrá validez ni 
efectos legales sino a partir de la notificación por parte de la Superin-
tendencia de las instituciones del sector bancario.

Fortalecer los sistemas para la contratación de los 
funcionarios públicos en el Poder Judicial

Sobre este tema, es necesario acotar que la Sala Plena del Tribunal 
Supremo de Justicia, en julio del año 2005, en ejercicio de las atribu-
ciones que le confiere el artículo 17 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Supremo de Justicia, en concordancia con la Resolución N° 2004-
0012 emanada el 18 de agosto del año 2004, dictó las Normas de 
Evaluación y Concurso de Oposición para el Ingreso y Ascenso a la 
Carrera Judicial. El artículo 5 estable lo siguiente: 

Llamado a concurso: El Tribunal Supremo de Justicia por ór-
gano de la Escuela Nacional de la Magistratura, llamará a con-



Revista de Control Fiscal 181

curso, mediante avisos publicados en dos (2) diarios de mayor 
circulación nacional, uno (1) de circulación regional, según sea 
el caso, y en la página web del Tribunal Supremo de Justicia, 
con el objeto de garantizar la debida difusión del mismo. En 
este aviso se indicarán los requisitos y lapsos para las inscrip-
ciones, la o las categorías y circunscripciones para las cuales 
se concursa, el número de plazas disponibles para concursar, 
los programas y cualquier otra información que se considere 
conveniente… 

En efecto, se observa que desde el año 2005, existe una norma es-
pecífica que ya ordenaba la implementación de la citada recomenda-
ción, para lo cual, en la práctica, el Tribunal Supremo de Justicia y la 
Escuela Nacional de la Magistratura, han venido adoptando medidas 
y ejecutando las acciones correspondientes, con el fin de optimizar y 
asegurar la efectividad de dicha implementación.

En tal sentido, la Escuela Nacional de la Magistratura publica en dos 
diarios de circulación nacional, información y actividades relaciona-
das con la celebración de los concursos de oposición, tales como 
convocatoria para el concurso, nombres completos y cédulas de iden-
tidad de los jueces aspirantes, lugar, fecha y hora de la celebración 
de los exámenes, oral y escrito, cronograma respectivo y nombre de 
las personas del jurado que correspondan de acuerdo con la materia; 
y por su parte, el Tribunal Supremo de Justicia publica en su página 
web la lista de los jueces titulares a juramentar, como consecuencia 
de haber aprobado el respectivo concurso de oposición; todo ello 
con el propósito de hacer esta información del conocimiento de los 
interesados y garantizar el control social a través de la participación 
ciudadana, tal y como lo establece el artículo 6 del referido Acuerdo.

El Comité de Expertos sugiere para el cumplimiento de los preceptos 
de la Convención, que en el ámbito judicial se estatuya un sistema de 
selección de personal judicial, el cual contemple un subsistema de 
selección basado en el mérito, incluidos los parámetros sobre cómo 
se llevarán a cabo los concursos, estableciendo medidas para la di-
vulgación de convocatorias y publicación de requisitos de selección, 
así como el correspondiente mecanismo de impugnación, con acce-
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so a una segunda instancia, observando los principios de publicidad, 
equidad y eficiencia consagrados en la Convención. 

En este sentido, debe señalarse que si bien el artículo 52 transitorio 
de la Ley de Carrera Judicial (lcj) dispone que los relatores, oficiales 
o amanuenses y demás empleados de los Tribunales de Justicia, or-
dinarios y especiales, con excepción de los militares, se rijan por el 
Estatuto de Personal Judicial que dicte el Consejo de la Judicatura, 
y que el mismo se encuentra vigente desde el año 1983, ese estatu-
to que contempla un subsistema de selección basado en el mérito, 
debe ser reformado para ajustarlo a la Ley de Carrera Judicial.

En relación con la institución de la Defensa Pública, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 53 transitorio de la lcj, la Asamblea 
Nacional aprobó la Ley Orgánica de la Defensa Pública que tiene por 
objeto regular la naturaleza y organización, autonomía funcional y ad-
ministrativa, así como la disciplina e idoneidad de la Defensa Pública, 
con el fin de asegurar la eficacia del servicio y garantizar los benefi-
cios de la carrera del Defensor Público o Defensora Pública y demás 
funcionarios y funcionarias que establezca esta Ley y sus estatutos.

Fortalecer los sistemas para la contratación de los 
funcionarios públicos del Ministerio Público

En cuanto a este tema, el Ministerio Público solicitó la modificación 
de la Ley Orgánica del Ministerio Público84, en la cual se amplía la co-
bertura de los concursos de méritos y oposición para los funcionarios 
del Ministerio Público, y exceptúa otros cargos como los de Fiscales 
Superiores, a quienes cataloga de Cargos de Libre Nombramiento y 
Remoción.

En cuanto al resto de los funcionarios, el Estatuto de Personal del 
Ministerio Público85, en su Título II, del ingreso al Ministerio Público, en 
su Capítulo 1, Normas Generales, establece:

Artículo 7. Para ingresar al Ministerio Público se requerirá según 
los casos, haber aprobado las evaluaciones correspondientes, 

84 Gaceta Oficial N° 38.647 de fecha 19 de marzo del año 2007.
85 Gaceta Oficial N° 36.654 de fecha 04 de marzo del año 1999.



Revista de Control Fiscal 183

que permitan calificar la destreza, aptitud y conocimiento del 
aspirante para desempeñar el cargo.

Cuando el Fiscal General de la República lo considere pertinente la 
provisión de los cargos profesionales podrá hacerse mediante eva-
luación de credenciales o concurso de oposición, a cuyo efecto dic-
tará la normativa correspondiente.

Como se evidencia de las regulaciones existentes para el ingreso de 
personal se determina que este se hará bajo concurso, con algunas 
liberalidades que son propias de las facultades otorgadas al Fiscal 
General de la República, por la Ley Orgánica del Ministerio Público.

Vale destacar que la recién modificada Ley Orgánica del Ministerio 
Público establece medidas de divulgación de convocatorias y publi-
cación de requisitos de selección, con los cuales se garantizan los 
principios de publicación, equidad y eficiencia, pues el artículo 99 
Convocatoria al Concurso de credenciales y de oposición para el car-
go de Fiscales y Suplentes, establece que:

Se convocará por publicación en periódico de circulación nacio-
nal, en intervalos de tres días continuos entre una y otra publicación. 

OP-06.14
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La convocatoria indicará el cargo, Circunscripción Judicial, los 
artículos de la Ley Orgánica del Ministerio Público que indican 
los requisitos para optar al cargo, los documentos requeridos y 
el lapso para consignarlos y el lugar donde se procederá a la 
inscripción.

El Concurso de credenciales y de oposición para ingresar al Organis-
mo se encuentra previsto en las siguientes disposiciones:

- Artículo 30, numeral 11: establece los requisitos para ingresar como 
Fiscal del Ministerio Público.

- Artículo 33, ordinal 3: se requiere el concurso para ingresar como 
Fiscal del Ministerio Público ante el Tribunal Supremo de Justicia.

- Artículo 49, ordinal 2: contempla el Concurso como requisito para 
ingresar al cargo de Fiscal en materia indigenista.

- Artículo 58: prevé el requisito del concurso para ser designado su-
plente de un Fiscal Titular. 

- Artículo 94: prevé que para ingresar a la carrera del funcionario del 
Ministerio Público se requiere aprobar un concurso público de cre-
denciales y de oposición.

Tanto la Ley Orgánica del Ministerio Público como el Estatuto de Per-
sonal del Ministerio Público, norman de manera precisa los cargos 
que estarán sometidos a concurso, y otorgan al mismo tiempo la fa-
cultad al Fiscal General de la República de incluir otros cargos que 
estime pertinentes sean sometidos a concurso. Es importante resaltar 
que las bases y requisitos del concurso para ingresar al Ministerio 
Público las establecerá el Fiscal General de la República mediante 
Resolución.

Igualmente, el Ministerio Público dictó el temario a ser utilizado en la 
ejecución del Concurso Público de Credenciales y de Oposición para 
el Ingreso a la Carrera Fiscal86, a través del cual se definen los aspec-
tos académicos o temas a ser evaluados en el Concurso Público de 
Credenciales y de Oposición para el ingreso a la carrera fiscal, en el 

86 Gaceta Oficial N° 39.777 de fecha 13 de octubre del año 2011.
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marco constitucional y legal vigente, todo lo cual es atribución del o 
de la Fiscal General de la República. 

Asimismo, el Ministerio Público aprobó el baremo a ser utilizado en la 
ejecución del Concurso Público de Credenciales y de Oposición para 
el Ingreso a la Carrera Fiscal87, que regula los aspectos que serán 
aplicados en el I Concurso Público de Credenciales y de Oposición 
para el Ingreso a la Carrera Fiscal. El baremo contiene el formato de 
evaluación y toma en cuenta aspectos como: formación académica, 
experiencia profesional, experiencia fiscal, experiencia docente y el 
resumen de ítems evaluados.

De igual manera, el Ministerio Público dicta las Normas del Concurso 
Público de Credenciales y de Oposición para el Ingreso a la Carrera 
Fiscal88, en el que se establece la convocatoria a un Concurso Público 
de Credenciales y de Oposición para la provisión de los cargos de 
fiscales del Ministerio Público y sus suplentes. También el Estatuto de 
Personal del Ministerio Público89, prevé que la escogencia de los y las 
fiscales del Ministerio Público se realizará mediante Concurso Público 
de Oposición.

Las presentes normas aplican a todos los aspirantes para ingresar a 
la carrera fiscal, siempre que cumplan con los requisitos exigidos en 
la Ley Orgánica del Ministerio Público para optar al respectivo cargo. 
El artículo 4 señala que el ingreso a la carrera judicial solo podrá efec-
tuarse por concurso público, fundamentado en principios de honesti-
dad, idoneidad y eficiencia. El Concurso para optar al cargo de Fiscal 
del Ministerio Público estará integrado por tres pruebas de carácter 
público, eliminatorias y sucesivas, que se desarrollan de acuerdo con 
lo establecido en la Resolución.

Posteriormente, se dictan las Normas del II Concurso Público de Cre-
denciales y de Oposición para el Ingreso a la Carrera Fiscal90, así 
como el temario y el baremo de evaluación. Estas normas contienen 
todas las especificaciones necesarias para realizar los concursos pú-

87 Ídem.
88 Gaceta Oficial N° 39.637 de fecha 18 de marzo del año 2011.
89 Gaceta Oficial N° 36.654 de fecha 4 de marzo del año 1999.
90 Gaceta Oficial N° 40.098 de fecha 25 de enero del año 2013.
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blicos tales como: el departamento que se encargará de realizarlas, 
el tiempo y medios en que serán divulgadas, sus requisitos, la eva-
luación psicológica, credenciales y conocimientos, y sus escalas, la 
convocatoria e inscripción, la conformación, requisitos y funciones 
del jurado y su veredicto, y se añade el temario que será evaluado en 
las pruebas del concurso.

En cuanto a los cargos que requieren concurso para ingresar en ca-
lidad de funcionario al Ministerio Público, tanto la Ley Orgánica del 
Ministerio Público como el Estatuto de Personal del Ministerio Público 
norman de manera precisa los cargos que estarán sometidos a con-
curso, y otorgan al mismo tiempo la facultad al Fiscal General de la 
República de incluir otros cargos que estimen pertinentes.

Fortalecer los sistemas para la contratación de los 
funcionarios públicos de la Contraloría General

La Ley del Estatuto de la Función Pública (LEFP)91 , en sus artículos 
19 y 20, indica que son funcionarios de libre nombramiento y remo-
ción quienes desempeñan funciones de alto nivel o de confianza. Su 
calificación obedece al tipo de función que ellos desempeñan. Por 
tanto, un funcionario que desempeñe una función vinculada al mane-
jo o uso de recursos públicos, o con acceso a información clasificada 
en la organización, necesariamente es de confianza y por tanto de 
libre nombramiento y remoción. Por otra parte, el artículo 21 de la 
Ley del Estatuto de la Función Pública dispone que los cargos de 
confianza serán aquellos cuyas funciones requieren un alto grado de 
confidencialidad en los despachos de las máximas autoridades de la 
Administración Pública, de los viceministros o viceministras, de los di-
rectores o directoras generales y de los directores o directoras o sus 
equivalentes. También se considerarán cargos de confianza aquellos 
cuyas funciones comprendan principalmente actividades de seguri-
dad del Estado, de fiscalización e inspección, rentas, aduanas, con-
trol de extranjeros y fronteras, sin perjuicio de lo establecido en la ley.

91 Gaceta Oficial N° 37.522 de fecha 06 de septiembre de 2002.



Revista de Control Fiscal 187

Al respecto, la Contraloría General de la República, mediante Reso-
lución N° 01-000091 de fecha 17 de febrero del año 200692, dictó el 
Reglamento Sobre los Concursos Públicos para la Designación de 
los Contralores Distritales y Municipales, y los Titulares de las Uni-
dades de Auditoría Interna de los Órganos del Poder Público Nacio-
nal, Estadal, Distrital y Municipal y sus Entes Descentralizados. Este 
Reglamento tiene por objeto establecer las bases que regirán los 
concursos públicos para la designación de contralores distritales y 
municipales, y los titulares de las unidades de auditoría interna de 
los órganos del Poder Público nacional, estadal, distrital y municipal 
y sus entes descentralizados. Este Reglamento establece la meto-
dología aplicable para evaluar las credenciales, experiencia laboral, 
entrevista de panel y el nivel en que los aspirantes deben satisfacer 
o superar los requisitos mínimos exigidos para el cargo, a fin de ga-
rantizar la mejor selección entre los participantes y la objetividad e 
imparcialidad del procedimiento.

Fortalecer los sistemas de contratación de servidores 
públicos en general

En cuanto al personal contratado, la LEFP señala que solo puede pro-
cederse por la vía del contrato en aquellos casos en que se requiera 
personal altamente calificado para realizar tareas específicas y por 
tiempo determinado. Se prohíbe la contratación de personal para rea-
lizar funciones correspondientes a los cargos previstos en la referida 
Ley. El régimen aplicable al personal contratado es aquel previsto en 
el respectivo contrato y en la legislación laboral. En ningún caso el 
contrato puede constituirse en una vía de ingreso a la Administración 
Pública (artículos 37 al 39 de la LEFP). Por consiguiente esta figura 
se utiliza para casos específicos, y en caso de que algún contrata-
do quisiera entrar a la carrera deberá realizar el respectivo concurso, 
según se establece en el artículo 146 constitucional. En ese sentido, 
diversos organismos y entes de la Administración Pública han regla-
mentado internamente esta materia.

92 Gaceta Oficial N° 38.386 de fecha 23 de febrero del año 2006.	
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El Ministerio Público elaboró un Manual de Normas y Procedimientos 
para la Contratación de Personas Naturales, en el que se establece 
claramente que la contratación de personas naturales es una figu-
ra jurídica excepcional, por lo que no deben utilizarse para suplir o 
realizar funciones y tareas propias de un funcionario o empleado de 
carrera que desempeña cargos clasificados dentro del manual des-
criptivo de cargos.

Por otro lado, el Ministerio del Poder Popular para la Educación Uni-
versitaria dicta la Resolución mediante la cual se designa a los ciu-
dadanos y ciudadanas que en ella se indican, como Miembros de la 
Instancia Estratégica del Comité Nacional de Concurso Público de 
Ingreso y Ascenso del Personal Docente de los Institutos Universi-
tarios de Tecnología y Colegios Universitarios93, de conformidad con 
lo dispuesto en los artículos 62, 77, 19, de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública; el artículo 15 del Decreto N° 6.732 de fecha 2 
de junio del año 2009, sobre Organización y Funcionamiento de la 
Administración Pública Nacional; y los artículos 1 y 2 de la Resolución 
N° 1.125 de fecha 01 de junio del año 2011, mediante la cual se crea 
el Comité Nacional de Concurso Público de Ingreso y Ascenso del 
Personal Docente de los Institutos Universitarios de Tecnología y Co-
legios Universitarios, en concordancia con el artículo 81 del Decreto 
N° 7.038 de fecha 10 de noviembre del año 2009, mediante el cual se 
dicta el Reglamento de Ingreso, Ascenso, Ubicación, Permanencia y 
Egreso para Docentes de los Institutos y Colegios Universitarios.

Este mismo Ministerio, atendiendo a lo previsto en el Reglamento de 
Ingreso, Ascenso, Ubicación, Permanencia y Egreso para Docentes 
de los Institutos y Colegios Universitarios, crea el Comité Nacional de 
Concurso Público de Ingreso y Ascenso del personal docente de los 
Institutos Universitarios de Tecnología y Colegios Universitarios de-
pendientes del Ministerio del Popular para la Educación Universitaria, 
con la finalidad de dirigir, coordinar, supervisar y controlar el proceso 
del concurso público desde su convocatoria hasta el veredicto final, 
contando con dos (2) instancias: una de carácter estratégico y otra 
de carácter operativo.

93 Gaceta Oficial N° 39.759 de fecha 16 de septiembre del año 2011.
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Este mismo Ministerio dicta la Resolución mediante la cual se crean, 
a partir del 24 de octubre de 2011, las Comisiones Organizadoras del 
Concurso y los Comités de Formación y Seguimiento del Docente de 
cada Institución Universitaria en el marco de la articulación necesaria 
con el Comité Nacional de Concurso Público de Ingreso y Ascenso 
del Personal Docente de los Institutos Universitarios de Tecnología 
y Colegios Universitarios, en ocasión de la celebración del Procedi-
miento Especial de Concurso Público en los Institutos Universitarios 
de Tecnología y Colegios Universitarios. En la resolución se nombran 
las siguientes Instituciones donde se conformarían las Comisiones: 
Instituto Universitario Experimental de Tecnología Andrés Eloy Blanco, 
Instituto Universitario de Barlovento, Instituto Universitario Experimen-
tal de Tecnología en el Municipio García de Hevia, estado Táchira, 
Instituto Universitario de Tecnología Agro-Industrial, Instituto de Tec-
nología del Estado Barinas, Instituto Universitario de Tecnología del 
Estado Apure, Colegio Universitario de Los Teques Cecilio Acosta, 
Instituto Universitario de Tecnología de Caripito, Colegio Universita-
rio Francisco de Miranda y el Instituto Universitario de Tecnología de 
Yaracuy.

De igual manera, la Oficina Nacional de Presupuesto dicta las Nor-
mas del Sistema de Recursos Humanos de la Superintendencia de la 
Actividad Aseguradora94. Estas Normas regulan las relaciones entre 
la Superintendencia de la Actividad Aseguradora y su personal con-
siderando los deberes y obligaciones derivados de su condición de 
funcionarios públicos. También señalan que el personal contratado 
por esta Superintendencia se regirá por lo establecido en sus res-
pectivos contratos, y en todo lo previsto en los mismos se aplicará 
subsidiariamente la Ley Orgánica del Trabajo y su Reglamento, que-
dando igualmente sujetos a la presentes normas en cuanto le sean 
aplicables. En ningún caso, el contrato constituirá una vía de ingreso 
a la Superintendencia de la Actividad Aseguradora.

En relación con este mismo tema, la Ley Orgánica del Trabajo, los Tra-
bajadores y las Trabajadoras95, señala que los trabajadores contra-
tados y las trabajadoras contratadas al servicio de la Administración 
94 Gaceta Oficial N°39.876 de fecha 05 de marzo del año 2012.	
95 Gaceta Oficial N° 6.076 Extraordinario de fecha 07 de mayo del año 2012.	
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Pública nacional, estadal y municipal, centralizada y descentralizada, 
se regirán por las normas contenidas en esta Ley, la de Seguridad 
Social y su contrato de trabajo, y señala que uno de los criterios para 
la condición de contratado, es que la actividad que realice el personal 
no forme parte de las actividades medulares de la entidad de trabajo 
y la Ley prohíbe la tercerización como forma de contrato.

En cuanto al tema de las relaciones de consanguinidad y afinidad 
como incompatibilidades para ocupar un cargo público, la alta diri-
gencia de la Administración Pública, en muchos entes y organismos, 
ha girado instrucciones a las Direcciones de Recursos Humanos que 
tienden a mejorar los sistemas de ingreso a la Administración y a 
restringir el ingreso de familiares consanguíneos y afines en esos en-
tes u organismos. Al respecto el Fiscal General de la República, me-
diante circular interna ha girado instrucciones precisas a la Dirección 
de Recursos Humanos para que restrinja el ingreso o reingreso de 
familiares consanguíneos y afines en el ámbito de una misma circuns-
cripción judicial, ello con el objetivo de garantizar la imparcialidad, 
objetividad y transparencia.

Por otra parte conviene señalar que el Proyecto de Ley sobre Con-
flicto de Intereses regula las situaciones de conflicto de intereses y 
las materias como nepotismo, ética pública, moral administrativa y 
proselitismo político, dejando expresamente reglamentadas las situa-
ciones en las que se incurre en conflicto de intereses.

En lo que se refiere al ingreso a la Administración Pública mediante 
concurso público, según lo estipulado en el artículo 146 de la Consti-
tución de la República Bolivariana de Venezuela Política, cabe señalar 
que todos los órganos y entes de la Administración Pública están 
cónsonos con el precepto constitucional, debido a que con mayor 
frecuencia se observan los llamados a concursos públicos para optar 
a cargos públicos de estos organismos.

En sentencia de la Corte Segunda del Tribunal Supremo de Justicia, 
Expediente N°AP42-R-2007-000731, del 14 de agosto del año 2008, 
se establece que el funcionario que haya ingresado a la Administra-
ción Pública a un cargo calificado como de carrera sin la realización 
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previa del debido concurso público, gozará de estabilidad provisional 
o transitoria.

Por otra parte, los funcionarios que se encuentren en el desempeño 
de un cargo de carrera en situación irregular -bien como contratados 
o bien siendo funcionarios de hecho-, tendrán derecho a concursar 
para optar a la condición o “estatus” de carrera, y el tiempo de servi-
cio prestado por ellos, así como las condiciones en las cuales hayan 
desempeñado sus servicios, deberán ser estimadas por la Adminis-
tración Pública en el baremo o método de evaluación que a los efec-
tos del concurso se establezca.

Asimismo, el Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera 
y Tributaria (seniat) con fundamento en la reforma parcial del Estatuto 
del Sistema de Recursos Humanos del seniat96, en su artículo 19 es-
tablece que la selección de personal para ocupar cargos de carrera 
aduanera y tributaria en dicho organismo se hará mediante concurso 
público y obligatorio para todas las áreas ocupacionales y niveles de 
cargos, mediante méritos de los aspirantes a ingresar; en este senti-
do, en el año 2010 realizó dos llamados a concursos públicos dando 
cumplimiento a los preceptos de la Convención en cuanto a asegurar 
que el ingreso a la administración pública se efectúa mediante meca-
nismos transparentes y apegados a la legislación nacional pertinente 
y no por la vía del contrato. 

Por su parte, la Contraloría General de la República, como ente rector 
del Sistema Nacional de Control Fiscal, a través de sus Direcciones 
Generales, realiza el control y seguimiento de los llamados a concur-
sos públicos de los contralores municipales, estadales y auditores 
internos de la Administración Pública en general como se observa a 
continuación:

�� La Dirección General de Control de los Poderes Públicos Naciona-
les contabilizó dos (2) concursos públicos para auditores internos 
de los entes que conforman el Poder Público nacional.

�� La Dirección General de Control de Estados y Municipios, por me-
dio de la Dirección de Estados, contabilizó trece (13) concursos 

96  Gaceta Oficial N° 38.292 de fecha 13 de octubre del año 2005.
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públicos para la designación de auditores internos en los estados 
de la República Bolivariana de Venezuela.

�� La Dirección General de Control de Estados y Municipios, por medio 
de la Dirección de Municipios, contabilizó catorce (14) concursos pú-
blicos para auditores internos de los entes que conforman el Poder 
Público municipal, y treinta y dos (32) concursos públicos para con-
tralores municipales de la República Bolivariana de Venezuela.

En cuanto a la figura del contrato como proceso de selección de per-
sonal y que el mismo no sea utilizado como mecanismo de evasión 
de los concursos de méritos y oposición, la República Bolivariana de 
Venezuela señala que la Constitución  nacional, en su artículo 146 
y en concordancia con el Estatuto de la Función Pública en los ar-
tículos 37, 38 y 39, se dispone que la figura de personal contratado 
está revestida de un carácter excepcional al prestar servicio ante la 
administración pública. En tal sentido, se produce bajo la figura de un 
contrato, ya sea por servicios personales u honorarios profesionales, 
cuya finalidad es obtener para el organismo determinados servicios 
que por su especie no están previstos en el Manual Descriptivo de 
Cargos, ello implica que en ningún caso el contrato constituye una 
vía de ingreso a la carrera administrativa. Según Circular Interna N° 
4.708 de fecha 19 de enero del año 2004, despachada por el Vicemi-
nisterio de Planificación y Desarrollo Institucional se estableció dentro 
de las pautas para la contratación de personal, la obligación de los 
organismos de contratar únicamente por tiempo determinado o por 
obra determinada, y que esta contratación no puede exceder en todo 
caso de un período fiscal.

Por su parte la Ley del Estatuto de la Función Pública ratifica que solo 
puede procederse por la vía del contrato en aquellos casos en que se 
requiera personal altamente calificado para realizar tareas específicas 
y por tiempo determinado. Así, el incumplimiento de esta normativa, 
acarrea sanciones administrativas, según lo expuesto en el numeral 
29 del artículo 91 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal.
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Particularmente, la Contraloría General de la República, a través de la 
Resolución N° 01-00-900033 del 04 de febrero del año 201197, dicta el 
Estatuto de Personal de la Contraloría General de la República. Este 
Instrumento, siguiendo los lineamientos de la Convención en cuan-
to a la contratación de personal, establece un mecanismo regulador 
sobre el tema en comento, así en el artículo 27 señala que solo po-
drá procederse por la vía del contrato en aquellos casos en que se 
requiere personal para realizar tareas específicas y por tiempo deter-
minado. No está permitida la contratación de personal para realizar 
funciones correspondientes a los cargos previstos en la Resolución 
que determine las Clases de Cargos de la Contraloría.

Adquisición de bienes y servicios por parte del Estado

La República Bolivariana de Venezuela cuenta con mecanismos des-
tinados a crear, mantener y fortalecer un sistema para la adquisición 
de bienes y servicios por parte del Estado venezolano que aseguran 
la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas.

En ese sentido, en el marco de la Ley Habilitante del año 2008, el 
Ejecutivo Nacional promulgó la Ley de Reforma parcial del Decreto N° 
5.929 con Rango, Valor y Fuerza de Ley de Contrataciones Públicas 
(LCP)98. Esta Ley sustituyó todo el régimen jurídico contenido en la 
Ley de Licitaciones del año 2001, así como todas las disposiciones 
de rango legal y sublegal que colidieran con el referido Decreto con 
Rango, Valor y Fuerza de Ley. Esta novedosa Ley y su contenido brin-
dan mayor agilidad a los procedimientos de selección de contratistas 
y proveedores del Estado. 

El objeto de la Ley es regular la actividad del Estado para la adquisi-
ción de bienes, prestación de servicios y ejecución de obras, con la 
finalidad de preservar el patrimonio público, fortalecer la soberanía, 
desarrollar la capacidad productiva y asegurar la transparencia de las 
actuaciones de los órganos y entes sujetos a dicha Ley, de manera 
de coadyuvar al crecimiento sostenido y diversificado de la econo-
mía. El órgano responsable en la aplicación de este instrumento legal 

97 Gaceta Oficial N° 39.610 de fecha 07 de febrero del año 2011.
98 Gaceta Oficial N° 5.556 Extraordinario de fecha 24 de marzo del año 2009.	
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es el Servicio Nacional de Contrataciones (SNC), a través del Registro 
Nacional de Contratistas, ente adscrito al Ministerio del Poder Popular 
para la Industria Ligera y el Comercio (MPPILCO).

Entre los elementos incorporados a la normativa se encuentra la in-
clusión de los consejos comunales a los procesos de adjudicación 
de la empresa y la contraloría social, según los artículos 17, 18, 19 y 
20 de la referida ley; y entre las medidas iniciales para la aplicación 
de esta norma se encuentran: compensaciones a la pequeña y me-
diana industria (Pymes), cooperativa y cualquier forma de asociación 
comunitaria que presente condiciones adversas o desfavorables ante 
los tipos de contrataciones que establezca esta Ley.

Otro de los elementos incorporados a la normativa lo constituye el 
modo de selección mediante contratación directa, que consiste en 
una modalidad excepcional de adjudicación que realiza el órgano o 
ente contratante que podrá realizarse mediante esta Ley cuando el 
ente lo considere necesario.

Según la nueva norma, en la República Bolivariana de Venezuela to-
dos los entes y organismos de la Administración Pública, cuentan con 
comisiones de contrataciones públicas, que se encargan de aplicar 
los parámetros establecidos en la Ley, a objeto de que la selección 
de los contratistas se realice con la mayor transparencia posible. Au-
nado a ello, el Servicio Nacional de Contrataciones ha desarrollado el 
Sistema de Compras y Licitaciones Electrónicas de obligatorio cum-
plimiento para los entes sujetos a la referida Ley.

El Servicio Nacional de Contrataciones ha girado instrucciones a los 
organismos de la Administración Pública para la implementación de 
la primera fase del Sistema, en la cual se busca establecer la comuni-
cación en línea de cada ente y sus organismos adscritos con el SNC, 
para lo cual se ha requerido que cada órgano disponga de un equipo 
de computación con tarjeta de Red para conexión a internet y los 
programas Browers y Java instalados.

Asimismo, dispuso que cada sede esté dotada con una sala acon-
dicionada y equipada con un sistema de grabación (audio y video), 
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en donde se realizarán los procesos públicos de contrataciones, este 
sistema estará conectado a un enlace en cada página web, donde 
podrá ser observado por todos los ciudadanos en vivo.

Así, el Sistema Nacional de Contrataciones ha canalizado la política 
de compras del Estado, avanzando en los mecanismos electrónicos 
de divulgación sobre la información de las empresas que pueden 
contratar con el Estado, las ruedas de negocios y para fortalecer el 
sistema de compras. El sistema permite la elaboración de la progra-
mación de compras y contratación de servicios y obras, para cada 
ejercicio económico financiero, así como el seguimiento trimestral 
sobre la ejecución de dicha programación, lo cual permitirá realizar 
un mayor seguimiento a estos procesos y ver hacia donde se orienta 
la demanda y la oferta, a fin de alinear la política y las decisiones 
en esta materia, monitoreando el cumplimiento de las disposiciones 
legales vigentes. Es de señalar que el Registro Nacional de Contra-
tistas cuenta con una página de consulta obligatoria, que viabiliza los 
procesos de selección, ya que presenta el estatus de las empresas y 
otras formas asociativas.

Particularmente, en cuanto a la exclusión de la aplicación de la Ley 
de Contrataciones Públicas en los contratos de seguro o de servicios 
financieros y nominados, el artículo 5 eiusdem no excluye los contra-
tos de seguro de la aplicación de las modalidades de selección de 
contratistas, como si lo hacía el derogado Decreto con Fuerza de Ley 
de Reforma Parcial de la Ley de Licitaciones en su artículo 3. En rela-
ción con los contratos para la “prestación de servicios financieros” y 
para “la adquisición y arrendamiento de bienes inmuebles, inclusive 
el financiero” (artículo 5 numerales 2 y 3 lcp), se debe señalar que 
los mismos están excluidos de la aplicación de la normativa en vir-
tud de que son contratos nominados, regulados por la Ley General 
de Bancos y Otras Instituciones Financieras, conforme a la cual se 
adquiere un bien o un servicio para el uso (sin que se transfiera la 
propiedad) por un tiempo específico, contra el pago de una especie 
de canon, que incluye la amortización de su precio y los intereses. 
Los contratos nominados, es decir, los contratos regulados por leyes 
especiales con una denominación particular, distintos a los previstos 



196 Revista de Control Fiscal

s E G U N D A  r O N D A

en el artículo 1 de la Ley de Contrataciones Públicas, no se someten 
a los procedimientos de selección, dado que en ese caso resultará 
aplicable el principio de libre elección del contratista.

Sin embargo, dado que en la Ley de Contrataciones Públicas solo se 
prevé la exclusión de los procedimientos de selección (y no de toda 
la Ley) para este tipo de contratos, en dichas contrataciones debe-
rá aplicarse, siempre que sea procedente, las normas contractuales 
contenidas en el Título V de la Ley de Contrataciones Públicas.

Por otro lado, el artículo 15 de la Ley antes mencionada, establece 
con carácter público el expediente de contrataciones, exceptuando 
los documentos declarados reservados o confidenciales conforme a 
la Ley que rige los procedimientos administrativos. Ahora bien, el ar-
tículo 13 eiusdem establece la confidencialidad de las informaciones 
pertinentes a las deliberaciones de la Comisión de Contratación, y 
el artículo 39 eiusdem establece la confidencialidad del presupuesto 
base hasta que se produzca la notificación oficial del resultado de la 
selección del contratista, salvo que en el pliego de condiciones se 
establezca el empleo de este como criterio para el rechazo de ofertas, 
en cuyo caso se dará lectura al valor en él definido al inicio del acto de 
apertura de los sobres contentivos de las ofertas. 

En este orden de ideas, consideramos que en materia de contratacio-
nes públicas, la regla es la publicidad del expediente, exceptuando 
los casos establecidos en los artículos 13 y 39 antes mencionados, 
los cuales deben ser entendidos y justificados en la medida en que 
los mismos comportan un elemento fundamental que garantiza la 
transparencia de los procesos de contrataciones para la consecu-
ción de los objetos y los preceptos planteados por la Convención, en 
cuanto a emprender acciones coordinadas entre todos los poderes 
públicos y los ciudadanos, a los fines de fortalecer la labor educativa 
y preventiva para la aplicación de las normas y leyes correspondien-
tes, con el fin de que la licitación pública constituya en la práctica la 
norma y no la excepción en los sistemas de contratación del Estado.

En ese sentido, las Oficinas de Atención al Ciudadano han cumplido 
una gran labor al distribuir toda la información sobre la administración 
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del patrimonio público que corresponde a los órganos y entes del 
sector público y a la ciudadanía, en atención a lo establecido en los 
artículos 8 y 9 de le Ley Contra la Corrupción, lo cual le permite a los 
interesados intervenir de manera oportuna cuando observen algún 
tipo de irregularidad, incluida la no realización de los procesos licita-
torios.

Por otra parte, los cursos de formación sobre contratación pública 
han sido incluidos en todas las programaciones de las escuelas de 
formación de funcionarios públicos, y el propio Servicio Nacional de 
Contrataciones Públicas (http://www.snc.gob.ve) tiene entre sus fun-
ciones “Diseñar y coordinar la ejecución de los programas de capa-
citación y adiestramiento, en cuanto al régimen de contrataciones”, 
y en función a ello ha creado una serie de cursos y talleres, entre los 
que destacan: Curso de Adiestramiento en Materia de Contrataciones 
Públicas en Órganos y Entes del Estado; Taller del Registro Nacional 
de Compras del Estado dirigido a los órganos públicos y entes del Es-
tado; Taller del Módulo de Sumario de Contrataciones; Taller del Sis-
tema de Programación Electrónica de Compras del Estado; Taller de 
Contrataciones Públicas para Cooperativas, Taller de Contrataciones 
Públicas dirigido a los Consejos Comunales, los cuales se encuen-
tran disponibles para todos los servidores públicos e interesados 
(http://www.snc.gob.ve/paginas/contjrrog.html).

El Servicio Nacional de Contrataciones ha jugado un papel funda-
mental como órgano rector del sistema de adquisiciones del sector 
público, en el fortalecimiento de los mecanismos de control del sis-
tema de contrataciones del Estado, así como en lo concerniente a la 
administración y control del sistema. Este sistema establece meca-
nismos que permiten la coordinación institucional de sus acciones y 
una continua evaluación y seguimiento de las mismas, a los efectos 
de que pueda funcionar como autoridad central y autónoma, admi-
nistradora de los sistemas y mecanismos de control de contratación 
pública.

Las funciones del SNC ha sido reforzada en la nueva Ley de Contra-
taciones Públicas, estableciendo en sus artículos 31, 95 y 129 la obli-
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gación por parte del órgano o ente contratante de elaborar un informe 
de evaluación del desempeño del contratista o informe de cumpli-
miento, el cual consiste en supervisar el modo en que se cumplió con 
la prestación, asegurando la mejor satisfacción del interés público, 
con el fin de que sea remitido posteriormente al Servicio Nacional 
de Contrataciones, para que este actualice su registro, y aplique las 
sanciones correspondientes en caso de incumplimiento por parte del 
contratista, a través de los procedimientos establecidos en la Ley.

La Ley también prevé en su artículo 20, que en los casos de comisio-
nes comunales de contratación:

los Consejos Comunales, una vez formalizada la Contratación 
correspondiente, deberán asegurar el cumplimiento de las obli-
gaciones contraídas por las partes, estableciendo los mecanis-
mos que deberán utilizar para el control, seguimiento y rendición 
de cuentas en la ejecución de los contratos, aplicando los ele-
mentos de Contraloría Social correspondientes.

En relación con el tema de la contraloría social, esta Ley contempla 
mecanismos de control social de la actividad contractual, y para ello 
es destacable el importante papel que realizan las Oficinas de Aten-
ción al Ciudadano en este sentido. Aunado a ello, en el artículo 50 del 
Reglamento de la Ley de Contrataciones Públicas, se establece el 
ejercicio de la contraloría social en el seguimiento en la ejecución del 
Compromiso de Responsabilidad Social.

Por otra parte, esta Ley desarrolla temas relacionados con a) los me-
dios electrónicos y los sistemas de información para la contratación 
pública; b) las publicaciones relacionadas con los procesos de selec-
ción de contratistas; c) la difusión por medios modernos de informá-
tica tales como el internet, para asegurar la más amplia diseminación 
de esta información; y, d) la creación de un sistema de compras ba-
sado en medios electrónicos que pueda ser utilizado por todas las 
entidades de la Administración Pública. 

a)  Para el fortalecimiento de los medios electrónicos y sistemas de 
información para la contratación pública, el Servicio Nacional de 
Contrataciones dispone en su página web (http://www.snc.gob.
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ve/paginaslrnclinea.html) de los módulos de “Programación anual 
de compras”, “Sumario de Contrataciones”, “Catálogo de Clasifi-
cación de Compras del Estado”, “Catálogo de Productos y Servi-
cios Estándar de las Naciones Unidas” y el “RNC en Línea”. Este 
último módulo permite llevar un registro actualizado de proveedo-
res y contrataciones. Además el Sistema permite consultar públi-
camente las Empresas Registradas en el Sistema y las Empresas 
Suspendidas.

b)	 La Ley de Contrataciones Públicas establece en los artículos 79, 
80 y 81 las contrataciones electrónicas. Asimismo, establece la 
planificación de las compras de los órganos y entes del Poder Pú-
blico, que permiten determinar la demanda potencial del Estado 
venezolano, dando así cumplimiento al artículo 23, numeral 1 de 
la Ley supra mencionada. Por otra parte, el artículo 40 eiusdem 
establece que:

El Ejecutivo Nacional podrá designar al órgano o ente respon-
sable de crear un sistema referencial de precios que facilite la 
elaboración de los presupuestos base, y consolidar la informa-
ción relacionada con los precios de bienes, servicios y obras 
que deberán mantener actualizado y a disposición de todos los 
órganos o entes contratantes.

c) De conformidad con el artículo 22 de la Ley de Contrataciones 
Públicas, el Servicio Nacional de Contrataciones debe ejercer la 
autoridad técnica en las materias reguladas por la referida Ley. Así 
su misión es:

asegurar que las adquisiciones de bienes, prestación de ser-
vicios y ejecuciones de obras efectuadas por el Estado vene-
zolano se realicen de acuerdo con los principios de economía, 
planificación, transparencia, honestidad, eficiencia, igualdad, 
competencia, publicidad, participación popular y demás dispo-
siciones establecidas en la Ley de Contrataciones Públicas y su 
Reglamento.

Por tanto, tiene a su cargo el manejo de la “publicación oficial”, 
para lo cual está facultado para “solicitar, recabar y sistematizar, 
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divulgar y suministrar a quien solicite, la información disponible 
sobre las programaciones anuales y sumario trimestral de contra-
taciones”.

Para lograr una efectiva publicidad de los llamados a participar en 
concursos abiertos, la Ley de Contrataciones prevé en su artículo 
57, la publicación de tales llamados en la página web del órgano 
o ente contratante, así como en la página web del Servicio Nacio-
nal de Contrataciones (http://www.snc.gob.ve/), esto a los fines 
de dar cumplimiento a las disposiciones legales que establecen 
utilizar nuevas tecnologías por parte de la Administración Pública 
en su relación con los particulares.

Igualmente los órganos o entes contratantes en casos excep-
cionales, y previa aprobación de la máxima autoridad de la Co-
misión Central de Planificación, podrán publicar los llamados a 
Concursos Abiertos en medios de comunicación de circulación 
nacional o regional, especialmente en la localidad donde se vaya 
a suministrar el bien o servicio, o ejecutar la obra. Adicionalmente, 
podrán divulgar el llamado a través de otros medios de difusión.

d) Por último, Ley de Contrataciones Públicas, contiene un capítu-
lo destinado a regular los procedimientos de selección por vía 
electrónica, en los artículos 79 al 81, denominado “contrataciones 
electrónicas”, destinado a permitir que las modalidades de selec-
ción de contratistas puedan eventualmente realizarse utilizando 
“medios y dispositivos de tecnologías de información y comuni-
caciones” que garanticen la transparencia, honestidad, eficiencia, 
igualdad, competencia, publicidad, autenticidad, seguridad jurídi-
ca y confidencialidad necesarias (artículo 79).

En esta Ley y su Reglamento están fomentados los principios de pu-
blicidad, equidad y eficiencia previstos en la Convención, además, 
está contemplada en un solo cuerpo conciso y definido toda la nor-
mativa sobre contratación pública del Estado venezolano, a los efec-
tos de hacer su aplicación de más fácil acceso y comprensión tanto 
para los servidores públicos que aplican como para el público que la 
utiliza. 
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Por su parte, la Administración Pública ha venido fortaleciendo el 
proceso de licitación pública en cuanto a los concursos de ofertas y 
contrataciones en general; la aplicación de los medios electrónicos y 
sistemas de información para la contratación pública; y el desarrollo 
de un sistema de compras basado en medios electrónicos, que pue-
da ser utilizado por todas las entidades que la conforman.

La Ley de Reforma Parcial de la Ley Orgánica de Telecomunicacio-
nes99, en su Capítulo II, Del procedimiento para la concesión de uso 
y explotación del espectro radioeléctrico, en su artículo 79 sobre la 
Comisión de Oferta Pública señala “La Comisión de Oferta Pública 
estará integrada por cinco miembros, dos representantes designa-
dos por el órgano rector y tres funcionarios designados o designadas 
por el Consejo Directivo de la Comisión Nacional de Telecomunica-
ciones”; en ese mismo orden de ideas, el artículo 80 señala que “La 
Contraloría General de la República podrá designar un funcionario 
para que actúe como observador en las sesiones de la Comisión de 
Oferta Pública con derecho a voz”.

Esta Ley en su artículo 84, establece los procedimientos mediante los 
cuales la Oferta Pública rige la explotación del espectro radioeléctri-
co: “El procedimiento de Oferta Pública para la concesión del uso y 
explotación del espectro radioeléctrico se compone de una fase de 
precalificación y una fase de selección, esta última se hará bajo la 
modalidad de subasta...”; así el artículo 85 señala “La Comisión Na-
cional de Telecomunicaciones determinará (...) las bandas o sub-ban-
das del espectro radioeléctrico disponible que serán objeto del proce-
dimiento de Oferta Pública, así como los criterios que se emplearán 
para la selección...”. Este mismo artículo estipula que “la Comisión Na-
cional de Telecomunicaciones establecerá preferentemente la subasta 
como mecanismo de selección, cuando las bandas o sub-bandas de 
frecuencias a ser concedidas sean calificadas por ella como de alta 
valoración económica, estén destinadas a servicios de uso masivo…”; 
y el Artículo 86: 

El procedimiento de Oferta Pública lo iniciará de oficio la Comi-
sión Nacional de Telecomunicaciones y a tal efecto determinará 

99 Gaceta Oficial N° 6.015 Extraordinario de fecha 28 de diciembre del año 2010.
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con toda precisión, antes de su inicio, las condiciones genera-
les que regirán el proceso, las cuales expresarán al menos las 
bandas o sub-bandas de frecuencias a ser asignadas, el precio 
base estimado, los requisitos técnicos, económicos y legales, 
así como los criterios que serán utilizados para la precalifica-
ción y la selección, la fecha en que será publicado el llamado 
a participar, y de ser el caso, el contrato de concesión sobre la 
actividad, a ser suscrito en fecha inmediatamente posterior a la 
publicación en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela 
del acto mediante el cual se otorgue la concesión de uso sobre 
el espectro radioeléctrico.

En cuanto a la adjudicación directa para la concesión del uso y ex-
plotación del espectro radioeléctrico la Ley en cuestión señala en su 
artículo 104: “Corresponde al órgano rector o a la Comisión Nacional 
de Telecomunicaciones, según sea el caso, otorgar mediante adjudi-
cación directa, las concesiones relativas a porciones determinadas 
del espectro radioeléctrico…”.

Por otro lado, en esta misma materia, el Consejo Nacional Electoral 
(CNE) elaboró el Manual de Funcionamiento y Procesos Internos en 
el Área de Contrataciones Públicas del Consejo Nacional Electoral, 
el cual fue aprobado por el Directorio del Organismo en el año 2010. 
De igual modo, el Ministerio del Poder Popular para el Ambiente, me-
diante Resolución100, delimitó las atribuciones de los funcionarios o 
funcionarias de este Ministerio en materia de actos administrativos de 
control previo, que incluyen la tramitación, decisión y otorgamiento 
de contratos, concesiones, asignaciones, autorizaciones, aprobacio-
nes, permisos, registros y licencias, en los términos que en ella se 
señalan. El ministerio define claramente las competencias que tienen 
los cargos directivos de conformidad con las normas jurídicas y las 
funciones que se les atribuyen, con el propósito de lograr una mayor 
eficiencia en sus procesos administrativos.

Esta Resolución menciona que para brindar seguridad jurídica a las 
relaciones entre este Ministerio y los administrados y facilitar la defen-
sa de sus intereses, es necesario informar al público acerca de las 

100 Gaceta Oficial N° 39.736 de fecha 16 de agosto del año 2011.
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competencias de cada dependencia de este órgano relativas al otor-
gamiento de contratos, concesiones, autorizaciones, aprobaciones, 
permisos, registros y licencias para el uso y aprovechamiento de los 
recursos naturales, cuya administración corresponde al Ministerio del 
Poder Popular para el Ambiente.

El Servicio Nacional de Contrataciones, mediante Providencia101, fija 
las tarifas que el mencionado Servicio cobrará a los órganos y entes 
del Estado, así como a las personas naturales y jurídicas por la pres-
tación de sus servicios, publicaciones o suministro de información 
disponible que en ella se indican. Al Servicio Nacional de Contrata-
ciones le corresponde establecer los criterios para la clasificación 
de la especialidad y la calificación legal y financiera de las personas 
naturales y jurídicas a los fines de su inscripción en el Registro Na-
cional de Contratistas, y en este sentido, de dirigir y coordinar las 
estrategias, planes y acciones que permitan la captación de los re-
cursos financieros para la autogestión del mismo. Por tal motivo, es 
la autoridad competente para establecer las tarifas que se cobrarán 
por la prestación de sus servicios, publicaciones o suministro de in-
formación disponible. El Servicio Nacional de Contrataciones fijó las 
tarifas que se cobrarán a los órganos y entes del Estado, así como a 
las personas naturales y jurídicas por la prestación de sus servicios, 
publicaciones o suministro de información disponible, las cuales se 
indican en esta Providencia.

A través de Providencia de la Comisión Central de Planificación del 
Servicio Nacional de Contrataciones102, se establece de manera obli-
gatoria, para los sujetos señalados en el Artículo 3 de la Ley de Con-
trataciones Públicas, el uso del Sistema Electrónico de Evaluación 
de Desempeño, implementado en el portal web del Servicio Nacional 
de Contrataciones (www.snc.gob.ve), para la carga automatizada de 
los informes de actuación o desempeño de los contratistas sobre la 
ejecución de los contratos. 

Esta Providencia alude a la Ley de Contrataciones Públicas, que esta-
blece la obligatoriedad por parte de los órganos y entes contratantes 

101 Gaceta Oficial N° 39.796 de fecha 09 de noviembre del año 2011.
102 Gaceta Oficial N° 39.746 de fecha 30 de agosto del año 2011.
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de evaluar y remitir al Registro Nacional de Contratistas, la actuación 
o desempeño del contratista en la ejecución de las categorías de los 
contratos, y debido a que es competencia del Servicio Nacional de 
Contrataciones, el diseñar y coordinar los sistemas de información y 
procedimientos referidos a la aplicación de la Ley de Contrataciones 
públicas, así como solicitar, recabar y sistematizar los informes de ac-
tuación o desempeño de contratistas durante la ejecución de los con-
tratos que se celebren con los órganos y entes de la Administración 
Pública, se estableció la implementación de este requisito a través de 
la página web del SNC.

Con los mismos objetivos se dicta la Providencia de la Superinten-
dencia de Bienes Públicos mediante la cual se establecen las Normas 
Generales sobre Licitación para la Venta y Permuta de Bienes Públi-
cos103. Esta Providencia indica en su artículo 1 que:

 los órganos y entes del sector público deberán enajenar los 
bienes públicos de su propiedad que no fuesen necesarios 
para el cumplimiento de sus finalidades y los que hubiesen sido 
desincorporados por obsolescencia o deterioro, conforme a los 
términos establecidos en el Decreto con rango, valor y fuerza de 
Ley Orgánica de Bienes Públicos, en lo que les sea aplicable. 

Asimismo, señala las modalidades en que se realizará la enajenación 
y las que se realicen por venta o permuta se harán mediante un pro-
ceso de oferta pública; se describen las atribuciones que tienen los 
Comités de Licitaciones en este ámbito; se acotan las condiciones de 
aquellas personas que no se les permitirá participar en este proceso; 
y, se enumera el contenido que deberá tener el informe de recomen-
daciones del Comité de Licitaciones.

Entre los aspectos resaltantes destaca el artículo 24 que declara “La 
Contraloría General de la República y la Unidad de Control Interno 
del órgano o ente enajenante, podrán designar representantes para 
que actúen como observadores, sin derecho a voto, en los procesos 
licitatorios referidos en las presentes normas”.

103  Gaceta Oficial N° 40.054 de fecha 20 de noviembre del año 2012.
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Por último, se puede mencionar que la norma indica los supuestos 
que quedan exceptuados para efectuar el procedimiento de oferta 
pública, la venta o permuta de bienes públicos.

Posteriormente, esta misma Superintendencia de Bienes Públicos 
dicta la Providencia mediante la cual se requiere la opinión favorable 
de la misma para la adquisición de bienes inmuebles por parte de los 
órganos del Sector Público Nacional104. Esta Providencia señala las 
condiciones que deben cumplir los entes y órganos del sector públi-
co nacional para la adquisición de un bien inmueble.

De igual modo, se publica la Providencia de la Superintendencia de 
Bienes Públicos105, mediante la cual se designan peritos valuadores 
en las distintas operaciones inmobiliarias en las que intervengan los 
órganos y entes del Sector Público. La Providencia dispone que los 
avalúos de bienes públicos realizados con propósitos de enajena-
ción deberán ser efectuados por peritos de reconocida capacidad 
e idoneidad técnica, de acuerdo con su profesión y conocimientos 
prácticos, en la materia objeto de evalúo y debidamente inscritos en 
el Registro de Peritos de la Superintendencia de Bienes Públicos.

Por otro lado, la Vicepresidencia de la República por medio de la 
Comisión Central de Planificación, a través de la Providencia N° 
DG/2012/C-0003106, establece los Requisitos Legales, Técnicos y 
Financieros que deben presentar las personas naturales y jurídicas 
interesadas en inscribirse o actualizarse por ante el Registro Nacio-
nal de Contratistas (RNC). El Servicio Nacional de Contrataciones es 
la autoridad técnica en materia de contrataciones públicas a la que 
le corresponde dictar criterios, conforme a los cuales se realizará la 
clasificación de especialidad, experiencia técnica y la calificación le-
gal y financiera de los interesados a los fines de su inscripción en el 
RNC. Los sujetos que deben inscribirse según la norma, son las per-
sonas naturales comerciantes: las firmas personales; las personas 
jurídicas: cooperativas, compañías anónimas, sociedades anónimas 
y sociedades de responsabilidad limitada, asociaciones civiles, fun-

104 Gaceta Oficial N° 40.063 de fecha 3 de diciembre del año 2012.	
105 Gaceta Oficial N° 40.042 de fecha 2 de noviembre del año 2012.	
106 Gaceta Oficial N° 39.995 de fecha 28 de agosto del año 2012.
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daciones, organizaciones socio-productivas o cualquier otra forma 
asociativa. También incluye a las empresas extranjeras con domicilio 
en Venezuela y respondiendo a la recomendación se añaden las em-
presas de seguro.

Finalmente, el Ministerio del Poder Popular de Planificación y Finan-
zas por medio de Resolución107, incorpora los procesos y trámites 
desmaterializados en las órdenes de pago, según los mecanismos 
de Firma Electrónica aplicados al Módulo de órdenes de Pago del 
Sistema Integrado de Gestión y Control de las Finanzas Públicas  
(sigecof). Asimismo, cumpliendo con las medidas de seguridad y 
procesamiento de la información contenidos en el Decreto Ley con 
Fuerza de Ley sobre Mensajes de Datos y Firmas Electrónicas de 
fecha 10 de febrero de 2001108, se resolvió la incorporación de pro-
cesos y trámites desmaterializados o digitalizados en las órdenes de 
pago, según los mecanismos de firma electrónica aplicados al mó-
dulo de órdenes de pago del Sistema Integrado de Gestión y Control 
de las Finanzas Públicas (sigecof), los cuales son de obligatorio cum-
plimiento para los ordenadores de compromisos y pagos a partir de 
agosto de 2012.

Sistemas para proteger a los funcionarios públicos y 
ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos 
de corrupción

Esta recomendación está enmarcada en el artículo III, párrafo 8 de la 
Convención, referida a los sistemas para proteger a los funcionarios pú-
blicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de 
corrupción. Al respecto, la República Bolivariana de Venezuela señala 
que a los fines de asegurar la protección del denunciante de buena fe 
de actos de corrupción, y de su familia, las Normas para Fomentar la 
Participación Ciudadana, ampliamente comentadas, en su artículo 22, 
ordenan a la dependencia del organismo o entidad que reciba o trami-
te la denuncia formulada, y preserve la identidad del denunciante, así 
como su domicilio, profesión, lugar de trabajo y cualquier otro dato que 

107 Gaceta Oficial N° 39.983 de fecha 10 de agosto del año 2012.	
108 Gaceta Oficial N° 37.148 de fecha 28 de febrero del año 2001.
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pudiera servir para su identificación, ello sin perjuicio del derecho que 
asiste al denunciado conforme a las leyes de la República.

Asimismo, se debe recordar que la Constitución de la República Boli-
variana de Venezuela consagra en su artículo 55 el derecho que toda 
persona tiene a la protección por parte del Estado frente a situaciones 
que constituyan amenaza, vulnerabilidad o riesgo para la integridad 
física de las personas, sus propiedades, el disfrute de sus derechos y 
el cumplimiento de sus deberes a través de los órganos de seguridad 
ciudadana regulados por ley.

Resumen

De acuerdo con el Documento de Buenos Aires y el Reglamento y 
Normas de Procedimiento del Comité de Expertos del Mecanismo de 
Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana 
contra la Corrupción, el Comité celebró la Decimocuarta Reunión del 
Comité de Expertos del mesicic en la sede de la oea, en la ciudad de 
Washington D.C., Estados Unidos de América, entre los días 8 y 12 de 
diciembre del año 2008, y en donde se dio por culminada la Segunda 
Ronda de Análisis.

OP-06.14
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Del análisis de las disposiciones seleccionadas de la Convención 
y consideradas en esta Segunda Ronda se pueden destacar las si-
guientes:

En cuanto a los sistemas para la contratación de funcionarios públi-
cos, la República Bolivariana de Venezuela señala que las pautas, 
lineamientos y procesos del subsistema de contratación de funcio-
narios públicos basado en el mérito, así como el desarrollo de los 
principios de publicidad, equidad y eficiencia previstos en la Conven-
ción, contenidos en el Reglamento General de la Derogada Ley de 
la Carrera Administrativa, se seguirá usando con carácter supletorio 
para garantizar el cumplimiento de lo sugerido por el Comité. A su 
vez, se cuenta con un Sistema de Clasificación de Cargos que rige la 
Carrera Funcionarial, con el cual se facilita no solamente todo lo que 
supone el desarrollo de los empleados públicos, sino que se da el 
primer paso en la dirección de avanzar hacia la homologación de las 
remuneraciones en la Administración Pública.

Así mismo, la Administración Pública ha venido incorporando a la le-
gislación venezolana nuevas normativas para fortalecer los sistemas 
para la contratación de los funcionarios públicos en el Poder Legisla-
tivo, Judicial, en la cgr y en el Ministerio Público, así como los funcio-
narios públicos en general.

En cuanto al personal contratado, la Ley del Estatuto de la Función 
Pública (LEFP) señala que solo puede procederse por la vía del con-
trato en aquellos casos en que se requiera personal altamente cali-
ficado para realizar tareas específicas y por tiempo determinado. Se 
prohíbe la contratación de personal para realizar funciones corres-
pondientes a los cargos previstos en la referida Ley. En ningún caso el 
contrato puede constituirse en una vía de ingreso a la Administración 
Pública, por consiguiente esta figura se utiliza para casos específicos, 
y en caso de que algún contratado quisiera entrar a la carrera debe-
rá realizar el respectivo concurso, según se establece en el artículo 
146 constitucional. En ese sentido, diversos organismos y entes de la 
Administración Pública han reglamentado internamente esta materia.
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En lo que se refiere a la adquisición de bienes y servicios por parte 
del Estado, la República Bolivariana de Venezuela cuenta con meca-
nismos destinados a crear, mantener y fortalecer un sistema para la 
adquisición de bienes y servicios por parte del Estado venezolano 
que aseguran la publicidad, equidad y eficiencia de tales sistemas. 
En ese sentido, la nueva Ley de Contrataciones Públicas (LCP), la 
cual brindan mayor agilidad a los procedimientos de selección de 
contratistas y proveedores del Estado; posee el Servicio Nacional de 
Contrataciones (SNC), como ente rector y cuenta con el Registro Na-
cional de Contratistas.

Entre los elementos novedosos incorporados a la normativa se en-
cuentra la inclusión de los consejos comunales a los procesos de 
adjudicación de la empresa y la contraloría social; el modo de selec-
ción mediante contratación directa, que consiste en una modalidad 
excepcional de adjudicación que realiza el órgano o ente contratante 
que podrá realizarse mediante esta Ley cuando el ente lo considere 
necesario; todos los entes y organismos de la Administración Públi-
ca deben contar con comisiones de contrataciones públicas; el SNC 
cuenta con el Sistema de Compras y Licitaciones Electrónicas de 
obligatorio cumplimiento para los entes sujetos a la referida Ley.

En cuanto a los sistemas para proteger a los funcionarios públicos y 
ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrup-
ción el Estado venezolano cuenta con las Normas para Fomentar la 
Participación Ciudadana que protegen la identidad del denunciante y 
a su familia. Asimismo, el artículo 55 constitucional establece el dere-
cho de los ciudadanos a recibir protección por parte del Estado ante 
hechos que constituyan riesgo para la integridad física de las perso-
nas, sus bienes, el goce de sus derechos y el cumplimiento de sus 
deberes a través de los órganos de seguridad ciudadana regulados 
por ley.
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Tercera

Análisis
Ronda de
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El Documento de Buenos Aires y el Reglamento y las Normas de 
Procedimiento del Comité de Expertos del Mecanismo de Seguimien-
to de la Implementación de la Convención Interamericana Contra la 
Corrupción disponen que el Comité deberá adoptar una metodología 
para el análisis de la implementación de las disposiciones de la Con-
vención escogidas para ser analizadas en cada ronda, la cual será 
diseñada para asegurar que obtendrá información suficiente y con-
fiable. Por tanto, en el marco de su Decimocuarta Reunión, realizada 
durante los días 8 al 12 de diciembre del año 2008, en la sede de la 
OEA (Washington D.C.), el Comité decidió el inicio de la Tercera Ron-
da y en donde se analizara la implementación por los Estados Partes 
de las siguientes disposiciones de la Convención: artículo III, párrafos 
7 y 10; y artículos viii, ix, x y xiii.

Para el análisis de las disposiciones seleccionadas de la Convención 
para ser consideradas en esta Tercera Ronda, se tendrá en cuenta la 
siguiente división en áreas temáticas, así como las consideraciones 
que se formulan en relación con algunas de las disposiciones esco-
gidas referidas a:

1. Negación o impedimento de beneficios tributarios por pagos que 
se efectúen en violación de la legislación contra la corrupción (artículo 
III, párrafo 7 de la Convención). La primera disposición seleccionada 
por el Comité para el análisis de su implementación por los Esta-
dos Partes establece la aplicabilidad de medidas destinadas a crear, 
mantener y fortalecer leyes que eliminen los beneficios tributarios a 
cualquier persona o sociedad que efectúe asignaciones en violación 
de la legislación contra la corrupción de los Estados Partes.

2. Prevención del soborno de funcionarios públicos nacionales y ex-
tranjeros (artículo III, párrafo 10 de la Convención). La segunda disposi-
ción seleccionada por el Comité para el análisis de su implementación 
por los Estados Partes establece la aplicabilidad de medidas que impi-
dan el soborno de funcionarios públicos nacionales y extranjeros, tales 
como mecanismos para asegurar que las sociedades mercantiles y 
otros tipos de asociaciones mantengan registros que reflejen con exac-
titud y razonable detalle la adquisición y enajenación de activos, y que 
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establezcan suficientes controles contables internos que permitan a 
su personal detectar actos de corrupción.

3. Soborno transnacional (artículo VIII de la Convención). La tercera 
disposición seleccionada por el Comité para el análisis de su imple-
mentación por los Estados Partes señala: 

Con sujeción a su Constitución y a los principios fundamenta-
les de su ordenamiento jurídico, cada Estado Parte prohibirá y 
sancionará el acto de ofrecer u otorgar a un funcionario público 
de otro Estado, directa o indirectamente, por parte de sus na-
cionales, personas que tengan residencia habitual en su terri-
torio y empresas domiciliadas en él, cualquier objeto de valor 
pecuniario u otros beneficios, como dádivas, favores, prome-
sas o ventajas, a cambio de que dicho funcionario realice u 
omita cualquier acto, en el ejercicio de sus funciones públicas, 
relacionado con una transacción de naturaleza económica o 
comercial. Entre aquellos Estados Partes que hayan tipificado el 
delito de soborno transnacional, este será considerado un acto 
de corrupción para los propósitos de esta Convención. Aquel 
Estado Parte que no haya tipificado el soborno transnacional 
brindará la asistencia y cooperación previstas en esta Conven-
ción, en relación con este delito, en la medida en que sus leyes 
lo permitan.

4. Enriquecimiento ilícito (Artículo IX de la Convención). La cuarta dis-
posición seleccionada por el Comité para el análisis de su implemen-
tación por los Estados Partes señala: 

Con sujeción a su Constitución y a los principios fundamentales 
de su ordenamiento jurídico, los Estados Partes que aún no lo 
hayan hecho adoptarán las medidas necesarias para tipificar 
en su legislación como delito, el incremento del patrimonio de 
un funcionario público con significativo exceso respecto de sus 
ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones y que 
no pueda ser razonablemente justificado por él. Entre aquellos 
Estados Partes que hayan tipificado el delito de enriquecimiento 
ilícito, este será considerado un acto de corrupción para los 
propósitos de la presente Convención. Aquel Estado Parte que 
no haya tipificado el enriquecimiento ilícito brindará la asistencia 
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y cooperación previstas en esta Convención, en relación con 
este delito, en la medida en que sus leyes lo permitan.

5. Notificación de la tipificación del soborno trasnacional y del enri-
quecimiento ilícito (artículo X de la Convención). La quinta disposición 
seleccionada por el Comité para el análisis de su implementación por 
los Estados Partes señala: 

Cuando un Estado Parte adopte la legislación a la que se refie-
ren los párrafos 1 de los artículos VIII y IX, lo notificará al Secre-
tario General de la Organización de los Estados Americanos, 
quien lo notificará a su vez a los demás Estados Partes. Los de-
litos de soborno transnacional y de enriquecimiento ilícito serán 
considerados para ese Estado Parte acto de corrupción para 
los propósitos de esta Convención, transcurridos treinta días 
contados a partir de la fecha de esa notificación.

6. Extradición (artículo XIII de la Convención). La sexta disposición 
seleccionada por el Comité para el análisis de su implementación por 
los Estados Partes establece lo siguiente:

1. El presente artículo se aplicará a los delitos tipificados por los 
Estados Partes de conformidad con esta Convención.

2. Cada uno de los delitos a los que se aplica el presente ar-
tículo se considerará incluido entre los delitos que den lugar 
a extradición en todo tratado de extradición vigente entre los 
Estados Partes. Los Estados Partes se comprometen a incluir 
tales delitos como casos de extradición en todo tratado de ex-
tradición que concierten entre sí.

3. Si un Estado Parte que supedita la extradición a la existencia 
de un tratado recibe una solicitud de extradición de otro Estado 
Parte, con el que no lo vincula ningún tratado de extradición, 
podrá considerar la presente Convención como la base jurídica 
de la extradición respecto de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo.

4. Los Estados Partes que no supediten la extradición a la exis-
tencia de un tratado reconocerán los delitos a los que se aplica 
el presente artículo como casos de extradición entre ellos.



214 Revista de Control Fiscal

t E R C E R A  r O N D A

5. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas por la 
legislación del Estado Parte requerido o por los tratados de ex-
tradición aplicables, incluidos los motivos por los que se puede 
denegar la extradición.

6. Si la extradición solicitada por un delito al que se aplica el 
presente artículo se deniega en razón únicamente de la nacio-
nalidad de la persona objeto de la solicitud, o porque el Estado 
Parte requerido se considere competente, este presentará el 
caso ante sus autoridades competentes para su enjuiciamien-
to, a menos que se haya convenido otra cosa con el Estado 
Parte requirente, e informará oportunamente a este de su resul-
tado final.

7. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno y en sus 
tratados de extradición, el Estado Parte requerido podrá, tras 
haberse cerciorado de que las circunstancias lo justifican y tie-
nen carácter urgente, y a solicitud del Estado Parte requirente, 
proceder a la detención de la persona cuya extradición se soli-
cite y que se encuentre en su territorio o adoptar otras medidas 
adecuadas para asegurar su comparecencia en los trámites de 
extradición.

Negación o impedimento de beneficios tributarios por 
pagos que se efectúen en violación de la legislación 
contra la corrupción

La República Bolivariana de Venezuela, por medio de la Administra-
ción Pública nacional ha venido realizando actividades de fortaleci-
miento que coadyuvan a la implementación de normas para evitar la 
violación de la legislación contra la corrupción, para ello debe con-
siderar adoptar medidas para la detección de sumas pagadas por 
corrupción como beneficios tributarios.

El seniat, mediante Providencia Administrativa109, regula la presenta-
ción de la declaración jurada de las inversiones efectuadas y el monto 
del impuesto sobre la renta exonerado, provenientes de la explota-
ción primaria de las actividades agrícolas, forestales, pecuarias, aví-

109 Gaceta Oficial N° 39.707 de fecha 6 de julio del año 2011.
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colas, pesqueras, acuícolas y piscícolas. Esta Providencia menciona 
la obligación que tienen las personas naturales, jurídicas y entidades 
sin personalidad jurídica, de presentar la declaración jurada de las 
inversiones efectuadas y el monto del impuesto exonerado invertido 
durante el ejercicio fiscal del año 2010, así como de las inversiones a 
efectuar y monto de impuesto a invertir durante el ejercicio fiscal del 
año 2011. También, se describen las formas de presentar la declara-
ción, siguiendo las condiciones y especificaciones técnicas estable-
cidas por el seniat en el portal fiscal.

El seniat dicta la Providencia N° SNAT/2012-0043, mediante la cual se 
establecen los Términos y Condiciones para la Presentación de la Re-
lación Mensual de las Operaciones Exoneradas acordadas mediante 
Decreto N° 9.102 de fecha 18 de julio del año 2012110, en ejercicio de 
sus atribuciones concede la exoneración del pago del Impuesto al Va-
lor Agregado (IVA) a las operaciones de importación definitivo de bie-
nes muebles corporales, realizadas por el Consejo Nacional Electoral 
(CNE), así como las ventas nacionales de bienes muebles corporales 
que se efectúen a dicho Órgano, estrictamente necesarias para la reali-
zación de los procesos electorales, a ser convocados durante los años 
2012 y 2013, en los términos que indica la resolución. El artículo 1 men-
ciona la obligación que tiene el cne de suministrar una relación mensual 
al seniat por medios impresos y electrónicos los primeros cinco días del 
mes en los que se deberá indicar toda la data relacionada a los pro-
veedores o prestadores de servicio y de las transacciones efectuadas.

Decreto N° 9.295111, mediante el cual se exonera del pago del Im-
puesto Sobre la Renta (iva), en los términos y condiciones previstos 
en este Decreto, a los intereses obtenidos por los tenedores, perso-
nas naturales y jurídicas, provenientes de los Bonos Agrícolas emiti-
dos por el Fondo de Desarrollo Nacional, S.A. (fonden) y Petróleos de 
Venezuela S.A. (pdvsa). El Decreto contiene disposiciones relaciona-
das a la determinación de los enriquecimientos exonerados a los que 
se le aplicarán las normas establecidas en la Ley de Impuesto sobre 
la Renta y el artículo 5 se refiere a que:

110 Gaceta Oficial N° 39.999 de fecha 03 de septiembre del año 2012.
111 Gaceta Oficial N° 40.054 de fecha 20 de noviembre del año 2012.



216 Revista de Control Fiscal

t E R C E R A  r O N D A

Perderán el beneficio de exoneración previsto en el Artículo 1, 
los beneficiarios que no cumplan las obligaciones y requisitos 
exigidos en este Decreto, así como las previstas en la Ley de 
Impuesto sobre la Renta, su reglamento y demás normas apli-
cables.

El seniat por medio de la Gerencia de la Aduana Principal de Puerto 
Cabello, a través del Área de Apoyo Jurídico, otorgó 17 exoneracio-
nes para importaciones de la Gran Misión Vivienda Venezuela. Estos 
beneficios consisten en exoneraciones de impuestos de importación 
y tasas por determinación del régimen aduanero a cargo del Estado, 
que han sido solicitadas ante esa dependencia para la construcción de 
soluciones habitacionales para el país. Dicho beneficio se apega a las 
disposiciones legales establecidas en el Decreto N° 8.174112, a través 
del cual se exoneran del pago del Impuesto al Valor Agregado (IVA), 
de aranceles de importación y tasas aduaneras, a aquellas empresas, 
tanto públicas como privadas, que tengan como fin la construcción de 
viviendas, en el marco de la Ley Orgánica de Emergencias para Terre-
nos y Viviendas, y la Gran Misión Vivienda Venezuela.

La recepción, análisis, tramitación, y aprobación de estas solicitudes, 
las realizan las gerencias de las aduanas principales del país, a tra-
vés de la División de Tramitaciones y del Área de Apoyo Jurídico, 
gracias a la potestad conferida en la Providencia Administrativa N° 
SNAT/2012/0038 del 28 de junio del año 2012113. 

La Intendente Nacional de Tributos Internos del Servicio Nacional In-
tegrado de Administración Aduanera y Tributaria (seniat) informó que 
se detectaron patrones inusuales en las declaraciones del Impuesto 
Sobre la Renta (isrl) de Personas Naturales correspondiente al año 
fiscal pasado, por lo que se emprenderá un programa a los fines de 
corroborar y tomar los correctivos correspondientes, en los casos que 
se presuma evasión fiscal. Estas fiscalizaciones se harán de manera 
aleatoria una vez expirado el plazo para hacer la última declaración 
fraccionada de este tributo.

112 Gaceta Oficial N° 39.665 de fecha 3 de mayo del año 2011.
113 Gaceta Oficial N° 39.954 de fecha 28 de junio del año 2012.
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El seniat y el Instituto Nacional de Estadística (INE) dieron inicio a un 
Taller sobre Tributación y Estadística, con el objetivo de optimizar el 
intercambio de información entre ambos organismos, para fortalecer 
los estudios estadísticos y la gestión tributaria del país. Dicho taller se 
realizó del 13 al 17 de mayo del año 2013 y contó con la participación 
de 26 funcionarios de ambas instituciones.

En cuanto a la utilización de programas informáticos que faciliten la 
consulta o el cruce de información, se han puesto en funcionamiento 
los siguientes:

A través del seniat se aplicaron los siguientes sistemas:

�� El normal funcionamiento de la plataforma Sidunea World ratifi-
cado por el seniat, el cual añadió que trabaja continuamente por 
mejorar y resolver las contingencias que pudiese presentar la pla-
taforma electrónica y motorizar el buen desempeño de las opera-
ciones aduaneras. 

�� La Aduana Principal Marítima de “La Guaira” mantiene más de 300 
declaraciones diarias, representadas en el despacho de más 600 
contenedores que son nacionalizados, confirmando que la pla-
taforma Sidunea World se mantiene funcionando acorde con las 
necesidades de los importadores. 

�� El seniat precisó que el Sidunea World es un sistema confiable 
que permite mayores controles para la Administración Pública y 
se expandirá a las distintas aduanas del país, luego de la puesta 
en marcha en la Aduana Principal Marítima de “La Guaira” y la 
Aduana Principal Aérea de Maiquetía, donde se evalúa su funcio-
namiento y se realizan los ajustes técnicos y operativos de rigor. 

�� Igualmente informó que, según los datos que arroja la platafor-
ma electrónica Sidunea World, se realizaron en el mes de agosto 
de 2012, 9 mil 140 declaraciones de aduana, 9 mil 589 pases de 
salida y 11 mil 290 documentos de transporte, que representan 
índices del desempeño de la actividad portuaria.

En cuanto a los mecanismos de coordinación institucional que les 
permitan obtener oportunamente la colaboración que necesiten de 
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otras autoridades, en aspectos tales como dictámenes de autentici-
dad de los documentos aportados con las solicitudes el seniat, me-
diante la Intendencia Nacional de Aduanas (ina), informó que a partir 
del lunes 19 de noviembre 2012, entra en vigencia el Acuerdo de al-
cance parcial de naturaleza comercial entre Venezuela y Colombia114. 
En este sentido, se informó que todas las importaciones de mercan-
cías originarias de la República de Colombia, cuyos consignatarios 
deseen acogerse a la preferencia arancelaria, deberán indicar en el 
campo 36 de la Declaración Única de Aduanas (dua), una codifica-
ción específica, siendo la misma: aapcol(Acuerdo de Alcance Parcial 
Colombia), para que el Sistema Automatizado sidunea realice los cál-
culos correspondientes. Se enfatiza que los importadores deberán 
manifestar su voluntad de acogerse al trato arancelario preferencial 
establecido en el precitado acuerdo, en la respectiva dua. De igual 
modo, al momento de la presentación de la dua deberá ser acreditado 
el origen de la mercancía a través del correspondiente certificado, y 
cumplir con las formalidades establecidas en la legislación nacional.

114 Gaceta Oficial N° 6.082 Extraordinario de fecha 20 de agosto del año 2012.

O
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En lo que respecta a los programas de capacitación diseñados es-
pecíficamente para alertar sobre las modalidades utilizadas para dis-
frazar pagos por corrupción e instruirlas sobre la manera de detectar 
dichos pagos en las solicitudes, el seniat dictó una serie de cursos 
dirigidos a capacitar y entrenar a su personal para el manejo adecua-
do de los recursos públicos, así como para elevar los valores éticos 
con miras a dar cumplimiento a los procedimientos administrativos y 
jurídicos para prevenir actos de corrupción.

2012

El seniat realizó, por medio de la Gerencia de la Aduana Principal de 
Puerto Cabello, un taller dirigidos a los auxiliares de la Administración 
Aduanera, con el objetivo de instruirlos en el llenado del nuevo for-
mato de solicitud de traslados de las mercancías, con la finalidad de 
ofrecer la orientación necesaria sobre el cumplimiento de dicha for-
malidad. Las autoridades aduaneras explicaron que se trata de unifi-
car los procedimientos administrativos, en aras de la optimización del 

Cuadro de Cursos Relacionados con la Ley 
Contra la Corrupción Período 2008-2010

N° Cursos N° De Funcionarios

1 Administración, Manejo y Custodia de Bie-
nes Nacionales 8

2 Ética, Moral y Valores Aplicados a la Admi-
nistración Pública 17

3 Ley Sobre el Delito de Contrabando 25
4 Nueva Ética Socialista 27
5 Ley del Estatuto de la Función Pública 38
6 Competencias e Ilícitos Aduaneros 82

7 Básico en Educación Aduanera, Tributaria 
con Valores Socialistas 93

8 Ética y Calidad en el Servicio 131
9 Ley Contra la Corrupción 135

10 Deberes y Derechos de los Funcionarios 
Públicos 177

11 Sistema Aduanero Socialista 431
12 Sistema Tributario Socialista 1.940

Total 3.104
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servicio, así como también de brindar orden y seguridad tanto para la 
Administración, como para el contribuyente. 

Este nuevo formato de traslado de mercancías se basa en una reestruc-
turación más detallada del anterior, pues se incluyen datos relevantes in-
herentes al tipo de la mercancía, según se indique en la factura de com-
pra; también se solicitan especificaciones sobre el valor comercial de 
la carga; se incluye un cuadro en el que se precisa que el traslado solo 
aplica para la jurisdicción de la Aduana Principal de Puerto Cabello y otro 
espacio para la verificación de la garantía, entre otras especificaciones. 

Los auxiliares de la Administración Aduanera están obligados a llenar 
la solicitud de forma clara y legible, sin obviar ningún renglón, y anexar 
toda la documentación exigida, de lo contrario no procederá el reque-
rimiento.  Además, se instó a los participantes a revisar acuciosamente 
cada dato y anexos antes de hacer la consignación de la solicitud, a fin 
de evitar devoluciones por incumplimientos o errores en el llenado, en 
detrimento de la agilización del servicio. 

Con este nuevo formato se afinan los controles de traslado de mercan-
cía, pues a través de este mecanismo se ofrecen nuevas herramientas 
para la comprobación documental y obliga al importador a estar al día 
con la Administración Aduanera.

2013

El seniat y el Instituto Nacional de Estadística (ine) dictaron un Taller so-
bre Tributación y Estadística, con el objetivo de optimizar el intercambio 
de información entre ambos organismos para fortalecer los estudios 
estadísticos y la gestión tributaria del país. Este taller se realizó en mayo 
del año 2013 y contó con la participación de 26 funcionarios de ambas 
instituciones.

Prevención del soborno de funcionarios públicos 
nacionales y extranjeros

La República Bolivariana de Venezuela, mediante la Administración 
Pública, ha venido incorporando normativa legal y reglamentaria al 
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sistema jurídico venezolano en función de prevenir el soborno de los 
servidores públicos tanto nacionales como extranjeros.

La Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario (sude-
ban) dictó las Normas relativas a la Administración y Fiscalización de 
los riesgos relacionados con los delitos de Legitimación de Capitales 
y Financiamiento al Terrorismo aplicables a las Instituciones regula-
das por la Superintendencia de Bancos, mediante la Resolución 119-
10115. La finalidad de estas Normas es evitar que funcionarios extran-
jeros de alto nivel, amparados en su investidura, pretendan evadir las 
regulaciones que sancionan el manejo ilícito de recursos económicos 
públicos o privados para su beneficio. En tal sentido, la República 
Bolivariana de Venezuela estableció en dichas Normas, en su artículo 
61:  

Los sujetos obligados deben tomar las medidas razonables 
para mitigar el riesgo de participar deliberada o involuntaria-
mente, en el encubrimiento o transferencia de ingresos deriva-
dos de la corrupción, por parte de figuras políticas extranjeras 
de alto nivel y su círculo de colaboradores. Debido a que los 
riesgos planteados por las Personas Expuestas Políticamente 
(PEP) varían, la identificación, monitoreo y el diseño de contro-
les para estos clientes y las transacciones efectuadas en sus 
cuentas deberán estar basados en su nivel de riesgo.

Las citadas normas definen el concepto de Persona Expuesta Políti-
camente como: 

Un individuo que es, o que fue, figura política de alto nivel o 
sus familiares más cercanos y su círculo de colaboradores in-
mediatos. Una figura política de alto nivel es un funcionario im-
portante de un órgano ejecutivo, legislativo, judicial o militar de 
un gobierno extranjero (elegido o no), un miembro de alto nivel 
de un partido político extranjero o un ejecutivo de alto nivel de 
una corporación que sea propiedad de un gobierno extranjero. 
También, se incluye en esta categoría a cualquier corporación, 
negocio u otra entidad que haya sido creada por dicho funcio-
nario o en su beneficio. En el concepto de familiares cercanos 

115 Gaceta Oficial N° 39.388 de fecha 17 de marzo del año 2010.
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se incluye: a los padres, hermanos, cónyuges, hijos o parientes 
políticos del PEP.

El Ministerio Público mediante Resolución publicada en la Gace-
ta Oficial N° 39.563 de fecha 30 de noviembre del año 2010 crea la 
Dirección Contra la Legitimación de Capitales, Delitos Financieros y 
Económicos, adscrita a la Dirección General Contra la Delincuencia 
Organizada. Por considerar que la Legitimación de Capitales es un 
proceso en virtud del cual los bienes de origen delictivo se integran 
al sistema económico con apariencia de ser obtenidos en forma lí-
cita, pretende evitar perjudicar la estructura financiera y económica 
del Estado. Entre las atribuciones de su disposición tercera, señala 
el artículo 3: 

Someter a consideración del o la Fiscal General de la Repúbli-
ca, los informes que requieran los organismos nacionales e in-
ternacionales, en cuanto a la competencia del Misterio Público 
en la represión del delito de Legitimación de Capitales, Delitos 
Financieros y Económicos.

La Ley Sobre el Delito de Contrabando publicada en la Gaceta Ofi-
cial N° 6.017 de fecha 30 de diciembre del año 2010, además de su 
carácter aduanero o fiscal, contempla el tratamiento que debe darse 
a las actividades de extracción de combustible y sus derivados, así 
como de alimentos subsidiados y de insumos importados exentos de 
impuestos, los cuales, por efecto del contrabando, particularmente 
en las zonas fronterizas, han dado lugar a una problemática que aten-
ta contra el desarrollo integral y a nuestra seguridad nacional.

Esta Ley incluyó penas de entre cinco a nueve años para los fun-
cionarios o depositarios que se “apropien, dispongan, consuman o 
distribuyan las mercancías retenidas o incautadas, o que alteren su 
entrega a la autoridad competente”. A aquellos funcionarios públi-
cos, como los auxiliares de la administración aduanera, que no hagan 
cumplir las autorizaciones para el manejo, movilización y zonificación 
de mercancías, se les podrán aplicar las circunstancias agravantes 
del contrabando, mencionadas en el artículo 26, cuyo numeral 1 es-
pecifica que:
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El autor o autora, coautor o coautora o cómplice sea un fun-
cionario público o funcionaria pública, contratado o contratada 
u obrero al servicio de la Administración Pública, auxiliar de la 
administración aduanera y tributaria o empleado o empleada de 
entidad de aseguradora o bancaria, será sujeto de sanciones 
penales según lo previsto en esta Ley.

Asimismo, esta normativa legal indica la revisión de una serie de 
Cuentas y Subcuentas, especialmente las subcuentas asignadas al 
Proyecto de Incorporación del Chip de las Instituciones Financieras 
cuya culminación está prevista para el 31 de diciembre del año 2010.

El Banco Central de Venezuela (bcv) mediante Resolución dicta las 
Normas Relativas a las Operaciones en el Mercado de Divisas116. El 
bcv ha establecido regulaciones operativas con el fin de contribuir a 
promover la disciplina, transparencia y funcionamiento ordenado de 
la gestión cambiaria del sistema financiero nacional como lo indican 
los artículos siguientes:

Artículo 14. El Banco Central de Venezuela, en ejercicio de las 
atribuciones que le confiere la Ley que rige su funcionamiento, 
realizará las visitas e inspecciones que estime pertinentes a las 
instituciones autorizadas para operar como intermediarios en el 
mercado de divisas de acuerdo con lo previsto en la presente re-
solución, a los fines de verificar el cumplimiento de los lineamien-
tos, términos y condiciones dictados por el Banco Central de 
Venezuela en esta materia. Asimismo, podrá constatar la certeza 
de la información remitida conforme a estos y los procedimientos 
aplicados a las demás operaciones relacionadas o conexas con 
las operaciones de intermediación antes indicadas, debiendo di-
chas instituciones suministrarle toda la información que sobre el 
objeto de la inspección sea requerida.

La Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario (SUDE-
ban) mediante Resolución N° 262-10, del 19 de mayo del año 2010, 
modifica el Manual de Contabilidad para Bancos, Otras instituciones 
Financieras y Entidades de Ahorro y Préstamo117. El objeto de este 

116 Gaceta Oficial N° 39.481 de fecha 05 de agosto del año 2010.	
117 Gaceta Oficial N° 39.443 de fecha 10 de junio del año 2010.
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Manual es garantizar la fidelidad de la información recogida y la exac-
titud de los registros contables para su supervisión y control. 

Visto que la Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones 
Financieras están facultadas para promulgar regulaciones de 
carácter contable, en cuanto a la forma de registro y presen-
tación de la información financiera que deben suministrar las 
instituciones sometidas a su inspección, supervisión, vigilancia 
y control; a los fines de que la contabilidad de dichas institu-
ciones reflejen fielmente todas las operaciones activas, pasi-
vas, directas o contingentes derivadas de los actos y contratos 
realizados, y en particular que el manual de Contabilidad para 
Bancos, Otras Instituciones Financieras y Entidades de Ahorro y 
Préstamo esté actualizado y basado en la normativa prudencial 
y en los principios de supervisión bancaria efectiva acogidos 
por este Ente Supervisor.

El seniat mediante Providencia establece el Plan de Cuentas Patrimo-
niales aplicable a la República y sus Entes Descentralizados funcio-
nalmente sin fines empresariales118. El Plan de Cuentas Patrimoniales 
comprende el código, la denominación y la descripción de las cuentas 
y subcuentas que conforman el activo, el pasivo, patrimonio, ingreso, 
gasto, cuentas de orden y cuentas de cierre, así como su ordenamien-
to y clasificación en grupos, subgrupos, rubros, cuentas, subcuentas 
de primer orden, y subcuentas de segundo orden, que permitan la 
operatividad de la estructura financiera y contable de los órganos de 
la República y sus entes descentralizados funcionalmente sin fines em-
presariales.

2011

El seniat mediante la Providencia Administrativa 006 crea la Oficina de 
Prevención y Control de Legitimación de Capitales del Servicio Nacional 
Integrado de Administración Aduanera y Tributaria119. Esta nueva oficina 
se encarga de supervisar y controlar “el cumplimiento efectivo y eficaz de 
las obligaciones y cargas de las normas de cuidado, de seguridad y pro-
tección, en materia de prevención de legitimación de capitales”; asimis-

118 Gaceta Oficial N° 39.352 de fecha 22 de enero del año 2010.
119 Gaceta Oficial N° 39.618 de fecha 17 de febrero del año 2011.
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mo deberá crear mecanismos de control para prevenir estos actos 
a través de la detección de los movimientos de dinero en efectivo o 
cualquier otro título negociable que se sospeche incurso en este tipo 
de financiamiento o sean falsamente declarados o revelados. Tam-
bién emitirá lineamientos a funcionarios enlace, así como reportes, in-
formes y datos de actividades sospechosas, además de intercambiar 
información oficial obtenida con las autoridades competentes.

La Superintendencia Nacional de Valores, mediante Resolución120, 
dicta las Normas relativas a la Administración y Fiscalización de los 
Riesgos relacionados con los delitos de Legitimación de Capitales y 
Financiamiento al Terrorismo aplicables a las Instituciones reguladas 
por esta Superintendencia. Es obligación de la República Bolivaria-
na de Venezuela prevenir que el mercado de valores venezolano sea 
utilizado como canal para actividades ilícitas como la legitimación 
de capitales y financiamiento al terrorismo, en tal sentido, la Super-
intendencia Nacional de Valores, como órgano responsable de re-
gular, controlar y supervisar a los sujetos obligados regidos por la 
Ley de Mercado de Valores, para evitar que sea utilizado el mercado 
de valores como mecanismo para la legitimación de capitales y fi-
nanciamiento al terrorismo, publicó estas Normas que conllevan a la 
prevención, control y fiscalización sobre la legitimación de capitales 
y financiamiento al terrorismo por parte de los sujetos sometidos a 
su control. Estas Normas en su artículo 30 considera como factor o 
categoría que debe ser considerado de Alto Riesgo: “…las Perso-
nas Expuestas Políticamente (pep), incluyendo a familiares cercanos, 
asociados y estrechos colaboradores de dichas personas”; en con-
secuencia, estarán sometidos a una serie de disposiciones de la Ley 
que pretende prevenir que cometan algún delito en este ámbito.

La Superintendencia de la Actividad Aseguradora mediante Providen-
cia121, dicta las Normas sobre Prevención, Control y Fiscalización de 
los delitos de Legitimación de Capitales y Financiamiento al Terro-
rismo en la Actividad Aseguradora. Las mismas tienen como objeto 
establecer y unificar las políticas, normas y procedimientos continuos 
y permanentes diseñados especialmente de acuerdo con el nivel de 
120 Gaceta Oficial N° 39.616 de fecha 15 de febrero del año 2011.
121 Gaceta Oficial N° 39.621 de fecha 22 de febrero del año 2011.
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riesgo, que como mínimo deben seguir los Sujetos Obligados, con el 
fin de mitigar los riesgos de que sean utilizados como instrumentos 
para la Legitimación de Capitales y el Financiamiento del Terrorismo 
(lc/ft) a través de la comisión de las actividades ilícitas establecidas 
en la Ley Orgánica contra la Delincuencia Organizada. Dichas Nor-
mas comprenden como sujetos obligados en su artículo 3: 

Las empresas de seguro y reaseguro, incluyendo las oficinas 
de representación de compañías extranjeras dedicadas a la 
actividad aseguradora, las sociedades de corretaje, las asocia-
ciones cooperativas que realicen actividades aseguradoras, las 
empresas dedicadas a la medicina pre-pagada, las dedicadas 
al financiamiento de primas de seguro, ajustes de pérdidas, 
peritaje evaluador e inspecciones de riesgos. Asimismo, los 
auditores externos, los agentes y corredores de seguro, los ins-
pectores de riesgos, los peritos evaluadores y los ajustadores 
de pérdidas, las empresas de peritaje evaluador y las empresas 
dedicadas a las inspecciones de riesgos.

Las Normas incluyen el establecimiento de un Sistema Integral de 
Prevención y Control de la lc/ft, un plan operativo anual, un programa 
anual de adiestramiento, la obligación de sustentar los expedientes 
de los clientes y de reportar actividades sospechosas de lc/ft. 

Para asegurar que se cumplan las disposiciones de estas Normas se 
implementará una política de conocimiento de sus empleados tal y 
como señala el artículo 51: 

El área de Recursos Humanos de los sujetos obligados como 
parte de su control interno deberá llevar un registro de cada uno 
de sus empleados, que debe ser actualizado una vez al año 
para mantener la integridad y conocimiento de los anteceden-
tes personales, laborales y patrimoniales del personal.

 Mientras que el artículo 52 rige el comportamiento de los empleados, 
y exhorta a los 

supervisores de todos los niveles [sic] de prestar atención a la 
conducta y posibles cambios repentinos en las costumbres y 
nivel de calidad de vida de los empleados a su cargo, el cual 
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debe estar en concordancia con el nivel de su remuneración. 
Igual atención deben prestar a su nivel de endeudamiento, el 
disfrute o no de sus vacaciones, cambios de estado civil y el 
recibo de regalos por parte de los clientes. Ello a fin de garan-
tizar en buena medida la probidad de todos los empleados. La 
actividad sospechosa deberá ser notificada al encargado de 
la oficina de Recursos Humanos quién tendrá la obligación de 
levantar toda la información necesaria y reportarlo a la Unidad 
de Prevención y Control de Legitimación de Capitales del Sujeto 
Obligado o en su defecto al Oficial de Cumplimiento quién de-
berá someterlo ante el Comité de Prevención y Control.

El Ministerio del Poder Popular de Planificación y Finanzas por medio 
de la Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario, dic-
ta la Resolución122, mediante la cual se modifica el Manual de Con-
tabilidad para el Sistema Nacional de Garantías Recíprocas para la 
Pequeña y Mediana Empresa. El Manual tiene por objeto uniformar 
el registro contable de las operaciones que realizan dichas institucio-
nes autorizadas para operar en la República Bolivariana de Venezuela 
para de esta manera obtener estados financieros que reflejen de ma-
nera transparente la situación económica financiera y de resultados 
de su gestión, así como aquellos que constituyan un instrumento útil 
para el análisis de la información y de la toma de decisiones por parte 
de los administradores y propietarios de las instituciones, de las enti-
dades responsables de la regulación y fiscalización de las mismas y 
de otras partes interesadas.

El Banco Central de Venezuela (bcv), mediante Resolución123, dicta 
la Reforma Parcial del Reglamento del Sistema de Cámara de Com-
pensación Electrónica. El artículo 1 de esta Resolución estipula que: 

La Cámara de Compensación Electrónica es un sistema con 
cobertura nacional, a través de la cual las Instituciones Banca-
rias participantes compensarán transacciones efectuadas con 
cheques y otros medios de pago, y cuyo funcionamiento se 
regirá por lo establecido en el presente Reglamento, así como 

122 Gaceta Oficial N° 39.657 de fecha 15 de abril del año 2011.
123 Gaceta Oficial N° 39.805 de fecha 22 de noviembre del año 2011.
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por los procedimientos, instructivos y otros actos normativos 
dictados por el Banco Central de Venezuela.

Asimismo se modificó el artículo 60 numeral 3 en los siguientes tér-
minos: 

Los cheques que sean requeridos por órganos judiciales o por 
organismos con competencia de investigación, sustanciación, 
inspección, vigilancia, control y/o fiscalización, deberán ser re-
mitidos oportunamente de manera que permita a la institución 
bancaria librada cumplir con dicha instrucción en el plazo esta-
blecido por tales órganos u organismos.

2012

La Contraloría General de la República, mediante Resolución124, dicta 
las Normas para la Ejecución de los Trabajos y Presentación de Re-
sultados por Auditores, Consultores, Profesionales Independientes y 
Firmas de Auditores que Presten Servicios en Materia de Control, que 
entraron en vigencia en el mes de enero del año 2012 y que puntua-
lizan los detalles a tomarse en cuenta para elaborar el programa y 
la propuesta de trabajo, la ejecución y presentación de los resulta-
dos preliminares, y la entrega formal de los informes, dictámenes y 
estudios técnicos correspondientes. Asimismo, exhorta a mantener 
absoluta reserva sobre los datos relacionados con las tareas que se 
realicen, y además exige garantizar que las auditorías cumplan con 
criterios de calidad. De igual manera, se establecen los patrones a los 
que deben ceñirse tanto los profesionales inscritos y calificados por la 
Contraloría General de la República, como los diversos entes perte-
necientes al Sistema Nacional de Control Fiscal, la Superintendencia 
Nacional de Auditoría Interna, y las máximas autoridades jerárquicas 
de los órganos y entes de la administración pública.

El Ministerio del Poder Popular de Planificación y Finanzas dicta la Pro-
videncia mediante la cual se establece el Plan de Cuentas Patrimoniales 
aplicable a la República y sus entes descentralizados funcionalmente 
sin fines empresariales125. La Oficina Nacional de Contabilidad Pública 

124 Gaceta Oficial N° 39.827 de fecha 23 de diciembre del año 2011.
125 Gaceta Oficial N° 39.845 de fecha 18 de enero del año 2012.
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(oncop). A través de esta Providencia, señala que el Plan de Cuentas 
Patrimoniales es el instrumento normativo que comprende el código y 
la denominación de las cuentas y subcuentas que conforman el acti-
vo, pasivo, patrimonio, ingresos, gastos, cuentas de orden y cuentas 
de cierre que permiten la operatividad de la estructura financiera del 
ente contable; y se identifican y registran los hechos económicos fi-
nancieros que realiza el ente contable, permitiendo asegurar la obten-
ción de la información necesaria para la elaboración y presentación 
de los estados financieros.

Por otro lado, el Ministerio del Poder Popular de Planificación y Finan-
zas dicta la Resolución mediante la cual se establecen las Normas 
Relativas al Registro de los Contadores Públicos o Contadoras Pú-
blicas en el Ejercicio independiente de la Profesión126. La Resolución 
dispone que los Contadores Públicos y las Contadoras Públicas en el 
ejercicio independiente de la profesión inscritos en el registro creado 
por la Superintendencia de las instituciones del sector bancario y per-
teneciente a una sociedad auditora, son los únicos autorizados para 
firmar el dictamen de las auditorías de los entes que se encuentran 
bajo la supervisión y control de este órgano regulador, así como los 
demás actos de su competencia previstos en la legislación vigente y 
en las normativas emanadas de esta Superintendencia.

El Banco Central de Venezuela, mediante Resolución N° 12-09-01, 
dicta las Normas que regirán las cuentas en moneda extranjera en 
el Sistema Financiero Nacional127. Estas Normas mencionan que las 
personas jurídicas no domiciliadas en el territorio nacional que parti-
cipan en la ejecución de proyectos de inversión pública, así como en 
proyectos de interés general del sector productivo podrán mantener 
en cuentas abiertas en Bancos Universales depósitos en fondo de 
divisas provenientes necesariamente del exterior. Del mismo modo 
las personas naturales mayores de edad residenciadas en el territo-
rio nacional y las personas jurídicas domiciliadas en el país podrán 
mantener en cuentas abiertas, en bancos universales, para depósitos 
provenientes de la liquidación de títulos denominados en moneda ex-
tranjera emitidos por la República Bolivariana de Venezuela.

126 Gaceta Oficial N° 39.955 de fecha 29 de junio del año 2012.
127 Gaceta Oficial N° 40.002 de fecha 06 de septiembre del año 2012.
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El artículo 3 de estas Normas señala que: 

las instituciones bancarias autorizadas a recibir depósitos en 
moneda extranjera de conformidad con lo previsto en el pre-
sente Convenio, deberán enviar al Banco Central de Venezuela, 
con periodicidad mensual, información detallada de los fondos 
que mantengan en moneda extranjera, en los términos y con-
diciones establecidos en los manuales, instructivos y circulares 
dictados por este Instituto para el mantenimiento de las cuentas 
autorizadas.

La Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario, median-
te Resolución128, modifica el Manual de Contabilidad para Bancos, 
Otras Instituciones Financieras y Entidades de Ahorro y Préstamo. 
Esta Superintendencia está facultada para promulgar regulaciones de 
carácter contable, en cuanto a la forma de registro y presentación de la 
información financiera que deben suministrar las instituciones someti-
das a su inspección, supervisión, vigilancia y control, a los fines de que 
la contabilidad de dichas instituciones refleje fielmente todas las opera-
ciones activas, pasivas, directas o contingentes derivadas de los actos 
y contratos realizados, y en particular que el Manual de Contabilidad 
esté actualizado y basado en la normativa prudencial y en los principios 
de supervisión bancaria efectiva acogidos por este ente Supervisor. De 
igual modo se actualizaron las nomenclaturas y formularios del Manual 
que aparecen publicados en esa Gaceta.

El Ministerio del Poder Popular para las Comunas y los Movimien-
tos Sociales dictó las Normas para Regular el uso y manejo de los 
Fondos legales por parte de las Asociaciones Cooperativas y Orga-
nismos de Integración129. El objetivo de estas Normas es regular el 
contenido, alcance y manejo de los Fondos Legales previstos en la 
Ley Especial de Asociaciones Cooperativas. Los Fondos se calculan 
conforme a lo que señala la aludida ley, haciéndose su correspon-
diente registro contable y abono en cuentas bancarias individuales 
para cada uno de ellos o en una cuenta conjunta para los tres fondos 
(emergencia, protección social y educación) que debe abrir la aso-

128 Gaceta Oficial N° 40.009 de fecha 17 de septiembre del año 2012.
129 Gaceta Oficial N° 40.329 de fecha 8 de enero del año 2014.
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ciación. En consonancia con la recomendación, la norma señala una 
serie de prohibiciones de anomalías que se pueden denunciar como: 

a. La utilización de fondos para un objeto o destino diferente del 
previsto en la Ley Especial de Asociaciones Cooperativas y la 
presente providencia; 

b. la trasferencia de un fondo interno a otro; y c. Su utilización 
para préstamos personales a los asociados. 

Igualmente el Artículo 19 indica: 

El desvío o uso inadecuado de los Fondos, constituirá una in-
fracción de la norma legal, en consecuencia la Asociación Coo-
perativa Organismo de Integración, estará incursa en la sanción 
prevista en los artículos 94 numeral 1 y 95 de la Ley Especial de 
Asociaciones Cooperativas. 

Igualmente, El Banco Central de Venezuela (bcv) dictó la Reforma Par-
cial de la Resolución N° 13-02-01, relativa a las Cuentas en moneda 
extranjera en el Sistema Financiero Nacional.  El Artículo 2 modificado 
menciona que en caso de que Petróleos de Venezuela, S.A. y sus 
empresas filiales paguen en divisas a personas jurídicas domiciliadas 
en el país el componente externo de sus contrataciones conforme a lo 
previsto en el artículo 3 del Convenio Cambiario N° 9 de fecha 14 de 
julio del año 2009, dichos pagos deberán acreditarse necesariamente 
en cuentas a la vista o a término en moneda extranjera en bancos 
universales regidos por el decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley 
de Reforma Parcial de la Ley de Instituciones del Sector Bancario; en 
este supuesto, Petróleos de Venezuela S.A. y sus empresas filiales 
informarán al Banco Central de Venezuela mensualmente y por escri-
to sobre el uso y destino de los pagos a que se contrae el presente 
artículo. 

El seniat profundiza investigaciones contra la defraudación fiscal. El 
artículo 116 del Código Orgánico Tributario señala que incurre en 
defraudación tributaria quien mediante una simulación, ocultación o 
maniobra, o cualquier otra forma de engaño, induzca en error a la ad-
ministración tributaria y obtenga para sí o para un tercero un enrique-
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cimiento indebido. El seniat al realizar acciones de inteligencia fiscal 
está recabando algunos indicios de defraudación en las que figuran 
declarar cifras de datos falsos, omitir deliberadamente circunstancias 
que influyan en la determinación de la obligación tributaria como por 
ejemplo, no declarar en el Impuesto sobre la Renta (islr) un ingreso 
obtenido. En el caso de las personas jurídicas, uno de estos indicios 
consiste en omitir o efectuar facturas o documentos cuyo monto no 
coincida con el monto correspondiente al de la operación real. 

El Ministerio del Poder Popular de Finanzas mediante Resolución 
establece los Manuales de Usuarios del Sistema Integrado de Ges-
tión y Control de las Finanzas Públicas (sigecof),  en función de las 
normas técnicas y procedimentales para el registro de los hechos 
o transacciones económico-financieras que efectúen las dependen-
cias liquidadoras de ingresos públicos nacionales y las unidades 
responsables de la administración, custodia o manejo de Fondos y 
Bienes Públicos. Es necesario proveer a los usuarios de este sistema 
de la información con las disposiciones legales y reglamentarias que 
sustentan los registros de los hechos o transacciones económico-
financieras de las normas técnicas y procedimentales, así como de 
los niveles de responsabilidad y los procesos que le son inherentes 
en cada una de las fases de la gestión económica financiera. Los 
manuales del sistema que se actualizaron en la mencionada dispo-
sición contienen un conjunto de instrucciones para el manejo de las 
aplicaciones informáticas de los procesos incorporados en el sigecof. 

La Superintendencia de Bancos y otras Instituciones Financieras 
(sudeban) emitió el Manual de Contabilidad para Bancos, Otras Ins-
tituciones Financieras y Entidades de Ahorro y Préstamo. La Super-
intendencia está facultada para promulgar regulaciones de carácter 
contable, en cuanto a la forma de registro y presentación de la in-
formación financiera que deben suministrar las instituciones someti-
das a su inspección, supervisión, vigilancia y control, a los fines de 
que la contabilidad de dichas instituciones refleje fielmente todas las 
operaciones activas, pasivas, directas o contingentes derivadas de 
los actos y contratos realizados y, en particular, que el Manual esté 
actualizado y basado en la normativa prudencial y en los principios 
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de supervisión bancaria efectiva acogidos por esta Superintendencia. 
En este sentido, se dictó la Resolución mediante la cual se modificó, 
para su actualización, el Catálogo de Cuentas del citado Manual. 

La Superintendencia de Cajas de Ahorro, de conformidad con las 
atribuciones conferidas en los artículos de la Ley de Cajas de Ahorro 
y Fondos de Ahorro, dictó el Manual de Contabilidad para Cajas de 
Ahorro, Fondos de Ahorro y Asociaciones de Ahorro Similares, que 
se implementará en todas aquellas asociaciones que presentan las 
características señaladas en la referida Ley, a objeto de garantizar un 
idóneo funcionamiento administrativo, contable y financiero. 

El Ministerio del Poder Popular para Ciencia, Tecnología e Innovación, 
mediante Resolución dicta la Normativa para la Apertura de Cuenta 
Auxiliar para el registro del Franqueo Postal Obligatorio a favor del 
Instituto Postal Telegráfico de Venezuela (ipostel) percibido por los 
Operadores Postales Privados.  Considerando que el régimen de co-
rreos es de competencia del Poder Público nacional y que el franqueo 
previo de la correspondencia es obligatorio y compete al ejecutivo 
nacional fijar las tarifas postales, se desprende que de conformidad 
con lo previsto en el Reglamento sobre Concesiones de Servicios 
de Correo, las empresas deben colocar el franqueo obligatorio de 
acuerdo con las tarifas establecidas por el ministerio respectivo. Se 
establece un contrato de concesión de los servicios de correo, así 
como otros instrumentos jurídicos de carácter sublegal que contienen 
disposiciones para el control, verificación y fiscalización del Franqueo 
Postal Obligatorio por los operadores postales privados, concesiona-
rios cuyo producto debe ser enterado al Instituto Postal Telegráfico de 
Venezuela (ipostel) mediante el régimen de autoliquidación.

Los operadores postales privados, además de los libros contables 
exigidos por la legislación nacional, deberán llevar una cuenta auxi-
liar para registrar el franqueo postal obligatorio, en cuyo contenido 
se anotará, cronológicamente y sin atrasos, la información relativa a 
las operaciones postales que efectúen de acuerdo con la modalidad 
de servicio autorizada, amparada por las correspondientes facturas, 
guías de porte, guías de despacho y demás comprobantes y docu-
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mentos que acrediten el Franqueo Postal. También deberán registrar 
las notas de crédito y débito que modifiquen o ajusten el importe con-
tenido en los documentos originalmente emitidos. La cuenta deberá 
estar reflejada en el estado financiero correspondiente. 

La Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario (sude-
ban) dicta las Normas que Regulan la Organización, Funcionamiento y 
Cese de Actividades de las Casas de Cambio.  Dicho Manual señala, 
en relación con los aspectos contables en el artículo 27, lo siguiente: 

las Casas de Cambio deberán cumplir con las normas estable-
cidas en el Manual de Contabilidad para las Casas de Cambio, 
para el registro de todas sus operaciones; así como, con las 
demás normativas emitidas por este Organismo, que les sean 
aplicables.

En cuanto a la promoción de actividades de capacitación a las perso-
nas responsables de asentar los registros contables y de dar cuenta 
de su exactitud, incluyendo la concientización acerca de la importan-
cia de observar las normas expedidas para garantizar la veracidad 
de dichos registros y las consecuencias de su violación, la Oficina 
Nacional de Financiamiento del Consejo Nacional Electoral impartió 
un Taller de Información Financiera Electoral a las organizaciones con 
fines políticos nacionales y regionales postulantes para la elección de 
gobernadores y gobernadoras e integrantes de los Consejos Legisla-
tivos Regionales, efectuadas 16 de diciembre. Los representantes de 
las organizaciones políticas reciben capacitación sobre los requisitos 
y parámetros legales para el manejo del financiamiento para la cam-
paña electoral.

Enriquecimiento ilícito

La República Bolivariana de Venezuela, mediante la Administración 
Pública nacional, ha venido trabajando en función de incorporar me-
canismos que coadyuven a la cooperación y la asistencia previstas 
en la Convención en relación con el tema del delito de enriquecimien-
to ilícito. En ese sentido:
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El Ministerio Público, mediante Resolución publicada en la Gaceta 
Oficial N° 39.563 de fecha 30 de noviembre del año 2010, crea la 
Dirección General Contra la Delincuencia Organizada, en el marco de 
la Ley Orgánica Contra la Delincuencia Organizada130. Con la crea-
ción de esta dependencia, el Ministerio Público da cumplimiento a 
lo establecido en los tratados internacionales, siendo uno de ellos 
la Convención Interamericana Contra la Corrupción. Esta Dirección 
General contra la Delincuencia Organizada busca poner en marcha 
las acciones para combatir la corrupción de organizaciones delictivas 
que pretendan realizarse en el país. Una de las competencias de esta 
Dirección, está plasmada en su disposición tercera de las atribucio-
nes, numeral 9: 

Coordinar las relaciones entre el Ministerio Público y organis-
mos nacionales e internacionales encargados de la prevención, 
control y represión de los delitos cometidos por la delincuencia 
organizada, para fortalecer la actividad del Ministerio Público en 
esta materia.

El Ministerio del Poder Popular para la Defensa por medio de la Direc-
ción General de Contrainteligencia Militar (dgcim), conjuntamente con 
la Oficina Nacional de Investigación, Protección y Custodia del se-
niat, efectuó la detención de dos funcionarios adscritos a la Gerencia 
de Tributos Internos Región Capital del organismo, por los presuntos 
delitos de extorsión y asociación para delinquir, establecidos en el 
marco legal venezolano. 

En el marco de la Misión Eficiencia o Nada enfocada en la lucha con-
tra la corrupción emprendida por el Gobierno bolivariano de Venezue-
la, por medio del seniat, el Ministerio del Poder Popular para Interior, 
Justicia y Paz, y el Servicio Bolivariano de Inteligencia Nacional (sebin), 
se dirigió la investigación que logró la detención del Jefe de Ope-
raciones de la Aduana Principal Marítima de “La Guaira”, junto con 
otros implicados por los presuntos delitos de extorsión y asociación 
para delinquir, establecidos en el marco legal venezolano.

130 Gaceta Oficial N° 5.789 de fecha 26 de octubre del año 2005.



236 Revista de Control Fiscal

t E R C E R A  r O N D A

Extradición

En cuanto al tema de la extradición, la República Bolivariana de Vene-
zuela basa su normativa jurídica al respecto en sentencias de la Sala 
de Casación Penal del Tribunal Supremo de Justicia: 

•	 Tribunal Supremo de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia 
323, expediente 10-143-2010, administrando Justicia, en nombre 
de la República por autoridad de la Ley, declara procedente la 
solicitud de extradición activa de un ciudadano al Gobierno de los 
Estados Unidos de América. En consecuencia, se ordena remitir 
al Poder Ejecutivo nacional, por órgano del Ministerio del Poder 
Popular para Relaciones Interiores y Justicia, una copia certificada 
de esta decisión, a los cuatro (4) días del mes de agosto de dos 
mil diez.

•	 Por la presunta comisión de los delitos de apropiación o distrac-
ción de recursos financieros, tipificados en el artículo 379 de la 
Ley General de Bancos y Otras Instituciones Financieras, Legiti-
mación de Capitales y Asociación para Delinquir tipificados en los 
artículos 4 y 6, este último en concordancia con el numeral 4 del 
artículo 16, todos de la Ley Orgánica Contra la Delincuencia Orga-
nizada131, ante el Tribunal Sexto en Funciones de Control del Cir-
cuito Judicial Penal del Área Metropolitana de Caracas, los hechos 
punibles por los cuales se juzga a los extraditables se encuentran 
en las legislaciones de los países requeridos, tendientes a pro-
teger los sistemas financieros, preservar el patrimonio particular 
de los ahorristas y al erario público, con lo cual se cumple con el 
principio relativo a la doble consagración de la conducta típica y 
antijurídica (Principio de Doble Incriminación); siendo que, estos 
delitos son de carácter económico, su regulación también se en-
cuentra establecida en los artículos 5 y 6 de la Convención de las 
Nacionales Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacio-
nal (Convención de Palermo), de fecha 15 de noviembre de 2000, 
con Aprobación Legislativa132, cuyo texto fue adoptado y ratificado 

131 Ídem
132 Gaceta Oficial N° 37.357 del 4 de enero del año 2002.
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por todas y cada una de las naciones involucradas en la presente 
petición de Extradición Activa.

•	 Tribunal Supremo de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia 
396, expediente E10-269, declaró procedente la solicitud del Mi-
nisterio Público de extradición activa de un ciudadano venezolano 
al Gobierno de los Estados Unidos de América. En consecuencia, 
se ordena remitir al Poder Ejecutivo nacional, por órgano del Mi-
nisterio del Poder Popular para Relaciones Interiores y Justicia, 
una copia certificada de esta decisión. Concluye, que concurren 
los requisitos para solicitar la extradición de un ciudadano, quien 
tiene pendiente una causa ante los Tribunales de la República Bo-
livariana de Venezuela, por la presunta comisión de los delitos de 
Aprobación Indebida de Créditos, Apropiación y Distracción de 
Recursos Financieros, Información Financiera Falsa, Ocultamien-
to de Información en la Declaración Institucional, Asociación para 
Delinquir y Aprovechamiento Fraudulento de Fondos Públicos 
previsto en el artículo 74 de la Ley Contra la Corrupción133, cuyo 
contenido es del siguiente tenor: 

Los representantes o administradores de personas naturales o 
jurídicas, así como los directores o principales de estas, que, 
por actos simulados o fraudulentos, se aprovechen o distraigan 
de cualquier forma, en beneficio propio o de terceros, el dinero, 
valores u otros bienes que sus administradas o representadas 
hubieren recibido de cualquier órgano o ente público por con-
cepto de crédito, aval o cualquier otra forma de contratación, 
siempre que resulte lesionado el patrimonio público, serán pe-
nados con prisión de dos (2) a diez (10) años.

•	 Tribunal Supremo de Justicia, Sala de Casación Penal, a través de 
sentencia 118-9413-2013, expediente E13-35, declaró procedente 
solicitar al Gobierno de los Estados Unidos de América la extradi-
ción de un ciudadano venezolano. En consecuencia, se ordena la 
remisión de copias certificadas de la decisión al Poder Ejecutivo a 
través del Ministerio del Poder Popular para Relaciones Interiores y 
Justicia. Al ciudadano se le seguirá juicio penal por la comisión de 
los delitos de aprovechamiento de fondos públicos y estafa, pre-

133 Gaceta Oficial N° 5.637 Extraordinario de fecha 07 de abril del año 2010.
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vistos en los artículos 74 de la Ley Contra la Corrupción y 462 del 
Código Penal, respectivamente, con las debidas garantías cons-
titucionales, procesales y penales establecidas en la Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela.

•	 Tribunal Supremo de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia 
305-15813-2013, expediente E13-180, declaró procedente solici-
tar a la República de Colombia la extradición activa de un ciuda-
dano venezolano, quien se desempeñaba como funcionario del 
Instituto Autónomo Policía del municipio Maracaibo y sobre quien 
el Tribunal Octavo de Primera Instancia en lo Penal en Funciones 
de Control del Circuito Judicial Penal del estado Zulia dictó medi-
da privativa judicial preventiva de libertad por la presunta comisión 
de los delitos de secuestro agravado y asociación para delinquir.

•	 Tribunal Supremo de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia 
306-15813-2013, expediente E13-226, declaró procedente solici-
tar a la República de Panamá la extradición activa de un ciudada-
no venezolano, para su enjuiciamiento en la República Bolivariana 
de Venezuela por la presunta comisión de los delitos de estafa 
y asociación para delinquir, en detrimento de una Administración 
Pública, de una entidad autónoma en que tenga intereses el Es-
tado.

•	 Tribunal Supremo de Justicia, esta misma Sala de Casación Penal, 
sentencia 108, expediente E11-406, artículo 396 del COPP, señala: 

la sala penal retomando lo previsto en el artículo 396 del códi-
go orgánico procesal penal, en relación con el lapso de sesenta 
días que tiene el gobierno extranjero para presentar la documen-
tación necesaria a los fines de que pueda decidirse el fondo de la 
solicitud de extradición de algún ciudadano (independientemen-
te de su nacionalidad) que haya sido aprehendido en territorio 
venezolano, y contra el cual haya sido dictada alguna medida 
de coerción personal por tales motivos, como es el caso; estima 
que dicho lapso, necesaria y lógicamente debe comenzar a con-
tarse desde que el gobierno extranjero tenga conocimiento de 
la aprehensión e inicio del procedimiento de extradición, lo cual 
solo es posible, desde que conste en el respectivo procedimien-
to, la notificación realizada por el ministerio del poder popular 
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para relaciones exteriores a las autoridades del estado requi-
rente, la cual debe hacerse de manera inmediata; siendo ése 
el momento en que se inicia el cómputo del referido lapso(…) 
el valor de las alertas rojas internacional, viene dado por servir 
como instrumento o mecanismo utilizado en el plano interna-
cional para solicitar la detención preventiva de una persona con 
miras a su extradición, el cual está sustentado en una orden 
de detención o sentencia judicial de condena dictada por las 
autoridades judiciales del país interesado.  

Resumen

De acuerdo con el Documento de Buenos Aires y el Reglamento y 
Normas de Procedimiento del Comité de Expertos del Mecanismo 
de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interameri-
cana contra la Corrupción, se celebró la Decimonovena Reunión del 
Comité de Expertos del mesicic en la sede de la OEA, en la ciudad 
de Washington D.C., Estados Unidos de América, entre los días 12 y 
16 de septiembre del año 2011, y en donde se dio por culminada la 
Tercera Ronda de Análisis.

Del análisis de las disposiciones seleccionadas de la Convención 
y consideradas en esta Segunda Ronda se pueden destacar las si-
guientes:

En cuanto a la negación o impedimento de beneficios tributarios por 
pagos que se efectúen en violación de la legislación contra la corrup-
ción, la República Bolivariana de Venezuela señala que por medio 
de uno de los integrantes del Comité de Apoyo Técnico vinculados 
directamente con la implementación de la precitada Convención en 
Venezuela, como lo es el seniat, se ha dictado una serie de Providen-
cias que coadyuvan a la implementación de normas para evitar la vio-
lación de la normativa contra la corrupción, por ejemplo: declaración 
jurada de las inversiones efectuadas y el monto del impuesto sobre 
la renta exonerado; términos y condiciones para la presentación de 
la relación mensual de las operaciones exoneradas acordadas, en-
tre otras, así como también la instalación del sistema Sidunea World  
para el buen desempeño de las operaciones aduaneras. Para com-
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plementar, el seniat desarrolló varias actividades de capacitación di-
señadas y dirigidas a sus funcionarios específicamente para prevenir 
sobre las modalidades utilizadas para disfrazar pagos por corrupción 
e instruirlos sobre la manera de detectar estos pagos.

En relación con la prevención del soborno de funcionarios públicos 
nacionales y extranjeros. Al respecto, la República Bolivariana de Ve-
nezuela, mediante la Administración Pública, ha venido incorporan-
do normativa legal y reglamentaria al sistema jurídico venezolano en 
función de prevenir el soborno de los servidores públicos, entre las 
que destacan, por ejemplo: las Normas relativas a la Administración 
y Fiscalización de los riesgos relacionados con los delitos de Legiti-
mación de Capitales y Financiamiento al Terrorismo aplicables a las 
Instituciones reguladas por la Superintendencia de Bancos; el Minis-
terio Público crea la Dirección Contra la Legitimación de Capitales, 
Delitos Financieros y Económicos, adscrita a la Dirección General 
Contra la Delincuencia Organizada; la Ley Sobre el Delito de Contra-
bando; el Banco Central de Venezuela (bcv), mediante Resolución, 
dicta las Normas Relativas a las Operaciones en el Mercado de Divi-
sas; la Contraloría General de la República dicta las Normas para la 
Ejecución de los Trabajos y Presentación de Resultados por Audito-
res, Consultores, Profesionales Independientes y Firmas de Auditores 
que Presten Servicios en Materia de Control.

Referente al enriquecimiento ilícito, la República Bolivariana de Ve-
nezuela mediante los órganos de Estado ha venido trabajando en 
función de incorporar mecanismos que coadyuven a la cooperación 
y la asistencia previstas en la Convención en relación con el tema del 
delito de enriquecimiento ilícito. También cabe destacar la Misión Efi-
ciencia o Nada enfocada en la lucha contra la corrupción emprendida 
por el Gobierno Nacional.

Respecto al tema de la extradición, el Gobierno de Venezuela apoya 
su legislación al respecto en sentencias de la Sala de Casación Penal 
del Tribunal Supremo de Justicia.
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2011 - 2012

En el marco de la XVII Reunión del Comité de Expertos del Mecanis-
mo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interame-
ricana Contra la Corrupción, celebrada en la sede de la OEA del 21 
al 25 marzo del año 2011, en la ciudad de Washington, D.C., y con-
forme a lo dispuesto en el artículo 31 del Reglamento y Normas de 
Procedimiento del Comité de Expertos del mesicic, se establece que 
los Estados Partes consignaran sus informes nacionales de avance 
en cada reunión del Comité, en donde informarán sobre las medidas 
que su Estado ha adoptado entre la reunión anterior y la que se inicia, 
y el progreso realizado en la implementación de la Convención.

En ese sentido, la República Bolivariana de Venezuela señala otros 
avances que no han sido presentados en el marco de los temas eva-
luados en las Rondas correspondientes, pero que constituyen apor-

Otros avances

Interamericana 

de la  Convención

 Contra
la Corrupción

en la  Implementación
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tes en cuanto a la implementación de otros aspectos que estipula la 
Convención, en relación con los siguientes temas:

Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y 
pasivos

En cuanto a los sistemas para la declaración de ingresos, activos y 
pasivos, la Contraloría General de la República (cgr), en el ejercicio 
de las competencias de registro, control y análisis de las declaracio-
nes juradas de patrimonio (djp), recibió durante el ejercicio fiscal 2011 
y primer semestre del 2012, la confirmación de 553.161 declaracio-
nes juradas de patrimonio (djp), de las cuales 516.142 corresponden 
a empleados que prestan o prestaron servicio en órganos y entes 
de la Administración Pública, y 37.019 a los integrantes de los con-
sejos comunales, discriminadas por tipo de movimiento de la forma 
siguiente: ingreso 177.852; actualización 211.818; y cese 163.491.

La recepción del universo de declaraciones confirmadas se realizó 
cumpliendo con lo previsto en los artículos 23, 26 y 42, numeral 2, de 
la Ley Contra la Corrupción (lcc), 78 de la Ley Orgánica de la Contra-
loría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal 
(locgrsncf) y 27 de la Ley Orgánica de los Consejos Comunales y 
con el apoyo administrativo extendido en 3.432 instituciones, con una 
población de 9.200 técnicos de las áreas de recursos humanos, que 
integran o conforman el Sistema de Registros de Órganos y Entes del 
Sector Público (sisroe).

Igualmente, la formulación y consignación de la djp recibió el apoyo 
o la asesoría del personal calificado de esta Institución Contralora 
para el cumplimiento eficaz y oportuno del trámite; en este sentido, el 
servicio 0800DECLARA, respondió 91.180 llamadas y brindó atención 
personalizada para realizar la declaración en línea y la recepción de 
requerimientos de servicio en el sisroe, sistema que alcanzó la canti-
dad de 7.418 declaraciones confirmadas en la sede de este Órgano 
Contralor y la atención de 13.208 usuarios.

Conviene destacar que la automatización del trámite permitió exten-
der a todo el universo de operaciones relacionadas con la formulación 
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del instrumento, el control aleatorio y parcial que hacía este Órgano 
Contralor en los empleados de alto nivel, en cuanto a los aspectos 
técnicos de forma y fondo de su situación patrimonial, asegurando 
en la declaración de bienes o activos los datos necesarios para el 
estudio o seguimiento de la evolución patrimonial.

Acciones fiscales

En relación con las acciones fiscales, y en atención a lo previsto en el 
artículo 29 de la lcc, la cgr tiene competencia para iniciar el procedi-
miento de verificación de la información suministrada por los funcio-
narios o empleados públicos en sus djp. En ejecución de esta com-
petencia, se inició el estudio de 15 situaciones patrimoniales durante 
el ejercicio fiscal 2011 y el primer semestre de 2012, que aunado a 13 
expedientes iniciados en años anteriores arroja un total de 28 audito-
rías patrimoniales en proceso, de las cuales 7 fueron concluidas y 5 
remitidas al Ministerio Público durante el período en cuestión.

En este contexto, es oportuno acotar que la escasa automatización y 
sistematización de fuentes de información en el sector público y pri-
vado afecta o limita la eficacia y eficiencia de los procedimientos de 
verificación patrimonial, especialmente en el sector bancario nacio-
nal, seguido del registro de bienes muebles (vehículos) e inmuebles, 
toda vez que representan los principales insumos o datos en el estu-
dio patrimonial de los servidores públicos, cuya obtención demanda 
tiempo y esfuerzo, y en algunos casos la información se recibe de 
forma parcial, superando los plazos previstos en las actuaciones de 
este Órgano Contralor, lo que aunado al poco acceso a las inversio-
nes en el exterior y un exiguo control de transacciones económicas y 
financieras en sectores clásicos de legitimación de capitales y oculta-
miento de bienes, limitan los resultados de las auditorías al territorio 
nacional y solo para algunos de los mercados con restricciones: ase-
gurador; bancario, cambiario e inmobiliario.

No obstante, en 5 procedimientos de verificación patrimonial decidi-
dos se determinó la inadmisibilidad de las djp objeto de estudio, por 
cuanto las mismas no se ajustaron a los extremos legales. En este 
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sentido, los resultados obtenidos en los procedimientos de verifica-
ción arrojaron el presunto delito de enriquecimiento ilícito en razón de 
que la cuantía no justificada de activos resultó desproporcionada en 
relación con los ingresos legítimos percibidos por los funcionarios o 
empleados públicos auditados, ascendiendo a la cantidad total de 
Bsf. 4.127.803,97. Además, se observó en algunos casos el presunto 
delito de falseamiento u ocultamiento de información patrimonial y 
tráfico de influencia, y se consideró la existencia de suficientes indi-
cios para su remisión al Ministerio Público a los fines del ejercicio de 
las acciones a que hubiera lugar, toda vez que surgieron elementos 
que hacen presumir la responsabilidad civil y/o penal en contra de 
los funcionarios o empleados públicos a quienes se les verificó su 
situación patrimonial. Ahora bien, la no veracidad de las situaciones 
patrimoniales declaradas, y por consiguiente, la decisión de inadmi-
sibilidad de las djp, conforme a lo establecido en el numeral 2 del 
artículo 32 de la lcc, comportó la interposición o el ejercicio de re-
cursos de reconsideración de conformidad con la Ley Orgánica de 
Procedimientos Administrativos. En este contexto fueron decididos 9 
recursos y declarados sin lugar.

De acuerdo con lo establecido en la lcc en sus artículos 23, 24, 26 y 
27, en concordancia con el artículo 33, numeral 1, y los artículos 25, 
35, 43, 55, 75, este Órgano de Control Fiscal durante el año 2011 y 
primer semestre de 2012, inició 175 procedimientos administrativos 
sancionatorios, que aunado a 10 procedimientos de años anteriores, 
conforma un total de 185 expedientes, de los cuales 115 fueron con-
cluidos o decididos, discriminados de la manera siguiente: actos ad-
ministrativos revocados 4; resoluciones de no imposición de multa 8; 
y sanción de multa 103, por un total de 20.700 U.T.; de ellos 97 queda-
ron firmes en instancia administrativa al 30 de junio de 2012, por los 
hechos siguientes: omitir la presentación de la djp dentro del término 
previsto para ello; no facilitar los documentos solicitados con motivo 
del procedimiento de verificación patrimonial; no consignar la djp en 
el lapso que se le hubiere acordado mediante resolución motivada; 
obstaculizar o entrabar la práctica de diligencias con motivo de la 
auditoría patrimonial; falsear u ocultar datos contenidos o que debió 
contener la declaración jurada de patrimonio o la información requeri-
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da durante el procedimiento de verificación patrimonial; y por último, 
a los responsables del área de recursos humanos por no participar a 
la Contraloría General de la República los movimientos de personal; 
por no exigir a los empleados el comprobante de haber presentado la 
djp; y, cancelar pasivos laborales sin antes haber exigido el compro-
bante de haber presentado la djp.

Igualmente, considerando lo indicado en el artículo 39 de la lcc, nu-
merales 1, 2 y 3, se impuso medida preventiva de inhabilitación para 
ejercer cualquier cargo público a 10 funcionarios por no haber con-
signado en el tiempo previsto la djp por cese de funciones, por falsear 
u ocultar datos contenidos -o que deba contener- la djp, o los sumi-
nistrados en el procedimiento de verificación patrimonial.

Contralorías Intervenidas

La Contraloría General de la República (cgr), como órgano rector del 
Sistema Nacional de Control Fiscal, ha seguido fortaleciendo su labor 
de control realizando evaluaciones y diagnósticos desarrollando ac-
tividades conjuntas con los demás integrantes del Sistema, a objeto 
de verificar su adecuado funcionamiento, unificar criterios y hacer un 
uso eficiente de los recursos asignados a los órganos de control fis-
cal.

Como resultado de esas evaluaciones practicadas y en el marco del 
artículo 34 de la locgrsncf, desde marzo de 2011 hasta julio de 2012 
se dispuso la intervención de 5 contralorías municipales y la Unidad 
de Auditoría Interna del Ministerio del Poder Popular para el Turismo. 
Igualmente, la cgr ordenó a fundacite Zulia, Funda Deporte Carabobo 
y el Consejo Legislativo del Estado Táchira revocar tanto el concur-
so público convocado para la designación del titular del órgano de 
control interno de dichos entes como la designación de los audito-
res internos y proceder a la convocatoria de nuevos concursos por 
encontrar incumplimiento o violación de la normativa prevista en la 
referida norma legal.
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Mención especial a los avances de la Comisión de 
Administración de Divisas en materia de lucha contra la 
corrupción 

El Ministerio del Poder Popular de Planificación y Finanzas por medio 
de la Providencia emanada de la Comisión de Administración de Divi-
sas (cadivi), establece los Requisitos y el Trámite para la Autorización 
de Adquisición de Divisas Destinadas a las Importaciones134. Esta 
Providencia señala que cadivi, en el ámbito de sus competencias, po-
drá requerir de los organismos y entes públicos o privados la informa-
ción que considera pertinente a los fines de ejercer el control posterior 
de las autorizaciones otorgadas conforme al trámite establecido en 
esta providencia.

Esta providencia dispone que cadivi gozará de las más amplias facul-
tades de fiscalización y supervisión, tanto a los usuarios como a los 
operadores cambiarios autorizados, pudiendo requerir de estos, en 
cualquier momento, la información o recaudos necesarios para verifi-
car los datos suministrados en la solicitud de inscripción en el Regis-
tro de Usuarios del Sistema de Administración de Divisas (rusad), los 
recaudos a las solicitudes de autorización de adquisición de divisas y 
el correcto uso de las divisas autorizadas. En caso de incumplimiento 
de cualquiera de las obligaciones previstas en la presente providen-
cia o en la normativa cambiaria, cadivi podrá suspender preventiva-
mente el acceso del usuario a su Sistema Automatizado, iniciándose 
con ello los procedimientos administrativos correspondientes, sin 
perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y administrativas 
a que hubiere lugar.

El Ministerio del Poder Popular de Planificación y Finanzas por me-
dio de la Providencia emanada de la Comisión de Administración de 
Divisas (cadivi) dicta el Reglamento Interno de Organización y Funcio-
namiento de la Comisión de Administración de Divisas (cadivi)135. La 
normativa tiene por objeto regular la organización y funcionamiento 

134 Gaceta Oficial N° 39.764 de fecha 23 de septiembre del año 2011.
135 Gaceta Oficial N° 39.933 de fecha 30 de mayo del año 2012.
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interno de cadivi, mediante la definición de las funciones que corres-
pondan a sus unidades organizacionales. A la Gerencia de Control 
Posterior de ese ente le corresponde verificar y comprobar el correcto 
uso de las divisas autorizadas, a través del cumplimiento de la nor-
mativa dictada a estos efectos; y la unidad de Sistema de Control 
Interno tiene como objetivo optimizar la gestión, en atención a los 
principios de eficiencia, eficacia, transparencia, calidad, economía y 
responsabilidad, facilitando la actuación responsable, la rendición de 
cuentas y el control social.

Mención especial a los avances del Sistema Judicial

El Tribunal Supremo de Justicia, mediante la entrada en vigencia de 
la reforma al Código de Ética del Juez Venezolano y la Jueza Venezo-
lana136, crea la jurisdicción disciplinaria con competencia para hacer 
valer los principios éticos establecidos en este Código, que guían la 
conducta y el régimen disciplinario de los jueces y juezas, así como 
también contempla su aplicación a los Magistrados del Tribunal Su-
premo de Justicia, según se desprende del contenido de su artículo 
2, en cuanto estas normas no contradigan lo establecido en la Carta 
Magna.

Entre las previsiones relativas al tema de conflictos de intereses, este 
Código de Ética en su artículo 5 se refiere a la Imparcialidad Judicial; 
el artículo 16 establece lo relativo a la obligatoriedad de un Sistema 
de Registro de Información Disciplinaria Judicial, la consulta previa y 
obligatoria, y sus efectos; y el artículo 24 apunta hacia la regulación 
de la conducta del juez y la jueza, la cual debe ser imparcial para 
el ejercicio de la función jurisdiccional. Asimismo, el artículo 13 se 
encuentra referido a la formación profesional y actualización de cono-
cimientos de los jueces; y el artículo 29, objeto de la reforma de dicho 
Código de Ética, establece dentro de sus sanciones una reducción 
de los lapsos en el caso de los procedimientos de suspensión tempo-
ral o destitución y, adicionalmente, refiere que dichos procedimientos 
pueden iniciarse de oficio o mediante denuncia por parte de cualquier 
interesado o afectado.

136 Gaceta Oficial N° 39.493 de fecha 23 de agosto del año 2010.
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Por su parte, el artículo 32 eiusdem, en sus numerales 4, 8 y 14, prevé 
las causales de suspensión. El primer numeral, alude a la divulgación 
de asuntos que el juez conozca en razón de su cargo, de modo que 
deriven en provecho propio o conlleven a causal de recusación. El 
segundo de los numerales citados refiere a la no inhibición, una vez 
conocida la existencia de alguna causal; y finalmente el último de 
los numerales se refiere a la participación en actividades sociales y 
recreativas que provoquen duda sobre la capacidad de decidir im-
parcialmente.

Asimismo, en el artículo 33 ibidem, en sus numerales 2, 3 y 4, se en-
cuentran las causales de destitución, también en el marco del tema 
de conflictos de intereses.

Cabe resaltar el contenido del artículo 34, objeto de la citada reforma 
del Código de Ética del Juez, alusivo a la renuncia maliciosa, señalan-
do que en estas situaciones opera la inhabilitación para el desempeño 
de funciones dentro del Sistema de Justicia por un período compren-
dido desde dos (2) años hasta un máximo de quince (15) años, en 
atención a la falta cometida y a la sanción disciplinaria aplicada.

De igual manera, el artículo 50 alude a las remociones para jueces 
con competencia disciplinaria, e incluye las faltas que acarrean sus-
pensión y destitución establecidas en el Código de Ética y las esta-
blecidas en el artículo 11 de la Ley Orgánica del Poder Ciudadano, 
entre las que se puede mencionar: 

1. Cuando atenten, amenacen, o lesionen la ática pública y la mo-
ral administrativa establecida en la presente Ley. 2. Cuando incu-
rran en algunas de las causales de destitución del cargo previsto 
en el Código de Ética del Juez Venezolano o Jueza Venezolana.

Otro avance importante que se señala en este Código de Ética es la 
materialización de la jurisdicción disciplinaria judicial, la cual se concre-
ta en dos (2) órganos a saber: 1) El Tribunal Disciplinario Judicial como 
órgano de primera instancia, el cual ejercerá las funciones de control 
durante la fase de investigación, decretará las medidas cautelares 
procedentes, celebrará el juicio, resolverá las incidencias que puedan 
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presentarse, dictará la decisión del caso, impondrá las sanciones co-
rrespondientes y velará por la ejecución y cumplimiento de las mismas; 
y, 2) La Corte Disciplinaria Judicial como órgano de alzada, que conoce 
de las apelaciones interpuestas contra decisiones, ya sean interlocuto-
rias o definitivas, y garantiza la correcta interpretación y aplicación del 
referido Código y el resto de la normativa que guarde relación con la 
idoneidad en la función judicial y el desempeño de los jueces.

En el marco de su implementación, el referido Código estableció que 
los órganos con competencia disciplinaria contarán con un sistema 
de registro digitalizado de información disciplinaria, que contenga el 
resumen curricular, el expediente con información relacionada a su 
formación y a la trayectoria profesional, así como las sanciones que 
se hayan impuesto al juez o jueza, o a cualquier otro funcionario del 
Sistema Judicial. Igualmente se estableció que antes de proceder a 
la designación o ingreso de cualquier funcionario se consultará en el 
Registro de Información Disciplinaria Judicial.

Medidas sobre bienes para resarcir daños al Patrimonio 
Público

En relación con el tema de la confiscación de bienes, cabe recordar 
que la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela estable-
ce en su artículo 116: 

No se decretarán ni ejecutarán confiscaciones de bienes sino 
en los casos permitidos por esta constitución. Por vía de excep-
ción podrán ser objeto de confiscación, mediante sentencia 
firme, los bienes de personas naturales o jurídicas nacionales 
o extranjeras, responsables de delitos cometidos contra el pa-
trimonio público, los bienes de quienes se hayan enriquecido 
ilícitamente al amparo del Poder Público y los bienes provenien-
tes de las actividades comerciales, financieras o cualesquiera 
otras vinculadas al tráfico ilícito de sustancias psicotrópicas y 
estupefacientes. 

El artículo 271 señala también “....Asimismo, previa decisión judicial, 
serán confiscados los bienes provenientes de las actividades relacio-
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nadas con los delitos contra el patrimonio público o con el tráfico de 
estupefacientes...”.

De igual modo, la Ley Orgánica Contra la Delincuencia Organiza-
da137, establece en su artículo 19: “Es necesariamente accesoria a 
la pena principal el comiso o la confiscación de los bienes (....) así 
se encuentren en posesión o propiedad de interpuestas personas, 
sin participación en estos delitos, ya sean personas naturales o ju-
rídicas…”. Igualmente será pena accesoria el comiso de los instru-
mentos, equipos, armas, vehículos y efectos con el que se cometió 
el hecho punible.

También, la Ley Contra la Corrupción138 en su artículo 95 establece: 

En la sentencia definitiva el Juez podrá ordenar, según las cir-
cunstancias del caso, la confiscación de los bienes de las perso-
nas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que incurran 
o sean responsables de delitos establecidos en esta Ley que 
afecten gravemente el patrimonio público, a cuyo efecto solicita-
rá ante las autoridades competentes, la repatriación de capitales 
de ser el caso. Asimismo, el Juez podrá ordenar, según la gra-
vedad del caso, la confiscación de los bienes de las personas 
que hayan incurrido en el delito de enriquecimiento ilícito tipi-
ficado en el artículo 46 de esta Ley, y consecuencialmente la 
repatriación de capitales.

Cumpliendo con las disposiciones legales vigentes en la actualidad, 
los Tribunales pueden declarar la confiscación de los siguientes bie-
nes muebles: cuentas bancarias y el dinero depositado en ellas o los 
bienes muebles e inmuebles que señalen como manera de resarcir 
los daños al patrimonio público. A continuación, se presentan las sen-
tencias novedosas sobre el tema de la confiscación y resarcimiento 
a favor del Estado venezolano, dictadas sobre esta materia en el pe-
ríodo en comento:

•	 Sentencia N° 278 de la Sala de Casación Penal, Expediente N° 
C10-171 de fecha 22 de junio del año 2011: Corrupción del fun-
cionario público en la utilización de las potestades públicas para el 

137 Gaceta Oficial N° 5.789 de fecha 26 de octubre del año 2005.
138 Gaceta Oficial N° 38.192 de fecha 23 de mayo del año 2005.
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interés privado. Concretada la corrupción del funcionario público 
en la utilización de las potestades públicas para el interés privado, 
la misma representa un ataque pluriofensivo a valores y bienes jurí-
dicos esenciales en el Estado democrático y social de Derecho y de 
Justicia consagrado en el artículo 2 de la Constitución y que deben 
preservarse mediante su protección penal. Está en juego tanto el 
prestigio de la Administración Pública ante los administrados, como 
el deber de la Administración Pública de servir con objetividad a los 
intereses generales, según la exigencia del artículo 141 de la Carta 
Magna, lo que se traduce en los principios de honestidad, parti-
cipación, celeridad, eficacia, eficiencia, transparencia, rendición 
de cuentas y responsabilidad en el ejercicio de la función pública, 
con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho. En materia de lucha 
contra la corrupción, la Ley Contra la Corrupción desarrolla estos 
principios constitucionales, además de ser una garantía del princi-
pio de legalidad previsto en el artículo 137 de la Constitución y del 
principio de responsabilidad de los funcionarios públicos derivada 
del artículo 139 eiusdem. En tal sentido, el artículo 1 de la lcc señala 
como uno de sus objetos el establecimiento de normas que rijan la 
conducta que deben asumir las personas sujetas a la misma, a los 
fines de salvaguardar el patrimonio público y garantizar el manejo 
adecuado y transparente de los recursos públicos, con fundamento 
en los principios consagrados en el citado artículo 141 Constitucio-
nal. Adicionalmente, dispone la tipificación de los delitos contra la 
cosa pública y las sanciones que deberán aplicarse a quienes in-
frinjan esas disposiciones y cuya conducta, acción u omisión, cau-
sen un daño al patrimonio público. Así las cosas, en relación con 
el ámbito de aplicación, el artículo 2 de la referida Ley dispone que 
están sujetos a ella los particulares, personas naturales o jurídicas 
y los funcionarios públicos en los términos establecidos en la Ley.

•	 Sentencia N°278 de la Sala de Casación Penal, Expediente N° C 
10-171 de fecha 22/06/2011: Patrimonio Público-Corrupción en el 
Sector Público. Se consideran igualmente patrimonio público, se-
gún el único aparte del citado artículo 4, los recursos entregados 
a particulares por los entes del sector público mencionados en el 
artículo anterior, mediante transferencias, aportes, subsidios, con-
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tribuciones o alguna otra modalidad similar para el cumplimiento 
de finalidades de interés o utilidad pública hasta que se demues-
tre el logro de dichas finalidades. Los particulares que adminis-
tren tales recursos estarán sometidos a las sanciones y demás 
acciones y medidas previstas en esta Ley y en la Ley Orgánica 
de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional 
de Control Fiscal. Cabe destacar que la corrupción en el sector 
público se identifica normalmente con las conductas realizadas 
por los empleados(as) públicos, funcionarios(as) o autoridades 
que actúan en el ejercicio de sus cargos. Siguiendo al autor es-
pañol Alejandro Nieto, la corrupción gira en torno de dos elemen-
tos básicos conexionados pero no idénticos: el lucro indebido del 
agente y su disposición de incumplir su deber o, de hacer mal uso 
de las potestades públicas cuya gestión le ha encomendado el 
Estado, por lo que la corrupción pública supone un uso desviado 
de los poderes públicos en beneficio particular. (Alejandro Nieto. 
Corrupción en la España Democrática. Barcelona, Civitas, 1997). 

Prevención y control del patrimonio público

El Ministerio del Poder Popular para la Cultura por medio de la Provi-
dencia del Instituto de Patrimonio Cultural, mediante la cual se dicta 
el Instructivo que regula el procedimiento para la transferencia de ac-
tivos que constituyan bienes culturales muebles propiedad del Fondo 
de Protección Social de Depósitos Bancarios y de las Instituciones 
Bancarias o de las empresas relacionadas sometidas a liquidación 
administrativa139, señala que el ente que tenga a cargo la liquidación 
de instituciones del sector bancario y personas jurídicas vinculadas, 
deberá remitir al Instituto de Patrimonio Cultural el inventario de acti-
vos que constituyan bienes culturales muebles o que pertenezcan al 
Fondo de Protección Social de Depósitos Bancarios, con el objeto de 
identificar su valor artístico histórico, plástico, ambiental, arqueológi-
co, paleontológico o social.

El Ministerio del Poder Popular para la Cultura establece mediante 
Providencia140, que todo bien cultural mueble e inmueble de todas 

139 Gaceta Oficial N° 39.656 de fecha 14 de abril del año 2011.
140 Gaceta Oficial N° 39.760 de fecha 19 de septiembre del año 2011.
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las instituciones del Estado, los bienes muebles e inmuebles de pro-
piedad particular declarados monumentos nacionales, y los bienes 
muebles o inmuebles de propiedad eclesiástica que hayan sido de-
clarados o se declaren monumentos nacionales, catalogados por 
este Instituto, serán registrados digitalmente para su inclusión en el 
Museo Virtual de América Latina y el Caribe, con el objetivo de difun-
dirlos, promocionarlos y protegerlos del tráfico ilícito. Para el Estado 
venezolano los valores de la cultura constituyen un bien irrenunciable 
del pueblo venezolano y es un deber insoslayable del Estado fomen-
tar y garantizar la protección y preservación, enriquecimiento, conser-
vación y restauración del patrimonio cultural, tangible e intangible, y 
la memoria histórica de la Nación. Todas las instituciones del sector 
público (ministerios, poderes públicos, gobernaciones, alcaldías, ór-
ganos judiciales, institutos y servicios autónomos, fuerzas armadas, 
universidades e instituciones educativas, organismos del sector ban-
cario, organismos del sector de la salud, cuerpo diplomático, etc.,) 
custodian un número importante de objetos, colecciones y bienes de 
creación individual, patrimonio documental y bibliográfico, archivos, 
bibliotecas, fototecas y mapotecas que deben preservarse.

Sistemas para la contratación de funcionarios públicos 
para las actividades de control fiscal

La Contraloría General de la República mediante Resolución141 dicta 
el Reglamento del Registro de Auditores, Consultores y Profesionales 
Independientes en materia de control. Este Reglamento señala que 
están sujetos a sus disposiciones: los auditores, consultores, profe-
sionales independientes y firmas de auditores que ofrezcan o presten 
sus servicios profesionales en materia de control tanto a los órganos 
del Sistema Nacional de Control Fiscal, como a las máximas autorida-
des jerárquicas de los órganos y entes a los que se refieren los nume-
rales 1 al 11 del artículo 9 de la Ley Orgánica de la Contraloría General 
de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, así como a 
la Superintendencia Nacional de Auditoría Interna. El Registro funcio-
nará en el piso 11 de la sede de la cgr a partir del 1 de septiembre. 

141 Gaceta Oficial N° 39.729 de fecha 05 de agosto del año 2011.
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Y por medio de la Resolución142 se implantó el Sistema de Registro 
de Auditores, Consultores y Profesionales Independientes en materia 
de control, disponible específicamente en la sección http://www.cgr.
gob.ve/contenido.php?Cod=073 del portal electrónico www.cgr.gob.
ve. Las personas naturales y jurídicas que deseen inscribirse en el 
mencionado Registro deberán realizar su solicitud a través del siste-
ma previsto para este trámite en la página oficial de la cgr.

Asimismo, la cgr, por medio de Resolución143, dicta el Manual con 
las instrucciones para la formalización y recepción de la solicitud de 
inscripción en el Registro de Auditores, Consultores y Profesionales 
Independientes en materia de control. Es importante destacar que 
solo se admitirán las solicitudes de inscripción elaboradas de con-
formidad con lo establecido en el referido Manual, acompañadas de 
los originales de los documentos a que se refieren los artículos 10 y 
11 del Reglamento para el Registro, Calificación, Selección y Contra-
tación de Auditores, Consultores y Profesionales Independientes en 
materia de control, cuya presentación se realizará, únicamente, con 
la finalidad de verificar las copias. El manual se puede consultar en el 
siguiente enlace: http://www.cgr.gob.ve/pdf/registroauditores/manua-
linscripcion.pdf 

La Contraloría General de la República mediante Resolución144 dic-
ta las Normas para la Ejecución de los Trabajos y Presentación de 
Resultados por Auditores, Consultores, Profesionales Independientes 
y Firmas de Auditores que presten Servicios en materia de control. 
Estas Normas están disponibles en la página web de la Contraloría 
General de la República (http://www.cgr.gob.ve/pdf/normas/normas_
Reg Aud.pdf) que servirá como herramienta en la elaboración de in-
formes y está dirigido a aquellos auditores inscritos y certificados por 
el máximo órgano contralor.

Las certificaciones otorgadas por esta Entidad Fiscalizadora Supe-
rior en el Registro de Auditores, Consultores y Profesionales indepen-
dientes en materia de control, pueden ser consultadas a través de 

142 Gaceta Oficial N° 39.744 de fecha 26 de agosto de 2011.
143  Ídem.
144 Gaceta Oficial N° 39.827 de fecha 23 de diciembre del año 2011
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nuestro portal web www.cgr.gob.ve, en el ícono Registro de Auditores 
que se encuentra disponible desde marzo de 2012. En esta sección 
encontrará un listado con las personas naturales y jurídicas que pue-
den celebrar contratos con los órganos y entes de la administración 
pública para apoyarlos en sus facultades de auditoría, con informes, 
dictámenes y estudios técnicos. La búsqueda se podrá realizar por 
ubicación geográfica, cédula de identidad, número de RIF o lista de 
los calificados. Esto permitirá que los órganos y entes que deseen 
verificar quiénes están calificados para apoyarlos en sus facultades 
de auditoría puedan realizar una búsqueda efectiva. Puede consultar 
esta información en http://www.cgr.gob.ve/consutaregistro.html 

La Convención establece en el numeral 12 de su artículo iii, De las 
medidas preventivas, el estudio de otras medidas de prevención que 
tomen en cuenta la relación entre una remuneración equitativa y la 
probidad en el servicio público. Al respecto, la República Bolivariana 
de Venezuela ha dictado las siguientes medidas:

La Asamblea Nacional mediante Resolución145  fija el monto equiva-
lente a los emolumentos mensuales del personal de Alto Nivel y de 
Dirección de la Asamblea Nacional en los términos que en ella se 
indican. 

145 Gaceta Oficial N° 39.660 de fecha 26 de abril del año 2011.

Tipo de actuación Cantidad
1 Recepción de solicitudes de inscripción y documentos 456
2 Análisis de solicitudes de inscripción y documentos 456
3 Certificados otorgados 414
4 Auto motivado y oficio 134
5 Consultas y asesorías 125
6 Registro y control de expedientes 453

Fuente: Dirección General Técnica

Indicadores que reflejan las operaciones  
que realizó la Oficina del Registro de Auditores,  
Consultores y Profesionales Independientes en  

materia de control en el primer semestre del año 2012
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La Presidencia de la República dicta el Decreto N°8.168146  mediante 
el cual se establece el Sistema de remuneraciones de las empleadas 
y empleados de la Administración Pública Nacional. Así como el De-
creto N° 8.169 de la misma fecha y Gaceta, mediante el cual se dicta 
el Sistema de remuneraciones de las obreras y obreros de la Admi-
nistración Pública Nacional.

2012 - 2013

Sistemas para la Declaración de los Ingresos, Activos y Pasivos

La Contraloría General de la República (cgr), en ejercicio de las com-
petencias de registro, control y análisis de las declaraciones juradas 
de patrimonio, recibió durante el ejercicio fiscal 2012 la confirmación 
de 302.638 declaraciones juradas de patrimonio (djp), de las cuales 
283.193 corresponden a empleados que prestan o prestaron servicio 
en órganos y entes de la Administración Pública, discriminadas por 
tipo de movimiento de la forma siguiente: ingreso 122.739; actualiza-
ción patrimonial de funcionarios de alto nivel 72643; y cese 87.811. El 
resto de las declaraciones corresponde a 16.550 de los integrantes 
de los consejos comunales; y 2.895 a las juntas directivas de los sin-
dicatos.

La recepción del universo de declaraciones confirmadas se realizó 
cumpliendo con lo previsto en los artículos 23, 26 y 42, numeral 2, de 
la Ley Contra la Corrupción (lcc), 78 de la Ley Orgánica de la Contra-
loría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal 
y 27 de la Ley Orgánica de los Consejos Comunales y con el apoyo 
administrativo extendido en 3.484 instituciones, con una población 
de 8.815 técnicos de las áreas de recursos humanos, que integran 
o conforman el Sistema de Registros de Órganos y Entes del Sector 
Público (sisroe).

Igualmente, la formulación y consignación de la djp recibió el apoyo o 
la asesoría del personal calificado de esta Institución para el cumpli-
miento eficaz y oportuno del trámite; en este sentido, nuestro servicio 
0800DECLARA respondió 43.075 llamadas, así como brindó atención 

146 Ídem.	
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personalizada para realizar la declaración en línea y la recepción de 
requerimientos de servicio en el sisroe, sistema que logró atender a 
15.320 usuarios y dar respuesta a 7.930 requerimientos de informa-
ción.

Conviene destacar que la automatización del trámite permitió exten-
der a todo el universo de operaciones relacionadas con la formulación 
del instrumento, el control aleatorio y parcial que hacía este Órgano 
Contralor en los empleados de alto nivel, en cuanto a los aspectos 
técnicos de forma y fondo de su situación patrimonial, asegurando 
en la declaración de bienes o activos los datos necesarios para el 
estudio o seguimiento de la evolución patrimonial.

Acciones fiscales 

En atención a lo previsto en el artículo 29 de la lcc, la cgr tiene com-
petencia iniciar el procedimiento de verificación de la información su-
ministrada por los funcionarios o empleados públicos en sus djp. En 
ejecución de esta competencia, se tramitaron durante el ejercicio fis-
cal 2012 la cantidad de 28 auditorías patrimoniales, de las cuales 12 
fueron concluidas y remitidas al Ministerio Público durante el período 
en cuestión. 

No obstante, en los 12 procedimientos de verificación patrimonial de-
cididos se determinó la inadmisibilidad de las djp objeto de estudio, 
por cuanto las mismas no se ajustaron a los extremos legales. En 
este sentido, los resultados obtenidos en los procedimientos de veri-
ficación arrojaron el presunto delito de enriquecimiento ilícito en razón 
de que la cuantía no justificada de activos resultó desproporcionada 
en relación con los ingresos legítimos percibidos por los funcionarios 
o empleados públicos auditados, ascendiendo a la cantidad total de 
Bs. 22.805.991,84. Además, se observó en algunos casos el presunto 
delito de falseamiento u ocultamiento de información patrimonial y 
tráfico de influencia, considerándose suficientes indicios para su re-
misión al Ministerio Público a los fines del ejercicio de las acciones a 
que hubiera lugar, toda vez que surgieron elementos que hacen pre-
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sumir la responsabilidad civil y/o penal en contra de los funcionarios o 
empleados públicos a quienes se les verificó su situación patrimonial. 

De acuerdo con lo establecido en la lcc en sus artículos 23, 24, 26 
y 27, en concordancia con el artículo 33, numerales 1, 2, 3, 4, 5, 7, 
8 y 9, este Órgano de Control Fiscal durante el año 2012 tramitó 79  
procedimientos administrativos sancionatorios, de los cuales 60 fue-
ron concluidos o decididos, de ellos 45 quedaron firmes en instancia 
administrativa al 31 de diciembre de 2012 por la cantidad total de 
8.206,25 U.T., por los hechos siguientes: omitir la presentación de la 
djp dentro del término previsto para ello; no facilitar los documentos 
solicitados con motivo del procedimiento de verificación patrimonial; 
no consignar la djp en el lapso que se le hubiere acordado mediante 
resolución motivada; obstaculizar o entrabar la práctica de diligen-
cias con motivo de la auditoría patrimonial; falsear u ocultar datos 
contenidos o que debió contener la declaración jurada de patrimonio 
o la información requerida durante el procedimiento de verificación 
patrimonial; y por último, a los responsables del área de recursos 
humanos por no participar a la Contraloría General de la República 
los movimientos de personal; por no exigir a los empleados el com-
probante de haber presentado la djp; y, cancelar pasivos laborales 
sin antes haber exigido el comprobante de haber presentado la djp.

Mención especial a los avances de la Comisión 
Permanente de Contraloría de la Asamblea Nacional

La Comisión Permanente de Contraloría de la Asamblea Nacional re-
cibió 740 casos e inició 25 investigaciones sobre nuevas denuncias 
presentadas. Todos los casos fueron analizados y procesados por las 
subcomisiones asignadas a su revisión y análisis. La Comisión se fijó 
como meta aprobar al cierre de agosto 2012 el 60% de los casos que 
quedaron pendientes y el 40% restante se discutirá en el segundo 
período ordinario de sesiones que culminó el 15 de agosto de 2012.

Por medio de las subcomisiones que conforman esta Comisión se 
procesaron los siguientes casos:
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•	 A la Subcomisión de Control del Gasto Público del Ejecutivo Re-
gional, Empresas Estadales y Administración Centralizada y Des-
centralizada se le asignaron 175 casos, de los cuales  se cerraron 
118.

•	 A la Subcomisión de Control del Gasto Público del Ejecutivo Muni-
cipal y Administración Centralizada y Descentralizada de los Muni-
cipios se le asignaron 135 casos expedientes, cerrándose el 100% 
de los mismos.

•	 A la Subcomisión encargada de Institutos Autónomos, Empresas 
del Estado y Gobierno Nacional se le asignaron 186 expedientes, 
aprobados en su totalidad.

Los casos que quedaron pendientes serían evaluados en el segundo 
período ordinario de sesiones que se iniciaría el 15 de septiembre del 
año 2012.

En comparación con períodos parlamentarios anteriores, la Comi-
sión cerró en el período 2006-2010 la cantidad de 296 expedientes; 
y para lo que va del período 2012-2015 se han sancionado más de 
400 casos que presentaron irregularidades administrativas, lo cual in-
dica que ya se ha superado el trabajo presentado en agenda en los 
períodos anteriores.

El  presidente de la Comisión Permanente de Contraloría informó el 
24 octubre 2012 que tiene 321 casos  y solo se trabajará el 60% de 
estos en este período  legislativo que culmina el 15 de diciembre. Re-
cordó que recibió 767 casos cuando se encargó de la presidencia de 
la Comisión y se abrieron 43 casos adicionales; en el primer período 
de sesiones se cerraron 446 casos y restan 321, de los cuales 81 
corresponden a la subcomisión número uno, 71 de la subcomisión 
número dos y 166 de la número tres, así como 3 casos de las subco-
misiones especiales. El cronograma de trabajo que se ejecuta busca 
cumplir la meta del 60% -recalcó- lo que equivale a 194 casos. Las 
subcomisiones presentaran la metodología a utilizar para trabajar los 
casos en estudio. 
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En cuantos a actividades de capacitación, la Comisión realizó un Ta-
ller sobre Metodología para la elaboración de memoria y cuenta de 
los ministros y ministras, a fin de unificar criterios y facilitar la elabora-
ción y evaluación de las mismas.  Al evento asistieron los directores 
de Planificación y Presupuesto, así como los directores de Adminis-
tración y Finanzas de los diferentes ministerios, la vicepresidencia 
de la República y la Procuraduría General de la República, quienes 
presentaron sus observaciones y sugerencias para mejorar la presen-
tación de dicho documento.

Mención especial a los avances del Sistema Judicial

Tribunal Supremo de Justicia

Según lo establecido en el Código de Ética del Juez y la Jueza vene-
zolanos, la materialización de la jurisdicción disciplinaria judicial se 
concretó a través del Tribunal Disciplinario Judicial y la Corte Discipli-
naria Judicial. En ese sentido, la Asamblea Nacional designó (2011) 
por concurso público a los Jueces Principales de la Corte Discipli-
naria Judicial, así como del Tribunal Disciplinario Judicial, cesando 
así en sus funciones la mencionada Comisión de Funcionamiento y 
Reestructuración del Sistema Judicial.

Durante el período de actividades judiciales 2012, el Tribunal Disci-
plinario Judicial cumpliendo con sus funciones de control realizó las 
siguientes actuaciones:

•	 Se les declaró la responsabilidad disciplinaria a siete ciudadanos 
y se les impusieron las respectivas sanciones.

•	 Se absolvió a siete ciudadanos de su responsabilidad disciplinaria.

•	 Se removió del cargo a un Magistrado del tsj.

•	 Se impuso una suspensión sin goce de sueldo, se decidieron tres 
recursos de apelación declarados con lugar, y se anularon dos 
autos.

•	 Se declaró inadmisible una demanda y una acción de amparo.
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•	 Se anuló una sentencia resuelta en consulta obligatoria; una con-
sulta obligatoria resuelta por sobreseimiento de la investigación; 
una consulta obligatoria de una sentencia; cuatro recursos de 
apelación sin lugar; y dos recursos de apelación perimidos.

•	 Se decretó el sobreseimiento de una investigación. 

Ministerio Público

Por medio del Ministerio Público se logró la condena para el excoor-
dinador de Liquidaciones del Banco del Tesoro por el delito de co-
rrupción, lo cual causó un daño patrimonial a la institución financiera 
durante el primer semestre del año 2009. Ante la contundencia de la 
acusación presentada por el Ministerio Público fue condenado a 8 
años y 9 meses de prisión.

Igualmente, en la referida audiencia preliminar el Ministerio Público ra-
tificó la acusación contra el exgerente de Liquidaciones y Cobranzas 
del Banco del Tesoro, por la comisión de los delitos de apropiación 
de fondos de una institución financiera; y fraude documental en una 
institución sometida al control de la Superintendencia de Instituciones 
del Sector Bancario, tráfico de influencias y asociación para delinquir.

Posterior a esta audiencia, en una investigación iniciada en el año 
2010, fueron pasadas a juicio la analista de Crédito II y la gerente de 
línea de Banca Corporativa, al admitirse la acusación contra ambas 
por la comisión de los delitos de aprobación indebida de fondos, en 
grado de facilitadoras, y asociación para delinquir; las mismas tienen 
medidas cautelares de arresto domiciliario; todo ello a raíz de una pe-
tición realizada por la Presidencia del Banco del Tesoro, instancia que 
después de solicitar una auditoría se percató de las irregularidades 
cometidas en el otorgamiento de créditos y la inconsistencia entre la 
cantidad de préstamos aprobados y otorgados por altísimos montos. 

Asimismo, el Ministerio Público logró la condena para una mujer por 
corrupción en obras de la Gobernación del Estado Zulia. Ante la con-
tundencia de la acusación presentada por el Ministerio Público, fue 
condenada a tres años de prisión tras admitir haber incurrido en actos 
de corrupción a través de la construcción de obras de la Gobernación 



262 Revista de Control Fiscal

O t r o s  a v a n c e s  e n  l a  I m p l e m e n t a c i ó n  d e  l a  C I CC

del Estado Zulia. Esta irregularidad fue denunciada ante el Ministerio 
Público el 08 de julio de 2009,  bajo la figura de comisión del delito de 
aprovechamiento fraudulento de fondos públicos, prevista y sancio-
nada en la Ley Contra la Corrupción. El Tribunal 3º de Control del Zulia 
dictó la referida sentencia condenatoria, por lo que queda inhabilitada 
políticamente durante el tiempo de la condena.

Por este caso se encuentran acusados un ingeniero inspector de 
obras de la Gobernación del Estado Zulia, y un ingeniero residente 
de la empresa Consperca, por la presunta comisión de los delitos 
de aprovechamiento fraudulento de fondos públicos y obtención ile-
gal de utilidades de actos administrativos. Mientras tanto las cuentas 
bancarias de la empresa Consperca continúan inmovilizadas hasta 
que culmine el juicio de los otros dos acusados. 

Así también, el Ministerio Público ordenó el pase a juicio del regis-
trador civil de Pozo Verde del municipio Caroní, quien estaría incurso 
en un hecho de corrupción al tener en su residencia documentos y 
materiales que deben mantenerse en la sede oficial. Una vez evalua-
dos los medios de pruebas presentados por el Ministerio Público, el 
Tribunal 4º de Control de Puerto Ordaz ordenó el enjuiciamiento del 
funcionario y que permanezca en arresto domiciliario. 

Por otro lado, el Ministerio Público imputó a tres empleados de cor-
poelec por la sustracción de 24 transformadores en el estado Portu-
guesa. El material fue sustraído el 3 de febrero de 2011 del Centro de 
Operaciones de Distribución en Acarigua, estado Portuguesa. Este 
delito está previsto y sancionado en la Ley Contra la Corrupción y en 
la Ley Orgánica contra la Delincuencia Organizada y Financiamiento 
al Terrorismo. Los funcionarios ingresaron al local en cumplimiento de 
una orden de allanamiento solicitada por el Ministerio Público, la cual 
fue acordada por el Tribunal 3° de Control del referido estado. 

Este mismo ente imputó al exalcalde de Francisco de Miranda en el 
estado Guárico por corrupción debido a que se habrían presentado 
irregularidades durante su gestión durante el período 2004-2008. Los 
fiscales 65º nacional y 17º de la jurisdicción, respectivamente, impu-
taron al exfuncionario por la presunta comisión del delito de malver-
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sación específica de fondos públicos, evasión de procedimientos de 
licitación, concierto de funcionario público con contratista y peculado 
doloso propio continuado. Estos delitos se encuentran previstos y 
sancionados en la Ley Contra la Corrupción. 

Medidas sobre bienes para resarcir daños al Patrimonio 
Público

La Comisión Permanente de Contraloría de la Asamblea Nacional 
anunció (2012), que en el informe final de las investigaciones de los 
casos que se sancionen por responsabilidad política se establecerán 
los mecanismos para determinar la cantidad de enriquecimiento, el 
daño cuantificado al patrimonio de la República y hacer un inventario 
de los bienes patrimoniales de los responsables para que sean esos 
bienes confiscados. Asimismo, se le solicitará al Poder Ciudadano 
que se imponga la responsabilidad administrativa a través de la Con-
traloría General de la República y la responsabilidad penal a través 
del  Ministerio Público. 

El Tribunal Supremo de Justicia a través de la Sala Político Adminis-
trativa declaró procedente la medida cautelar de embargo preventivo 
solicitada por el Instituto Nacional de la Vivienda (inavi), sobre bienes 
de la sociedad mercantil Oil Industrial Special Services, C.A. (oiscca), 
incluida la cuenta corriente abierta en el Banco del Caribe, C.A. Ban-
co Universal, así como sobre cualquier otro bien mueble que indique 
el inavi al momento de la práctica de dicha medida, hasta comple-
tar el monto total de la suma a embargar. De igual manera, la Sala 
del Alto Juzgado acordó como medida complementaria oficiar a la 
Superintendencia de las Instituciones del Sector Bancario para que 
requiera a las entidades que conforman el sistema bancario nacional 
información sobre las cuentas y cualquier otro instrumento financiero 
que posea la mencionada sociedad mercantil en dichas instituciones 
financieras. Agregó la parte demandante que Oil Industrial Special 
Services, C.A. no culminó la obra en el plazo establecido, pues la mis-
ma debía ser terminada a más tardar para el 04 de octubre de 2010. 
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Medidas para fortalecer los sistemas de contratación del 
Sistema Financiero

En cuanto a este tema, la Superintendencia de las Instituciones del 
Sector Bancario por medio de la Resolución N° 099.12147, estableció 
las Normas que permiten determinar el cumplimiento de los Requisi-
tos de Calidad Moral y Ética exigidos para el Ejercicio de la Actividad 
Bancaria. Estas Normas están dirigidas a las personas naturales que 
deseen ingresar a la actividad bancaria como directores presidentes, 
vicepresidentes, representantes legales o cargos de administración o 
de dirección, consejeros, asesores, consultores, auditores internos o 
externos, comisarios, factores mercantiles, representantes judiciales, 
defensor del cliente y usuarios bancarios y sus suplentes, de ser el 
caso, gerente de áreas, secretarios de la Junta Directiva o cargos si-
milares y sus suplentes de ser el caso, en las instituciones bancarias. 
También a las personas jurídicas que desean ingresar a la actividad 
bancaria como: consejeros, asesores, consultores y auditores exter-
nos en las instituciones bancarias.

El numeral 4 del artículo 6 de estas Normas establece que en el caso 
de los auditores internos correspondientes a instituciones bancarias 
públicas, se requerirá adicionalmente la notificación por parte del pre-
sidente del banco o quien haga sus veces en la institución bancaria 
conforme a la designación del Jurado Calificador en cumplimiento 
a los elementos exigidos por la Contraloría General de la República. 

El artículo 13 acota que el nombramiento de personas inhabilitadas o 
que no cumplan con los requisitos de calidad moral y ética conforme 
a la presente resolución no tendrán validez ni efectos legales a partir 
de la notificación por parte de la Superintendencia de las Instituciones 
del Sector Bancario.

Medidas de prevención y control del Patrimonio Público

En relación con este tópico, el Estado venezolano en su deber de 
fomentar y garantizar la protección, enriquecimiento, conservación y 
restauración del patrimonio cultural, tangible e intangible, y la me-

147 Gaceta Oficial N° 39.984 de fecha 13 de agosto del año 2012.
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moria histórica de la nación dicta las Normas y Procedimientos que 
Regulan las Actividades Arqueológicas y Paleontológicas, a través 
del Instituto del Patrimonio Cultural148, con el objeto de regular las 
actividades de prospección, recolección superficial, excavación e in-
vestigación, tendentes a descubrir, explorar y estudiar los yacimientos 
arqueológicos o paleontológicos, con la finalidad de conservar, prote-
ger y salvaguardar el Patrimonio Cultural de la República como parte 
integrante del Patrimonio Público.

Por otro lado, la Superintendencia de Bienes Públicos mediante Pro-
videncia149 dicta las Normas Generales sobre Licitación para la Venta 
y Permuta de Bienes Públicos. Estas Normas en su artículo 1 señalan 
que: 

Los órganos y entes del sector público deberán enajenar los 
bienes públicos de su propiedad que no fuesen necesarios 
para el cumplimiento de sus finalidades y los que hubiesen sido 
desincorporados por obsolescencia o deterioro, conforme a los 
términos establecidos en el Decreto con rango, valor y fuerza de 
Ley Orgánica de Bienes Públicos, en lo que les sea aplicable.  

Asimismo, estas Normas señalan las modalidades en que se realiza-
rá la enajenación, y las que se realicen por venta o permuta se ha-
rán mediante un proceso de oferta pública; también se describen las 
atribuciones que tienen los Comités de Licitaciones en este ámbito; 
se acotan las condiciones de aquellas personas a quienes no se les 
permitirá participar en este proceso; y se enumera el contenido que 
deberá tener el informe de recomendaciones del Comité de Licitacio-
nes.

Entre los aspectos resaltantes destaca el artículo 24 que declara “La 
Contraloría General de la República y la Unidad de Control Interno del 
órgano o ente enajenante, podrán designar representantes para que 
actúen como observadores, sin derecho a voto, en los procesos lici-
tatorios referidos en las presentes normas”. Por último se puede men-
cionar que la norma indica los supuestos que quedan exceptuados 

148 Gaceta Oficial N° 40.028 de fecha 15 de octubre del año 2012.
149 Gaceta Oficial N° 40.054 de fecha 20 de noviembre del año 2012.
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para efectuar el procedimiento de oferta pública la venta o permuta 
de bienes públicos.

La Superintendencia de Bienes Públicos, mediante Providencia150, es-
tablece el deber de contar con la autorización previa de la Comisión 
de Enajenación de Bienes Públicos para la enajenación de los bienes 
propiedad del Sector Público Nacional. Se especifican los requisitos 
que se exigen para las solicitudes que tienen el propósito de enajenar 
bienes públicos y que serán remitidas a la mencionada superinten-
dencia para la consideración de la respectiva comisión. 

Por otra parte, el Ministerio del Poder Popular para Vivienda y Hábitat 
por medio de la Resolución151 N°01, prohíbe expresamente a las em-
presas nacionales o internacionales, consejos comunales, gerencias 
técnicas, cooperativas o cualquier otra organización, que ejecuten 
obras para la Gran Misión Vivienda Venezuela con recursos prove-
nientes del erario público, la venta, cesión, donación o intercambio 
de materiales de construcción con terceras personas, sean naturales 
o jurídicas.

También este Ministerio por medio de la Resolución152 N° 02 prohíbe 
expresamente a las empresas nacionales o internacionales, consejos 
comunales, gerencias técnicas, cooperativas o cualquier otra orga-
nización, que ejecute obras para la Gran Misión Vivienda Venezuela 
con recursos provenientes del erario público, la venta, cesión, dona-
ción o intercambio de material calificado como “Chatarra” con terce-
ras personas, sean naturales o jurídicas. 

Sistemas para la contratación de funcionarios públicos 
para las actividades de control fiscal

Finalmente, en este año 2012, en relación con los sistemas para la 
contratación de funcionarios públicos para las actividades de control 
fiscal, la Oficina del Registro de Auditores, Consultores y Profesio-
nales Independientes en materia de control presentó las siguientes 
cifras.
150 Gaceta Oficial N° 40.042 de fecha 02 de noviembre del año 2012.
151  Ídem.
152  Ídem.
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2013-2014

Mención especial a los avances del Poder Ejecutivo  
en la lucha contra la corrupción

En el año 2013, y lo que ha transcurrido del año 2014, se presentan 
los avances del Poder Ejecutivo, que según los artículos 251 y 252 de 
la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela (crbv), puede 
establecer el Consejo de Estado como órgano superior de consulta 
del Gobierno y de la Administración Pública Nacional. En este sentido, 
en agosto del año 2013, se convocó al Consejo de Estado a una re-
unión de emergencia para debatir especialmente las propuestas con-
cretas contra la corrupción en materia jurídica e institucional, así como 
la incorporación de las comunidades organizadas en esta lucha contra 
este flagelo, y se trataron además las implicaciones del ámbito educati-
vo y comunicacional en el combate a la corrupción en todos los niveles, 
indiferentemente de cualquier grupo económico o actor político. 

La Asamblea Nacional aprobó la Ley que autoriza al Presidente de la 
República para dictar decretos con Rango, Valor y Fuerza de Ley, en 
las materias que se delegan de conformidad con lo establecido en el 
artículo 203 y el numeral 8 del artículo 236 de la crbv. El primer punto 
de esta ley está dirigido a implementar normas en el ámbito de la lu-
cha contra la corrupción que incluyeron, entre otros, los siguientes 
aspectos:

Indicadores que reflejan las operaciones  
que realizó la Oficina del Registro de Auditores, 

Consultores y Profesionales Independientes  
en materia de Control

Año 2012
	

Tipo de actuación Cantidad
1 Recepción de solicitudes de inscripción y documentos 586
2 Análisis de solicitudes de inscripción y documentos 586
3 Certificados otorgados 497
4 Auto motivado y oficio 166
5 Consultas y asesorías 191
6 Registro y control de expedientes 583

Fuente: Oficina de Registro de Auditores, Consultores y Profesionales Independientes 2013-2014
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a)  Dictar o reformar normas e instrumentos destinados a fortalecer los 
valores esenciales del ejercicio de la función pública, tales como 
solidaridad, honestidad, responsabilidad, vocación de trabajo, 
amor al prójimo, voluntad de superación, lucha por la emancipación 
y el proceso de liberación nacional inspirado en la ética y la moral 
socialista, la disciplina consciente, la conciencia del deber social y 
la lucha contra la corrupción y el burocratismo, todo ello, en aras 
de garantizar y proteger los intereses del Estado en sus diferentes 
niveles de gobierno.

b)  Dictar o reformar normas destinadas a profundizar y fortalecer los 
mecanismos de sanción penal, administrativa, civil y disciplinaria 
para evitar lesiones o el manejo inadecuado del patrimonio públi-
co y prevenir hechos de corrupción.

c)  Dictar normas contra la legitimación de capitales.

Por otra parte, merecen especial mención los avances de la Defensa 
Pública en esta misma materia como se reseñarán de seguidas.

Avances de la Defensa Pública en la lucha contra la 
corrupción

La Defensa Pública, órgano constitucional del Sistema de Justicia, 
presentó en el mes de octubre del año 2013 las siguientes propues-
tas estratégicas para combatir la corrupción: la creación de un Siste-
ma institucional y social dedicado a la consultoría, asistencia técnica, 
investigación y divulgación de una verdadera cultura administrativa; 
la promoción de una campaña de concientización a niveles institucio-
nales para la promoción de valores esenciales en la vida de los seres 
humanos, como la honradez; la reforma de los pensum de estudio a 
todos los niveles de la educación, en función de los valores para la 
vida y la creación de programas de asistencia para las familias de los 
funcionarios incursos en delitos de corrupción y con los privados de 
libertad por esos actos. El Defensor Público General propone ade-
más imponer penas más severas a personas inmersas en casos de 
corrupción, profundizar la participación popular y asegurar las garan-
tías del debido proceso en el combate contra la corrupción. 
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En cuanto a los Sistemas de Contratación de Funcionarios Públicos, 
como todos los años desde su creación, el Registro correspondiente 
habilitado por la cgr presenta sus estadísticas tal como se expresa 
infra.

Sistemas para la contratación de funcionarios públicos 
para las actividades de control fiscal

La Contraloría General de la República exhortó en el mes de noviem-
bre del año 2013 a las máximas autoridades jerárquicas de los órga-
nos y entes de la Administración Pública nacional, estadal y municipal 
a dar fiel cumplimiento al reglamento dictado en esta materia153, con 
el objetivo de regular la certificación de personas naturales y jurídicas 
que apoyarán las funciones de control de los órganos o entidades 
públicas. En ese sentido, para el año 2013, la Oficina del Registro de 
Auditores, Consultores y Profesionales Independientes en materia de 
Control, atendió la cantidad de 228 solicitudes de inscripción, de las 
cuales se aprobaron 149 para la emisión de certificados a personas 
naturales y 18 a personas jurídicas. Asimismo, se acordó negar la 
inscripción en el referido Registro a 51 personas naturales, mediante 
la emisión y debida notificación a los interesados del Auto Motivado 
emitido a tal efecto,  quedando 10 solicitudes en proceso de análisis.

Por otra parte, se excluyó del Registro de Auditores a una persona 
natural por estar incursa en el causal de exclusión prevista en el nu-
meral 1 del artículo 19 del Reglamento para el Registro, Calificación, 
Selección y Contratación de Auditores, Consultores y Profesionales 
Independientes en materia de control154. 

153 Gaceta Oficial N° 39.729 de fecha 5 de agosto del año 2011.	
154 Ídem.	

SOLICITUDES DE INSCRIPCIÓN INTERESADOS CANTIDAD

CERTIFICADOS
Persona Natural 149

Persona Jurídica 18
TOTAL CERTIFICADOS 167

NEGADOS Persona Natural 51
TOTAL NEGADOS 51
TOTAL ANALIZADAS 218
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Fueron atendidas 129 solicitudes de opinión, de las cuales 15 fue-
ron realizadas a través de oficios, 10 de manera personal y 104 vía 
telefónica, relacionadas con la selección y contratación de profesio-
nales por parte de los órganos y entidades del sector público, para 
apoyar sus funciones en materia de control fiscal y control interno, la 
inscripción de interesados en el Registro de Auditores, así como la 
interpretación de algunas disposiciones contenidas en el ya citado 
Reglamento, y en las Normas para la Ejecución de los Trabajos y 
Presentación de Resultados por Auditores, Consultores, Profesiona-
les Independientes y Firmas de Auditores que presten Servicios en 
Materia de Control155, entre otros asuntos.

En materia aduanera y tributaria se presentan los resultados de la 
labor de la Oficina de Políticas Públicas y Gestión Interna, con data 
obtenida de la Oficina de Planificación y Presupuesto, en cuanto a los 
procesos de fiscalización y control.

Procesos de fiscalización y de control aduanero y tributario

Detalle sobre los procesos de fiscalización y determinación culmina-
dos con Resolución Culminatoria de Sumario Administrativo:

155 Gaceta Oficial N° 39.827 de fecha 23 de diciembre del año 2011.

Mes del año 
2013

N° de Resoluciones Culminatorias de Sumario 
Administrativo

Enero 78
Febrero 102
Marzo 126
Abril 128
Mayo 115
Junio 103
Julio 98
Agosto 91
Septiembre 76
Octubre 92
Noviembre 105
Diciembre 112

Elaborado por la Oficina de Políticas Públicas y Gestión Interna con data obtenida de la Oficina de Planificación 
y Presupuesto.
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Conclusiones
La Convención Interamericana Contra la Corrupción (cicc) es el prin-
cipal instrumento jurídico de carácter internacional en nuestra región 
referido a la prevención y sanción de actos irregulares cometidos por 
funcionarios públicos. 

Por ser la corrupción un grave problema social, político y económico, 
ha sido incorporada como tema de discusión en las agendas de mu-
chas organizaciones internacionales. Su combate se ha convertido 
en uno de los retos más significativos y apremiantes, circunstancia 
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que le ha otorgado un trato preferencial en reuniones, jornadas, en-
cuentros, seminarios, conferencias, congresos, por citar solo algunos 
eventos organizados en los ámbitos regional y mundial con el propó-
sito de diseñar políticas, estrategias, documentos e instrumentos que 
permitan hacerle frente.

Es del conocimiento general que los países están sujetos a normas y 
políticas de carácter internacional que tienen el propósito de prevenir, 
controlar o frenar la corrupción y que se encuentran principalmente 
enfocadas hacia el sector gubernamental. Todo esto apoyado en un 
amplio conjunto de convenciones, tratados, acuerdos y estándares 
dictados a través de organismos internacionales que proporcionan 
un marco de referencia (normas y políticas) que los gobiernos de-
ben observar y tomar en cuenta para  minimizar la corrupción entre 
sus funcionarios y para que la labor de sus instituciones sea más 
transparente y efectiva. Además, se abordan las medidas que deben 
dictar la naturaleza y competencia de las instituciones relacionadas 
con la prevención y persecución de la corrupción; las regulaciones 
para resolver conflictos de intereses que enfrentan los funcionarios 
públicos; la declaración de activos y pasivos; la transparencia de los 
presupuestos y compras gubernamentales y el control del lavado de 
dinero y activos, entre otros aspectos.

En cuanto a la implementación de la Convención Interamericana 
Contra la Corrupción, la República Bolivariana de Venezuela ha dado 
cuenta, a través de los Informes de Avance, importantes y continuos 
progresos, logrando un reconocimiento al esfuerzo realizado por el 
país en esta tarea, sobre todo en lo atinente al desarrollo legislativo 
promovido a raíz de la promulgación de la Constitución de la Repúbli-
ca Bolivariana de Venezuela, además de los importantes logros para 
detener la comisión de hechos ilegales y antijurídicos.

Los Informes en comento dan muestra del desarrollo de los consi-
derables progresos del aparato jurídico venezolano al tipificar como 
acto de corrupción el solo hecho de ejercer una acción o adoptar 
una decisión u omitirla contradiciendo los deberes o funciones que 
le han sido asignadas a un funcionario que ejerce un cargo público, 
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con la finalidad de obtener beneficios para sí mismos o para empre-
sas, grupos o terceras personas. Dentro de los hechos de corrupción 
quedan incluidos el incumplimiento de deberes, los actos arbitrarios 
y el abuso de funciones.

Así mismo, los Informes dan razón de los significativos adelantos en 
mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento de la Convención: 
las medidas para prevenir los conflictos de intereses; las normas y 
mecanismos para asegurar la preservación y uso adecuado de los 
recursos asignados a los funcionarios públicos; los mecanismos en 
materia de denuncias; el sistema para la declaración de los ingre-
sos, activos y pasivos que son pertinentes para la promoción de los 
propósitos de la Convención; la obligación de que las instituciones 
públicas cuenten con sistemas adecuados para la contratación de su 
personal, así como también para la adquisición de bienes y servicios; 
y la realización de inversiones y obras de infraestructura; al respecto, 
las leyes venezolanas señalan expresamente que se debe asegurar 
que estos mecanismos respondan a los criterios de publicidad, equi-
dad y eficiencia.

En este mismo orden de ideas, la Convención contempla que los paí-
ses deben crear, mantener o fortalecer sus órganos de control supe-
rior, con el fin de que dichas instituciones se encarguen de prevenir, 
detectar y sancionar eficazmente las prácticas de corrupción. En tal 
sentido, la cgr tiene amplias facultades de control y fiscalización, 
emanadas no solo de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 
República y del Sistema Nacional de Control Fiscal (locgrsncf), sino 
del propio texto constitucional en su artículo 287.

Se debe hacer especial mención a las medidas para estimular la par-
ticipación de la sociedad civil y de las organizaciones no guberna-
mentales en los esfuerzos destinados a prevenir la corrupción. En 
este sentido, Venezuela cuenta con un marco jurídico amplio que se 
inicia desde la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 
en la cual se consagra el derecho de toda persona de acceder a la 
información y a los datos de interés para la comunidad o grupos de 
personas (artículo 28 crbv).
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La Carta Magna también establece que los ciudadanos tienen el de-
recho de participar libremente en los asuntos públicos, directamente 
o por medio de sus representantes elegidos (en su artículo 62); prevé 
los medios de participación y protagonismo del pueblo en ejercicio 
de su soberanía en lo político, social y en lo económico (artículo 70); 
define los postulados que fundamentan la intervención de la socie-
dad civil en las funciones del Estado, garantizando mayor transparen-
cia (artículos 168, 173, 184, 187 numeral 4, 253, 255 y 294); establece 
la promoción y educación como proceso creador de la ciudadanía y 
el fomento de la responsabilidad social, entre las funciones del Con-
sejo Moral Republicano (artículos 273 al 279); establece la denuncia 
como herramienta al servicio de la ciudadanía, y abre las puertas para 
la creación de las Oficinas de Atención al Ciudadano en los diferentes 
entes de la Administración Pública, con la finalidad de orientar e infor-
mar a las personas sobre los asuntos de su interés y especialmente 
sobre aquellos vinculados a la lucha contra la corrupción.

Por último, la República Bolivariana de Venezuela señala en los Infor-
mes de Avance los progresos en prohibir y castigar tanto el soborno 
transnacional como el enriquecimiento ilícito, en excluir de los be-
neficios tributarios a las empresas o personas que violen las leyes 
anticorrupción, así como todo el esfuerzo para que los sistemas de 
recaudación de ingresos eviten la evasión de impuestos o el con-
trabando y la aceptación de sobornos o su ofrecimiento, sobre los 
cuales la legislación venezolana sanciona no solo al funcionario que 
se aprovecha de su cargo, sino también a las personas que lo incitan 
a cometer estos abusos.

Hay que recordar que la Convención Interamericana Contra la Co-
rrupción no es un instrumento de carácter coercitivo, por tanto su 
objetivo no es sancionar o castigar a los países que no adopten me-
didas efectivas para penar a las personas acusadas de corrupción, 
sino que propicia el compromiso de los países que la han suscrito a 
aplicar las medidas del tratado respetando las legislaciones internas, 
y a hacerlo de forma progresiva. En realidad, lo que se busca con las 
medidas preventivas, al no tener un carácter coercitivo hacia los paí-
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ses, es que marquen las pautas u orientaciones que deben guiar las 
reformas jurídicas e institucionales para hacerle frente a la corrupción.

Por todo ello, la Convención pretende abarcar el más amplio número 
de conductas en sus supuestos generales y así frenar el crecimien-
to de este flagelo. El trabajo expuesto en este número especial de 
la Revista de Control Fiscal, Cultura de la Eficacia sobre la recopila-
ción de los avances de la República Bolivariana de Venezuela, que 
se constituyen en Informes presentados ante el Comité de Expertos 
del Mecanismo de Seguimiento de la Convención, puede servir para 
diseñadores, ejecutores o evaluadores de políticas públicas relacio-
nadas con el fortalecimiento de la transparencia y la probidad en las 
instituciones de gobierno; y con base en las normas y políticas inter-
nacionales existentes, puede facilitar el establecimiento de  criterios 
o parámetros para fijar planes y medir los avances que un país esté 
obteniendo en materia de lucha contra la corrupción. 

Para la Contraloría venezolana es importante que la presente edición 
sea útil para los investigadores y estudiosos que trabajen en el tema 
de la corrupción, particularmente en relación con los esfuerzos inter-
nacionales para reducirla o controlarla y, finalmente, se convierta en 
una ventana para que grupos de la sociedad civil bien sea comuni-
dades que ejercen la participación ciudadana y quienes practican la 
contraloría social, entre otros, puedan orientarse en el seguimiento de 
las políticas públicas y su gestión.
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